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Orden y desorden. Orden y caos. Vínculo indivisible, relación compleja

y contradictoria. Correspondencia vital que impulsa el cambio: lo in-

variable, una ilusión; lo inalterable, una quimera; un despropósito lo

fijo. Lo estático un engaño; lo indestructible un espejismo; lo eterno,

una ficción. No existen equilibrios sociales que perduren por siem-

pre: permanencias imperecederas. Orden y desorden. Orden y caos.

Reciprocidad trascendente que presiona el movimiento, mudanza

necesaria. Inagotable fuente de crisis, vicisitudes varias, alteracio-

nes recurrentes, inquietantes trastornos, panoramas inciertos que,

de muy diversas formas, concluyen en una nueva estabilidad siem-

pre contingente, irregular, catastrófica; siempre en rumbo a una

nueva y perturbadora transformación.

rden y caos. Transición política o

pertenencia obligada. El caso de
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Hace tiempo, dos décadas al menos,

se insiste en hacernos ver cómo el

país vive una transición política que, paulati-

namente y no sin tropiezos, adquiere la forma

de una transición a la democracia. Democra-

cia electoral limitada pero suficiente, se pien-

sa, para arribar a un nuevo régimen no autori-

tario. Periodo coyuntural, se dice, marcado por

el signo de la incertidumbre. Paréntesis histó-

rico preocupado por resolver la contradicción

establecida entre un orden nacionalista-revo-

lucionario que no acaba de morir, y un nuevo

orden, neoliberal le llaman, que no termina

por nacer. Veinte años de amenazantes con-

tingencias económicas y políticas no resuel-

Murió mi eternidad y estoy velándola.

César Vallejo

tas que, de tanto esperar concluyan, termina-

ron por edificar, más que un tiempo de transi-

ción, un nuevo orden que, sin pudor, muestra

lo que históricamente todo orden ocultó: el

desorden que le da vida, el caos que destruye,

que elimina pero que termina por impulsar el

movimiento a lo nuevo.

Por años aprendimos que la transición,

aun y cuando exista la posibilidad de que  con-

cluya en otro régimen autoritario, tenía como

objetivo prioritario la construcción de una de-

mocracia política procedimental, orientada a

consolidar procesos electorales aceptados y

creíbles que garantizaran, a través del voto

individual, la constitución de poderes políti-

cos socialmente legitimados. Sin embargo,

entendimos también que, más que la ambición
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democrática  –incluso sobre de ella–, el pro-

ceso de transición obedecía a una exigencia

económica: apresurar en los países de moder-

nización tardía el impulso a los procesos de

globalización que imponía el nuevo orden in-

ternacional. Y más todavía, percibimos que el

tan mentado proceso de transición, bien podía

ser considerado como un orden constituido,

eliminando así el engañoso sentido de circuns-

tancia o de interrupción histórica con el que

se le había venido calificando.

Orden y desordenOrden y desordenOrden y desordenOrden y desordenOrden y desorden

En otro lugar establecimos que, por orden, va-

mos a entender la coherencia institucional de

una formación social específica que define una

particular forma de Estado. Nos referíamos en

concreto a una totalidad social organizada que,

en un espacio y en un tiempo determinado,

comprende un particular patrón de acumula-

ción de capital, una ideología que justifica y

legitima el ejercicio del poder, unas políticas

explícitas de gobierno –expresadas en leyes,

reglamentos y programas– que permiten apli-

car el proyecto de nación construido, y un con-

junto de reglas políticas, escritas o no, y gene-

ralmente aceptadas, que facilitan la relación

Estado-sociedad a través de distintivas formas

de representación social.
1

Siendo el orden, decíamos, la expresión

coherente de un Estado, su manifestación

institucional tendría que ser el régimen, en-

tendido como el conjunto de instituciones pú-

blicas y privadas que responden a una idea de

organización social, a un muy determinado

modelo de relación entre lo económico y lo

político al que comúnmente se denomina for-

ma de Estado;
2
 régimen que alcanzaría su más

alto grado de concreción en la acción política

de un gobierno espacial y temporalmente de-

terminado.

Por definición, aceptábamos, todo orden

se pretende estático, inamovible y, por tanto,

tendrá, más allá del discurso ideológico cons-

truido desde el poder, un marcado carácter

conservador. Es un concepto, expresamos, pro-

pio de los nuevos tiempos del neoliberalismo

imperante como modelo de sociedad; es un

término que por principio niega la posibilidad

de ruptura histórica o equilibrio social inesta-

ble o catastrófico que ponderan otras corrien-

tes de pensamiento; es una concepción uni-

versalmente impuesta desde los centros inter-

nacionales que detentan el poder económico

en el mundo y manipulan la política de cien-

tos de países.

A muy grandes rasgos, sin matices, y

refiriéndonos en concreto al orden neoliberal

que se viene construyendo desde hace más de

20 años, se pretende hacernos creer que la so-

ciedad es producto de un orden natural y, en

consecuencia, las leyes que lo determinan

siempre serán ajenas a la voluntad de los indi-

viduos. Esta vieja concepción del capitalismo

liberal expresa que “...en la economía de mer-

cado, la asignación de recursos y trabajo no

tendría lugar por medio de regulaciones políti-

cas, sino por el mismo intercambio de mer-

cancías. En este sentido la idea de un merca-

do autorregulador implica no sólo una econo-

mía separada e independiente de la política,

sino, a fin de cuentas, la desaparición de la

política”. Así, la realidad será una materiali-

dad preexistente a su formación social: “...la

realidad social estaría estructurada por leyes

de causalidad, inteligibles de manera análoga

a las ciencias naturales (en consecuencia),

conociendo estas regularidades, la realidad

social sería calculable, o sea, controlable...(de

esta manera) las afirmaciones teóricas no se-

rían un intento de estructurar la realidad so-

cial, sino el descubrimiento de estructuras ya

preexistentes”. Visto el problema desde esta pers-

pectiva naturalista, tendríamos que aceptar que

sólo existe, ha existido y existirá, en diferentes

niveles de desarrollo, un solo orden que por prin-

cipio nunca podrá ser transformado. Podríamos

perfeccionar los mecanismos de mercado o

distorsionarlos –dice Lechner–, pero nunca po-

drán ser modificadas las leyes del mercado.
3

1
 Miriam Alfie C. Y Luis H. Méndez B, “Orden y

Centro Oculto del Poder en México”, Capítulo 3 de Luis

H. Méndez B. (coordinador), Poder, Ideología y Res-

puesta Social en México (1982-1996), Colección Libros

de El Cotidiano, UAM-A-EÓN Editores, pp. 119-122.
2
 El concepto de Forma de Estado, lo tomamos de:

Nicos Poulantzas,     Poder político y clases sociales en el

Estado capitalista, Siglo XX1, México, 1972.

3
 Norbert Lechner, La conflictiva y nunca acabada

construcción del orden deseado, Madrid, Complutense,

1992, p. 18 y 19.
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Para nosotros, el concepto de orden es

entendido de diferente manera. Por principio,

en contra de esta fatalidad naturalista, hace-

mos notar la existencia de diversos tipos de

orden; por tanto, habría que entender que todo

orden es un pro-

ceso. La historia

ilustra con fideli-

dad la inexacti-

tud de entender

la sociedad co-

mo un orden es-

tático indepen-

diente de la ac-

ción organizada

de los diversos

grupos que inte-

gran la sociedad.

Resulta por de-

más fácil demos-

trar que todo or-

den     es en sí mis-

mo contradicto-

rio, por tanto con-

flictivo y siempre

sujeto a la posi-

bilidad del cam-

bio. La aparente

armonía social,

que por muy di-

versos medios

expresa, es per-

manentemente

puesta en entre-

dicho por los mil

y un conflictos

que diariamente

atraviesan la so-

ciedad, apremios

que difícilmente podrán ser autoregulados por

unas leyes de mercado autónomas al queha-

cer político de la sociedad. Por tanto, un or-

den pensado como expresión de leyes natura-

les, sólo podrá ser concebido o bien como ex-

presión ideologizada de una realidad social que

desde el poder trata de legitimarse o, en el

mejor de los casos –quizá en el peor de ellos–

como una utopía.
4

Así entendido el orden, pierde su carác-

ter de generalidad y de rigidez que le da el

concebirlo como utopía o como ideología

legitimadora; pero también flexibiliza el en-

durecimiento de un concepto como modo de

producción que

abarca en su to-

talidad histórica

al sistema capi-

talista, dificul-

tando con ello la

percepción so-

bre sus readecua-

ciones a lo largo

de su desarrollo.

Consideramos

que esta concep-

ción de orden es

de mucha mayor

riqueza, de ma-

yores posibilida-

des para el aná-

lisis inmediato

de la realidad

social. Desde

nuestra perspec-

tiva, el modo de

producción     capi-

talista ha creado

a lo largo de su

desarrollo diver-

sas formas de or-

den producto de

la acción políti-

ca de las dife-

rentes fuerzas

que integran la

sociedad. Este

conjunto de

cambios cualitativos que ha sufrido el sistema

capitalista en su proceso de permanencia his-

tórica, bien pueden ser observados a través de

este concepto. Y no sólo eso: a través del aná-

lisis de coyunturas y periodos, podemos regis-

trar también las rupturas que a su interior se

generan y que, inevitablemente, terminarán

por transformarlo sin tener necesariamente que

modificar “revolucionariamente” el modo de

producción existente. En suma, lo utilizamos

como una particular manera de dar cuenta de

las reformas que sufre el sistema capitalista

en su empeño por mantenerse como modo de

producción dominante en la sociedad.

4
 Si el orden es concebido como una utopía, tendría-

mos que entenderlo entonces como una finalidad pre-

determinada del desarrollo histórico y “...al pensar el

buen orden como un fin objetivo y una meta factible se

abren las puertas al totalitarismo”. Idem, p.5.

FOTO: RAUL RAMIREZ MARTINEZ
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Conscientes entonces de su inestabili-

dad, de su inevitable cambio, de su precario

equilibrio, cualquier tipo de análisis sobre el

orden deberá considerar la inevitable presen-

cia del desorden, elemento generalmente ocul-

to –casi siempre por razones político-ideológi-

cas– que no sólo define al orden sino que for-

ma con él una unidad indivisible. Esto es: cuan-

do hablamos de orden, debemos ir más allá de

las estructuras, las instituciones y las perma-

nencias; debemos considerar también, como

parte definitiva del análisis, la comparecen-

cia del movimiento y sus fluctuaciones en todo

proceso social, indecisiones estructurales ex-

presadas por lo general en momentos de irre-

gularidad y no pocas veces de caos, compo-

nentes básicos que siempre terminan por im-

ponerse a los entramados, aparentemente

indestructibles, que construye el poder para su

ilusoria inalterabilidad.

Esta dialéctica –orden-desorden– histó-

rica y parcialmente resuelta por los mitos y

sus muy particulares formas de ritual, pero tam-

bién por un desarrollo científico que por siglos

se obsesionó con el principio de la armonía

como fin último del saber, es puesta en entre-

dicho por el nuevo orden mundial, por las in-

sólitas características que hoy definen a la

nueva modernidad capitalista. Mientras los

mitos perduran, y apoyados en la fuerza de la

tradición se constituyen, o bien en resguardo

de sociedades emergentes ante la embestida

de una modernidad contingente y riesgosa que

amenaza su vieja y hasta entonces probada

estabilidad, o en instrumentos que el poder

emplea para integrarlas a las nuevas exigen-

cias que impone el orden mundial,
5
 la ciencia

en su avance cambia cualitativamente su vie-

jo discurso de cadencia universal: “...ya no in-

tenta llegar a una visión del mundo totalmen-

te explicativa, la visión que produce es par-

cial y provisoria. Se enfrenta con una realidad

incierta, con fronteras imprecisas o móviles,

estudia ‘el juego de los posibles’, explora lo

complejo, lo imprevisible y lo inédito. Ya no

tiene la obsesión de la armonía, le da un gran

lugar a la entropía y al desorden, y su argu-

mentación, si bien enriquecida con conceptos

y metáforas nuevos, descubre progresivamen-

te sus limitaciones”.
6

Esta inseguridad que mortifica la exis-

tencia de las grandes verdades universales, de

los grandes principios y valores que edificaron

durante 500 años de modernización capitalis-

ta diversas formas de orden social, todas con

pretensiones de equilibrio inalterable, hoy obli-

ga a hacer explícita la presencia dentro del

orden de lo contingente, lo incierto y lo

riesgoso; le impone al análisis social la obli-

gación de atender todo aquello que favorece

el desorden y alienta el movimiento: todo aque-

llo que complica lo establecido.

Orden, desorden y modernidadOrden, desorden y modernidadOrden, desorden y modernidadOrden, desorden y modernidadOrden, desorden y modernidad

Este momento del desarrollo capitalista, este

nuevo orden mundial globalizado, no puede

verse desligado de un particular tiempo histó-

rico al que de manera genérica llamamos

modernidad. Así, vamos a entender moderni-

dad como el resultado de un conjunto de proce-

sos, siempre inacabados, no predeterminados,

ni lineales, ni progresivos, que provocan una

serie de cambios y transformaciones de alto ries-

go y difícil calculabilidad, producto de las de-

cisiones adoptadas en el curso histórico. Ha-

blar entonces de modernidad, es un peculiar

modo de distinguir, con un mínimo rigor, las

distintas etapas de desarrollo que ha vivido la

humanidad dentro del sistema capitalista, en el

largo periodo de crecimiento y consolidación

de la sociedad de la razón a la sociedad del

riesgo, pasando por la sociedad industrial.

De manera genérica, cuando hablemos

de modernización estaremos aludiendo al con-

junto de procesos económicos, políticos, so-

ciales, ideológicos y culturales que constru-

yen una particular forma de modernidad. Es

decir, la construcción de un orden mundial

5
 “...el desorden en las sociedades de la

tradición...puede traducirse en orden por el efecto de lo

imaginario, lo simbólico y las prácticas ritualizadas. El

poder mismo aparece como una máquina que tiene la

capacidad de actuar sobre el desorden...”, Georges

Balandier, El desorden. La teoría del caos y las ciencias

sociales. Elogio de la fecundidad del movimiento,

Gedisa, Barcelona, España, 1999, p. 12.
6
  Idem, p. 10.
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coherente –o incoherente– que incluye valo-

res universalizados, expansión del conocimien-

to, economía diversificada y compleja, mejo-

ría visible en los índices de bienestar social de

la población y renovación política, entendida

como reemplazo a arcaicas formas de domi-

nación. Sin embargo, como ya antes mencio-

namos, estos procesos modernizadores no son

ahistóricos y mucho menos absolutos. No con-

ducen necesariamente a una modernidad de

antemano determinada. Dada la volubilidad

inherente a todo proceso social, las realidades

se construyen de manera cotidiana, y predecir

sus resultados, es un oficio de antemano con-

denado al fracaso.

Así entendido el proceso de moderniza-

ción, vamos a considerar que la modernidad

abarca tres épocas: alta, media y baja.
7
 La alta

modernidad es el momento histórico donde el

orden internacional, como tendencia, fue de-

terminado por la razón y por el individualismo

moral. Su tiempo de auge fue definido por el

proceso de consolidación de los estados na-

cionales, edificados por las revoluciones

burguesas de los siglos XVIII y XIX.

Si     “...la alta modernidad había creído

en el orden que la razón pone en el caos apa-

rente del universo, la diversidad de los intere-

ses y el desorden de las pasiones...”, la moder-

nidad media, mejor conocida como sociedad

industrial, “...colocó en el centro de su pensa-

miento y su organización la idea de desarro-

llo, al que prefirió llamar progreso”. Después

de los sangrientos ajustes realizados en el orbe

posteriores a la 2ª Guerra Mundial, ya no fue

la razón filosófica-ética la que determinaría

el nuevo orden internacional. Se impondría

otro tipo de razón, que venía construyéndose

desde fines del siglo pasado, apoyada ahora

en la eficiencia económica capaz de imponer

un desarrollo industrial sostenido y una decidi-

da  participación social a través de la inter-

vención del Estado. Por sobre el individualis-

mo moral, se impusieron las contradicciones

propias generadas por el enfrentamiento entre

las clases sociales. Hablar de sociedad civil

en esta segunda etapa de la     modernidad, era

casi reducirla a la contradicción capital-tra-

bajo, a la relación fábrica-sociedad y, en lo

político, al enfrentamiento burguesia-proleta-

riado a través de las diferentes formas de re-

presentación social existentes. En un mundo

donde se desarrollaba internacionalmente el

capital por medio de los grandes consorcios

internacionales, las formas de dominación exis-

tentes, el poder político que se imponía, juga-

ba al servicio de la integración y el fortaleci-

miento de la nación.
8

Esta modernidad media va a perdurar

hasta el segundo tercio del presente siglo,

momento en que comienza a transformar su

sentido el concepto de nación. Las contradic-

ciones no resueltas en la lucha por el control

de los procesos productivos y, principalmente,

la lucha entre capitales por fortalecer la ten-

dencia a la alta de la tasa de ganancia, gene-

raron un desarrollo sin precedentes de la cien-

cia, la tecnología y de las formas de organiza-

ción laboral. El patrón de acumulación capi-

talista –la sustitución de importaciones– pro-

pio del orden de la sociedad industrial, comen-

zará a dejar su lugar a otro modelo de acumu-

lación, llamado secundario exportador, que al

no respetar fronteras debilitará los viejos con-

tenidos del concepto de nación en que se apo-

yaba el orden internacional.

Este es el momento histórico de la baja

modernidad; es el tiempo en que los procesos

modernizadores conducen a la globalización

como fundamento de un nuevo orden interna-

cional; es el inicio de una etapa que avanza

“...hacia la completa separación y oposición

de un mercado mundializado, globalizado, y

nacionalismos que defienden una identidad

amenazada o movilizan los recursos materia-

les y culturales de un país para introducirlos

autoritariamente en la competencia interna-

cional... La alianza de la modernización eco-

nómica y la justicia social se deshace por

doquier. Las ideologías progresistas se desinte-

gran... la social democracia o el laborismo se

agotan, y cada uno de esos paises se interroga

sobre la manera en que puede combinar su

competitividad internacional con el manteni-

miento del Estado-providencia o las garantías

conquistadas por algunas categorías de la
7 

Clasificación tomada de A. Touraine, ¿Podremos

Vivir Juntos?. La Discusión Pendiente: El Destino del

Hombre en la Aldea Global, FCE, México, 1998, pp.

135-159.
8
 Idem, p.136.
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población...el desarrollismo asiático o

latinoaméricano se transformó en liberalismo

económico bajo la presión de los mercados

internacionales, el Banco Mundial o el FMI”.
9

Esta tercera etapa se distingue en lo

esencial por construir un orden internacional

que, por primera vez en la historia, no busca

crear en la sociedad la necesidad de la estabi-

lidad. Por el contrario, cada vez parece pre-

ocuparse más por fundar en la conciencia de

los grupos sociales la idea de caos, de desor-

den, de desintegración. La desproporción y el

aceleramiento de los intercambios mundiales

se confabulan contra la vieja idea de razón,

de individuo, de sociedad y de nación. Se pro-

duce una enorme tensión entre los fenómenos

propios de la globalización, y los viejos res-

guardos inherentes a la nación, el grupo, la

sociedad, el individuo, categorías todas que,

sin dejar de existir, se ven subsumidas a la

voluntad de los comportamientos globalizados,

creando inseguridad, incertidumbre, necesidad

de resistencia, en un orden que contiene como

su elemento central la contingencia, el ries-

go, la eventualidad, el accidente. Y no es que

estos elementos no existieran en los otros dos

órdenes propios de la alta modernidad y de la

modernidad media, el caso es que el orden

trataba de disimularlos, o disminuirlos a través

de la razón, de la ética, de la moral, de la

religión y de la misma idea de progreso. Aho-

ra no: el orden contiene abiertamente la con-

tingencia, y eso crea inseguridad y riesgo.
10

La respuesta social ha sido diversa. Este

despreocupado orden de la baja modernidad,

que debilita instituciones y atenta contra lo

social, ha llevado en ocasiones a desarrollar

ciertos aspectos liberadores. La inseguridad y

el riesgo obligan en ciertos momentos a

desregular las normas de comportamiento y a

que individuos y grupos sociales, en su acción,

se rijan menos por ritos, mitos, utopías o cual-

quier tipo de jerarquía política, social o reli-

giosa, creada para ejercer la dominación o para

imponer la nueva lógica globalizadora. Aun-

que también, y con mayor frecuencia, aconte-

ce lo contrario: en una elemental acción de

defensa de su integridad cultural, las socieda-

des en su conjunto, los grupos, las clases o los

movimientos sociales, se resisten a las inter-

venciones globalizadoras     echando a andar los

finos resortes de su tradición. Actos de resis-

tencia en contra del desorden internacional

creado por una descuidada y poderosa totali-

dad económica, que le impone sus condicio-

nes al mundo. Sin embargo, nada de lo ante-

rior invalida el siguiente hecho incuestiona-

ble y sustantivo: “El debilitamiento de los va-

lores y las normas comunes conduce al triunfo

de los más fuertes y el crecimiento de las des-

igualdades sociales. En los casos extremos,

desaparecen el espacio público y el sistema

político mismo, invadidos ya sea por una dic-

tadura, ya por una ideología, ya por el caos

engendrado por intereses privados que actúan

fuera de la ley”.
11

La baja modernidad introduce nuevos

parámetros de riesgo totalmente desconocidos:

riesgos producto del carácter globalizado que

presentan los sistemas sociales. Así, se conec-

tan consecuencias no pretendidas de cursos de

acción con los diferentes ámbitos sociales, lo

cual da pie a presentar a la sociedad moderna

como riesgo, como innovación, como apertu-

ra “...que puede acabar en el cielo o en el

infierno”.
12

Al ser sociedades donde el riesgo co-

manda el devenir, toda certeza está expuesta

al cuestionamiento: el sentido de orden se

cuestiona.
13

 Si bien existen infinidad de op-

ciones, el elemento central lo constituye la

contingencia. No existen verdades absolutas,

ni ordenadores únicos y supremos, se presenta
9 

Idem, p. 137.
10

 Al igual que Alain Touraine, tanto Anthony Giddens

como Ulrich Beck o el propio Niklas Luhmann plan-

tean una situación novedosa a nivel mundial donde los

riesgos provocados por decisiones tanto públicas como

privadas marcan una situación de contingencia. Distin-

guen entre riesgo y peligro acotando que como la mo-

dernidad implica riesgo, éste da lugar a infinidad de

respuestas y acciones, en donde la idea de progreso y

linealidad queda cuestionada. La realidad política es

otra y los actores, identidades y problemáticas son dis-

tintas.

11 
A. Touraine, op. Cit., p. 140.

12
 Véase Josexto Berian (Comp.) Las Consecuencias

Perversas de la Modernidad, Anthropos, Barcelona,

1996. J. Berian, Op. cit., p. 17.
13

 “The most corrosive message of legal history is the

message of contingence” Elisabeth Mensch, citado por

N. Luhmann, “La Contingencia como atributo de la So-

ciedad Moderna” en: J. Berian, Op. cit., p. 174.
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entonces el distanciamiento entre la experien-

cia y las expectativas, el incremento de

ambivalencias, y se abren alternativas entre

cooperación y conflicto, entre el consenso y

el disenso. En la baja modernidad que, como

nunca, engloba al planeta en su conjunto y

no sólo a las sociedades modernas avanza-

das, se produce una coexistencia problemáti-

ca entre dos elementos inherentes a ella: la

expansión de las opciones en algunos pocos

espacios privilegiados donde se asientan los

grandes poderes internacionales, y la expan-

sión de los riesgos, estos sí generalizados a

todo el orbe.

Las decisiones tomadas conducen a una

modernidad de alto riesgo de resultados y con-

secuencias perversas, entre ellas el deterioro

ambiental (provocado por los procesos de in-

dustrialización), la amenaza nuclear (debido

a los logros científicos y técnicos y a los

reacomodos geopolíticos), las crisis económi-

cas globales (como resultado del auge del ca-

pital financiero sin fronteras y sin control). Hoy

el peligro nos convierte a todos en vecinos de

Chernobyl, en ciudadanos de Ucrania, en po-

sibles víctimas del agujero de ozono y del efec-

to invernadero: frágiles ante crisis económi-

cas de países lejanos, actores desencantados

de los beneficios sin trabas de la ciencia en

asociación con la tecnología, súbditos poten-

ciales de la conformación de Estados globales

totalitarios.

Las repercusiones que estas nuevas for-

mas y estilos de vida recrean en el marco de

una sociedad de riesgo, dan como resultado

nuevas movilizaciones sociales, opciones de

diferentes estilos de vida, nuevos emplaza-

mientos de interrelaciones locales-globales,

diversas formas de compromisos políticos. Sin

embargo, conforme avanza esta tercera etapa

de la modernidad, y muy a pesar del aparente

despertar de la sociedad civil y del cúmulo de

opciones alternativas que supuestamente otor-

ga el nuevo tiempo a las sociedades, se reafir-

ma un elemento que ha sido constante desde

el inicio del sistema capitalista: la omnipre-

sencia del poder, fundamento que conspira no

sólo contra la ya de por sí fragil estructura de-

mocrática propuesta en la modernidad, sino

que atenta también contra cualquier espíritu

libertario que la nueva sociedad pueda crear,

y limita en mucho las posibilidades de crea-

ción que, se dice, esta modernidad otorga. Y

en contra de lo que comúnmente se asevera,

este poder político no legal, sino oculto, en-

mascarado, continúa, en lo fundamental, dán-

dole rumbo a la modernidad. Así, mientras es-

tos poderes encubiertos fueron construyendo la

sociedad industrial centrada en la producción

y distribución de la riqueza de los recursos bajo

una idea de progreso, la permanencia de éstos

ha edificado la sociedad del riesgo que hace

énfasis en la producción, distribución y divi-

sión de los riesgos que conlleva la moderniza-

ción industrial.

Orden-desorden, modernidad yOrden-desorden, modernidad yOrden-desorden, modernidad yOrden-desorden, modernidad yOrden-desorden, modernidad y
transición.transición.transición.transición.transición.

En este amplio y contradictorio espectro de la

baja modernidad, dos son los elementos con-

cretos que lo definen: uno, arriba explicado,

la globalización; otro, los procesos de transi-

ción política necesarios para la consolidación

de la nueva gran totalidad económica. La exi-

gencia mundial, dictada desde los centros de

poder internacional, de transformar las formas

autoritarias de dominación política en demo-

cracias electorales capaces de impulsar y for-

talecer los procesos de globalización.

A partir de los años 70, algunos

politólogos comenzaron a registrar los proce-

sos que muchos países emprendieron con la

intención de transformar el régimen político

autoritario que sostenía a sus respectivas so-

ciedades, y algunos de ellos aseguraron que el

rumbo era hacia la democracia. Al proceso le

llamaron transición, y al objetivo una particu-

lar forma de democratización     social.
14

14
     Nos     referimos     en especial a los trabajos realiza-

dos por un amplio grupo de investigadores y presenta-

dos en cuatro tomos de una obra titulada Transiciones

desde un Gobierno Autoritario, investigaciones que sir-

vieron de base a los coordinadores, Guillermo O’

Donnell y Philippe Schmitter, para escribir en el tomo 4:

Conclusiones Tentativas sobre las Democracias Incier-

tas,,,,, Paidós, Buenos Aires-Barcelona-México, 1988;     y al

trabajo de Samuel P. Huntington, La Tercera Ola. La

Democratización a finales del Siglo XX, Paidós, Buenos

Aires, Barcelona, México, 1994, por su claridad al defi-

nir las características formales de la democratización

en el mundo.
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La transición se entendió como el inter-

valo entre un régimen político y otro, delimi-

tado por el inicio de un proceso de disolución

del régimen autoritario y por su terminación

con el establecimiento de alguna forma de

democracia, o por el retorno a otra fórmula

autoritaria, o con el surgimiento de una alter-

nativa revolucionaria. En este lapso, afirman

los autores, el proceso siempre estará marca-

do por la incertidumbre. El movimiento social

creará la impresión de desorden y las reglas

del juego político, producto de una agudizada

lucha por el poder, nunca quedarán suficiente-

mente definidas. En estos procesos de     transi-

ción –se afirma– es prácticamente imposible

determinar el comportamiento de las clases,

sectores, grupos e instituciones ante determi-

nadas alternativas. Más aún, los diversos acto-

res involucrados en el proceso difícilmente

emprenderán una acción colectiva coherente

debido a la poca claridad respecto a sus inte-

reses e ideales.
15

La transición puede ser considerada en-

tonces como el conjunto de instrumentos que

diversos países escogen para inventar las re-

glas que les permitan caminar de un régimen

autoritario a otro que, se presume, puede ser

democrático; reglas que pueden ser impuestas

de manera unilateral por un actor dominante o

elaboradas de manera multilateral mediante

convenios o pactos, sin que exista garantía

alguna de que las normas acordadas se respe-

ten a futuro. Sin embargo, afirman los teóricos

de la transición, ésta no puede considerarse

terminada hasta el momento en que la anor-

malidad ya no constituya la característica cen-

tral de la vida política, cuando los actores obe-

dezcan una serie de reglas más o menos explí-

citas. En suma: cuando desde el poder se im-

pone un nuevo orden.

Incertidumbre y anormalidad, elemen-

tos que, dicen, definen  los procesos de transi-

ción, nos obligan a preguntarnos si estos ingre-

dientes contingentes y riesgosos proclives al

desorden, debemos considerarlos sólo como

parte definitoria de intervalos históricos que

en algún momento terminan en relaciones so-

ciales estables, o si por el contrario son expre-

sión no ya de una pausa histórica, sino parte

integrante del nuevo orden mundial, de la nue-

va modernidad capitalista que se distingue pre-

cisamente por incluir de manera explícita en

su movimiento al desorden, e incluso al caos,

como elementos sin los cuales no puede ex-

plicarse su existencia. En suma ¿hasta dónde

esos largos periodos a los cuales nos hemos

acostumbrado a llamar transición política o,

en el más optimista de los juicios, transición a

la democracia, no son en realidad más que la

expresión tercermundista  del nuevo orden in-

ternacional? O lo que es lo mismo: ¿no será

que transitamos hacia ningún lado? ¿no será

que las condiciones inciertas que vivimos no

son sino la manifestación del papel que nos

toca jugar en este orden? Puede que entremos

o no a la transición democrática, puede inclu-

so que podamos alcanzarla. Sin embargo, el

hecho es que las situaciones de incertidumbre

y riesgo que vivimos no cambiaran con la ins-

tauración de un nuevo régimen, democrático

o no. Por ello, habría que cuestionarse la vali-

dez de la aseveración de los teóricos de la

transición, cuando afirman que ésta terminará

al momento en que la anormalidad ya no cons-

tituya la característica central de la vida polí-

tica. ¿No será que mientras no se transforme el

orden mundial, seguiremos compartiendo, de

manera desigual, la incertidumbre, la contin-

gencia y el riesgo propios de la modernidad

capitalista vigente?

Estamos ciertos que la sociedad ya no

es lo que era, y hablamos no sólo de los países

de la modernidad desarrollada, sino también de

las sociedades emergentes o en transición,

de las sociedades de la tradición sometidas a

la prueba de las grandes transformaciones; so-

ciedades donde, de la misma manera que en

las desarrolladas, cada vez predomina más el

movimiento y la incertidumbre sobre la esta-

bilidad que prometen las estructuras

institucionales. El tiempo social no es único,

es variable, diverso; expresa la tensión siem-

pre presente entre la búsqueda del equilibrio,

de la conservación, y la capacidad creadora

que se mueve lejos de todo lo que se pretende

permanente. En este espacio y en este tiempo

de la modernidad contingente y del orden glo-

bal “...ciertos sectores son lentos: el de lo sa-

grado, lo religioso que se refiere al pasado

fundante tratando de eternizarlo... el de los

ordenamientos culturales y dispositivos emo-

cionales que rigen la pertenencia a una socie-
15

 O’ Donnell y Schmitter, p. 17.



El
 Cotidiano 103 11

dad global, presentada bajo el aspecto de la

nación, la etnia, el país o la comunidad políti-

ca...; esos sectores constituyen espacios don-

de actúan los factores de la conservación...

(Otros) sectores son los más rápidos en la so-

ciedad de la modernidad: el de las ciencias y

las tecnologías...; el de la comunicación de

las informaciones, mensajes e imágenes en

constante revolución; el de la economía, más

sometido ahora a las fluctuaciones que a las

imposiciones de los ciclos largos...”.
16

Este nerviosismo social, cada vez más

extremo, esta zozobra producto de la perma-

nente tensión que se establece entre tradición

y modernidad, generan discordancias y desajus-

tes, diferencias que, mientras más se acentúan,

más engendran desequilibrios, más se agranda

la sensación de desorden o crisis en el todo so-

cial. Es esta situación, no la esperanza de un

régimen transformado –quién sabe qué tan

democrático–, la que explica una particular

disposición social a la que, inadecuadamen-

te, se le califica como transición  inadecuada

porque en realidad no se transita: porque  se

pertenece ya a un orden mundial que asigna

roles particulares de comportamiento.

“Las temporalidades de las sociedades

más activas y, por lo tanto, dominantes, no son

armónicas con las de las sociedades que tra-

tan de interiorizarlas durante su búsqueda del

progreso, de la reducción del retraso. Se pro-

ducen entonces desajustes de origen extremo

y, en consecuencia, nuevas rupturas de la con-

tinuidad. Hay una multiplicación de los luga-

res de inestabilidad, de las bifurcaciones posi-

bles, de las opciones a partir de las cuales la

sociedad puede tender hacia formas de orden

estimadas preferibles o superiores en función

de la competencia. Pero he ahí la exaspera-

ción contemporánea de un estado normal, pro-

ducido por la conjunción de la dinámica inter-

na (el movimiento del adentro) y externa (el

movimiento resultante de las relaciones con

el afuera). En toda sociedad, el orden del con-

junto nunca es sino aproximativo y vulnera-

ble, siempre inestable y, por eso mismo, es un

generador de incertidumbre”.
17

El nuevo orden mundial globalizado,

creado por la modernidad capitalista, muestra

hoy como nunca para las sociedades emergen-

tes, para las sociedades de la modernidad

demorada, la desesperanzada contradicción

que construye una sociedad desarrollada al

imponerle al resto un conjunto de condiciones

que atentan contra todo aquello que las define

como conglomerado. Con estas reservas, el

orden será apreciado, vivido y sentido como

una aproximación amenazante que contiene

lo aleatorio, lo contingente, el desorden, como

elementos imprescindibles para su compren-

sión. La sociedad tradicional no va a decidir

hacia donde quiere transitar, ni siquiera serán

sus propias contradicciones internas las que

habrán de impulsar este tipo de procesos: será

lo externo quien establezca en esencia las

condiciones, no de su tránsito, sino de su muy

particular y forzada ubicación y pertenencia

al orden globalizado.

México: transición o pertenenciaMéxico: transición o pertenenciaMéxico: transición o pertenenciaMéxico: transición o pertenenciaMéxico: transición o pertenencia

En este sentido consideramos, basándonos en

la experiencia mexicana (que bien puede ge-

neralizarse en sus elementos centrales cuando

menos al mundo latinoamericano), que el mal

llamado proceso de transición en México, no

surge de necesidades internas sino más bien

de imposiciones externas, por tanto, corre el

enorme riesgo de extraviarse por caminos au-

toritarios o, en el mejor de los casos, desem-

bocar en una democracia insuficiente, tan frá-

gil, que no sólo no responderá a las demandas

de la sociedad, sino que difícilmente resistirá

el embate autoritario de las élites políticas:

una democracia ajena a la justicia social e

incapaz por sí misma de consolidar un orden

diferente al orden globalizado al que

obligadamente pertenecemos.

A partir de los años 70, el mercado mun-

dial se reestructura de manera acelerada y

construye un nuevo esquema organizativo lla-

mado globalización. El fragmentado mercado

internacional, que después de la crisis del 29

le dio orden al capitalismo, la vigencia del

Estado Benefactor y la oportunidad de un pa-

trón de acumulación fundamentado en la sus-

titución de importaciones, comenzaron a ser

desechados por un nuevo orden mundial, mal

16
 Georges Balandier, op. cit., pag. 63.

17
 Idem, pag. 64.
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llamado neoliberal, decidido a impulsar un

patrón de acumulación secundario

exportador y, en lo ideológico, a exaltar

los valores de una economía de libre mer-

cado capaz de regular “naturalmente” el

funcionamiento de la sociedad.
18

Este nuevo orden, con una oferta

ideológica readecuada a los tiempos de la

globalización (el mercado regulador y el

fin de la política) exigió, desde los centros

de poder mundial, y en especial a los paí-

ses del tercer mundo, ciertos esquemas de

desarrollo económico neoliberal que ayu-

daran a consolidar los proceso mundiales

de apertura a las fronteras en cada país; en

lo político, se comprometió la imposición

de un particular tipo de democracia y, en

lo social, se obligó el irrestricto respeto a

los derechos humanos. Son estos procesos

los que hoy se reconocen como transición:

reacomodos sociales inciertos que de muy

diversas maneras impulsan tendencias

liberalizadoras y/o democratizadoras       im-

pulsadas o retardadas según los resultados

de la lucha establecida al interior del po-

der, de la sociedad civil y de la relación

entre ambas esferas, pero favorecidas des-

de el exterior de acuerdo a las exigencias

del orden mundial globalizado. Insistimos:

no se transita, se pertenece obligadamente

a un orden mundial, y los procesos que se

viven buscan consolidarlo. Muchas cosas

pueden cambiar, pero aquellas que definen

substancialmente el orden mundial, perma-

necerán inalterables mientras éste se en-

cuentre vigente. Con democracia o sin ella,

18
 La tesis central del neoliberalismo económico

establece que es la libre interacción de los agentes

económicos el medio oportuno y eficaz para alcan-

zar el progreso económico; partiendo de este pos-

tulado, se concluye “...que cualquier forma de in-

tervención gubernamental en la economía debe ne-

cesariamente de fracasar. En el ámbito social exis-

ten leyes ‘naturales’ que tarde o temprano funcio-

narán, independientemente que el hombre intente

modificar sus tendencias y en el corto plazo lo lo-

gre. El individualismo metodológico como método

apropiado para el estudio de la economía, implica

el reconocimiento de que únicamente la persona...

y no las entidades abstractas como ‘clase social’,

‘Estado?, ‘sociedad’, decide y actúa, consume, aho-

rra e invierte”. Ver Arturo Damm Arnal,

“Neoliberalismo: ¿utopía o proyecto?” en: El Pensa-

miento Austriaco en el Exilio, UAM-A, México, 1994.
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la apertura comercial continuará, los procesos

productivos seguirán internacionalizándose, los

medios de comunicación se consolidarán como

el nuevo intelectual orgánico de la moderni-

dad, el Estado nacional proseguirá perdiendo

fuerza y se fortalecerán los poderes ocultos que

ejercen la dominación al margen de la forma-

lidad democrática. En suma: se mantendrá in-

alterable y desigual el carácter contingente,

riesgoso e incierto propio de la sociedad en el

actual momento de modernidad capitalista.

Hoy vive México el más importante de

los procesos políticos en este tiempo de su-

puesta transición. El 2 de julio de este año 2000,

las elecciones por la presidencia de la Repú-

blica, varias gubernaturas, municipios y legis-

laturas, expresarán hasta qué punto se fortale-

cerá en el país este particular tipo de demo-

cracia política-electoral limitada a la compe-

tencia entre partidos y sostenida exclusivamen-

te por el voto ciudadano. De tener éxito la

jornada electoral ¿cuáles serían en esencia los

cambios que podría observar el país? ¿hasta

dónde será posible que el nuevo poder políti-

co cumpla con sus promesas de campaña sin

contravenir las obligaciones que la nación ha

adquirido con los poderes que manejan el or-

den económico mundial? Por supuesto, en caso

de ganar el PRI, cualquier tipo de interrogante

carecería de sentido. En lo esencial, el pro-

yecto económico impulsado desde hace casi

dos décadas seguiría vigente en perjuicio de

las grandes mayorías empobrecidas estableci-

das en este espacio geográfico al que, toda-

vía, llamamos México; y en lo que respecta a

una real reforma del Estado, seguiríamos en

espera de una apertura que nunca será com-

pleta; el presidencialismo metaconstitucional,

el control corporativo, la corrupción y el

cientelismo, aunque disimulados y disminui-

dos, continuarían siendo parte del ejercicio

político del poder.

Si la victoria se inclinara por el PAN,

observaríamos el hecho insólito de ver por pri-

mera vez al PRI fuera del poder central; acon-

tecimiento, sin duda, de enorme trascenden-

cia política, capaz incluso de instaurar por pri-

mera vez la democracia en México. Sin em-

bargo, esta restringida democracia electoral,

esta cohibida forma de concebirla como un

conjunto de procedimientos técnico-adminis-

trativos, poco podrá hacer para cambiar los

ordenamientos que desde el exterior nos obli-

gan a sostener una particular política econó-

mica no dispuesta a resolver de raíz los graves

problemas que aquejan a las mayorías. Poco

hará el nuevo poder para transformar los perfi-

les que la nueva modernidad capitalista le di-

bujó al país. ¿Y entonces? Los poderes forma-

les en México habrán sido elegidos democrá-

ticamente y serán legítimos. Hecho cierto que,

por desgracia, no basta para nulificar en bene-

ficio de la sociedad los poderes ocultos

enraizados en las corporaciones internaciona-

les, en las extendidas –y a veces siniestras–

redes privadas que deciden, casi al margen de

los poderes formales –democráticamente ele-

gidos– el destino del mundo. Escasas serán las

transformaciones que podamos ver en cuanto

a política económica; la política social conti-

nuará restringida y sujeta a su carácter

asistencial; el sector empresarial exportador se

verá fortalecido, lo mismo que la ideología

conservadora que hoy hacen suya amplios sec-

tores sociales generalmente ubicados en los

centros urbanos y, por supuesto, ni la política

ni la economía ni la vida social abandonarán

el sesgo de contingencia, incertidumbre y ries-

go que desde hace más de 20 años define a la

formación social mexicana.

Si la balanza electoral se inclinara por

el PRD (basándonos sólo en un discurso que

para la desgracia de su causa ha venido des-

gastándose) observaríamos cuestiones signifi-

cativas que podrían distinguir a este potencial

gobierno de las otras dos posibilidades exis-

tentes. Hablamos en especial de un gobierno

que por primera vez en nuestra historia esta-

bleciera una cruzada, quizá definitiva, en con-

tra de la corrupción. Por lo demás, presencia-

ríamos una lucha de incierto desenlace: lograr,

por un lado, quitarle a la política social su

carácter asistencial y devolverle su olvidado

símbolo de justicia social; por el otro, intentar

flexibilizar la rígida concepción de democra-

cia que hoy se impone, quitarle sus rasgos

excluyentes, procurar que su acción se extien-

da a los abandonados espacios de la sociedad

y la economía. Sin embargo, el cambio en

cuanto a política económica, estaría falto de

trascendencia. La alternativa perredista de lle-

gar al poder, poco podrá hacer en contra de

las disposiciones impuestas por el orden inter-

nacional; de no ser porque seguramente man-

tendrá en potestad de la nación el control de
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los recursos petroleros y de la electricidad, ten-

drá que seguir impulsando la política de fron-

teras abiertas, mantener el perfil de país

maquilador que el orden mundial nos impuso

y quién sabe cuánta fuerza tendrá para poder

detener la voracidad de este capitalismo de-

predador, que no ayuda a fortalecer la planta

productiva nacional pero envenena el ambien-

te fronterizo con la complicidad, expresa o in-

diferente, de la autoridad municipal, regio-

nal o federal. Por lo demás, al igual que las

otras dos opciones, la perredista no podrá con-

jurar el riesgo, la contingencia y la incerti-

dumbre propios de la modernidad capitalista.

Relación internacional que seguirá sufriendo

el país, vale recordarlo, en francas condicio-

nes de desigualdad.

El otro escenario posible, resultaría de

un retorno a un régimen autoritario. El proceso

electoral puede fallar, total o parcialmente, el

ganador puede no ser reconocido, las fuerzas

en pugna podrían salirse de lo establecido, el

proceso de transición a la democracia podría

sufrir un severo retroceso, las probables sali-

das a la crisis política creada por el desarreglo

democrático podrían tomar diversas formas,

todas arbitrarias, sin duda, y con seguridad

desde el poder en turno. Sin embargo, lo pode-

mos asegurar, no alterarán los designios del

capital internacional. De una u otra manera

se negociaría la mejor forma  de lograr una

estabilidad, como todas ficticia, que permita

seguir con el proyecto globalizador, incluso por

encima de alternativas democráticas o proce-

sos liberalizadores.

¿Seguiremos hablando de un orden pen-

diente? En otro momento afirmamos que el le-

vantamiento armado del EZLN había señalado

el inicio de un proceso de desestructuración-

reestructuración política que, además de ad-

vertir sobre la posibilidad de un cambio subs-

tancial en las formas como se ejerce la domi-

nación política en México, avisaba también

sobre la eventualidad de inaugurar un nuevo

orden. Esta coyuntura, decíamos, esta ruptura

del orden arbitrariamente impuesto por el

salinismo –el liberalismo social– este

cuestionamiento a la herencia autoritaria del

viejo orden nacionalista revolucionario, con-

vulsionó al sistema político mexicano. Asegu-

rábamos que el periodo inaugurado por la co-

yuntura zapatista seguía sin definición, que el

nuevo poder legalmente constituido, encarna-

do en la figura de Ernesto Zedillo, no sólo no

se consolidaba sino que se ejercía con titu-

beos; la política económica carecía de con-

senso  y proseguía sin dar los frutos que había

prometido, y las instituciones que integraban

el régimen carecían de confiabilidad.

De esta realidad, concluíamos que el

orden en México seguía pendiente, ignorando

en ese momento que, si bien era cierto que el

país vivía sumido en la incertidumbre, ese

hecho no era suficiente para afirmar que en

México no existía un orden, era incorrecto

concluir que la transición política que vivía el

país lo tenía postergado. Otra era la realidad:

México, a querer o no, fue obligado a formar

parte de un orden mundial que, desde enton-

ces, dictó en lo esencial los rumbos que toma-

ría su crecimiento. El hecho de que desde 1982

vivamos en la incertidumbre, soportemos la

contingencia y compartamos el riesgo, no es

achacable al proceso de transición política que

nos dijeron vivía el país; es parte inherente al

orden mundial del cual, de manera coaccio-

nada, formamos parte. En este sentido, más que

esperar la terminación del proceso de transi-

ción en México, debemos estar atentos, des-

pués de las elecciones del 2 de julio, a la forma

–autoritaria o democrática– que adquirirá un

orden ya existente.

De último momento unas conclusiones,De último momento unas conclusiones,De último momento unas conclusiones,De último momento unas conclusiones,De último momento unas conclusiones,
como siempre, provisionales ycomo siempre, provisionales ycomo siempre, provisionales ycomo siempre, provisionales ycomo siempre, provisionales y
discutiblesdiscutiblesdiscutiblesdiscutiblesdiscutibles

El 2 de julio del año 2000, el pueblo de Méxi-

co decidió optar por la alternativa panista. El

triunfo de Vicente Fox, contraviniendo la tradi-

ción política del país, fue reconocido el mismo

día de las elecciones por sus adversarios y por

el presidente de la República. Sin impugnacio-

nes, sin amenazantes presagios y en un ambiente

de fiesta ciudadana, terminaron 71 años de do-

minación priísta. La democracia triunfó. Se res-

petó la voluntad de cientos de miles de

ciudadanos que expresaron con su voto el de-

seo de terminar con un proyecto que considera-

ban estático; depositaron su esperanza en una

opción conservadora, materializada en un par-

tido y en un candidato que tuvieron la capaci-

dad de colocarse políticamente al centro.
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El 2 de julio del 2000 quedará registra-

do en la memoria política del país como una

coyuntura; un momento privilegiado de nues-

tra historia que señala el fin de una época;

una oportunidad histórica que inaugura la po-

sibilidad de transformar cualitativamente nues-

tro sistema político; una fecha singular que

promete metamorfosear las formas como se

ejercita la dominación desde un nuevo poder,

legítimo y presumiblemente democrático, al

menos en su momento fundacional.

Hablamos del fin de un régimen autori-

tario y del inicio de otro sustentado en una

democracia política procedimental que, de

inicio, convida a un recambio casi total de la

clase política mexicana. Se construye un nue-

vo poder que seguramente engendrará una

nueva elite responsable de conducir un no tan

nuevo proyecto. El cambio es político. El par-

tido y el ciudadano aparecen como los sujetos

destacados en esta nueva disposición política

de la sociedad. El sujeto colectivo, las corpo-

raciones, la sociedad civil como expresión de

grupos organizados, pierden fuerza.

Aún es muy pronto para determinar con

algo de claridad el rumbo que tomará el país a

partir de las nuevas realidades políticas. De

momento, nos conformamos con hacer un con-

junto de consideraciones sobre esa extraña dia-

léctica que siempre acompaña el desarrollo

social en sus momentos de ruptura: el juego

entre lo que cambia y lo que permanece; el

vínculo de las realidades y las mascaradas; la

ilusión de un orden diferente, de una estabili-

dad ficticia empeñada en disimular los agen-

tes sociales de desorden y caos que de manera

permanente la cuestionan; la necesidad de

imaginar el fin de una transición sin tiempo;

la fe de creer que con el triunfo foxista termi-

narán los momentos de anormalidad política,

de contingencia, de incertidumbre y de riesgo

que desde hace 20 años vive el país.

En estas condiciones, no podemos ob-

viar el hecho que reiteradamente hemos veni-

mos mencionando a lo largo del artículo: a

pesar de la importancia política que adquirió

el triunfo panista, a pesar del carácter coyun-

tural que con justeza le podemos atribuir, a

pesar de que hoy podemos hablar con más se-

guridad de México como un país democráti-

co, no podemos asegurar que esta victoria po-

lítica sea el fin de la transición y mucho me-

nos creer que el nuevo poder dará paso a un

nuevo orden. El orden internacional en el que

por fuerza estamos inscritos desde 1982 conti-

nua vigente, así como el papel que dentro de

él tenemos asignado. Más aún: resulta eviden-

te que con el nuevo gobierno se consolidarán

aún más los lazos con el mercado mundial

globalizado, y seguramente se fortalecerá la

orientación maquiladora de nuestra economía

en detrimento del desarrollo de la planta pro-

ductiva nacional.

En consecuencia, podemos anticipar

que difícilmente el nuevo gobierno, con todo

y alternancia y a pesar de su recién estrenada

democracia, cumplirá con sus promesas de

campaña, no sólo por incongruentes y contra-

dictorias, sino porque varias de ellas se opo-

nen a la lógica impuesta desde el exterior. De

lo que sí estamos seguros es que, por un lado,

se mantendrán las políticas de desregulación

financiera, comercial y de privatización, don-

de el gran beneficiado será el capital privado,

en especial el exportador y el especulativo y,

por el otro, se profundizará el modelo neoliberal

con la vinculación de la educación a la lógi-

ca del mercado y con el desmantelamiento de

lo que queda de política de protección social.

Es pensable que ahora sí será modificado el

artículo 123 constitucional y su ley reglamen-

taria la Ley Federal del Trabajo en aras de la

flexibilidad laboral, y será de prioridad extre-

ma para el nuevo gobierno llevar hasta sus úl-

timas consecuencias las reformas salinistas al

artículo 27 constitucional: el petróleo y la elec-

tricidad están en la mira, lo mismo que la

privatización del campo.

Es en esta perspectiva desde donde de-

bemos enfocar el análisis a los diversos, con-

fusos y contradictorios acontecimientos que nos

ofrece este tiempo de coyuntura. No podemos

disfrazar, por ejemplo, el hecho de que más

allá de las alianzas políticas establecidas en-

tre diversas fuerzas y el PAN bajo la consigna

del voto útil, más allá del voto esperanzado

de amplios sectores sociales indecisos y no

panistas, más allá de la consolidada derecha

que históricamente apoya al PAN, nos encon-

tramos con amplios, muy amplios sectores de

la población, generalmente urbana y entre los

18 y 35 años, que desde hace 20 años al me-

nos se deslizan paulatinamente hacia la dere-
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cha; sectores política, social e ideológicamente

conservadores, constituídos como la principal

fuerza electoral que llevó a  Vicente Fox a la

presidencia de la República. No será la alter-

nancia ni las alianzas políticas, ni tampoco

los compromisos adquiridos en campaña, ni la

naciente democracia política lo que le impi-

da al nuevo gobierno continuar reforzando el

papel de México en el orden internacional,

para eso cuenta con una amplia base ciudada-

na que, al legitimarlo, le garantiza libertad de

acción y fuerza política para enfrentar los in-

evitables conflictos que se establecerán con

la ahora oposición partidaria y otros sectores

de la sociedad civil, incluso de aquellos que

el 2 de julio votaron entusiasmados por la

embrollada promesa de cambio que ofreció el

entonces candidato panista a la presidencia

de la República.

Es en este contexto donde debemos ubi-

car también las posibles rupturas y reacomodos

que ya empiezan a darse dentro del PRI. La

derrota electoral obliga al otrora partido de

Estado a refuncionalizarse. El hecho de perder

la presidencia de la República lo deja en la

orfandad y sin razón de ser. Hace muchos años

ya (1940), abandonó en el camino su carácter

de Revolucionario; hace otros tantos, al me-

nos desde los años 70, perdió igualmente su

cualidad de partido al quedar subsumido al

aparato estatal, al depositar en el presidente

en turno todo el poder de decisión; hoy, pro-

ducto de su desastre electoral, anuló la  últi-

ma de sus definiciones polít icas: la

institucionalidad. El PRI ya no existe, pero el

poder que le resta –mucho todavía– ese sí

que subsiste y ya empieza a dejar sentir sus

efectos. Lo que perdió fue la identidad. Po-

deres regionales o corporativos, cacicazgos,

caudillos, narcopolíticos, empresarios; pode-

res fragmentados que buscarán sobrevivir. Re-

sulta difícil predecir en qué parará este pro-

ceso de reconstrucción y qué vía escogerán

para lograrlo, lo único cierto es que de ma-

nera autoritaria o democrática, el nuevo PRI

tendrá que hacer cuentas con una realidad

que no ha cambiado: la obligada pertenen-

cia del país a un orden internacional que

decide por donde debemos andar. El nuevo

PRI, con otro nombre, quizá con otros colo-

res, hará sentir su presencia política, va a

luchar por recuperar lo perdido, pero dentro

de sus estrategias no considerará el enfrenta-

miento con el orden mundial que maneja nues-

tro destino.
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De la misma manera, la obligada rees-

tructuración que tiene que realizar la izquier-

da mexicana, si quiere continuar como alter-

nativa posible, deberá hacer cuentas con la

realidad mundial a la que hemos venido ha-

ciendo referencia. La derrota electoral del PRD

este 2 de julio mostró con claridad el error es-

tratégico en que incurrió esta opción partida-

ria: en vez de fortalecer sus lazos con la so-

ciedad y sus movimientos, dedicó su tiempo,

por un lado, a consolidar alianzas cupulares

con diversas fuerzas políticas sin más sentido

que la inmediatez de un proceso electoral; por

el otro, a desgastarse en una lucha interna poco

democrática y carente de sensibilidad políti-

ca ante el reto que le imponían los nuevos

tiempos. Poca atención le mereció a este par-

tido los importantes cambios que desde al

menos tres lustros registra la sociedad mexica-

na; y no sólo eso, preocupado más por sus lu-

chas intestinas, descuidó su responsabilidad

histórica: construir, desde la izquierda, una

opción social alternativa en este mundo

globalizado creado por el orden internacional.

La magnitud del descalabro alcanzado, al que

sólo el triunfo en el Distrito Federal salvó de

calificarlo de catástrofe, le exige una discu-

sión de fondo con un objetivo central: la mo-

dernización de este instituto político. Partici-

par exitosamente con un proyecto de izquier-

da en una realidad política sustentada en la

competencia entre partidos, obliga al PRD a

redefinir sus estatutos, su declaración de prin-

cipios y sus líneas de acción, en concordancia

con las exigencias de un mundo sin fronteras

controlado hasta hoy por los intereses del ca-

pital financiero en detrimento de los intereses

mayoritarios de la sociedad.

En cuanto a los movimientos sociales,

algo han aprendido a lo largo de tres sexenios

de aventura neoliberal: respuesta que desde la

sociedad trate de imponer intereses propios que

contradigan los intereses impuestos por el or-

den mundial, estarán expuestos al aislamiento

y a la represión. Por su orientación, podemos

suponer que el nuevo gobierno estará dispues-

to siempre a una negociación encauzada a la

solución de los problemas sociales, siempre y

cuando sus interlocutores no intenten ir más

allá de lo que dispondrán sus políticas de go-

bierno. Malos tiempos para los movimientos

sociales contestatarios o alternativos; malos,

muy malos para todos aquellos que busquen

protección a la amenaza globalizadora en las

tradicionales formas de convivencia social.

Por lo demás, nos parece importante no

olvidar que la democracia política-electoral

que el neoliberalismo escogió para fortalecer

su dominio en el mundo, esa que hoy es feste-

jada en México y reconocida con júbilo en los

países desarrollados, sólo puede ser considera-

da como el objetivo deseado. Más aún, ni si-

quiera se puede estar seguro que esta demo-

cracia adquiera las características que los cen-

tros mundiales de poder le adscriben. A pesar

de que observamos la imposición de este tipo

de democracias en el mundo, sobre todo des-

pués de la caída de los regímenes socialistas

en Europa oriental, es muy pronto para asegu-

rar su consolidación: la sociedad civil apenas

comienza a despertar y la propuesta de demo-

cracia, incipiente todavía, que muchos secto-

res que la integran abanderan, contradice el

esquema impuesto por el poder mundial;
19

 su

democracia insuficiente sólo ha servido para

encubrir realidades que se riñen con sus mis-

mos postulados; no existe seguridad alguna

acerca de que los elegidos democráticamente

para gobernar sean en realidad los que gobier-

nan. Más aún: no sería muy aventurado pensar

que esta democracia mínima pueda alternar

con diversas formas de autoritarismo.
20

 Qué

mejor caso que los antidemocráticos esquemas

de desarrollo económico determinados desde

las altas esferas del poder internacional e im-

puestos en los muy diversos países. O quién

no ha pensado, como sugiere Huntington, que

“La forma de gobierno no es lo único impor-

tante en un país, ni siquiera lo más importan-

te. La distinción entre orden y anarquía es más

decisiva que la distinción entre democracia y

dictadura“;
21

 en un país del tercer mundo, un

régimen autoritario con justicia social podría

tener mucho más consenso y legitimidad que

19
 Nos referimos a la propuesta que pretende que la

democracia vaya más allá de los limitados espacios

electorales y que incursione en los intocables espacios

de la sociedad y de la economía.
20

 Las más claras son aquellas que tienen que ver

con las burocracias políticas altamente tecnificadas o

con los grandes consorcios empresariales, ambas son

capaces de construir lo que Bobbio llama poder enmas-

carado y que nosotros denominamos para el caso de

México Centro Oculto del Poder.
21

 S. P. Huntington, Op. cit., p. 38.
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una libertad otorgada sólo para votar. Claro,

decirlo hoy en México resulta un pecado, sin

embargo nadie puede negar que el autoritaris-

mo y la intransigencia no siempre se llevan

mal con un régimen democrático de este tipo.

Por sus antecedentes, y en contra de lo que

pregona, Vicente Fox no resulta ser precisa-

mente un candidato ejemplar para encabezar

un gobierno plural, incluyente y tolerante. El

nuevo tiempo político del país apenas comien-

za; estemos atentos sobre las cuestiones que

privilegia el poder de la derecha y, sobre todo,

tengamos claro que la democracia no es ga-

rantía de solución a los graves problemas que

sufre la inmensa mayoría de los mexicanos.

Por último, no podemos dejar de imagi-

nar lo siguiente:  no es gratuito que el rasgo

distintivo de la transición sea la incertidum-

bre. El cambio de una sociedad autoritaria a

otra presumiblemente democrática, aparece

como una necesidad del nuevo orden mundial

para consolidar sus procesos     globalizadores, y

si ya hemos dicho que la característica cen-

tral de este nuevo orden es la contingencia

¿qué de extraño tiene que la transición sea in-

cierta? Más aún: se nos dice que el proceso de

transición termina cuando la anormalidad ya

no se constituye como el rasgo singular  de la

vida política; cuando, desde el poder, se im-

pone un nuevo orden. Y de nuevo, tenemos

que preguntarnos: si el orden mundial, propio

de la baja modernidad, por contingente, es en

sí mismo riesgoso ¿es correcto pensar que los

procesos de transición terminen en algún mo-

mento con su característica de anormalidad

política, incluso en el caso de que se imponga

la transición democrática? ¿será posible que

desde el poder, algún régimen autoritario pue-

da crear, después de un proceso de transición

“exitoso”,     un orden diferente al orden mundial

establecido? Creemos que no.  Mientras las

peculiaridades que rigen el orden mundial si-

gan vigentes, en algún sentido podemos decir

que las llamadas transiciones siempre serán

inacabadas, que la incertidumbre siempre

permeará la vida social y que la anormalidad

política en estos países persistirá. En suma, mien-

tras no se transforme el orden mundial

imperante, habría que pensar con más

detenimiento sobre la posibilidad de una transi-

ción política permanente en este tipo de nacio-

nes, o más bien, la pertenencia real a un orden

que no sólo las dirige, sino que las domina. La

anormalidad y la incertidumbre, creemos, no

desaparecerán con el aparente triunfo de unos

frágiles procesos democráticos. Se podrán ven-

cer, quizá, algunas de las resistencias sociales

al mundo globalizado, pero no la incertidum-

bre, la contingencia y el riesgo que éste conlle-

va. La     transición puede ser inacabada: su ver-

dadero límite se lo impone el orden mundial.
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Balanza de pagos y política industrial

en México (1995-1999)

* Profesor-investigador de la UAM-A, Departamento de

Sociología.

Marco Antonio González Gómez*

1976 se debió en gran medida al deterioro ace-

lerado de la balanza de pagos (Véase Cuadro

1), lo que condujo, por primera vez desde 1954,

a la devaluación del peso mexicano.

Como ha planteado Blanco
1
 respecto a

esa coyuntura: “Fueron tres las contradiccio-

nes fundamentales: el desequilibrio externo,

el déficit fiscal crónico y la estrechez del

mercado interno”. En efecto, como podemos

observar en el Cuadro 1, ya desde 1973 se de-

tecta un crecimiento acelerado del déficit en

cuenta corriente, el cual se hace más intenso

desde 1974 y lo mismo sucede con la balanza

comercial: el déficit de la balanza de pagos

en 1975 es más de cinco veces mayor al défi-

cit de 1971, al subir de -703 mdd en ese año

a -3692 en 1975.

La administración de López Portillo se

caracterizó por una intensa y acelerada

petrolización de la economía. Las exporta-

ciones petroleras que promediaron 6.6% den-

México es un claro y terrible ejemplo de los efectos perniciosos de

una estructura industrial desarticulada, mostrando así los rasgos

de esta malformación: intensa importación de tecnología, altos dé-

ficits en la balanza comercial y en la de pagos (esta última, la más

alta en América Latina entre 1989 y 1994), crecimiento económico

dependiente del nivel de importaciones, desarticulación de los sec-

tores productivos y crisis recurrentes debidas a los factores ante-

riores y al endeudamiento externo que sigue creciendo.

Las crisis que se han presentado en la eco-

nomía mexicana en los últimos treinta

años han estado relacionadas, en mayor o

menor medida, con el sector externo de la eco-

nomía, lo que refleja la tendencia presente

desde los inicios de la industrialización en

México, en donde la balanza de pagos ha ob-

servado un desequilibrio permanente con la

excepción de la administración del Presidente

De la Madrid.

En efecto, a partir de 1970 la crisis in-

ternacional irrumpe en el país, conjugándo-

se internamente con el agotamiento del

modelo industrializador basado en la susti-

tución de importaciones, lo que llevó paulati-

namente a que los elementos del llamado de-

sarrollo estabilizador (estabilidad de pre-

cios, del crecimiento económico, de la ba-

lanza de pagos y del peso) fueran perdiendo

vigencia. De los elementos de estabilidad

anteriores, la paridad del peso respecto al

dólar fue la última en caer. La devaluación de

1
 Blanco, José “El desarrollo de la crisis en México,

1970-1976” en: Desarrollo y crisis de la economía mexi-

cana, Selección de Rolando Cordera, FCE, México, 1981.

Para Rosario López
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tro del total de exportaciones en el sexenio de

Echeverría, llegaron al 51% del total de ex-

portaciones en la siguiente administración, lle-

gando a un promedio de 70% en el subperiodo

1980-82. En este contexto, la caída de los pre-

cios del petróleo que se da a principios de los

ochentas, afectó severamente a la economía

mexicana y a la balanza de pagos, observan-

do esta última la elevación del déficit en cuen-

ta corriente a casi el doble entre 1980 y 1981,

al pasar de 6,760 mdd a 12,544 mdd. Igual-

mente, se dio un elevado aumento del saldo

deficitario sexenal en balanza de pagos, la cual

pasó de un balance sexenal de -11,960 mmd

durante el sexenio echeverrista, a -33,375 mdd

en la administración de López Portillo.

Con Miguel de la Madrid apareció un

hecho inédito: se obtuvo un saldo positivo

tanto en la balanza comercial como en ba-

lanza de pagos (Véase Cuadro 1) de 49,940 y

10,191 mdd, respectivamente. Sin embargo,

como se ha argumentado,
2

 este superávit en

el sector externo de la economía mexicana

se dio a costa de castigar de manera severa

el crecimiento económico. Es decir, el supe-

rávit logrado no se dio por un aumento de

nuestras exportaciones respecto a las impor-

taciones, sino por el abatimiento de las im-

portaciones, lo que redundó en un desplome

del crecimiento económico durante ese

sexenio, el crecimiento promedio del PIB con

De la Madrid fue nulo (cero). Por tanto, ese

saldo positivo en el sector externo se obtuvo

no por un aumento de nuestra capacidad pro-

ductiva, sino por la postergación del creci-

miento económico.

Ante el pobre desempeño exhibido por

la economía mexicana entre 1983 y 1988,

Carlos Salinas tuvo como preocupaciones

principales reanudar el crecimiento econó-

mico y bajar los índices de inflación a un

dígito, lo que provocó paralelamente que tam-

bién los déficits del sector externo regresa-

ran con más fuerza que nunca. Aunque el

proyecto salinista planteó como meta lograr

un crecimiento del 6% anual (tratando de imi-

tar en cierto modo el modelo del desarrollo

estabilizador), la realidad es que el crecimiento

del PIB en ese sexenio apenas si llegó a la mi-

tad de lo planteado en el Plan Nacional de

Desarrollo 1989-1994. La inflación descendió

notablemente respecto a la administración

anterior, pero el descenso de esta variable ne-

cesitaba, como contrapartida, ‘castigar’ los

niveles de crecimiento del PIB, constituyendo

así una de las contradicciones centrales del

régimen salinista. Por su parte, tanto la balan-

za comercial como la balanza de pagos al-

canzaron niveles altísimos. De manera parti-

cular, esta última llegó a un déficit del orden

de 101,973 mdd, situación que incluso fue se-

ñalada por el Presidente Zedillo como la cau-

sante de la crisis de 1994-95.

2
 González, Marco Antonio “Crecimiento económi-

co, dependencia y sector externo en México, 1982-

1992” en: Temas al margen de la agenda bilateral Méxi-

co-Estados Unidos, UNAM, México, 1993.

Cuadro 1Cuadro 1Cuadro 1Cuadro 1Cuadro 1

Balanza comercial y cuenta corrienteBalanza comercial y cuenta corrienteBalanza comercial y cuenta corrienteBalanza comercial y cuenta corrienteBalanza comercial y cuenta corriente

en México (1971-1999)en México (1971-1999)en México (1971-1999)en México (1971-1999)en México (1971-1999)

(Millones de dólares)(Millones de dólares)(Millones de dólares)(Millones de dólares)(Millones de dólares)

Año Balanza

Comercial

Balance

Sexenal

Cuenta

Corriente*

Balance

Sexenal

1971

1972

1973

1974

1975

1976

1977

1978

1979

1980

1981

1982

1983

1984

1985

1986

1987

1988

1989

1990

1991

1992

1993

1994

1995

1996

1997

1998

1999p/

-890.6

-1052.6

-1742.9

-3206.6

-3719.1

-2713.7

-1471.3

-1650.7

-3161.9

-3178.7

-4509.9

6792.6

13761.1

12941.7

8451.6

4598.6

8433.3

1754.2

-644.8

-4433.5

-11063.8

-15933.7

-13480.0

-18463.7

  7088.4

  6531.0

    623.6

 -7913.5

 -5360.4

1971-1976

-13325.7

1977-1982

-7180.1

1983-1988

49940.5

1989-1994

-64019.5

1995-1999

969

-703.6

-761.4

-1175.4

-2558.1

-3692.9

-3068.6

-1623.1

-2693.0

-4875.8

-6760.8

-12544.3

-4878.5

5323.8

4238.5

1236.7

-1672.7

3966.5

-2901.2

-3960.2

-7113.9

-13282.8

-24804.4

-23392.6

-29419.4

  -1576.7

 -2330.3

 -7448.4

-15726.4

-14012.8

1971-1976

-11960.1

1977-1982

-33375.5

1983-1988

10191.6

1989-1994

-101973.3

1995-1999

-41039

Fuente: Elaborado por el autor de los Informes Anuales del

Banco de México. Años varios.

* Cuenta corriente de la balanza de pagos.

p/ Cifras preliminares.
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La balanza de pagos en laLa balanza de pagos en laLa balanza de pagos en laLa balanza de pagos en laLa balanza de pagos en la
administración del Presidente Zedilloadministración del Presidente Zedilloadministración del Presidente Zedilloadministración del Presidente Zedilloadministración del Presidente Zedillo

El Presidente Zedillo heredó, desde los prime-

ros días de su mandato, la peor crisis que el

país ha experimentado desde la Gran Depre-

sión de 1929. Para paliar los efectos de tan

grave situación, la presente administración

instrumentó una estrategia recesiva durante el

primer año de su gestión. En 1995, la balanza

comercial observó un superávit de 7,088 mdd,

pero el crecimiento económico tuvo una caí-

da de -6.2%. Como las autoridades naciona-

les reconocieron, era la peor crisis desde ha-

cía 64 años. Resultaba claro que, para las au-

toridades mexicanas, en ese momento no ha-

bía más alternativas que las planteadas des-

de mucho tiempo atrás por la teoría: reprimir

el proceso de crecimiento o tratar de expan-

dir las exportaciones tan rápido como fuera

posible. Durante la crisis de 1995, México in-

tentó ambas.

Como ya dijimos, el crecimiento del PIB

se derrumbó y la balanza comercial obtuvo

una mejoría aceptable, lo cual no sucedió en

el renglón de la balanza de pagos, la que de

todos modos siguió observado en ese año un

déficit, en este caso, mucho menor al de años

anteriores: de 1,576 mdd. (Véase Cuadro 1) No

obstante, esta vez la fórmula recesiva no fue

suficiente (como sucedió con la administración

de De la Madrid) para alcanzar la recupera-

ción financiera de la balanza de pagos. ¿Por

qué pasó así esta vez? La razón principal fue

el descenso en la entrada de inversión extran-

jera (IE) en 1994 y, sobre todo, en 1995. En

estos años, la inversión extranjera total fue res-

pectivamente de 19,154 y de -188 mdd. Com-

parando estos flujos de inversión con los de

años anteriores, observamos que en 1994 se

da ya una caída en la IE de 14,154 mdd; pero

en 1995 el descenso es catastrófico, pues la IE

cae en 19,342 mdd. Al caer la inversión ex-

tranjera de manera tan estrepitosa, no se pudo

seguir financiando el déficit de la cuenta co-

rriente como se había venido haciendo en los

años anteriores, precisamente con la IE. Es de

hacerse notar que más que la inversión extran-

jera directa (IED), fue la inversión extranjera

de cartera (IEC) (es decir, la inversión especu-

lativa), la que afectó más a la balanza de pa-

gos, pues aunque la IED siguió fluyendo y, más

aún, siguió aumentando sustancialmente a

partir de 1994, fue la IEC la que tuvo un com-

portamiento errático y tendiente a la baja, so-

bre todo en 1994 y 1995. En estos años la IEC

observó un descenso de 20,737 y de 17,896

mdd respecto a los años anteriores. (Véase Cua-

dro 2)

Cuadro 2Cuadro 2Cuadro 2Cuadro 2Cuadro 2

Inversión extranjera en MéxicoInversión extranjera en MéxicoInversión extranjera en MéxicoInversión extranjera en MéxicoInversión extranjera en México

(1971-1999)(1971-1999)(1971-1999)(1971-1999)(1971-1999)

(En millones de dólares)(En millones de dólares)(En millones de dólares)(En millones de dólares)(En millones de dólares)

Año Inversión

extranjera

total (IE)

Inversión

extranjera

directa (IED)

Inversión

extranjera de

cartera (IEC)

1990

1991

1992

1993

1994

1995

1996

1997

1998

1999p/

6,003.7

17,514.7

22,433.9

33,308.1

19,154.7

    -188.4

22,603.9

17,866.6

10,731.6

22,358.1

2,633.2

4,761.5

4,392.8

4,388.8

10,972.5

9,526.3

9,185.5

12,829.6

11,310.7

   -579.2

3,370.5

12,753.2

18,041.1

28,919.3

8,182.2

-9,714.7

13,418.5

5,037.1

11,568.1

10,790.0

Fuente: Informe Anual del Banco de México 1999. Ban-

co de México, México, 2000.

p/ Cifras preliminares.

Debemos hacer notar que 1995 es un

año que no es representativo de las tendencias

presentes en los años comunes. La inflación,

la caída el crecimiento económico y el des-

censo de inversión extranjera, sobre todo la

IEC, por ejemplo, fueron inusuales. No obstan-

te, es un caso extremo que ilustra los proble-

mas estructurales que afectan a la economía y

a la sociedad mexicana, y aunque no refleje las

tendencias generales, establece un extremo al

que los problemas pueden llegar y una medi-

da para comparar otros años y las tendencias

generales.

Una vez superados los momentos álgi-

dos de la crisis, en 1996 la inversión extranje-

ra regresó en cantidades importantes. Sin em-

bargo, se ha dado un cambio importante en su

composición: la IED ha mostrado una fuerte

tendencia al crecimiento y a su consolidación

con niveles muy estables. Obviamente la IED

aprovechó las ventajas que para el capital

extranjero representaron las devaluaciones y

el deslizamiento del peso que se han dado

durante la administración actual y fortaleció
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su posición, mientras que la IEC ha denotado

una actitud más errática e inestable; esta últi-

ma, como se puede ver en el Cuadro 2, ha

pasado de años muy buenos como en 1996, en

que estuvo presente con más de 13 mil mdd a

años como en 1998 cuando bajó hasta -578

mdd. La nueva composición de la inversión

extranjera, la cual contrasta con la composi-

ción que tenía en el salinismo en la que la IEC

era mayor que la IED, tiene sus ventajas y des-

ventajas: evidentemente, es mejor tener una

inversión extranjera ligada a la actividad pro-

ductiva de manera directa como es la IED, que

tener una inversión extranjera especulativa

como la IEC, la cual puede abandonar al país

en cualquier momento y generar desequilibrios

financieros graves, como sucedió en la crisis de

1994-95.

Exportaciones e importacionesExportaciones e importacionesExportaciones e importacionesExportaciones e importacionesExportaciones e importaciones

La administración del Presidente Zedillo desa-

rrolló una estrategia de recuperación ante la

crisis en la que las exportaciones desempeña-

ron un papel central. De hecho, se podría afir-

mar que el gran orgullo de esta administración

en materia de política económica es en el cre-

cimiento impresionante de las exportaciones,

las que en 1994 eran equivalentes a 60.9 mil

mdd y en 1999 llegaron a 136 mil mdd, es

decir, han crecido en cinco años 123%. (Véa-

se Cuadro 3)

La expansión de las manufacturas a

principios del sexenio se vio favorecido (como

en el caso de la inversión extranjera), por la

devaluación de 1994-95, con lo cual las ex-

portaciones mexicanas adquirieron momen-

táneamente una enorme ventaja competiti-

va con el abaratamiento de las mercancías

mexicanas en el exterior, resultado de la de-

valuación del peso. Por un lado, la devalua-

ción impulsó tremendamente las exportacio-

nes, las cuales crecieron en 1995 en 30.6%;

por otro, la caída de las importaciones que

en ese año descendieron en 8.7%, explican

el superávit de la balanza comercial tan gran-

de (7,088 mdd), el cual a su vez nos permite

entender, en gran medida, el superávit

sexenal que hasta 1999 ha tenido la balanza

comercial.

El modelo de desarrollo reciente en

México ha tenido dos tipos de problemas: el

primero, que ha cobrado una importancia ma-

yor a partir de la liberalización financiera y

de la inversión extranjera producto del Trata-

do de Libre Comercio de América del Norte;

precisamente la supeditación respecto de la

inversión extranjera para el equilibrio de las

finanzas nacionales y de la balanza de pagos.

El segundo, que ha tenido un papel central en

la industrialización, es el alto nivel de im-

portación de tecnología, la que también, a tra-

vés de los déficits en balanza comercial, ha

sido una fuente permanente de desequilibrios

para la balanza de pagos. Durante los prime-

ros años de la actual administración, debido

al crecimiento tan grande de las exportacio-

nes, el papel tradicionalmente desequilibrador

de la balanza comercial sobre la cuenta co-

rriente se modificó, de manera que los

superávits obtenidos en balanza comercial se

expresaron como un déficit en cuenta corrien-

te no tan grande, pero, como podemos obser-

var en el Cuadro 1, una vez que la balanza

comercial regresó a la tendencia deficitaria

tradicional que ha tenido casi siempre, los

déficits en cuenta corriente empezaron a cre-

Cuadro 3Cuadro 3Cuadro 3Cuadro 3Cuadro 3

Exportaciones e importaciones totalesExportaciones e importaciones totalesExportaciones e importaciones totalesExportaciones e importaciones totalesExportaciones e importaciones totales

de México, 1987-1999de México, 1987-1999de México, 1987-1999de México, 1987-1999de México, 1987-1999

(En miles de millones de dólares)(En miles de millones de dólares)(En miles de millones de dólares)(En miles de millones de dólares)(En miles de millones de dólares)

Año Exportaciones

totales

Variación

porcentual

Importaciones

totales

Variación

porcentual

1987

1988

1989

1990

1991

1992

1993

1994

1995

1996

1997

1998

1999

27.6

30.7

35.2

40.7

42.7

46.2

51.9

60.9

79.5

96.0

110.4

117.5

136.7

26.6

11.2

14.6

15.8

 4.9

 8.2

12.3

17.3

30.6

20.7

15.0

 6.4

16.4

18.8

28.1

34.8

41.6

50.0

62.1

65.4

79.3

72.5

89.5

              109.8

              125.4

              142.1

12.1

49.3

23.8

19.6

20.1

24.3

  5.2

21.4

-8.7

23.5

22.7

14.2

13.3

Fuente: Informe Anual del Banco de México 1999. Ban-

co de México, 2000, México.

Nota: En 1992, por primera vez, las importaciones y ex-

portaciones de las maquiladoras se incorporaron al balance

general del comercio exterior. Algunas otras alteraciones

son resultado de esta nueva metodología. Sin embargo,

en términos generales, las tendencias aquí estudiadas no

son modificadas cualitativamente, pero sí resultan afecta-

das cuantitativamente.
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cer concomitantemente. El punto de inflexión

en este caso se aprecia en el año 1997 cuan-

do, con un superávit comercial mínimo, el dé-

ficit en cuenta corriente aumentó significati-

vamente y, en los dos años siguientes, éste al-

canzó niveles que empezaron a ser

preocupantes.

El problema del alto

nivel de importación de

tecnología radica en el

hecho de que el país pro-

duce muy pocos bienes de

capital y sus materias pri-

mas correspondientes: ne-

cesita, para que el proceso

de acumulación siga ade-

lante, de una cantidad

cada vez mayor de impor-

taciones, con lo que se si-

guen alimentando los défi-

cits en la balanza comer-

cial y en la balanza de

pagos. De tiempo en tiem-

po, el proceso de creci-

miento es seguido de pe-

riodos de estancamiento

o retroceso (llamados cri-

sis) y cuando estos perio-

dos negativos son supera-

dos y la recuperación lle-

ga de nuevo, el círculo

vicioso continúa funcio-

nando. La cuenta de impor-

taciones se elevará de nue-

vo recreando los bien co-

nocidos déficits y así su-

cesivamente hasta la lle-

gada de la siguiente crisis,

alimentada por otras cau-

sas coyunturales.

Como podemos

apreciar, durante la admi-

nistración del Presidente

Zedillo, después de la crisis inicial, se tuvo un

respiro en la balanza comercial y una leve

mejoría en cuenta corriente al lograr déficits

pequeños, pero una vez que los efectos com-

petitivos para las mercancías mexicanas, pro-

ducto de la devaluación, desaparecieron, los

altos déficits han regresado, lo cual era previ-

sible y en el futuro inmediato, junto con los

aparentes logros de las variables

macroeconómicas, empieza a fortalecerse la

tendencia de altos déficits en la balanza de

pagos y de mayor déficit comercial. En efec-

to,
3
 el déficit en la balanza comercial durante

el primer trimestre del 2000 fue de 1,339 mdd,

ligeramente superior al del mismo periodo del

año anterior que fue de 1,225 mdd; en el caso

de la cuenta corriente, el aumento fue de 19.5

% respecto al del mismo periodo del año ante-

rior, cuando el déficit fue de 3,515 mdd contra

4,203 del presente año. A esto debemos agre-

gar otros elementos señalados por diversos es-

pecialistas, como la sobrevaluación del peso

3 
 El Financiero, 30-V-00, p. 4 y 5.
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de alrededor de 25%,
4
 la elevación de las ta-

sas de interés en E.U. y otras variables que

comentaremos más adelante; variables que, en

un momento dado, podrían propiciar una ines-

tabilidad económica grave: una nueva crisis.

La dinámica deficitaria del sector ex-

terno se ha observado en México desde los

principios de la industrialización y durante

la administración del Presidente Zedillo ha

tenido algunas variaciones que vale la pena

comentar. En efecto, durante la administra-

ción zedillista, se mantuvo presente, aunque

disminuído, el déficit en la balanza de pa-

gos, sin embargo en el terreno de la balanza

comercial observamos un dato interesante:

a pesar de que en 1996 y en 1997 tuvimos un

crecimiento económico importante, sobre en

todo en 1997, donde el PIB creció en 6.8%

(el índice más alto del sexenio) se mantuvo

un superávit en la balanza comercial, lo lle-

vó a que, en términos globales, en los 5 años

del sexenio se tuviera un superávit, aunque

mínimo, en balanza comercial de 969 mdd.

Obviamente, este resultado estuvo determi-

nado en gran medida por el superávit obteni-

do en 1995, año en el que la política recesiva

instrumentada en ese momento llevó a una

disminución de las importaciones del 8.7%

(Véase Cuadro 3) lo cual contrasta con el cre-

cimiento de las mismas en 1994 y 1996, años

en los que las importaciones crecieron 21.4%

y 23.5%, respectivamente. Por otro lado, el

crecimiento económico tan alto como el de

1997, no llevó de manera inmediata a un

déficit en balanza comercial, como ha suce-

dido en otras ocasiones por la necesidad del

crecimiento económico dependiente del ni-

vel de importaciones; sin embargo, a pesar

de los detalles de corto plazo en la adminis-

tración zedillista, las tendencias de largo pla-

zo resultantes del tipo de desarrollo indus-

trial de México, finalmente se impusieron.

Y es por esto que México es un claro y

terrible ejemplo de los efectos perniciosos de

una estructura industrial desarticulada, mostran-

do así los rasgos de esta malformación: inten-

sa importación de tecnología, altos déficits en

la balanza comercial y en la de pagos (esta

última, de hecho la más alta en América Lati-

na entre 1989 y 1994, Véase Cuadro 5), creci-

miento económico dependiente del nivel de

importaciones, desarticulación de los secto-

res productivos y crisis recurrentes debidas a

los factores anteriores y al endeudamiento ex-

terno que sigue creciendo.

La industrialización mexicana no ha

sido capaz de desarrollar un sector fuerte de

bienes de capital, por lo que el alto nivel de

importación de tecnología e insumos trabaja

como un factor central en la reproducción

de las crisis al depender el crecimiento eco-

nómico de las importaciones de maquinaria

e insumos: aquéllas generan un déficit comer-

cial que es una parte importante del déficit en

balanza de pagos. Sin embargo, aunque los

déficits continúan dándose y tienden a au-

mentar, las tasas de crecimiento económico

tienden a ser cada vez menores. Bajo los go-

biernos neoliberales, las cosas han empeorado

respecto a periodos anteriores: de acuerdo a

datos del Banco Interamericano de Desarro-

llo,
5
 en el periodo entre 1970 y 1980, el creci-

4
  La Jornada, 10-IV-00, p.26

Cuadro 3Cuadro 3Cuadro 3Cuadro 3Cuadro 3

Exportaciones e importaciones totalesExportaciones e importaciones totalesExportaciones e importaciones totalesExportaciones e importaciones totalesExportaciones e importaciones totales

de México, 1987-1999de México, 1987-1999de México, 1987-1999de México, 1987-1999de México, 1987-1999

(En miles de millones de dólares)(En miles de millones de dólares)(En miles de millones de dólares)(En miles de millones de dólares)(En miles de millones de dólares)

Año Exportaciones

totales

Variación

porcentual

Importaciones

totales

Variación

porcentual

1987

1988

1989

1990

1991

1992

1993

1994

1995

1996

1997

1998

1999

27.6

30.7

35.2

40.7

42.7

46.2

51.9

60.9

79.5

96.0

110.4

117.5

136.7

26.6

11.2

14.6

15.8

 4.9

 8.2

12.3

17.3

30.6

20.7

15.0

 6.4

16.4

18.8

28.1

34.8

41.6

50.0

62.1

65.4

79.3

72.5

89.5

              109.8

              125.4

              142.1

12.1

49.3

23.8

19.6

20.1

24.3

  5.2

21.4

-8.7

23.5

22.7

14.2

13.3

Fuente: Informe Anual del Banco de México 1999. Ban-

co de México, 2000, México.

Nota: En 1992, por primera vez, las importaciones y ex-

portaciones de las maquiladoras se incorporaron al balance

general del comercio exterior. Algunas otras alteraciones

son resultado de esta nueva metodología. Sin embargo,

en términos generales, las tendencias aquí estudiadas no

son modificadas cualitativamente, pero sí resultan afecta-

das cuantitativamente.

5
 Banco Interamericano de Desarrollo, Progreso Eco-

nómico y Social de América Latina, Informe 1996, Was-

hington, D.C., E.U., 1996, p.373.



El
 Cotidiano 103 25

miento económico observó un aumento de

6.6%, entre 1980 y 1990; el crecimiento del

PIB fue de alrededor de un bajísimo 1.7% y de

1990 a 1995 fue de sólo 0.8%. Por su parte, los

datos del Banco de México (Véase Cuadro 4)

nos hablan de un crecimiento de más de 5%

durante las administraciones de Echeverría y

López Portillo y de un crecimiento 0 (cero) con

De la Madrid, así como de uno menor de 3%

con Salinas y Zedillo, resultados muy por de-

bajo a las expectativas planteadas en el Plan

Nacional de Desarrollo 1989-1994, o a las “ta-

sas elevadas” sugeridas en el Plan Nacional

de Desarrollo 1995-2000 como la condición

esencial para el desarrollo del país en todos

sus aspectos.
6
 Por otro lado, el deterioro finan-

ciero del sector externo se ha incrementado

con enormes déficits en la balanza de pagos,

los que se han duplicado respecto al periodo

1971-82. Tenemos, por tanto, que uno de los

principales resultados de las políticas neolibe-

rales, han sido déficits más altos en el sector

externo con tasas más bajas de crecimiento

económico en el escenario interno, con pocas

probabilidades, si es que existen, de por lo

menos restaurar la situación prevaleciente en

los setentas bajo gobiernos que no eran neoli-

berales. Por consiguiente, tenemos un agrava-

miento de los problemas tanto en el plano ex-

terno como en el interno, lo que no parece ser

el mejor escenario para superar los enormes

retos que el desarrollo nacional implica.

Es evidente que con estas tasas tan ba-

jas de crecimiento económico, la economía

mexicana no será capaz de manejar las de-

mandas sociales tales como empleo, buenos

salarios, reactivación del mercado interno, vi-

vienda, salud y educación, demandas que con-

tienen un vasto potencial de conflicto social y

que han recibido poca atención por parte de

los diferentes gobiernos y menos aún del sec-

tor privado.

En vez de avanzar, la industrialización

en México parece retroceder. No existe una

política para desarrollar el sector de bienes

de capital, ni existe tampoco una política in-

dustrial clara. En los años recientes, el supues-

to incremento en la tasa de exportaciones de

bienes manufacturados se debe sobre todo al

creciente papel de las exportaciones de

maquiladoras, las que en México se han

reclasificado como exportaciones manufac-

tureras. Ningún otro país en América Latina

incluye las exportaciones de maquiladoras

como exportaciones manufactureras, pero

México sí lo hace. Lo que realmente está

sucediendo es la transformación de la eco-

nomía mexicana en una economía

maquiladora. En 1993 y 1994, las exportacio-

nes de maquiladoras equivalieron a 42 y 43%,

respectivamente, de las exportaciones totales,

Cuadro 4Cuadro 4Cuadro 4Cuadro 4Cuadro 4

Crecimiento del Crecimiento del Crecimiento del Crecimiento del Crecimiento del PIBPIBPIBPIBPIB

en México, 1971-1999en México, 1971-1999en México, 1971-1999en México, 1971-1999en México, 1971-1999

Año Crecimiento

del PIB

Promedio

sexenal

1971

1972

1973

1974

1975

1976

1977

1978

1979

1980

1981

1982

1983

1984

1985

1986

1987

1988

1989

1990

1991

1992

1993

1994

1995

1996

1997

1998

1999p/

3.4%

7.5%

7.6%

5.9%

4.1%

1.7%

3.3%

7.3%

9.2%

8.3%

7.9%

-0.5%

-5.3%

3.7%

2.7%

-4.0%

1.4%

1.1%

3.1%

4.4%

3.6%

2.8%

0.4%

3.5%

-6.2%

5.1

6.8

4.8

3.7

1971-1976

5.0%

1977-1982

5.9%

1983-1988

-0.06%

1989-1994

2.9%

1995-1999

2.8%

Fuente: Fuente: Elaborado por el autor con datos de los

Informes Anuales del Banco de México. Años varios.

p/ Preliminar.

6
 Poder Ejecutivo Federal, Plan Nacional de Desa-

rrollo, 1989-1994. Secretaría de Programación y Presu-

puesto, México, 1989, p. XVI. También: Poder Ejecutivo

Federal Plan Nacional de Desarrollo,1995-2000, Se-

cretaría de Hacienda y Crédito Público, 1995, p. 129.
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y en esos mismos años las exportaciones de

maquiladoras correspondieron al 52% de las

exportaciones manufactureras (Véase Cuadro

4). Por lo menos, es dudoso que un país se pue-

da desarrollar si en vez de invertir en su propia

ciencia y tecnología, tan sólo ensambla los

bienes producidos por otros países con ciencia

y tecnología avanzada, aceptando así un pa-

pel subordinado en la división internacional

del trabajo.

México necesita instrumentar una polí-

tica industrial orientada a desarrollar su propia

tecnología, adaptando y desarrollando algunos

de los bienes de capital que ahora compramos

del exterior e insertamos en las condiciones

mexicanas. Las lecciones derivadas de otras

experiencias (por ejemplo la de Corea) mues-

tran que estos pasos son posibles y realizables.

De otra manera, si la política industrial no se

define y orienta en términos de crear este sec-

tor de bienes de capital y se invierte en otros

sectores de alta tecnología, el mecanismo del

alto nivel de importación tecnológica queda-

rá incólume y con una capacidad completa

para seguir generando crisis tras crisis en la

economía mexicana.

Hasta ahora, la dinámica de la indus-

trialización mexicana ha probado ser así,

más allá de las estrategias de política eco-

nómica seguidas desde 1970. Ya sean gobier-

nos neoliberales o con una fuerte interven-

ción estatal, las crisis derivadas del desequi-

librio del sector externo han estado presen-

tes en la economía mexicana. Si el proble-

ma de la dependencia tecnológica y de la

desarticulación de los sectores productivos

no es tratado de manera adecuada, se segui-

rán engendrando desequilibrios severos.

La política industrialLa política industrialLa política industrialLa política industrialLa política industrial

Durante la presente administración se ha plan-

teado de manera reiterada que el país ha deja-

do atrás la fase en la que nuestras exportacio-

nes eran básicamente de materias primas y que

ahora somos exportadores fundamentalmente

de manufacturas. Se afirma que el 90% de

nuestras exportaciones son de productos ma-

nufacturados. Por otro lado diversos sectores,

tanto productivos como académicos, han ex-

presado la preocupación por el sesgo que la

industrialización ha tomado en el país, argu-

mentando que desde hace varios años se ha

carecido de una política industrial estructurada

que promueva la modernización e integración

del sector, señalando además que en las últi-

mas administraciones se ha apoyado básica-

mente a los exportadores, descuidando a las

pequeñas y medianas empresas que producen

para el mercado interno. Se plantea que desde

la administración salinista (tal vez desde an-

tes), el país ha tenido graves carencias en tér-

minos de política industrial, lo que nos coloca

en una situación de gran vulnerabilidad y des-

ventaja en el proceso de globalización, debi-

lidades que se acentuarían en caso de no co-

rregirse estas graves deficiencias de la políti-

ca económica.

Recientemente empresarios de la

Concamín, por ejemplo, se quejaban
7

 de que

a cinco años de haber nacido el Programa

de Política Industrial y de Comercio Exterior,

éste no “cuaja” y continúa sin proporcionarles

las herramientas que requieren, planteando

que “la mejor política industrial es la que no

existe”. Por su parte, la Asociación Nacional

de Industriales de la Transformación (ANIT), ma-

nifestaba que el gobierno de Ernesto Zedillo

ha sido uno de los más “cruentos y difíciles”

para las micro, pequeñas y medianas empre-

sas mexicanas y agregaba que “el país está

cada vez más cerca de convertirse en un

exportador de mano de obra barata y en ‘sier-

vo’ de oligopolios extranjeros”.
8

Analicemos la cuestión más detenida-

mente. Por un lado, el planteamiento del go-

bierno de que nuestras exportaciones han cre-

cido considerablemente es cierto. Como po-

demos apreciar en el Cuadro 3, las exporta-

ciones nacionales han crecido sustancialmente

en los últimos años: en 1999 el total de expor-

taciones era más de tres veces el total de las

exportaciones en 1990.

Sin embargo, en términos de la compo-

sición de las exportaciones, tenemos que to-

mar en cuenta dos aspectos referidos al papel

que han desempeñado en este proceso las ex-

7
 El Financiero, 8-XI-99, p. 22.

8
 La Jornada, 19-V-00, p.17.
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portaciones de maquiladoras: 1)

Es apenas hasta 1992 cuando se

incorporan las exportaciones de

maquiladoras como exportacio-

nes manufactureras al balance

general del comercio exterior y

2) La incorporación de las

maquiladoras bajo esta forma ha

engrosado de manera artificial el

volumen de exportaciones manu-

factureras, creando así una apa-

riencia de país “exportador ma-

nufacturero” cuando realmente

nos hemos convertido en un país

maquilador.

Efectivamente: si ubica-

mos a México en el contexto de

América Latina, parecería que

somos el país líder de industriali-

zación en el subcontinente, de

acuerdo a nuestra potencialidad

de exportación manufacturera

(Cuadro 5), lo cual resulta dudo-

so si consideramos que Brasil tie-

ne una estructura industrial más

avanzada que la nuestra.

Pero más importante para

situar el papel distorsionador de

las maquiladoras en la caracteri-

zación del país como exportador

manufacturero, es el hecho de

que en las cuentas de todos los demás países

latinoamericanos ninguno incluye a las ma-

quiladoras como productos manufacturados, por

lo cual la inclusión de este elemento como

exportación manufacturera, abulta de manera

artificial, en el caso de México, la exporta-

ción manufacturera global respecto a los de-

más países latinoamericanos. (Véase Cuadro 5)

Como observamos en el cuadro anterior,

México aparece como un exportador neto de

manufacturas, superando por mucho a Brasil

(con más de 30%); respecto a países como

Argentina o Colombia, nuestra exportación de

manufacturas es más del doble que la de esos

países, pero esas cuentas se deben, en gran

medida, a que en México se considera la ex-

portación maquiladora como exportación ma-

nufacturera, lo cual, en un sentido estricto, es

falso, pues la industria maquiladora lo que hace

básicamente es ensamblar los productos que

han sido producidos en otros países sin reali-

zar una verdadera transformación de la mate-

ria, que es la característica central de la in-

dustria manufacturera.

Debemos recordar que la estrategia ten-

diente a transformar a México en un país

exportador de manufacturas, es decir la adop-

ción del llamado modelo de sustitución de

exportaciones, respondió a que el modelo de

industrialización anterior, el modelo de susti-

tución de importaciones, había llegado a su

fase “difícil”, (la sustitución de bienes de ca-

pital) a fines de los años sesenta.

El proyecto que buscaba que México

fuera un país exportador de manufacturas,

tratando de imitar el modelo de los “tigres asiá-

ticos”, se inició durante la administración de

Luis Echeverría, con quien, por cierto, se ob-

servó un avance sustancial en este terreno; pero
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los logros de esa administración retrocedie-

ron también de manera espectacular durante

el sexenio de López Portillo, cuando la expor-

tación petrolera se convirtió en el eje de la

exportación nacional, con el consiguiente des-

cuido del sector manufacturero.

Posteriormente, con Miguel de la Ma-

drid, se volvió a retomar el rumbo, perdido en

la administración anterior, en el sentido de

apoyar la exportación de manufacturas, aun-

que no se logró llegar a los niveles que ya en

la administración echeverrista se habían alcan-

zado. No fue sino hasta la administración de

Carlos Salinas cuando la participación de las

manufacturas como porcentaje de las exporta-

ciones totales pudieron alcanzar y superar, con

el abuso en el manejo de las cifras, lo que ya

se había logrado en el sexenio echeverrista. Y

en la presente administración se ha seguido

avanzando en ese sentido.

Actualmente, dentro del conjunto de

las exportaciones totales, así como en las

exportaciones manufactureras, las maquila-

doras juegan un papel destacado. (Véase

Cuadro 6)

Como se puede apreciar, las exportacio-

nes maquiladoras han mantenido un papel su-

mamente importante en el volumen tanto de

las exportaciones globales con un promedio

de 40% o más desde 1992, así como al interior

de la estructura de exportación manufacture-

ra, en donde observan un porcentaje mayor,

por arriba del 45% de participación, llegando

en 1999 a más de 50%, porcentaje que ya te-

nían a principios de la década actual.

Cuadro 5Cuadro 5Cuadro 5Cuadro 5Cuadro 5

Exportaciones de manufacturas, 1970-1997Exportaciones de manufacturas, 1970-1997Exportaciones de manufacturas, 1970-1997Exportaciones de manufacturas, 1970-1997Exportaciones de manufacturas, 1970-1997

Países seleccionados de América LatinaPaíses seleccionados de América LatinaPaíses seleccionados de América LatinaPaíses seleccionados de América LatinaPaíses seleccionados de América Latina

País 1970 19911980 1990 19931992 1994 19961995 1997

**

Argentina

Brasil

Chile

Colombia

México

13.9

13.4

4.8

9.0

33.3

23.1

37.1

11.3

19.7

12.1

28.2

54.8

12.7

33.3

50.8

26.3

56.9

13.2

31.8

71.1

31.9

58.8

16.1

39.9

74.6

29.1

51.9

10.9

25.1

43.3

34.2

53.1

15.2

30.7

80.7

30.1

53.1

14.3

33.6

78.1

33.9

53.1

13.2

38.0

77.5

32.8

54.8

16.4

36.9

77.4* * ** ** ** ** **

Cuadro 6Cuadro 6Cuadro 6Cuadro 6Cuadro 6

Exportaciones totales, manufactureras y maquiladoras de México, 1995-1999.Exportaciones totales, manufactureras y maquiladoras de México, 1995-1999.Exportaciones totales, manufactureras y maquiladoras de México, 1995-1999.Exportaciones totales, manufactureras y maquiladoras de México, 1995-1999.Exportaciones totales, manufactureras y maquiladoras de México, 1995-1999.

(Millones de dólares)(Millones de dólares)(Millones de dólares)(Millones de dólares)(Millones de dólares)

País Exportaciones

totales

% del totalExportaciones

manufactureras

(%del total)

Exportaciones

Mquiladoras

% de manufact

1990

1991

1992

1993

1994

1995

1996

1997

1998

1999p/

40,710       (100%)

42,687       (100%)

46,195       (100%)

51,886       (100%)

60,882       (100%)

79,541     (100%)

95,999     (100%)

110,431     (100%)

117,459     (100%)

136,703     (100%)

27,827     (68.3%)

31,601     (74.0%)

35,420     (76.6%)

41,685     (80.3%)

50,402     (82.7%)

66,558   (83.6%)

80,305   (83.6%)

94,802   (85.8%)

105,933   (90.1%)

122,185   (89.7%)

34.0%

37.0%

40.4%

42.1%

43.1%

39.1%

38.4%

40.8%

44.9%

46.6%

49.8%

50.1%

52.7%

52.4%

52.1%

46.7%

45.9%

47.6%

49.9%

52.1%

13,872

15,833

18,680

21,853

26,269

31,103

36,920

45,166

52,864

63,749

Fuente: Elaborado por el autor con datos de los Informes Anuales del Banco de México.

Años varios.

p/ Cifras preliminares
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El problema central aquí es que la in-

dustria mexicana juega solamente un papel de

ensamble, sin haber podido incorporar a los

procesos de maquila componentes nacionales

en proporciones importantes. Los productos de

origen nacional que se incorporan en el proce-

so maquilador, como plantea René Villarreal,
9

son de tan sólo el 3% y, por otra parte, la in-

dustria maquiladora compró en el exterior en

1999 más de 50 mil millones de dólares. Lo

que se observa en el campo de las maquiladoras

es sintomático de lo que sucede en el resto de

la industria nacional: se exportan grandes can-

tidades, pero para realizar esa exportación se

lleva a cabo una enorme importación de ma-

quinaria e insumos que la industria nacional

no provee, pero que podría proveer aunque

fuera parcialmente, si existiera una política

adecuada en ese rubro.

En este sector industrial, como en otros,

es necesario que la política industrial del go-

bierno promueva la integración de las diver-

sas ramas industriales, lo que llevaría a una

reactivación de la actividad industrial, al for-

talecimiento de las cadenas productivas y a la

integración de los sectores productivos. Por otro

lado, desde el punto de vista financiero, una

política de integración de los sectores produc-

tivos implicaría dejar de importar cierta ma-

quinaria e insumos; frenar, aunque fuera par-

cialmente, el deterioro de la balanza comer-

cial y de la balanza de pagos, lo cual en gran

medida se debe a la desarticulación de los

sectores industriales y económicos en gene-

ral. Por ello es indispensable el poner en mar-

cha una política industrial coherente

integradora.

La situación actualLa situación actualLa situación actualLa situación actualLa situación actual

El gobierno del Presidente Zedillo ha puesto

un empeño especial para evitar una crisis de

fin de sexenio como las que han ocurrido en

ocasiones anteriores. Para tal efecto, la pre-

sente administración tiene a su favor varios

elementos. Las variables macroeconómicas

principales han evolucionado satisfactoriamen-

te: el crecimiento del PIB se espera que sea

este año de 5.5%, la expectativa en términos

de inflación es de 9%, las finanzas públicas

han cumplido eficientemente con la discipli-9
  La Jornada, 24-VIII-99, p.30
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na planteada y el país podrá disponer entre los

meses de septiembre y enero próximos de 1,500

mdd, como parte del blindaje financiero total

de 4,200 mdd que el FMI asignó a México.
10

Así mismo, las reservas internacionales esta-

ban en 33 mil mdd en la segunda semana de

junio y la inversión extranjera captada en el

primer trimestre del año fue de 3,086 mdd,

mayor en 18.8% a lo recibido en el mismo

periodo del año pasado y con una expectativa

de 12.2 mil mdd para todo el año.
11

 Estas y

otras razones más avalan el clima de confian-

za que el gobierno mexicano y organismos

internacionales como el FMI mantienen de que

no hay riesgo de crisis, por lo menos como la

que se vivió en 1994.
12

Otros sectores, por su parte,
13

 señalan

la posibilidad de que ciertas turbulencias que

se dieron a fines de mayo y principios de junio

pudieran prolongarse unos meses más, debido

a ciertos factores coyuntu-

rales: básicamente las

elecciones presidenciales,

las cuales, mientras más

cerca, generan un senti-

miento de incertidumbre

entre los inversionistas so-

bre el proceso político y

la posibilidad de mantener

la gobernabilidad y el au-

mento de las tasas de in-

terés por parte de la Re-

serva Federal (Fed) de Es-

tados Unidos. Sin embar-

go, el presidente del Insti-

tuto Mexicano de Ejecuti-

vos de Finanzas (IMEF), no

espera una crisis al final

del sexenio ni en la primera parte del siguien-

te.
14

Ante esta situación, el gobernador del

Banco de México, Guillermo Ortiz, conside-

raba que la volatilidad mencionada era tem-

poral y el Secretario de Hacienda, Angel

Gurría, desechaba la idea de que la economía

mexicana estuviera sobrecalentada.
15

Existe otra visión, sustentada principal-

mente por sectores académicos de la UNAM,

UAM y Colmex,
16

 de que la crisis es práctica-

mente inminente y, aunque es improbable que

se dé a fin de este sexenio, sí se podría hacer

presente al principio de la siguiente adminis-

tración si las autoridades en turno no manejan

el problema adecuadamente. Este sector se-

ñala como un problema central la sobrevalua-

ción del tipo de cambio, el cual, según estos

analistas, está sobrevaluado en 32%, por lo que

requiere un ajuste adecuado y en el momento

preciso. Igualmente se señalan, entre otros, los

siguientes elementos, posibles detonadores de

la crisis: el déficit comercial, el sobrendeuda-

miento por parte de las empresas, la supedita-

ción del país a la entrada de capitales

extranjeros de corto plazo, la inestabilidad de

los mercados internacionales y la posibilidad

de que el crecimiento económico de Estados

Unidos, mantenido por nueve años consecuti-

vos, comience a declinar, con los consiguien-

tes efectos negativos para la economía

mexicana. En términos generales, para este

sector, las condiciones de la crisis están da-

das. No obstante, como en otras ocasiones,

tendremos que esperar para ver las tendencias

que se fortalecen, las que se debilitan y hacia

dónde se orienta el proceso histórico.
10

 El Financiero, 30-V-00, p. 4. Véase también La

Jornada, 20-VI-00, p. 26.
11

 La Jornada, 24-V-00, p.22.
12

  La Jornada, 20-VI-00, p.26.
13

 El Financiero, 23-V-00, p.4
14

 La Jornada, 12-VI-00, p.23

15
 El Financiero, 23-V-00, p.13. Véase también La

Jornada, 21-V-00, p. 18
16

 El Financiero, 23-V-00, p.13. Véase también La

Jornada, 24-V-00, p.21
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T

Desde nuestro punto de vista, hoy como en el pasado la construc-

ción y consolidación de la Nación exige que ésta sea propietaria de

los recursos naturales, sus beneficios y rentas; que tenga la res-

ponsabilidad exclusiva e ineludible de las áreas estratégicas, como la

industria eléctrica. Es indispensable mantener nacionalizado el sec-

tor como única garantía para alcanzar un crecimiento productivo

independiente. Ello porque la electricidad es un bien público, funda-

mental y estratégico. Todos los miembros de la sociedad, sin impor-

tar su condición o localización, necesitan de ella para su vida coti-

diana; además, porque resulta indispensable para la producción de

cualquier otro bien. Finalmente, porque sin fluido eléctrico la moder-

na actividad económica simplemente se detendría. En tanto fuente

clave del poder, la electricidad no debe ser controlada por unos cuan-

tos, menos si son extranjeros, porque se perdería un elemento clave

de la autonomía de la sociedad mexicana.

endencias y perspectivas de

industria de la energía eléctrica

Claudia Sheinbaum Pardo*

Víctor Rodríguez Padilla**

IntroducciónIntroducciónIntroducciónIntroducciónIntroducción

A principios del mes de febrero 1999, el

Presidente de la República envió al

Congreso de la Unión una propuesta de mo-

dificación de los Artículos 27 y 28 constitu-

cionales en materia de servicio eléctrico. El

objetivo de esta reforma, era la introducción

del capital privado en las distintas ramas de

la industria eléctrica nacional, bajo la pre-

misa de que el mercado promovería mayor

inversión, mejor servicio y menores costos.

Esta propuesta encontró poco apoyo y

en cambio gran oposición de diferentes sec-

tores y actores de la vida política e intelectual

del país, por lo que a pesar de los esfuerzos del

ejecutivo, la iniciativa de ley no pudo ser apro-

bada por el Congreso de la Unión. A raíz de

ésta, sin embargo, se abrió un debate a nivel

nacional acerca de las  propuestas y perspecti-

vas del sector eléctrico nacional, que no ha

quedado cancelada sino, por el contrario, si-

gue siendo uno de los ejes del debate nacio-

nal.

En este trabajo no abundaremos en la crí-

tica a la propuesta de reforma del sector eléc-

trico presentada por el ejecutivo en 1999,
1
 sino

*Investigadora, Instituto de Ingeniería, UNAM.

**Profesor de la Facultad de Ingeniería, UNAM.

1
 Véanse Sheinbaum C., “Escenarios de consumo de

energía y emisiones de gases de efecto invernadero,

informe del Instituto de Ingeniería, presentado a la Se-

cretaría de Energía, 1999; y Rodríguez V., Impacto de
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desarrollaremos algunas líneas de lo que consi-

deramos debería integrar una política  actual y

acorde con las necesidades de la industria eléc-

trica mexicana.  Para ello, dividimos el trabajo

en tres partes. En la primera se presenta una

semblanza histórica de la industria eléctrica

nacional, incluyendo las formas de financia-

miento. En la segunda se presenta el panorama

actual de la industria eléctrica y de las políti-

cas hacia el sector. En la última parte se pre-

sentan las líneas de una política eléctrica alter-

nativa.

Semblanza histórica de la industriaSemblanza histórica de la industriaSemblanza histórica de la industriaSemblanza histórica de la industriaSemblanza histórica de la industria
eléctrica nacionaleléctrica nacionaleléctrica nacionaleléctrica nacionaleléctrica nacional

La primera planta termoeléctrica en México

se instaló en 1879 en la fábrica textil de

Hayser y Portillo en León Guanajuato y la

primera planta hidroeléctrica comenzó a fun-

cionar en Batopilas, Chihuahua, en 1889 para

la satisfacción de las necesidades mineras.
2

Durante las primeras décadas de este siglo

se presenta un desarrollo muy importante de

la hidroelectricidad, asociada principalmen-

te a capital extranjero. Como señala Galarza,
3

para la generación eléctrica a partir de los

causes de agua, se requería de la concesión

del aprovechamiento de la misma. Dichas

concesiones, sin embargo, fueron de cada

vez mayor tiempo y con poco respeto a los

ordenamientos legales. Esto llevó a que en

1926 se promulgara la primera obra legisla-

tiva en materia de regulación de electrici-

dad con el Código Nacional Eléctrico y la

reforma a la fracción X del artículo 73 de la

Constitución, que otorgó al Congreso Fede-

ral la facultad para legislar sobre energía

eléctrica.
4
 Dicho código declaró la industria

eléctrica de utilidad pública y la jurisdicción

exclusiva del poder federal para la reglamen-

tación y vigilancia de la generación de ener-

gía eléctrica por medios industriales.

Sin embargo, esta legislación no fue

suficiente para limitar los privilegios de las

compañías extranjeras, por lo que en 1937, el

presidente Lázaro Cárdenas crea la Comisión

Federal de Electricidad (CFE) y en 1939 se ex-

piden la Ley de Impuesto sobre Consumo de

Energía Eléctrica y la Ley de la Industria Eléc-

trica. La creación de la CFE tenía como objeto

crear una dependencia del Estado, con atribu-

ciones para generar y distribuir energía eléc-

trica con una visión de conjunto.
5

A partir de 1940, la industria eléctrica

se desarrolla por el impulso de CFE y por la

integración de diversas compañías extranje-

ras en dos grandes monopolios: Compañía

Mexicana de Luz y Fuerza de capital anglo-

canadiense y el Grupo de Impulsoras de Em-

presas Eléctricas, ligado a empresas

estadounidenses. Como señala Rodríguez,
6

las prácticas monopólicas de estas empresas

provocaron en un plazo no mayor de 30 años,

la formación de grupos de interés que domi-

naron el panorama de la industria eléctrica

en México.

Esto llevó al decreto de nacionaliza-

ción de la industria eléctrica en 1960, bajo

las siguientes premisas: a) el propósito del

gobierno de procurar el progreso nacional ar-

mónico en sus beneficios para todos los ha-

bitantes de la república; b) la tarea indecli-

nable de atender las crecientes demandas de

energía eléctrica y c) la prestación de servi-

cio público de energía eléctrica queda a cargo

del Estado y tal actividad se sustenta en ra-

zones de beneficio social y no en motivos de

interés particular.

De 1960 a 1972, la CFE, además de con-

solidarse como la empresa pública más im-

portante en la prestación del servicio eléc-

trico, prosiguió con la adquisición de insta-

laciones, bienes y derechos de diversas em-

presas eléctricas que continuaban funcionan-

la reforma económica sobre las inversiones eléctricas

en México, Reporte de investigación del Departamen-

to de los recursos del subsuelo, Sección Ingeniería Ener-

géticas, Posgrado de la Facultad de Ingeniería, UNAM,

México, 1999.
2
 Rodriguez G., “Evolución de la Industria Eléctrica

en México” en: Reséndiz D. (coordinador), El sector

eléctrico en México, Fondo de Cultura Económica,

México, 1994.
3
 Galarza E., La Industria eléctrica en México, Fon-

do de Cultura Económica, México, 1941.
4
 Rodríguez G., op. cit.

5
 Ibid.

6
 Ibid.
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do en el país. Por su parte, y a raíz de la fusión

de diversas empresas que prestaban servicio

eléctrico en el centro del país, surgió la Com-

pañía de Luz y Fuerza del Centro, la cual se

desarrolló de manera paralela a CFE. No fue

hasta 1989 que el artículo cuarto de la Ley de

Servicio Público de Energía Eléctrica planteó:

“las empresas concesionarias, entrarán o con-

tinuarán en disolución y prestarán el servicio

hasta ser totalmente liquidadas. Concluida la

liquidación de la Compañía de Luz y Fuerza

del Centro, S.A. y sus asociados, el Ejecutivo

Federal dispondrá la constitución de un orga-

nismo descentralizado con personalidad jurí-

dica y patrimonio propios, el cual tendrá a su

cargo la prestación del servicio que han veni-

do proporcionando dichas compañías”. Con

fecha 9 de febrero de 1994 se publicó en el

Diario Oficial de la Federación, el decreto por

el cual se crea el organismo descentralizado

Luz y Fuerza del Centro.

De 1967 a la fecha, la capacidad insta-

lada de la industria eléctrica nacional aumen-

tó en más de 650%, permitiendo cubrir una

demanda con tasas anuales de más del 7%.

Con la unificación de frecuencias entre 1972

y 1976, se logró consolidar un sistema

interconectado nacional, que ha permitido un

mejor aprovechamiento de las instalaciones,

la reducción de costos y la normalización de

los equipos.

Financiamiento

Desde la nacionalización de la industria eléc-

trica mexicana y hasta finales de la década

de los ochenta, el financiamiento de la ex-

pansión del servicio eléctrico se realizó con

recursos del gobierno federal, créditos bila-

terales, préstamos de la banca internacional

de desarrollo y créditos de los proveedores.
7

En el mismo periodo, se desarrolló una polí-

tica de subsidio a las tarifas eléctricas en

todos los sectores, sustentada en un apoyo

gubernamental al desarrollo nacional y la

electrificación. Al igual que en otros secto-

res, el crecimiento de la infraestructura eléc-

trica estuvo sustentado en el endeudamiento.

En 1983, el alto costo financiero de la deuda

llegó a representar 76% del total de los pro-

ductos obtenidos por la venta de energía eléc-

trica.
8
 En 1985, la Comisión Federal de Elec-

tricidad y el Gobierno Federal convinieron que

éste asumiría 360 mil millones de pesos del

pasivo de aquélla. El 20 de agosto de 1986, el

gobierno federal asumió el equivalente a 8,578

millones de dólares de la deuda de CFE con

bancos e instituciones de crédito, que debe-

rían incrementar el patrimonio de la entidad,

condicionándolo a compromisos de producti-

vidad, mantenimiento, racionalización de gas-

to, eficiencia y otros.

Esta fue una de las razones por las cua-

les, a finales de los ochenta, se realizaron

ajustes a la política tarifaria, reduciendo sub-

sidios en todos los ámbitos, principalmente

en los sectores industrial y comercial y en

menor medida en el residencial y el agríco-

la. Entre 1987 y 1996, el precio medio de la

electricidad crece en términos reales: 6% en

el sector residencial, 57% en el comercial,

se mantiene en los servicios (bombeo de agua

y alumbrado público), crece 150% en el bom-

beo agrícola y 4% en el industrial.
9

Debido a las restricciones presupues-

tales y el alto costo de la deuda, a finales de

la década de los ochenta se plantean nuevas

condiciones de financiamiento de los orga-

nismos financieros internacionales, que obli-

gan a CFE a recurrir a nuevas formas de fi-

nanciamiento. Esta nueva circunstancia no

es excepcional para México.  Diversos paí-

ses latinoamericanos optaron por nuevos es-

quemas de financiamiento para la infraes-

tructura eléctrica. En Argentina y Chile, por

ejemplo, el modelo fue la privatización tan-

to de los activos, como de la nueva genera-

ción. En México, en cambio, hasta antes de

la propuesta actual, se optó en 1992 por el

cambio en la Ley de Servicio Público de Ener-

gía Eléctrica bajo el esquema de apertura de

la inversión privada en nueva generación, con

mantenimiento de la estructura de monopolio

público dominante.
10

7
 Bastarrachea J., Aguilar J.A., “Las inversiones del

sector eléctrico” en: Reséndiz D., op. cit.

8
 Ibid.

9
 CFE, Estadísticas básicas, México, 1996, 1997, 1998.

10
 Islas J., Rodríguez V., “La apertura externa en el

sector eléctrico mexicano” en: Situación y perspectivas
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A partir de 1992, el capital privado pue-

de participar en la generación de energía eléc-

trica en las siguientes actividades consideradas

de “no servicio público”: autoabastecimiento

de empresas privadas, plantas de cogeneración

para empresas privadas con ventas de exce-

dentes de producción a CFE, pequeña produc-

ción (con capacidad instalada menor a 30 MW

si se conecta a la red de CFE y hasta 1 MW de

capacidad en áreas aisladas), en la producción

independiente para vender el total de la pro-

ducción a CFE, en la generación de energía

eléctrica para exportación y en la importación

de energía para el abastecimiento de particu-

lares.

Sin embargo, la participación de la in-

versión privada en el sector eléctrico no se

ha limitado a los cambios en la Ley. La utili-

zación de técnicas de financiamiento del tipo

Contratación, Arrendamiento y Trasferencia

(CAT) para los cuales no se necesitaba de cam-

bios jurídicos,  ha sido hasta ahora el meca-

nismo de inversión más importante para ha-

cer participar la inversión privada tanto en

el área de generación, como en la de trans-

misión de energía eléctrica.
11

Bajo este tipo de mecanismos, también

conocidos como “llave en mano”,  los inver-

sionistas privados se hacen cargo del finan-

ciamiento y de la logística de la obra. Una

vez terminada, la planta o línea es operada

por la compañía pública, pagando un arren-

damiento fijado de antemano por el costo de

inversión y el financiamiento de la misma.

Una vez cubierto el costo del mismo, la plan-

ta pasa a ser propiedad de quien la opera.

De esta forma, los agentes privados asumen

los riesgos relacionados con el paquete fi-

nanciero y la construcción de la obra y la

compañía pública asume los riesgos asocia-

dos con la operación de la planta (aumento

en el precio de los combustibles, rezago en

las tarifas, devaluaciones, etc.). A diferencia

de los mecanismos CAT, en el de Producción

Independiente (que sólo es permitido por Ley

para el caso de la generación), la planta se

mantiene en propiedad de los agentes priva-

dos y la compañía pública paga la compra del

producto a un precio establecido, además de

una cuota por la capacidad instalada. Las últi-

mas inversiones y licitaciones en generación

se han realizado a través de este mecanismo

de productor independiente.

Otros cambios institucionales que se

suman al proceso de reforma del sector, es

la creación, en 1995, de la Comisión

Reguladora de Energía (CRE). Este organismo

tiene la función de facilitar la inversión pri-

vada en el sector energético (electricidad y

gas natural) solucionando los conflictos que

pudiesen darse entre los sectores privado y

público en el nuevo marco regulatorio.
12

Estas alternativas de inversión privada

han sido el principal mecanismo de crecimiento

del sector eléctrico en la última década, debi-

do a una carencia de financiamiento propio

pero, sobre todo, a las limitaciones de endeu-

damiento establecidas por los organismos fi-

nancieros internacionales. En este contexto,

los préstamos otorgados para la infraestructura

nacional provenientes del Banco Interamerica-

no de Desarrollo o del Banco Mundial, tienen

condicionantes que no tuvieron en décadas an-

teriores. Existe una importante presión de estos

organismos internacionales para desprender las

industrias de manos del Estado y otorgar la res-

ponsabilidad del servicio eléctrico al capital

privado.

Panorama actual del sector eléctricoPanorama actual del sector eléctricoPanorama actual del sector eléctricoPanorama actual del sector eléctricoPanorama actual del sector eléctrico
nacionalnacionalnacionalnacionalnacional

El sector eléctrico nacional está constituido por

dos compañías públicas: Comisión Federal de

Electricidad  y Luz y Fuerza del Centro, que

en conjunto cuentan con 73 unidades de ge-

neración hidroeléctrica, 29 unidades de vapor,

2 carboeléctriocas; una dual; 6 de ciclo com-

del sector eléctrico mexicano, Instituto de Investigacio-

nes Económicas, Programa Universitario de Energía, UNAM,

1997.
11

 Sheinbaum C., Islas J., “Retos del sector eléctrico

mexicano: financiamiento y tarifas. Secretaría de Ener-

gía (SE)” en: Perspectiva del sector eléctrico, México,

1998.

12
 Islas, J., “La reforma de la Industria Eléctrica en

México y las perspectivas del uso del gas en la produc-

ción eléctrica” en: Memorias de la Conferencia Interna-

cional México power 96, cfe, Penwell, Monterrey-Méxi-

co, 1996.
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binado; 34 de turbogás; 7 de combustión inter-

na; 5 geotérmicas; una nuclear y una

eoeléctrica;
13

 cerca de 400 mil Km de líneas

de transmisión y distribución, una capacidad

de 136 Millones de Volt-Amperes en

subestaciones de transmisión y distribución, 604

mil transformadores de distribución y más de

20.7 millones de usuarios.
14

La Comisión Federal de Electricidad

cuenta con el 97% de la capacidad instalada

efectiva de generación, 77% de los usuarios,

80% de la energía vendida y 77% del pro-

ducto percibido por las ventas. Esto significa

que, con sólo el 3% de generación, LyFC

atiende al 23% de los usuarios y genera el

mismo porcentaje por concepto de ventas.
15

Es indudable que las industrias eléc-

tricas públicas han permitido impulsar acti-

vamente el desarrollo nacional. Entre los logros

obtenidos se cuentan el crecimiento sostenido

del suministro de energía eléctrica (a ritmos

que han llegado a ser superiores al 9%), la

normalización de las características técnicas

–especialmente la unificación de frecuencias–

, la integración de un gran sistema eléctrico

interconectado y algunas de las tarifas más ba-

jas del mundo. En la actualidad, el grado de

electrificación que alcanza es uno de los más

altos de América Latina, la calidad del servi-

cio está en constante mejora, los indicadores

de desempeño van en continuo aumento y las

tarifas industriales se cuentan entre las más

bajas del mundo.

Sin embargo, durante la presente admi-

nistración se han tomado una serie de decisio-

nes que ponen en peligro lo que con tanto es-

fuerzo se ha conseguido. Los retrasos, cuellos

de botella y déficits que se han generado en el

sector eléctrico nacional, por falta de inver-

sión, han ido minando la capacidad de res-

puesta de la industria eléctrica nacional para

continuar contribuyendo al desarrollo susten-

table del país. Las políticas de inversión, fi-

nanciamiento, tarifas, subsidios, producción e

información, puestas en práctica por el gobier-

no no sólo dejan mucho que desear, sino que

en algunos casos están al margen del interés

nacional. Es claro que si a las empresas públi-

cas se les dieran los medios necesarios podrían

alcanzar altos niveles de rentabilidad social y

productividad, como ya es el caso de CFE.

Política de financiamiento. La política

de financiamiento ha puesto más énfasis en el

endeudamiento que en los recursos propios de

CFE y LFC. Como resultado, el peso relativo de

los créditos se ha incrementado en forma es-

pectacular: en 1996 y 1997 se situó en alrede-

dor del 70%. En el caso de CFE, que realiza

entre el 86% y el 90% de la inversión pública

en el sector, dicho peso es aún más importan-

te, pues alcanzó el 80%.
16

De no fructificar la propuesta de priva-

tización, el gobierno propone que se recurra

aún más al endeudamiento, directo e indirec-

to, desechando la posibilidad de apoyarse más

en el autofinanciamiento. En el periodo 1998-

2007 el sector privado aportaría el 47.7% de

los requerimientos de inversión –mediante el

esquema Proyectos de Inversión con Impacto

Diferido en el Gasto (Pidiregas)–, alcanzando

el 92.5% en el segmento de generación.
17

Sin embargo, hay que reconocer que con

el actual esquema de participación privada se

ha tenido éxito para atraer la inversión que se

ha requerido. Actualmente se encuentran en

proceso de construcción o ya firmados contra-

tos con productores externos por 3,271 MW y

licitaciones por cerca de 2,500 MW adiciona-

les. En todos los concursos se han recibido su-

ficientes ofertas y se ha tenido un buen mar-

gen para seleccionar los precios más competi-

tivos. No se requiere de una reforma adicional

para atraer inversión  privada. Lo que sí es con-

veniente es modificar la proporción y condi-

ciones en la que participan. La expansión del

sistema debería reposar en primer lugar en las

tarifas (autofinanciamiento) y en forma com-

plementaria en el ahorro privado (endeuda-

miento).

13
 Mulás P., Reinking A., Compendio de información

del sector eléctrico mexicano, Programa Universitario

de energía, UNAM, México, 1998.
14

 CFE, 1997, op. cit.
15

 Sheinbaum C., 1999, op. cit.

16
 Secretaría de Energía (SE), Balance nacional de

energía 1996, México, 1997.
17

 CFE, 1998, Informe anual, México, 1998.
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Política tarifaria. A raíz de la crisis eco-

nómica que se desató a finales de 1994, el

gobierno nuevamente recurrió al uso de las ta-

rifas eléctricas como un instrumento de con-

tención inflacionaria, resultando una reducción

del precio promedio de la electricidad y el au-

mento de la brecha entre precios y costos de

producción. Como consecuencia, en 1995 y

1996 se tuvieron que canalizar recursos fisca-

les para apoyar la inversión de CFE, asimismo,

la empresa tuvo que apoyarse más en el en-

deudamiento y la inversión del sector privado

para el desarrollo de la capacidad de genera-

ción y transmisión.

Los compromisos de pago de CFE, debi-

do tanto al endeudamiento directo como a los

proyectos de inversión bajo la modalidad Cons-

truir-Arrendar-Transferir, han estado creciendo,

reduciendo la disponibilidad de recursos pro-

pios para financiar las nuevas inversiones. Ade-

más a partir del año 2000 habrá que comenzar

a pagar las inversiones realizadas por el sector

privado bajo la modalidad productor indepen-

diente.

Los compromisos financieros adquiridos

por CFE no podrán ser cubiertos con el nivel de

ingresos actuales, a menos que se pudiera re-

currir a mayor endeudamiento, que a final de

cuentas habría que pagar posteriormente. En

suma, el actual nivel de ingresos de las em-

presas públicas del sector no es sustentable en

el largo plazo.

Se requieren revisar las tarifas para que

CFE pueda afrontar sus compromisos, así como

cubrir con recursos propios una mayor propor-

ción de los planes de inversión necesarios para

garantizar el abasto de energía eléctrica que

requiere el desarrollo del país, sin caer en una

situación de endeudamiento excesivo. Mien-

tras más se dilate el ajuste, este tendrá que ser

mayor o será necesario un rescate por parte

del gobierno.

Política de subsidios. Los precios a los

cuales las empresas eléctricas están autoriza-

das a vender la electricidad por parte de la

Secretaría de Hacienda no alcanzan para cu-

brir los costos del fluido eléctrico entregado a

los usuarios. En 1998 el costo medio en CFE

ascendió a 0.57 pesos/ kWh, pero el precio

medio se situó en 0.43 pesos/kWh, por lo que

la empresa sólo recuperó el 76% de dichos cos-

tos. Como la relación precio/costo ha dismi-

nuido en forma sostenida, el monto total del

subsidio a los usuarios ha ido en continuo au-
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mento. En 1998 ascendió a 25,602 millones

de pesos, de los cuales 21,644 millones de pe-

sos se otorgaron a través de CFE y resto me-

diante LFC. Los beneficiarios han sido sobre todo

el sector residencial y el riego agrícola, y en

menor medida la mediana empresa y la gran

industria.
18

Además que los subsidios generalizados

debilitan la viabilidad financiera de las em-

presas públicas y propician el desperdicio de

recursos, incluidos los medioambienta-les, su

repartición actual es cuestionable. El subsidio

tanto al bombeo agrícola, como a la mediana

empresa se concentran en los mayores consu-

mos, lo cual indica que la asignación de di-

chos subsidios no sigue criterios de equidad o

apoyo a los pequeños empresarios. Por otra

parte, la mediana empresa y la gran industria

reciben subsidios, pero no hay política oficial

de desarrollo industrial. Además, no se cuenta

con información que permita saber como se

reparten los subsidios por entidad federativa o

por división de distribución.

Las tarifas de alta tensión, especialmente

las de larga utilización, tienen también un sub-

sidio, que generalmente no se reconoce como

tal de manera oficial. Se considera como un

subsidio justificado a las exportaciones, dado

que la mayoría de los 400 usuarios de esa tari-

fa exporta. Sin embargo, se subsidia también

la ineficiencia pues no son rentables las medi-

das de uso eficiente con la energía tan barata.

Se debe suprimir ese subsidio, y las exporta-

ciones deben ser estimuladas con apoyos al

uso de tecnologías más eficientes y a la con-

versión y renovación industrial.

Los subsidios otorgados al sector residen-

cial alcanzan a todas las clases sociales, ricos

y pobres sin distinción, ya que en todos los

casos se subsidian por los menos 200 kWh de

consumo mensual. Ello es contrario a la equi-

dad. Las propias autoridades han admitido que

la distribución de los subsidios a los usuarios

residenciales es muy regresiva: el 40% de los

usuarios con menor consumo de electricidad,

es decir los del bloque básico que consumen

hasta 75 kWh por mes, sólo reciben el 10%

del subsidio total. En contraste los usuarios que

consumen entre 75 y 200 kWh por mes (blo-

que intermedio), reciben el 52% del subsidio

total otorgado al sector residencial.

Para colmo, los consumidores margina-

les (aquellos con consumos mensuales inferio-

res a 25 kWh) pagan más por la electricidad

que cualquier otro usuario, lo cual es suma-

mente inequitativo. Así, por ejemplo, una fa-

milia muy pobre que prende 2 focos para alum-

brarse durante 3 horas en la noche consume al

mes 10.8 kWh y paga por ello la cuota fija de

8 pesos, lo que significa que se le cobra el

kWh a 74 centavos. En cambio, una familia

de clase media en un departamento bien equi-

pado en electrodomésticos que los usa

cotidianamente y que consume al mes 200 kWh

paga el kWh a 36 centavos, es decir, casi a la

mitad de lo que paga el mexicano marginado.

Esa situación escandalosamente inequitativa

afecta, al menos a, 1.8 millones de familias

pobres.

El subsidio también es muy regresivo en

términos regionales. Las localidades de mayor

ingreso del país (es decir, las de los estados

del norte) son las que reciben la mayor sub-

vención. El calor veraniego en estas zonas ha

justificado el mayor subsidio para promover el

uso del aire acondicionado. En el caso de la

tarifa 1e, el subsidio abarca los primeros 2,500

kWh mensuales, lo cual resulta excesivo. Sin

embargo, los hogares de clase popular no tie-

nen acceso a esa comodidad. Además esa po-

lítica contraviene los objetivos de la política

de ahorro de energía, y quita el incentivo para

que las construcciones de las casas-habitación

se apeguen a las normas oficiales mexicanas

que especifican aislamiento para conservar la

temperatura templada.

Las tarifas para verano cálido fueron di-

señadas para el norte del país, donde el verano

es muy seco. La aplicación a regiones cálidas

y húmedas del sur y el sureste no resuelve los

problemas, pues la alta humedad motiva un uso

aún mayor del aire acondicionado. Las tarifas

para verano cálido deben considerar no sólo la

temperatura promedio, como ahora se hace, sino

también los niveles de humedad, de modo que

las zonas más húmedas impliquen una tempe-

ratura promedio más baja para alcanzar una

tarifa más favorable para el consumidor.

18
 CFE, 1999, Informe entregado a la Cámara de Di-

putados, México, junio 1999.
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En suma, la asignación de los subsidios

residenciales a los diversos grupos sociales es

totalmente injusta. Es esencial racionalizarlos

y hacer que lleguen a quienes realmente los

necesitan. Se requiere que los subsidios envíen

las señales correctas y es básico preservar tres

principios: eficiencia económica (productiva

y asignativa), equidad y preservación del me-

dio ambiente.

Si el gobierno no ha querido eliminar

los subsidios injustificados se debe, por un

lado, a que no ha querido asumir el costo

político y electoral de tal medida, dejando a

la futura administración la responsabilidad y

las consecuencias. Por otro lado, la elimina-

ción de dichos subsidios vendría a mejorar

la situación financiera CFE y LFC, cuando lo

que busca el gobierno, como ya se señaló,

es debilitarlas para justificar su privatización.

Política de producción. La actual polí-

tica de generación de electricidad está casi

totalmente volcada hacia la utilización de gas

natural, combustible fósil y crecientemente

importado, en lugar de las fuentes autóctonas.

De mantenerse esa política, en el año 2007 el

gas natural participará con un 58.1% en el con-

sumo de combustibles fósiles utilizados para

la producción de electricidad, contra un 17.1%

en la actualidad.
19

Si bien son palpables las ventajas eco-

nómicas y ambientales de la tecnología que

utilizan gas natural, no es conveniente basar

toda la expansión del parque de generación

únicamente en las centrales de ciclo combi-

nado, por muy eficientes que éstas sean. La

diversificación permite reducir riesgos se dis-

ponibilidad y precio. Hay que tomar en cuen-

ta el gran potencial del país en hidroenergía,

geotermia, energía eólica y energía solar.

Asimismo, no hay que dejar completamente

de lado la posibilidad de seguir utilizando

combustóleo, abundante y barato en nuestro

país, y que gracias a la tecnología de lecho

fluidizado es ahora menos dañino para el

ambiente.

Política de información. Es clara la fal-

ta de voluntad de las autoridades para mostrar

de manera transparente la situación real que

guarda la industria eléctrica, mediante infor-

mación veraz y oportuna. Antes al contrario

hay signos inequívocos de la voluntad de ma-

nipular las cifras para amplificar debilida-

des y minimizar fortalezas de las empresas

públicas, así como magnificar amenazas y li-

mitar las oportunidades únicamente a la des-

regulación competitiva y la privatización.

En particular, el monto de la inversión necesa-

ria para los próximos años se ha manipulado

políticamente para justificar la necesidad de

desincorporar y vender las empresas públicas

del sector.

Ejes de una política moderna para laEjes de una política moderna para laEjes de una política moderna para laEjes de una política moderna para laEjes de una política moderna para la
industria eléctrica nacionalindustria eléctrica nacionalindustria eléctrica nacionalindustria eléctrica nacionalindustria eléctrica nacional

Desde nuestro punto de vista, hoy como en el

pasado la construcción y consolidación de la

Nación exige que ésta sea propietaria de los

recursos naturales, sus beneficios y rentas; que

tenga la responsabilidad exclusiva e ineludi-

ble de las áreas estratégicas, como la indus-

tria eléctrica. Es indispensable mantener na-

cionalizado el sector como única garantía para

alcanzar un crecimiento productivo indepen-

diente. Ello porque la electricidad es un bien

público, fundamental y estratégico. En primer

lugar, porque todos los miembros de la socie-

dad, sin importar su condición o localización,

necesitan de ella para su vida cotidiana; ade-

más, porque resulta indispensable para la pro-

ducción de cualquier otro bien. Finalmente,

porque sin fluido eléctrico la moderna activi-

dad económica simplemente se detendría. En

tanto fuente clave del poder, la electricidad

no debe ser controlada por unos cuantos, me-

nos si son extranjeros, porque se perdería un

elemento clave de la autonomía de la socie-

dad mexicana.

El fortalecimiento de la industria eléc-

trica nacional, pasa por mantener y renovar

los tres grandes objetivos que dieron origen a

la creación de la CFE en 1937: 1) que todos los

mexicanos, sin distinción de clase, nivel

socioeconómico, nivel educativo o cultural

y ubicación geográfica, dispongan en su vida

diaria del fluido eléctrico, con máxima cali-

dad y mínimo costo; 2) que el aparato produc-

tivo dispongan de un abasto en electricidad
19

 CFE, 1998, op. cit.
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continuo, estable y a precios competitivos para

aumentar su productividad y por ese medio

alentar el máximo desarrollo económico; 3)

que la nación controle ese proceso y los recur-

sos utilizados para ello, para que tanto su usu-

fructo como la introducción de nuevas tecno-

logía a lo largo de la cadena eléctrica, se tra-

duzcan en beneficios para toda la sociedad y

no para unos cuantos.

Dicha propuesta se enmarca dentro de

un proyecto nacional definido: garantizar el

bienestar de todos los mexicanos con máxi-

ma autonomía social. Con ello se reafirma el

compromiso político y ético que el Estado tie-

ne para regular la vida económica de la na-

ción. También se renueva el compromiso de

favorecer la emergencia de una sociedad con

mayor poder de autodeterminación. Para cum-

plir con los objetivos propuestos se plantea una

serie líneas estratégicas, que el gobierno y las

empresas públicas deberán afinar y poner en

práctica con el concurso de la sociedad. Gra-

cias a ello se conseguirá mayor seguridad y

calidad en el suministro, más y mejores servi-

cios, menores costos, así como mayor justicia

social y cuidado del medio ambiente.

Tareas para las empresas públicas

El eje central de la propuesta es conceder a

CFE y LFC autonomía administrativa, financie-

ra y estratégica, pero con responsabilidad y

compromisos claros y precisos hacia la na-

ción, los cuales serán plasmados en una se-

rie de contratos con el Poder Ejecutivo y

ratificados por el Legislativo. En dichos con-

tratos, el Estado se comprometerá a que el

marco legal y regulatorio permita a las em-

presa públicas ya autónomas cumplir en las

mejores condiciones con las misiones que

se les encomiende, en particular, la reduc-

ción sistemática de los precios de la electri-

cidad.

Sin embargo, el cambio técnico, la exi-

gencia de tarifas y subsidios claros y transpa-

rentes, los nuevos requerimientos financieros,

productivos y comerciales, los desarrollos ins-

titucionales y organizacionales, así como la

necesidad de buscar formas para integrarse a

un mundo globalizado conducen a la necesi-

dad de reestructurar las empresas públicas, sin

renunciar a su carácter estatal y a su función

social, pero también sin ocultar los vicios acu-

mulados durante años, derivados la mayoría

de las veces de la estructura y prácticas de un

Estado corporativo, presidencialista y con par-

tido de Estado.

El objetivo primordial de dicho proceso

de renovación deberá ser el satisfacer los re-

querimientos derivados  de un crecimiento di-

námico de la demanda de energía eléctrica,

garantizando no sólo su calidad, confiabilidad

y competitividad crecientes, sino también que

generación, transmisión, transformación, distri-

bución y comercialización, apoyadas en las in-

novaciones tecnológicas y administrativas, se

lleven a cabo al menor costo posible y con

pleno respeto del medio ambiente.

La reestructuración debe contemplar la

reorganización empresarial para la minimiza-

ción de costos, el aliento al cambio técnico, la

modernización de la infraestructura, la transpa-

rencia del proceso de determinación de costos,

la promoción del ahorro y uso eficiente de la

energía, el uso equilibrado de las fuentes de

financiamiento, el mejoramiento de los siste-

mas de información, la plena incorporación de

los trabajadores al cambio de visión estratégi-

ca y la participación de la sociedad.

La renovación debe garantizar una ade-

cuada combinación de una gestión industrial

corporativa con resultados en cada unidad pro-

ductiva y de una creciente autonomía regio-

nal, en el marco de una actuación nacional

integral. Alternativamente se debe estudiar

la conveniencia de crear empresas regiona-

les de electricidad para mejorar la seguri-

dad, calidad y precio del servicio. En cual-

quier caso, la conducta de cada planta, área

de transmisión, zona de distribución y agen-

cias de comercialización debe ser impeca-

ble, eficiente, segura y con extremo cuidado

del ambiente.

La reestructuración debe exigir a las em-

presas resultados de competitividad, eficien-

cia, rentabilidad, seguridad y cuidado

ambiental en cada una de las fases que com-

ponen la cadena eléctrica. Más aún, dichas

exigencias también deben establecerse y eva-

luarse regional y localmente y su demanda de
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insumos debe contribuir a desarrollar el mer-

cado interno.

Las empresas deberán mejorar los siste-

mas de información para que ésta sea comple-

ta y robusta, especialmente en materia de cos-

tos, ya que en ella reposan las metodologías

para la determinación de tari-

fas, precios y regulaciones. De

igual modo, es imperativo que

CFE cree un mercado virtual

mayorista de energía eléctri-

ca, con precios transparentes

y del dominio público. Es un

paso importante para desblo-

quear el desarrollo de la

cogeneración y alentar, me-

diante un sistema compensa-

torio, una mayor participación

de las fuentes de energía al-

ternativas.

La reestructuración

debe representar una oportuni-

dad para el fortalecimiento de

los recursos humanos, su cali-

dad laboral y su solvencia téc-

nica y que gracias a ellos se

fortalezca la eficiencia pro-

ductiva. En esa dirección es

fundamental revisar las formas

de gestión y de trabajo para

que organismos y trabajadores

superen, simultánea y solida-

riamente limitaciones y vicios

que acaban siendo pesadas

cargas para la sociedad y fre-

no para el desarrollo eléctrico

al que aspiramos.

Tareas para el Estado

Además de conceder la autonomía a CFE y

LFC, el Estado debe comprometerse a esta-

blecer tarifas adecuadas, racionalizar los sub-

sidios a los consumidores, definir una políti-

ca armoniosa de movilización de fuentes

energéticas, reorganizar y fortalecer la au-

toridad regulatoria, impulsar la cogeneración

y el autoabastecimiento, alentar a la socie-

dad a definir e involucrarse en su futuro ener-

gético.

Autonomía de las empresas públicas.

Como es inútil la búsqueda de eficiencia de

las empresas públicas mientras queden sujetas

a controles directos y a innumerables reglas

burocráticas que le impiden ajustarse con fle-

xibilidad a las condiciones cambiantes de los

mercados y planear a largo plazo, es tiempo

de que asciendan a la autonomía. Con ello se

busca que el gobierno deje de usar el presu-

puesto de CFE y LFC como herramienta com-

plementaria de las políticas macroeconómicas.

Así ya no se podrá manipular el gasto de la

empresa, comprimiendo las inversiones, difi-

riendo estacional o cíclicamente las

erogaciones, en el marco de las políticas de

combate a la inflación o los desequilibrios

externos. Mediante ese expediente se elimi-

narán las prácticas enteramente contrarias a

FOTO: FRANCISCO MATA ROSAS
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los objetivos de incremento de la eficiencia

de orden microeconómico, y a la exigencia

de imprimir certeza al suministro de un bien

indispensable para la vida diaria de la eco-

nomía y los hogares. Además, el gobierno las

apoyará y les dará los medios para competir

en el mercado internacional de actividades

eléctricas.

Financiamiento. La industria eléctrica

estatal es capaz de financiarse de manera

solvente y sin que ello signifique sobrecostos

para los usuarios. Las tarifas deben ser las fuen-

tes principales de financiamiento de la expan-

sión de la industria eléctrica; el endeudamiento

sólo debe ser una fuente complementaria. En

este último caso, es imprescindible buscar

novedosos mecanismos de financiamiento en

el mercado nacional y en el extranjero. Para

incrementar los recursos propios se requiere,

simultáneamente, abatir los costos de produc-

ción mediante aumentos de productividad, re-

ducción de subsidios y aumento de tarifas. La

primera es una tarea de la empresa pública;

las otras dos, del Estado.

Adecuación de tarifas. Se deben garan-

tizar tarifas claras, transparentes y justas que

reconozcan las mejores condiciones de pro-

ducción, abasto y consumo. Las tarifas deben

cubrir los costos de producción y dejar a las

empresas públicas retornos suficientes para in-

vertir. Las tarifas residenciales deben reestruc-

turarse para  lograr una mayor justicia social.

Por otra parte, es fundamental seguir aprove-

chando el sistema nacional de transmisión para

establecer un costo nacional de producción y,

con base en él, una tarifa nacional de electri-

cidad con factores de regionalización. Con ese

principio de igualdad tarifaria se evita que las

rentas derivadas de la utilización de los bie-

nes nacionales como el agua de las cuencas

hidráulicas o el vapor geotérmico del subsuelo,

sean apropiadas privadamente. También se

logra que la disminución de costos derivados

del cambio tecnológico se traduzca en baja

de precios en las tarifas no subsidiadas o en

elevaciones menos severas en aquellas en las

que el subsidio será racionalizado. Se trata de

un principio nacional de justicia social ele-

mental.

Racionalización de subsidios. Es elemen-

tal reafirmar el compromiso social de apoyar

a las regiones y los sectores que realmente lo

necesitan con subsidios suficientes, claros y

transparentes. En adelante, dicho subsidio debe

venir del fisco y no gravar la economía de las

empresas públicas; los subsidios cruzados en-

tre sectores consumidores desaparecer y el

monto y destino de éstos ser revisados y eva-

luado periódicamente por el Congreso.

Impulso a la cogeneración y autoabas-

tecimiento. Resulta de interés nacional alen-

tar al máximo los procesos de cogeneración

y autoabastecimiento y pequeña producción,

así como de todas las formas alternas y des-

centralizadas de producción de energía eléc-

trica, en el contexto del fortalecimiento del

desarrollo regional. Lo anterior permitirá una

mejor y más armoniosa utilización de los re-

cursos energéticos y financieros, públicos y pri-

vados. Los obstáculos legales y regulatorios al

desarrollo de la cogeneración deben ser elimi-

nados rápidamente.

Reorganización y fortalecimiento de las

instancias regulatorias. Frente a los retos que

plantea una mayor participación de actores en

la industria eléctrica, es vital garantizar la cre-

ciente robustez de los organismos de gobierno

y supervisión, así como la mayor solvencia téc-

nica y administrativa de las entidades

reguladoras, las cuales deben responder tanto

al Poder Ejecutivo como al Legislativo. Sin

embargo, hay que tener en cuenta que sólo se

tendrán instancias reguladoras y rectoras fuer-

tes y maduras a medida que se fortalezca y

madure la vida democrática en nuestro país.

Además del control de precios, tarifas y subsi-

dios, así como de la vigilancia de la confiabi-

lidad y la buena marcha de los sistemas, debe

supervizar las inversiones para que resulten ser

las necesarias y suficientes para la adecuada

expansión de los sistemas de generación, trans-

misión y distribución de fluido eléctrico. Es in-

dispensable avanzar en la regulación de la

conducta que deben observar los múltiples

actores de una industria eléctrica nacional re-

estructurada, en la que además de CFE y LFC

hay y habrá cada día más productores inde-

pendientes, autoabastecedores, cogeneradores

y pequeños productores.

Equilibrio en la movilización de fuen-

tes de energía. Es elemental mejorar el equi-

librio en el uso de las  fuentes de energía para
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generar electricidad, poniendo topes a la pe-

netración del gas natural, utilizando

combustóleo y biomasa en lecho fluidizado,

desarrollando en forma combinada la energía

eólica y la hidroelectricidad, impulsando la

energía solar, la microhidraúlica y el aprove-

chamiento de la basura. Deben aplicarse una

serie de mecanismos compensatorios para que

las fuentes alternativas  compitan en igual-

dad de condiciones en el despacho económi-

co de carga. La carga del subsidio resultante

debe ser distribuida entre los consumidores de

acuerdo a criterios de equidad y competitivi-

dad y la utilización de hidrocarburos estar en

estrecha relación con la visión prospectiva de

Pemex.

Promoción de la participación privada.

El sector privado seguirá participando en la

modernización de la industria eléctrica, bajo

las modalidades definidas por la ley. Es hora

de explorar nuevas formas de participación del

ahorro privado en la expansión y moderniza-

ción de los sistemas de generación, transmi-

sión y distribución, por ejemplo mediante la

bursatilización de algunas cuentas o la parti-

cipación accionaria de pequeños ahorradores.

Asimismo, se debe permitir y alentar la emer-

gencia de empresas especializadas en medi-

ción y facturación, de los sectores social, pú-

blico y privado, para que el servicio experi-

mente una mejoría notable a nivel del consu-

midor final.

Fortalecimiento de la capacidad de la

sociedad para definir su futuro energético.     Fi-

nalmente, el gobierno debe respaldar e impul-

sar las capacidad de la sociedad para respon-

sabilizarse de su propio desarrollo energético.

Una industria eléctrica moderna exigen una

sociedad y unos consumidores con amplia in-

formación y creciente capacidad para com-

prender la operación de esa noble industria,

así como sus problemas y retos técnicos y fi-

nancieros. Esa capacidad permitirá a la socie-

dad construir formas y mecanismos de regula-

ción y evaluación de la operación de dicha

industria, así como diseñar instrumentos para

perfeccionar sus procesos de planeación y pro-

gramación.
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La etapa de densificación que se inició en la década de los noventa

se enfrenta a una gran superficie urbana marcada por la década

anterior y a un ritmo lento de crecimiento de la población, por lo cual

se puede suponer, tal como los datos nos los muestran, que la

densificación será muy lenta.  Ante esta situación, cabe preguntarse

si realmente se están presentado cambios sustanciales en el pa-

trón expansión–densificación, o estamos ante una nueva dinámica

que nos lleva a identificar procesos novedosos en la periferia urbana

que implican cierta estabilidad del comportamiento demográfico. Tal

vez sea posible suponer que la lentitud del crecimiento urbano se

mantendrá durante la primera década del 2000.

recimiento urbano y poblamiento en

la ZMCM. El perfil del nuevo milenio*

Ma. Soledad Cruz Rodríguez**

DDurante las últimas décadas se han

presentado cambios importantes en

los patrones de urbanización en México. Del

predominio en el panorama urbano nacional

de las tres grandes zonas metropolitanas (la de

México, Guadalajara y Monterrey) se ha pasa-

do en los años noventa a la preeminencia de

las ciudades medias. Este fenómeno sólo evi-

dencia los cambios sociodemográficos y espa-

ciales de las ciudades. La pérdida de impor-

tancia de la urbanización de las zonas metro-

politanas no es fortuita y sin duda alguna las

estructuras de estas grandes ciudades están pa-

sando por transformaciones físicas, sociales y

económicas que obligan a la reorientación de

sus dinámicas.

* Este trabajo se realizó con la colaboración del Lic.

José Castro, quien ayudó en la sistematización y actuali-

zación de los datos censales y cartográficos.

** Profesora investigadora de Sociología Urbana, De-

partamento de Sociología, UAM-A.

La Zona Metropolitana de la Ciudad de

México (ZMCM) no ha escapado a este proce-

so. Durante las tres últimas décadas del siglo

XX se ha observado un cambio importante en

las tendencias de urbanización así como en su

comportamiento demográfico. Desde 1970 se

identificó el descenso en los ritmos de creci-

miento poblacional pero no en los niveles de

expansión física. Los resultados del Censo de

1990 permitieron realizar estudios detallados

sobre la dinámica urbana de esta zona metro-

politana. La posibilidad de contar con nuevas

tecnologías en los estudios urbanos, como la

posibilidad de digitalizar la cartografía urbana

y de cruzar con ella las unidades censales

(Agebs) con sus respectivos datos sociodemo-

gráficos, ayudó a la realización de estudios muy

amplios sobre las tendencias del crecimiento

urbano y demográfico en la ZMCM.

Este trabajo se realizó en el Área de So-

ciología Urbana a través del equipo de investi-

gación denominado el Observatorio Urbano de
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la Ciudad de México
1
 (Ocim). Los resultados

lograron delinear con claridad las característi-

cas y novedades del desarrollo urbano para la

década de los ochenta. Ahora que comenza-

mos un nuevo siglo y milenio, es importante

preguntarse si las dinámicas identificadas aún

son vigentes o si se han dado cambios impor-

tantes. Este es justamente el objetivo de este

trabajo: identificar cuáles son los elementos que

perfilan las tendencias de urbanización en la

ZMCM al iniciar el nuevo milenio.

Para ello se consideraron como ejes cen-

trales el desarrollo del crecimiento urbano, la

dinámica demográfica y la estructura del

poblamiento en la gran ciudad.
2

Antecedentes: la Antecedentes: la Antecedentes: la Antecedentes: la Antecedentes: la ZMCMZMCMZMCMZMCMZMCM en la en la en la en la en la
década de los ochentadécada de los ochentadécada de los ochentadécada de los ochentadécada de los ochenta

Hacia 1990 se observan transformaciones im-

portantes en el desarrollo urbano de la ZMCM

que evidencian una ruptura en el patrón gene-

ral de crecimiento de la ciudad. El estudio de

las peculiaridades del crecimiento urbano en

la década 1980 a 1990 resalta dos aspectos: la

expansión física y el comportamiento demo-

gráfico.

Una de las primeras cuestiones que lla-

ma la atención es que el área urbana tuvo un

crecimiento importante a pesar de que los da-

tos censales muestran un incremento demográ-

fico de apenas 10% de los ochenta a los no-

venta. En 1980 se contabilizaron 14 millones

de habitantes mientras que para 1990 la cifra

llegó a 15 millones.
3
 El área urbana creció en

un 35%, 40,390 has se incorporaron a la me-

trópolis y la densidad promedio descendió a un

nivel histórico de 108 habs/ha, el más bajo en

los últimos cincuenta años. El crecimiento del

suelo urbano se ha dado de manera mucho más

importante en los municipios conurbados que

en el D.F. Para los primeros, se calcularon 29,084

has que significan el 72% de la expansión urba-

na total mientras que para la segunda entidad se

estimaron 11,306 has (el 28%).
4

La población se distribuye de la siguien-

te manera: 54% en el Distrito Federal y el resto

en los municipios del Estado de México. El cre-

cimiento de suelo urbano se ha dado de mane-

ra mucho más importante en los municipios

conurbados que en el D.F. Este crecimiento de

la metrópoli se ha caracterizado por dos fenó-

menos aparentemente divergentes. Por un lado,

resalta la presencia de un proceso de despo-

blamiento de las áreas centrales que ha sobre-

pasado a las cuatro delegaciones tradicionales

y que también afecta a las delegaciones de

Azcapotzalco, Gustavo A. Madero e Iztacalco.

Por otra parte, también tenemos un intenso cre-

cimiento urbano hacia la periferia en las dele-

gaciones del Sur del Distrito Federal y en los

municipios conurbados. En este último caso,

los principales receptores de este fenómeno

fueron 17 municipios, entre ellos resaltan los

que se localizan en el Norte (como Ecatepec,

Atizapán, Cuautitlán Izcalli, Tultitlán y

Naucalpan) y en el Oriente (como Chalco,

Ixtapaluca y Chimalhuacán).
5

1
 El Observatorio Urbano de la Ciudad de México fue

un equipo de investigación formado por investigadores

del Area de Sociología Urbana del Departamento de So-

ciología y por investigadores del Centro de la Vivienda y

Estudios Urbanos A.C. Funcionó de 1993 a 1997 y entre

sus resultados de trabajo más importantes está la realiza-

ción de la investigación: Escenarios Demográficos y Ur-

banos de la Zona Metropolitana de la Cd. de México.

1990-2010. México. UAM-A. CENVI, 1996.
2
 Para realizar el análisis se actualizó la base de datos

del Ocim con los resultados del Conteo de 1995 realiza-

do por el INEGI. Esto implicó también la revisión de la

cartografía urbana con el objeto de incorporar las nuevas

Agebs y con ello poder estimar la magnitud del creci-

miento urbano y los cambios en el poblamiento. Dado

que existen diferentes fuentes para definir la ZMCM, para

efectos de este trabajo, y con el objeto de hacer compara-

bles los datos de 1990 con los de 1995, sólo se considera-

ron los 28 municipios conurbados reconocidos por el INEGI.

3
 Tanto demógrafos como investigadores urbanos han

reconocido que las cifras del Censo de 1980 se sobresti-

maron, de aquí la disminución tan drástica de la pobla-

ción de la ZMCM. A pesar de este problema, los análisis

globales de 1970 a 1990 muestran las mismas tendencias

de contracción de la dinámica demográfica. De aquí que

en el medio académico y oficial se acepte que las tenden-

cias del comportamiento de la población metropolitana

se orientan al descenso del crecimiento poblacional.
4
 Ocim. Escenarios demográficos y urbanos. Op. Cit.

5
 Esta intensa expansión periférica ha llevado a los

especialistas sobre el tema a considerar un incremento en

el número de municipios conurbados. Para el Observato-

rio de la ciudad de México (Ocim) de 27 municipios con-

siderados en 1980 se pasa a 38 para 1990, en el que se

incluye ya a un municipio del Estado de Hidalgo

(Tizayuca); para otros investigadores, como el grupo de

investigación metropolitana de la UAM-X, los municipios
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Las tendencias del crecimiento de la

ZMCM
6

 se orientan fundamentalmente hacia el

Norte en territorio de los municipios

mexiquenses. Resaltan Ecatepec, Atizapán de

Zaragoza, Cuautitlán Izcalli, Tultitlán y

Naucalpan. En el Sur se observa una clara ex-

pansión urbana en casi todas las delegaciones

del Distrito Federal. Destacan Iztapalapa,

Xochimilco, Tlalpan y Álvaro Obregón. En el

Oriente también se ha dado una urbanización

acelerada en municipios como Chalco,

Ixtapaluca y Chimalhuacán.

El crecimiento del área urbana no se ha

dado en general de manera continua, es decir,

no sigue necesariamente la línea marcada por

las zonas previamente urbanizadas. Si bien una

parte importante de la mancha sigue esta ten-

dencia, también tenemos la presencia de una

urbanización a saltos, en la que destaca la pre-

sencia de los pueblos conurbados que parecen

tener dinámicas específicas y en donde las zo-

nas rurales cada vez más alejadas se ven afec-

tadas por la presencia, entre otros elementos,

de las “combis urbanizadoras” que contribu-

yen a ampliar la mancha urbana hacia estas

zonas.

El intenso crecimiento de la periferia es

uno de los rasgos más notables de la década

que nos ocupa. De acuerdo a datos de Delga-

do,
7
 el contorno de metropolización tuvo el

incremento más alto: creció un 240%, mien-

tras que el promedio general de la ZMCM fue

de 62%. Sólo cinco de los 15 municipios que

integran este anillo absorbieron el 30% del in-

cremento total del área para alojar el 21% del

incremento poblacional. Los municipios con

mayor expansión urbana son Chalco, Tecamac,

Tultitlán, Cuautitlán Izcalli y Atizapán, y tie-

nen una densidad promedio de 83 hab/ha.

Dos son los factores que fundamental-

mente han determinado este fuerte proceso de

expansión urbana en la periferia: 1) la misma

población desplazada de las zonas centrales

ha alimentado en forma creciente el

poblamiento periférico y 2) la crisis económi-

ca ha generado la formación de asentamientos

populares en terrenos inadecuados para la ur-

banización.

Durante la década de los ochenta se

incrementa de manera importante la demanda

de vivienda popular. Los sectores de bajos in-

gresos excluidos del mercado formal de vivien-

da encontraron una alternativa habitacional en

la colonización de tierras en la periferia. Este

proceso ha determinado que los asentamientos

populares sigan ocupando terrenos inadecua-

dos para la urbanización de terrenos con altas

pendientes, zonas minadas o de montaña que

rebasan los límites técnicos para la dotación

de las obras de urbanización.

También los pueblos conurbados se han

convertido en una opción para albergar a la

población que demanda vivienda: gran parte

de ésta ha encontrado salida en el acceso a

tierras agrícolas cada vez más alejadas. El

poblamiento irregular y la presión de los estra-

tos pobres han determinado la ocupación de

zonas de valor estratégico desde el punto de

vista ecológico, no sólo en reservas ecológicas

marcadas por la planeación urbana, sino tam-

bién en tierras con valor agrícola.

Por otra parte, los ochenta marcan una

escasez creciente de suelo urbano para la de-

manda habitacional de la población con re-

cursos medios y altos. Las colonias residencia-

les de nivel medio tienden a saturarse y, poco

a poco, cierran las opciones dentro del espa-

cio urbano existente para la creación de nue-

vos fraccionamientos (a excepción de algunos

municipios conurbados). Los fraccionamientos

residenciales de altos ingresos resuelven la es-

casez de suelo urbano invadiendo zonas de alto

valor ecológico al Sur y Norponiente del D.F

(Tlalpan, Magdalena Contreras y Cuajimalpa).

El poblamiento y la expansiónEl poblamiento y la expansiónEl poblamiento y la expansiónEl poblamiento y la expansiónEl poblamiento y la expansión
territorial en los ochentaterritorial en los ochentaterritorial en los ochentaterritorial en los ochentaterritorial en los ochenta

Otra de las dimensiones importantes para ana-

lizar el crecimiento urbano es el que se refiere

conurbados ya conforman la Zona Metropolitana del Va-

lle de México y su número asciende a 57.
6
 Ocim, Escenarios Demográfico y Urbanos…. Op.

Cit.
7
 Cfr. Delgado, Javier. “Centro y periferia en la estruc-

tura socioespacial de la Ciudad de México” en:

Schteingarth, M. Espacio y Vivienda en la ciudad de Méxi-

co, México, El Colegio de México –I Asamblea de Repre-

sentantes del Distrito Federal, 1991.
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a los tipos de poblamientos existentes en la

ZMCM. El poblamiento es un tipo de variable

que el equipo del Observatorio Urbano de la

Ciudad de México acuñó para realizar un aná-

lisis de la estructura metropolitana que diera

cuenta de las diferencias entre los distintos es-

pacios que conforman el área urbana. El con-

cepto intenta articular la dinámica espacial de

la ciudad con su dinámica demográfica. Este

toma en cuen-

ta las distintas

formas de pro-

ducción del

espacio habi-

table así como

la estructura

demográfica

y socioeconó-

mica diferen-

ciada de la

población. A

partir de ellas

se identifican

seis modalida-

des de pobla-

miento: 1) el

Centro históri-

co; 2) pueblos

conurbados;

3) colonias populares; 4) colonias residencia-

les tipo medio; 5) colonias residenciales de tipo

alto y 6) conjuntos habitacionales. A partir de

ellas se llega a una caracterización del territo-

rio de la ZMCM considerando el predominio de

determinado tipo de poblamiento en las uni-

dades de análisis censal la Ageb (Área

Geoestadística Básica).

Para no distraer al lector del objetivo de

este trabajo, sólo explicaré aquí de manera bre-

ve los tipos de poblamiento más representati-

vos de la estructura metropolitana con el obje-

to de hacer más comprensible el análisis reali-

zado para el periodo 1990-95. Los interesados

en obtener más información sobre este tema,

pueden consultar el trabajo realizado por el

Ocim citado en las notas de este artículo.

Los tipos de poblamiento más significati-

vos en la estructura metropolitana de los años

noventa son los pueblos conurbados, las colo-

nias populares y las colonias residenciales tipo

medio. Los primeros son pueblos y asentamien-

tos populares que se desarrollaron en el pasado

separados del espacio urbanizado, pero ligados

por vías que los han comunicado directa o indi-

rectamente y que han pasado a formar parte

del área urbana de la ZMCM durante el periodo

1970-90. En ellos predomina el uso habitacio-

nal. Las funciones administrativas y comercia-

les ocupan el espacio central del asentamiento,

aunque dependiendo del proceso de desarro-

llo particular se dan funciones industriales y

de servicios

que apare-

cen en las

áreas vacan-

tes sin des-

plazar en prin-

cipio al uso

habitacional.

L a s

colonias po-

pulares son

asentamien-

tos produci-

dos por di-

versas moda-

lidades del

poblamiento

popular co-

mo la inva-

sión, la venta fraudulenta de lotes urbanos, la

urbanización ilegal de terrenos ejidales, etc.;

se han formado mediante la intervención di-

recta de agentes promotores privados, sociales

y públicos, no importa su condición de regula-

ridad o irregularidad frente a las distintas for-

mas de tenencia de la tierra, ni frente a la

normatividad vigente. La función habitacional

es dominante y su origen es frecuentemente

irregular. Cuando se trata de colonias con mu-

cha antigüedad, las densidades son muy altas

(hasta 250 hab/ha), cuando están en la eta-

pa de consolidación la densidad promedio

es de 148 hab/ha, y las que se encuentran en

formación son asentamientos de menos de

100 hab/ha.

Las colonias residenciales de tipo me-

dio surgen de una promoción de carácter pri-

vado sin eliminar la posibilidad de participa-

ción de otro tipo de agentes sociales o públi-

cos. Los promotores cumplieron en general los

requerimientos señalados en su tiempo por la

administración urbana en lo relativo a la urba-

nización, equipamientos y servicios urbanos.

FOTO: MARCO ANTONIO CORTES
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Con el paso del tiempo, el uso estricto para la

vivienda ha cambiado apareciendo otro tipo

de usos. Otro elemento distintivo es la produc-

ción en serie de viviendas.

El estudio del territorio de la ciudad a

partir de los tipos de poblamiento permite rea-

lizar análisis interesantes en torno a las carac-

terísticas y diferencias entre los tipos de

poblamiento, las necesidades de la población,

las diferencias socioeconómicas, etc.
8

 Para

efectos de este trabajo sólo se retomaron aque-

llos resultados que ayudan a delinear un diag-

nóstico de la ZMCM en cuanto a la ocupación

por tipo de poblamiento. Una primera cues-

tión que llama la atención es que la superficie

de la Zona Metropolitana esta ocupada en or-

den de importancia por colonias populares que

ocupan un 38% del área urbana por zonas de

uso mixto que representan el 32% de la super-

ficie; el resto se distribuye entre pueblos

conurbados, colonias residenciales media y

conjuntos habitacionales.

Como bien se puede observar, las colo-

nias populares constituyen el tipo de

poblamiento de mayor peso en la ZMCM, en

ellas habitan alrededor del 63% de la pobla-

ción, más de 9 millones de personas distribui-

das casi en la misma proporción entre el D. F.

y el Estado de México. Ocupan un poco más

de 60 mil hectáreas y representan cerca del

40% del área urbana total y la mitad de las

zonas de uso habitacional (52%).

En cuanto a su clasificación interna, las

colonias en consolidación y consolidadas ab-

sorben a casi la totalidad de la población que

habita en este tipo de poblamiento. A nivel del

territorio la mayor superficie urbana la ocupan

las colonias en consolidación, lo que indica

que este tipo de asentamientos han tenido una

presencia muy importante en la dinámica ur-

bana. Las características específicas de las ca-

tegorías internas son las siguientes: las colo-

nias populares en formación ocupan el 9% del

área urbana total y ocupan una superficie de

14,555 has. Las colonias populares en proceso

de consolidación alojan al 29% de la pobla-

ción metropolitana (más de 4 millones de per-

sonas), en una superficie muy cercana a las

30 mil hectáreas y con una densidad urbana

promedio tres veces superior a la de las co-

lonias en formación. Las colonias populares

consolidadas alojan a más de 4 millones de

personas (28.5%) sobre una superficie de

15,509 has.

El segundo tipo de poblamiento en im-

portancia es el que corresponde a las zonas de

uso mixto: ocupan la tercera parte del área ur-

bana y aloja a 955 mil habitantes, teniendo por

las características propias de los usos del suelo

predominantes las densidades más bajas de la

ZMCM.

Llama la atención la aparición en el

poblamiento urbano de los pueblos conurba-

dos, en ellos habitan 800 mil personas, ocu-

pan el 10% del área urbana y tienen una

densidad promedio de 50 hab/ha. Este fenó-

meno es sintomático de la creciente expansión

urbana en la periferia, proceso que ya incor-

pora de manera cada vez más importante este

tipo de asentamientos antiguos que se habían

mantenido al margen del proceso de urbaniza-

ción.

En lo que se refiere a las colonias resi-

denciales tipo medio, ocupan 14,547 has que

significa el 9% del área urbana y aloja a mi-

llón y medio de habitantes (el 11% de la po-

blación metropolitana). Los Conjuntos

Habitacionales ocupan el 7% del área urbana

total, cerca de 12 mil hectáreas y alojan al 12%

de la población metropolitana. Las colonias re-

sidenciales de tipo alto alojan al 2% de la po-

blación del ZMCM (294 mil habitantes) y del

total existente dos terceras partes se localizan

en el Distrito Federal.

El análisis del crecimiento urbano por

década permitió identificar las tendencias del

crecimiento urbano metropolitano para los años

1980-90. La distribución por tipo de

poblamiento fue la siguiente: las colonias po-

pulares representaron el 61% del crecimiento

total, los pueblos conurbados significaron un

19%, los conjuntos habitacionales el 8.5% y

las colonias residenciales tipo medio ocupa-

ron el 6% de la superficie urbana.

8
 De hecho, en el documento de trabajo del Ocim se

realiza un esfuerzo por identificar las diferencias

sociodemográficas relacionadas con las necesidades de

servicios urbanos.
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Tendencias recientes de laTendencias recientes de laTendencias recientes de laTendencias recientes de laTendencias recientes de la
expansión urbana, 1990-95expansión urbana, 1990-95expansión urbana, 1990-95expansión urbana, 1990-95expansión urbana, 1990-9599999

El primer dato que llama la atención en el aná-

lisis de las tendencias de crecimiento es el no-

table descenso del ritmo del incremento físico

de la superficie urbana de la ciudad en com-

paración con el fenómeno expansivo de los

años ochenta. La estimación se realizó a partir

de la sistematización de la superficie de las

Agebs urbanas para 1995 y de su comparación

con las de 1990. Después del incremento del

área urbana de 35% entre 1980-90 (Ocim), para

1990-95 apenas fue del 1.8 % (2 419.9 has).

En principio, el crecimiento urbano se da en

mayor medida en la periferia mexiquense, ya

que en el Distrito Federal la superficie urbana

se incrementó en 592.73 has que representa el

24% del crecimiento total y apenas significa

un 0.8% en la entidad. En lo respecta a los

municipios conurbados, estos suman 1 827.17

has más en el área urbana, se trata del 76% del

incremento total en la ZMCM y del 2.8% con

respecto a la entidad.

Estas estimaciones iniciales no modifi-

can sustancialmente las tendencias identifica-

das por el (Ocim) en 1980-90 en cuanto a la

proporción ocupada por el crecimiento urba-

no en cada entidad y la permanencia de una

gran periferia urbana. El Estado de México si-

gue recibiendo la mayor parte de la expansión

urbana (cuestión que no sorprende ya que el

Distrito Federal, desde la década de los ochen-

ta, agotó las posibilidades de crecimiento físi-

co). En lo que respecta al comportamiento de-

mográfico, se identifica un incremento de la

población entre 1990-95 de poco más de un

10%; al igual que la expansión física, la mayor

parte del crecimiento poblacional se localiza

en el Estado de México, que con 1,242,281 ha-

bitantes representa el 83% del incremento to-

tal en la ZMCM. Más adelante se profundizará

sobre las especificidades del comportamiento

urbano en el Distrito Federal y en el Estado de

México.

Tal como se puede observar, la década

de los noventa indica cambios importantes con

respecto a los años ochenta. La primera cues-

tión que hay que resaltar es que el crecimiento

físico expansivo está terminando, proceso que

se acompaña con la persistencia de un bajo

ritmo de crecimiento de la población. La tasa

de crecimiento de la población metropolitana

se calculó en 1.58%, aunque se identifica una

leve recuperación en el Distrito Federal

(0.29%). Si se considera que históricamente la

ZMCM ha venido comportándose de acuerdo a

ciclos de expansión –densificación
10

– se pue-

de pensar que estamos frente a una etapa de

densificación de los espacios ocupados en los

años ochenta. Si bien las densidades aún son

bajas, ya que para 1995 se estimó una densi-

dad promedio de 122 hab/has, comparadas con

las 108 hab/has, en 1990 sí se observa un avan-

ce moderado en este proceso.

A pesar de que la expansión urbana no

es muy significativa, es importante detenerse en

señalar los rasgos generales que el proceso tie-

ne en las dos entidades que conforman la ZMCM.

9
 La estimación de la expansión en el último quinque-

nio se realizó con base en distintas fuentes, para 1990 se

consideraron los datos del Observatorio de la Ciudad de

México y para 1995 se trabajó el Conteo del INEGI. Por

otra parte, debido a que no existe un consenso entre los

estudios sobre el número de los municipios conurbados

que forman parte de la ZMCM se decidió trabajar con los

28 municipios que reconoce el INEGI.

10
 Este ciclo que explica la lógica del crecimiento ur-

bano se basa en el análisis del comportamiento de las

densidades a través del tiempo, esto ha permitido cons-

truir un patrón de urbanización que considera diferentes

momentos del crecimiento de la ZMCM. En el existen eta-

pas en que se da una mayor expansión territorial con la

consiguiente reducción de la densidad, mientras que en

otros se produce una densificación del espacio urbano.

En la etapa de la expansión territorial y reducción de den-

sidades, lo que predomina es la apropiación y adecua-

ción del suelo para usos urbanos (se trata de la transfor-

mación de tierras agrícolas y sin uso a terrenos destinables

a usos urbanos y se ubica para los años que van de 1950

a 1960). En la densificación intervine la construcción de

vivienda, de obras de vialidad, transporte colectivo, re-

des de agua y en general los componentes de la infraes-

tructura urbana (durante los años setenta se observa un

intenso proceso en este sentido) . Los principales elemen-

tos de este modelo están determinados por el comporta-

miento de la economía que impacta los ritmos de cons-

trucción de la ciudad, así como el acceso al financiamento

para ello; por las políticas de inversión del Estado en la

urbe y por los agentes sociales que participan en la cons-

trucción del espacio urbano. Véase el trabajo de Connolly,

P., “Crecimiento urbano, densidad de población y merca-

do inmobiliario”, en: Revista A. vol. IX, núm 25, 1988,

pp. 66-78.
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El Distrito Federal

En el caso de esta entidad, tal como se señala

en los párrafos anteriores, el crecimiento físico

no es tan relevante; sin embargo llaman la aten-

ción las zonas donde se da la expansión y el

tipo de poblamiento que se presenta en ellas.

Las delegaciones que absorben el crecimiento

urbano son, en primer lugar, Cuajimalpa que

crece con 325.32 has; le sigue Xochimilco con

221.53 has, Tláhuac con 125.38 has y por últi-

mo Gustavo A. Madero. Llama la atención la

primera, no sólo porque es la delegación que

más crece, sino porque este crecimiento urba-

no está directamente relacionado con la pre-

sencia en la zona de una fuerte inversión in-

mobiliaria relacionada con el “megaproyecto

Santa Fe”, de aquí que los nuevos espacios se

ocupen fundamentalmente para la construcción

de fraccionamientos residenciales.
11

 En el caso

de las tres delegaciones restantes, se observa

un crecimiento urbano ocupado de manera

preponderante por colonias populares y pue-

blos conurbados.

En términos generales se puede soste-

ner que las tendencias identificadas en lo que

se refiere a la estructura urbana por tipo de

poblamiento en el Distrito Federal no cambian

para 1995. Las colonias populares ocupan

aproximadamente el 47.5% de la superficie

urbana; el 40% le corresponde a otro tipo de

usos (residenciales y mixtos) y le siguen en im-

portancia los pueblos conurbados. Aquí es ne-

cesario reiterar la importancia de la presencia

de las colonias populares. Aun cuando el aná-

lisis cartográfico con las Agebs urbanas de 1990

y 95 mostró que sólo se ocuparon por este tipo

de poblamientos 221.54 has, los datos empíri-

cos y de otras instituciones parecen mostrar que

esta cifra es muy conservadora.

11
 Actualmente, en la Maestría en Planeación y Políti-

cas Metropolitanas, se está realizando una tesis por Aída

Carrillo que aborda el estudio del impacto del
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megaproyecto Santa Fe en la delegación Cuajimalpa; de

aquí que se tengan conocimientos sobre los procesos que

se están llevando a cabo en esta zona.
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En efecto: en los últimos años se ha ob-

servado una creciente ocupación de los suelos

de conservación a partir de colonias popula-

res. Como se trata de zonas de riesgo, foresta-

les, montañosas o rurales, el INEGI no las llegó

a considerar como Agebs urbanas, de ahí que

la cuantificación oficial de esta superficie no

se haya podido llevar a cabo. A pesar de este

problema existen instituciones, como la

Corena, encargada de las políticas de conser-

vación de los recursos naturales del D.F., que

llevan a cabo un seguimiento de los procesos

que se presentan en estas zonas. Lo que llama

la atención es que esta instancia reconoce que

por lo menos 952 has están ocupadas por

asentamientos irregulares y que en ellas viven

aproximadamente 46,690 personas en 9,406

viviendas. Las delegaciones en las que en ma-

yor medida se presenta esta problemática son:

Cuajimalpa, Magdalena Contreras, Iztapalapa

y Tlalpan. Estos datos son significativos, ya que

nos indican un crecimiento urbano que no está

reconocido en las cifras que da el INEGI pero

que representa una expansión que supera en

gran medida la moderación del crecimiento ur-

bano registrado en los años que nos ocupan.
12

Con respecto a la dinámica demográfi-

ca en el Distrito Federal, los datos del Conteo

de 1995 permitieron observar un leve creci-

miento de la población; ésta apenas tuvo un

incremento del 3% con respecto a 1990 (se

trata de 272,151 habitantes). Las tendencias

generales en esta entidad son similares a las

que se identificaron en la década de los ochen-

ta. Las delegaciones centrales (Benito Juárez,

Cuauhtémoc, Miguel Hidalgo, Venustiano

Carranza) e intermedias (Azcapotzalco, Gus-

tavo A. Madero e Iztacalco) siguen perdiendo

población. Las delegaciones que reciben un

mayor incremento poblacional son en orden

de importancia Iztapalapa, Tlalpan y

Xochimilco. Tan sólo la primera absorbe el 75%

del crecimiento demográfico del conjunto del

Distrito Federal (211,898 habs).

Hasta ahora se han planteado de mane-

ra independiente el comportamiento físico y

demográfico del Distrito Federal, pero ¿qué se

puede decir de la relación existente entre am-

bas dimensiones? Algunos indicadores que nos

ayudan a realizar un acercamiento a esta rela-

ción son sin duda las densidades de población.

Tal como se dijo antes, en general en este terri-

torio se presentan densidades bajas. La densi-

dad global del Distrito es de 128 habs/has en

1995. Si bien se observa una densificación im-

portante en algunas delegaciones como

Iztapalapa, el dato realmente no nos indica una

tendencia hacia mantener a la población en el

Distrito Federal. Si se considera que en 1970

la densidad en esta entidad era de 140 habs/ha

se puede entender que todavía estamos ante

una dinámica demográfica que se orienta a la

pérdida de la población.

El Estado de México y los
municipios conurbados

Si bien, como ya se planteó arriba, los datos

generales de los 28 municipios conurbados

muestran un incremento de la superficie urba-

na apenas moderado, el análisis más detallado

de este crecimiento muestra aspectos impor-

tantes que resaltan la diversidad del territorio

metropolitano. En este sentido los municipios

que más crecen son Chimalhuacán con 504.35

has; Valle de Chalco con 349.61 has;

Huixquilucan con 222.12 has; La Paz con

145.22 has y Chalco con 143.32 has. Todas

estas demarcaciones representan el 75% del

total del crecimiento urbano entre 1990 y 1995.

Con respecto al comportamiento demográfico,

los municipios que más incrementan su pobla-

ción son Chimalhuacán (en un 74%), Chalco

(en un 71%), Valle de Chalco (en un 55%),

Ixtapaluca (en un 42%) y Atizapán (en un

35.5%). Los municipios que no observaron nin-

gún crecimiento en su población fueron

Tlalnepantla, Tultepec y Nezahualcoyotl;

Naucalpan apenas creció en un 5% con res-

pecto a la población de 1990.

El desarrollo urbano de los municipios,

y la significación interna en cada uno de ellos

de las cifras anteriores, tiene relación con la

presencia de características diferenciadas del

poblamiento y de la consolidación urbana en

ellos. De esta manera es notable que ya los

municipios de Tlalnepantla, Nezahualcoyotl y

Naucalpan son zonas urbanas ya consolida-

12
 Si se consideraran las 952 has como parte del creci-

miento urbano reciente, tendríamos una suma de 1544.73

has, lo que triplicaría la estimación que se tiene para 1995

en el Distrito Federal.
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Cuadro 1Cuadro 1Cuadro 1Cuadro 1Cuadro 1

Crecimiento urbano 1990 - 1995 Distrito FederalCrecimiento urbano 1990 - 1995 Distrito FederalCrecimiento urbano 1990 - 1995 Distrito FederalCrecimiento urbano 1990 - 1995 Distrito FederalCrecimiento urbano 1990 - 1995 Distrito Federal

Fuente: Base de datos del Observatorio de la Ciudad de México y el Conteo 1995 del INEGI.

Delegación/

Municipio

Superficie

1990  Has.

Superficie

1995  Has.

Población

1990

Población

1995

Incremento o

decremento de

superficie

1990 - 1995

Incremento o

decremento

poblacional

1990 -1995

Azcapotzalco

Coyoacán

Cuajimalpa

Gustavo A. Madero

Iztacalco

Iztapalapa

Magdalena Contreras

Milpa Alta

Alvaro Obregón

Tlahuac

Tlalpan

Xochimilco

Benito Juárez

Cuauhtémoc

Miguel Hidalgo

Venustiano Carranza

Total Distrito Federal

3,535.17

5,244.44

2,181.14

8,310.68

2,374.50

10,255.52

1,550.16

643.45

5,732.70

2,814.44

6,171.18

3,767.43

2,616.75

3,114.55

4,467.17

3,164.55

65,943.81

3,535.17

5,244.44

2,384.55

8,353.09

2,374.50

10,255.52

1,550.16

643.45

5,732.70

2,939.82

6,171.18

3,988.96

2,616.75

3,114.55

4,467.17

3,164.55

66,536.54

474,688

640,066

112,121

1,268,068

448,322

1,490,499

194,948

57,288

642,563

205,640

481,438

267,935

407,811

595,960

406,868

519,628

8,213,843

455,131

653,489

136,873

1,256,913

418,982

1,696,609

211,898

74,672

676,930

259,308

552,516

332,314

369,956

540,382

364,398

485,623

8,485,994

0.00

0.00

203.41

42.41

0.00

0.00

0.00

0.00

0.00

125.38

0.00

221.53

0.00

0.00

0.00

0.00

592.73

-19,557

13,423

24,752

-11,155

-29,340

206,110

16,950

17,384

34,367

53,668

71,078

64,379

-37,855

-55,578

-42,470

-34,005

272,151.00

Cuadro 2Cuadro 2Cuadro 2Cuadro 2Cuadro 2

Crecimiento urbano 1990 - 1995 Estado de MéxicoCrecimiento urbano 1990 - 1995 Estado de MéxicoCrecimiento urbano 1990 - 1995 Estado de MéxicoCrecimiento urbano 1990 - 1995 Estado de MéxicoCrecimiento urbano 1990 - 1995 Estado de México

Delegación/

Municipio

Superficie

urbanizada

1990

Superficie

urbanizada

1995

Población

urbana

1990

Población

urbana

1995

Incremento o

decremento de

superficie

1990 - 1995

Incremento o

decremento

poblacional

1990 -1995

Acolman

Atenco

Atizapán

Coacalco

Cuautitlán de RR

Chalco

Chiuautla

Chicoloapan

Chinconcuac

Chimalhuacán

Ecatepec

Huixquilucan

Ixtapaluca

Melchor Ocampo

Naucalpan

Nezahualcoyotl

Nicolás Romero

La Paz

Tecamac

Teoloyucan

Tepotzotlan

Texcoco

Tezoyuca

Tlalnepantla

Tultepec

Tultitlán

Cuautitlán Izcalli

Valle de Chalco

Total

1,292.76

313.09

4,656.05

1,181.93

567.88

1,702.00

113.50

654.98

213.35

2,424.88

9,329.49

1,357.73

1,785.04

354.95

6,644.88

5,119.67

2,502.45

1,537.77

2,232.58

549.56

828.72

2,507.91

178.88

6,072.75

686.38

2,811.36

4,553.63

2,083.75

64,257.92

1,299.73

313.09

4,656.05,

1,181.93

697.28

1,845.33

113.50

666.42

213.35

2,929.23

9,329.49

1,579.85

1,862.82

396.82

6,644.88

5,124.57

2,528.97

1,682.99

2,238.51

573.03

828.72

2,576.98

244.08

6,072.75

686.38

2,811.36

4,553.63

2,433.36

66,085.10

38,715

17,114

315,059

151,255

43,123

94,562

4,417

57,306

13,790

235,587

1,218,135

108,947

118,930

23,089

776,913

1,255,456

158,654

133,519

99,382

35,191

32,970

113,375

9,636

702,270

44,591

243,300

322,405

184,523

6,552,213

46,837

20,772

427,151

202,778

52,609

162,049

5,750

70,959

15,070

410,031

1,449,562

135,214

168,977

28,020

818,217

1,255,786

207,771

178,534

121,720

43,411

45,435

136,954

15,110

702,270

44,591

331,194

410,883

286,839

7,794,494

6.97

0.00

0.00

0.00

129.40

143.32

0.00

11.44

0.00

504.35

0.00

222.12

77.77

41.86

0.00

4.90

26.53

145.22

5.93

23.47

0.00

69.07

65.20

0.00

0.00

0.00

0.00

349.61

1,827.17

8,122

3,658

112,092

51,523

9,486

67,488

1,333

13,653

1,280

174,444

231,427

26,267

50,047

4,931

41,304

330

49,117

45,015

22,338

8,220

12,465

23,579

5,474

0

0

87,894

88,478

102,317

1,242,281

Fuente: Base de datos del Observatorio de la Ciudad de México y el Conteo 1995 del INEGI.
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das y en gran medida saturadas, no sólo ya no

cuentan con superficie disponible para crecer

sino que prácticamente han llegado a una sa-

turación poblacional importante (las densida-

des no crecieron en este periodo). Tultepec no

entra en este contexto, pues se incorporó en la

expansión urbana de la década de los ochenta

y, después de un intenso crecimiento físico y

demográfico,
13

 ahora parece transitar por una

estabilidad en los indicadores que nos ocupan.

En lo que respecta a los municipios que

han tenido un incremento en su superficie ur-

bana, es importante señalar que se trata de zo-

nas que básicamente se han incorporado a la

ciudad a partir de la formación de colonias po-

pulares. A excepción de Huixquilucan, el res-

to de los municipios son zonas en las que pre-

domina el poblamiento popular, lo que nos

confirma la creciente importancia que las co-

lonias populares tienen en la estructura urba-

na metropolitana. En este sentido, el creciente

incremento de la población en Chimalhuacán,

Valle de Chalco y Chalco se puede interpretar

como la existencia de una creciente demanda

de vivienda popular en estas zonas. Por otro

lado, es en esta zona, conjuntamente con

Ixtapaluca y La Paz, en el Oriente de la ZMCM,

la que se delinea como la parte en donde se

presenta la mayor expansión física de la ciu-

dad y en la que se tienen las densidades más

altas.

También se identifica otro grupo de mu-

nicipios que, si bien no han crecido físicamen-

te, sí presentan un incremento poblacional

significativo. Se trata de los municipios ubica-

dos en el norte de la ZMCM: Coacalco, Ecatepec,

Tultitlán y Atizapán. En este caso se trata de

municipios que se han conformado a partir

poblamientos diferenciados de fraccionamientos

residenciales medios, de conjuntos habitacio-

nales, de colonias populares, pueblos conurba-

dos y de usos del suelo mixtos (como aquellas

zonas ocupadas por zonas industriales). Su in-

corporación a la ZMCM no es muy reciente, prác-

ticamente lo hicieron desde los años setenta, de

aquí que éstas se consideren también como zo-

nas intermedias que se están consolidando y que,

si bien no tienen superficie ya para crecer, se

asiste a una densificación importante de los es-

pacios ya ocupados.

Finalmente, antes de terminar esta par-

te, vale la pena hacer un breve comentario en

el caso del municipio de Huixquilucan. Al igual

que los municipios arriba mencionados, esta

demarcación ha crecido diferencialmente a

partir de diversos tipos de poblamiento. Sin

embargo, de la misma manera que en

Cuajimalpa en el Distrito Federal, una parte

importante de su crecimiento se debe a la in-

versión inmobiliaria relacionada con los llama-

dos “megaproyectos”, de aquí la significativa

presencia de los fraccionamientos residencia-

les en el municipio.

El perfil de la estructura metropolitana
en el nuevo milenio

De lo dicho hasta aquí se pueden resaltar tres

elementos importantes que, sin duda alguna,

perfilan las características de la estructura me-

tropolitana de la Ciudad de México.

El primero se refiere directamente a la

nueva etapa por la que pasa el crecimiento de

la ZMCM. Si se retoma el supuesto aceptado por

los especialistas en los estudios urbanos de que

el crecimiento metropolitano se ha llevado a

cabo por ciclos de expansión –densificación,

la etapa expansiva identificada en la década

de los ochenta ha terminado. Si bien dentro

del esquema de partida esto permitiría pensar

que se entra a un proceso de densificación, pa-

rece que esta etapa tendrá características pe-

culiares de acuerdo a las condiciones actuales

de la ZMCM.

Es decir, los ochenta marcaron un creci-

miento periférico expansivo sin precedentes en

la historia de la urbanización de la Ciudad de

México, que no fue acompañado por un incre-

mento de población importante. Esta situación

obligó a los estudiosos a plantear una ruptura

importante con el comportamiento “tradicio-

nal” de la ZMCM. En este sentido, la etapa de

densificación que se está iniciando en la déca-

13
 Para más detalles sobre el desarrollo de este muni-

cipio se puede consultar el trabajo de Cruz, Leticia, La

urbanización periférica reciente en la ZMCM. El caso de

Tultepec. 1985-1997, Tesis de Maestría en Planeación y

Políticas Metropolitanas. UAM-A, México, 1998.
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da de los noventa se enfrenta a una gran super-

ficie urbana marcada por la década anterior y

a un ritmo lento de crecimiento de la pobla-

ción, por lo cual se puede suponer, tal como

los datos nos los muestran, que la densifica-

ción será muy lenta. Ante esta situación, cabe

preguntarse si realmente se están presentado

cambios sustanciales en el patrón expansión –densi-

ficación–, o estamos ante una nueva dinámica

que nos lleva a identificar procesos novedosos

en la periferia urbana que implican cierta esta-

bilidad del comportamiento demográfico. Tal

vez sea posible suponer que la lentitud del cre-

cimiento urbano se mantendrá durante la pri-

mera década del 2000.

El segundo elemento tiene relación con

la estructura metropolitana con respecto a los

tipos de poblamiento. Por una parte, de mane-

ra similar a lo que señalaron los estudios de la

década de los ochenta, se confirma la crecien-

te importancia que tiene el poblamiento popu-

lar en la ZMCM. Las colonias populares

mantienen su importante presencia como mo-

tor principal del crecimiento urbano; si a esto

le agregamos también el significativo creci-

miento de los pueblos conurbados en las zo-

nas periféricas de la urbe, tenemos como

conclusión que la dinámica de la periferia de

la ZMCM está determinada fundamentalmente

por los procesos que se presentan en ambos

tipos de poblamiento popular.

El tercer elemento consiste en resaltar

que una parte fundamental del crecimiento

urbano responde a una fuerte inversión inmo-

biliaria relacionada con los “megaproyectos”,

como es el caso de Cuajimalpa y Huixquilucan.

En este sentido, la dinámica económica de la

ciudad tiende a especializar las funciones de

centralidad de la urbe en espacios privilegia-

dos de la ZMCM que constrastan con el resto de

la estructura metropolitana. Así tanto la inver-

sión inmobiliaria como el poblamiento popu-

lar se constituyen como los dos elementos pro-

motores de la ocupación del suelo urbano,

ambos contrastan entre sí y definen un proce-

so urbano desigual y segregado que está pre-

sente no sólo en el espacio metropolitano, sino

también en un mismo territorio delegacional o

municipal.

Además de los elementos anteriores, hay

que agregar al perfil las nuevas tendencias de

la expansión urbana y su relación con la pro-

piedad. Desde 1970 hasta 1990 las tendencias

de urbanización se basaron en la ocupación

de tierras propiedad privada, con un descenso

notable de la urbanización de tierras ejidales y

comunales. Entre 1980 y 1990, 63% del creci-

miento urbano de la ZMCM se dió en terrenos

de propiedad privada, 27% en tierras ejidales

y comunales, 3% en propiedad federal y 6%

en tierras del ex-vaso de Texcoco. Con respec-

to a las colonias populares, para 1990 el 57%

se desarrollaron en tierra propiedad privada

mientras que 32% lo hizo en tierras ejidales y

comunales.
14

Los datos anteriores contradicen dos hi-

pótesis generalmente aceptadas: a) la primera

es que el crecimiento urbano se ha dado

mayoritariamente en tierras ejidales y b) que

hasta ahora los ejidos han ofrecido suelo urba-

no accesible a los sectores más pobres y que

por ello los asentamientos irregulares se han

formado principalmente en los ejidos. El ha-

llazgo sobre el papel de la propiedad privada

obliga a una reinterpretación de los procesos

de la urbanización popular y del papel de los

ejidos en la periferia urbana, cuestión que por

otra parte lleva a ampliar la escala geográfica

del ámbito metropolitano para incluir el análi-

sis de la relación entre la ciudad y la periferia

rural de la gran ciudad en lo que se ha deno-

minado el espacio periurbano.
15

Como el lector puede observar en re-

lación con la problemática metropolitana,

el milenio se inicia con nuevos fenómenos,

rupturas con los paradigmas tradicionales

sobre el comportamiento de la gran urbe,

pero también con hipótesis novedosas so-

bre los procesos. Sin duda alguna esto re-

presenta un reto para los especialistas y el

enfrentarlo llevará quizás a plantear nuevas

explicaciones y a identificar cambios sustan-

ciales en la ZMCM.

14
 Al respecto se puede consultar el estudio: Cruz ,

Ma. Soledad, Propiedad, urbanización y la periferia rural

en la Zona Metropolitana de la Ciudad de México, Tesis

doctoral. Fac. de Arquitectura, UNAM. 1999.
15

 Delgado et. al., “Grandes tendencias de la expan-

sión urbana de la Ciudad de México”, Ponencia presen-

tada en la Conferencia Internacional sobre el Control de

la Expansión Urbana. Gob. Del D.F., S R E, OCDE, octu-

bre de 1999.
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La ascendente precarización del trabajo en la economía mexicana

ha sido la vía privilegiada que se ha utilizado para mejorar la posi-

ción competitiva del país desde la entrada en vigor del patrón de

acumulación secundario exportador a principios de los años ochen-

ta. La manifestación más clara de esta situación es la perpetua-

ción y acentuación de los desequilibrios en el mercado laboral del

país, que se caracterizan por la disminución del peso relativo de la

industria manufacturera en la generación de empleo y el ascenso

relativo del sector informal terciario y la industria maquiladora de

exportación, sectores en los cuales las condiciones laborales, las

percepciones salariales y el trabajo no remunerado alcanzan niveles

críticos.

l mercado regional de trabajo en el

Cinturón industrial del Valle de

México*

Luis Quintana Romero**

Una dimensión regional del desempleoUna dimensión regional del desempleoUna dimensión regional del desempleoUna dimensión regional del desempleoUna dimensión regional del desempleo

El problema del empleo se ha convertido

en una de los factores clave  para el próxi-

mo milenio.  En los países industrializados

existe una fuerte preocupación sobre las re-

cientes tendencias al crecimiento del número

de personas desempleadas. La OCDE reporta ta-

sas de desempleo alarmantes en países como Ita-

lia, España, Francia, Irlanda o Bélgica con tasas

promedio de dos dígitos en la década de  1985 a

1995 e incluso países que relativamente habían

mantenido bajas tasas de desempleo como

Suecia y Suiza que en el decenio ya citado

eran del orden del 4 y el 1% respectivamente;

en 1997 alcanzaban ya el 8 y 5.2%. 
1

En México, el problema del desempleo

se ha convertido incluso en la bandera políti-

ca de los partidos, en su lucha por ganar el

voto del electorado; en sus plataformas elec-

torales ofrecen crear un número especifico de

empleos superior al número de personas que

anualmente se integran a la fuerza de trabajo;

entre un millón y un millón cuatrocientos mil

empleos anuales, según sea el partido del que

se trate.

Las posiciones con relación al proble-

ma del empleo en México son diametralmen-

te opuestas según la perspectiva desde donde

se mire.  La visión oficial argumenta que en lo

que va del actual sexenio  el crecimiento del

empleo presenta un saldo positivo: en su últi-

mo informe de gobierno, el presidente Zedillo

* Este trabajo contó con apoyo de la  Dirección

General de Asuntos del Personal Académico de la UNAM

a través del proyecto IN304598. Agradezco el valioso

apoyo de Carlos Nandayapan, estudiante de la licen-

ciatura en economía de la ENEP-Acatlán, en la  recopi-

lación de la información estadística.

** Doctorado en relaciones internacionales de la

Facultad de Ciencias Políticas y Sociales, UNAM. 1
 OCDE, “Employment outlook”, june 1998.
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dice que se ha alcanzado una tasa de desem-

pleo del 2.6% y que es la más baja histórica-

mente desde los años ochenta.

Desde una perspectiva critica se ha bus-

cado argumentar que, con la apertura comer-

cial del país a mediados de los ochenta y la

implantación del programa neoliberal, el des-

empleo se ha incrementado substancialmente.

Sin embargo, los indicadores existentes para

realizar una argumentación de este tipo se han

quedado cortos; los estudios de empleo gene-

ralmente se han circunscrito a la utilización

de la tasa de desempleo urbano abierto. Por lo

que la Encuesta Nacional de Desempleo Ur-

bano, publicada por el INEGI, se ha convertido

en la fuente principal para estos estudios y es

la única que presenta series de tiempo para

dicha tasa.

La utilización de la tasa de desempleo

abierto, como indicador básico en el estudio

del empleo, se ha realizado aun a sabiendas

de que dicho indicador sobredimensiona el

empleo existente en el país. En México, ante

la ausencia de seguro de desempleo y salarios

reales bajos, los desequilibrios en el mercado

de trabajo no se manifiestan en una mayor tasa

de desempleo abierto, como sí ocurre en los

países industrializados, sino que se traduce en

la mayor precarización del trabajo y en un

número creciente de miembros de la familia

incorporados al mercado laboral.
2
 Hace ape-

nas unos años el INEGI ha buscado mejorar los

indicadores de empleo calculando algunas ta-

sas que reflejan algunas vertientes del proble-

ma del subempleo; sin embargo, estos indica-

dores son todavía insuficientes y limitados para

reflejar las condiciones del mercado de traba-

jo nacional puesto que se construyen sobre la

base de una jornada de trabajo estándar y su-

pone que la mayoría de trabajadores desem-

peña actividades asalariadas.
3

En este trabajo se pretende dar la vuel-

ta al problema de los indicadores usuales para

la medición del empleo en México al utilizar

datos censales y de empleo formal que permi-

ten cuantificar cuál ha sido la dinámica regio-

nal del empleo. La utilización de datos regio-

nales está asociada a una hipótesis que guía

nuestro estudio en el sentido de que a medida

que se tiende a desagregar los datos del em-

pleo, resulta más clara la evidencia de los efec-

tos negativos del programa neoliberal impul-

sado por el grupo gobernante en el país. Es

decir: cuando trabajamos la evidencia de pues-

tos de trabajo ganados o perdidos en una re-

gión especifica del país o en un sector econó-

mico particular, los resultados no son tan opti-

mistas como los reflejados por la información

macroeconómica.

Este trabajo se centra en el análisis de

la industria manufacturera en una región alta-

mente industrializada del país y que hemos

denominado el Cinturón Industrial del Valle de

México (CIVM). Esta región se encuentra con-

formada por los municipios con mayor infraes-

tructura industrial del Estado de México

(Atizapán de Zaragoza, Naucalpan, Tlalnepan-

tla, Cuautitlán Izcalli, Tultitlán) y la delega-

ción de Azcapotzalco que es el motor

industrial del Distrito Federal.

Las razones para elegir a la industria

manufacturera  se encuentran en la hipótesis

de la precarización del trabajo. De acuerdo

con esta idea, las políticas neoliberales requie-

ren de una mayor flexibilidad del trabajo para

lograr una mayor competitividad con base en

inseguridad laboral, elevación de la intensi-

dad del trabajo, disminución de los salarios y

desregulación del sistema de protección a los

trabajadores, lo que conduce, necesariamen-

te, al desplazamiento de puestos de trabajo de

la industria a los servicios en donde los sala-

rios y condiciones laborales rayan en la infor-

malidad.
4
 Por tal razón, en el agregado pudiera

ser que los indicadores de empleo no mues-

tren grandes cambios pero sí al estudiarlo sec-

torialmente.
 
El principio teórico que sustenta

esta hipótesis es el de las teorías instituciona-

2
 Teresa Rendón Gan,  “Tendencias del empleo en

México” en: Comercio Exterior, marzo de 1999, pp.

256 y siguientes.
3
 Véase el trabajo de Mónica Pliego Quintana, “La

evolución del empleo en México: 1982-1995, desem-

pleo y participación de la fuerza laboral y ocupación

informal” en: Julio López (coordinador) Macroeconomía

del empleo y políticas de pleno empleo para México,

Porrúa, México, 1997.

4
 Véase el libro de Adrián Sotelo Globalización y

precariedad del trabajo en México, Ed. El Caballito,

pp.117-175, México, 1999.
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listas de la dualidad, donde, a partir de la divi-

sión del trabajo, existiría un mercado primario

y un mercado secundario de trabajo; los des-

empleados son quienes constituyen este últi-

mo, ocupando puestos de alta rotación y poco

deseables.
5

La justificación para seleccionar la re-

gión de estudio tiene que ver con el hecho de

que las localidades que la conforman repre-

sentan el 12% del PIB del país y su peso es

económicamente superior al estado de Nuevo

León que es la tercer economía de México.

De esta forma, consideramos que la región se-

leccionada es un ejemplo representativo de la

evolución del empleo en la industria manu-

facturera del país y, de acuerdo al enfoque de

la dualidad, los puestos de trabajo ganados en

este sector corresponden al mercado primario,

mientras que los puestos perdidos son los co-

rrespondientes al mercado secundario.

Potencial productivo en la regiónPotencial productivo en la regiónPotencial productivo en la regiónPotencial productivo en la regiónPotencial productivo en la región

El D.F., junto con el Estado de México, son los

motores de la producción en el país al repre-

sentar el 33% del Producto Interno Bruto Na-

cional; sin embargo, en los últimos años no

han tenido una buena dinámica económica.

Entre 1988 y 1996 la participación porcentual

del Estado de México en el PIB Nacional se ha

reducido y el D.F. prácticamente se ha estan-

cado tal y como se confirma en el cuadro 1.

Si retomamos la idea de que la genera-

ción de empleo en nuestro país descansa es-

trictamente en la capacidad de crecimiento

de la economía, los datos de crecimiento re-

gional son un claro indicador del estancamiento

y retroceso en la generación de nuevos em-

pleos para el Valle de México.

En el cuadro 2 se presentan los datos

del crecimiento real del PIB. Destaca en esta

información el que aun y cuando se observa

cierta mejoría en el ritmo de crecimiento des-

pués de 1994, no se logra alcanzar la dinámi-

ca y el nivel que existía a principios de los

años noventa. El crecimiento en el período es

ligeramente superior en el D.F. al promedio

nacional y muy por debajo de éste en el Esta-

do de México.

Si en lugar de observar la dinámica pro-

ductiva del conjunto de actividades económi-

cas de la región nos concentramos en  la pro-

ducción manufacturera, los datos muestran que

la participación regional del D.F. y el Estado

de México es todavía mayor en el país al re-

presentar el 39% del PIB manufacturero nacio-

nal. Sin embargo, al considerar únicamente al

sector manufacturero es claro el retroceso tan-

to del  Estado de México como del D.F. al

disminuir en un punto porcentual su aportación

al PIB. Esto supone que la región perdió dina-

mismo en relación con el conjunto de la in-

dustria manufacturera del país, tal y como se

aprecia en el cuadro 3.

Si fijamos la atención en la dinámica

del producto interno bruto regional, es posible

constatar que el retroceso en el peso de la re-

gión, dentro de la industria manufacturera, es

explicado por el prácticamente nulo crecimien-

Fuente: INEGI.

Nacional

D.F.

México

Aportación Regional

382,447,688

22.32%

11.26%

33.59%

1,155,132,188

23.93%

10.34%

34.28%

1,306,301,570

24.00%

10.17%

34.17%

1,678,834,829

22.92%

10.06%

32.98%

2,296,791,703

22.76%

10.35%

33.12%

1988 1993 1994 1995 1996PIB

Cuadro 1Cuadro 1Cuadro 1Cuadro 1Cuadro 1

Participaciones en el PIB 1988-1996Participaciones en el PIB 1988-1996Participaciones en el PIB 1988-1996Participaciones en el PIB 1988-1996Participaciones en el PIB 1988-1996

(miles de pesos a precios corrientes)(miles de pesos a precios corrientes)(miles de pesos a precios corrientes)(miles de pesos a precios corrientes)(miles de pesos a precios corrientes)

5
 Véanse los trabajos de la corriente institucional de

Michael Poire en Luis Toharia (compilador). El mercado

de trabajo: teorías y aplicaciones, Alianza Universidad

textos, España, 1999.

to experimentado en la década de los noven-

ta: de 1988 a 1994, la tasa de crecimiento de la

región es del 0%, incluso se puede hablar de un

retroceso en el caso del Estado de México, don-

de su producción manufacturera ha disminuido
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con un ritmo anual promedio del –0.14%. Esta

situación de estancamiento mostrada por la

economía regional es aún más severa de la

que se observa en el promedio del país (véase

el cuadro 4), situación que fortalece la idea

de que los motores del crecimiento y genera-

ción de empleos de nuestro país se han detenido,

fortaleciendo el crecimiento de los mercados

de trabajo secundarios informales.

dad de crecer a través de una mayor utiliza-

ción de sus capacidades ociosas son: la dele-

gación de Azcapotzalco en el Distrito Federal

y Atizapán de Zaragoza, Cuautitlán, Naucalpan

y Tlalnepantla en el Estado de México.

Para ubicar el peso que estas localida-

des tienen en la región es posible echar un

rápido vistazo a la estadística censal, que es

prácticamente la única disponible para estu-

diar la dinámica económica de las entidades

federativas y municipios del país.

En su conjunto, la región de estudio apor-

ta el 12% del Valor Agregado Censal del país,

monto muy por encima de muchas entidades

federativas. Por ejemplo, la delegación de

Azcapotzalco tiene una participación superior

a la de Veracruz que es la quinta entidad por su

aportación al PIB y muy cercana a la de Jalisco

que es la cuarta entidad federativa del país por

su contribución al PIB, al mismo tiempo pode-

mos señalar que en conjunto la región de in-

fluencia tiene una contribución más alta a la

producción manufacturera que el propio  Nue-

vo León que es la tercera economía del país.

Pese a la importancia de la región de

estudio, su participación en la producción ma-

nufacturera ha tendido a disminuir, tanto en la

manufactura nacional como en la del D.F. y

el Estado de México. Este comportamiento ha

Fuente: Elaboración propia con datos de INEGI.

Nacional

D.F.

México

Región

4.42

3.62

4.12

3.77

6.17

8.58

8.27

8.48

5.18

4.47

8.13

5.58

2.58

2.96

1.53

2.49

1994 1995 1996 1988-1996

Cuadro 2Cuadro 2Cuadro 2Cuadro 2Cuadro 2

Tasa de crecimiento del Tasa de crecimiento del Tasa de crecimiento del Tasa de crecimiento del Tasa de crecimiento del PIBPIBPIBPIBPIB regional regional regional regional regional

(miles de pesos de 1993)(miles de pesos de 1993)(miles de pesos de 1993)(miles de pesos de 1993)(miles de pesos de 1993)

Fuente: Elaboración propia con base en datos del INEGI.

Nacional

D.F.

México

Aportación Regional

91239887

20.89%

17.63%

38.53%

219934044

21.67%

17.18%

38.84%

245012475

21.15%

16.46%

37.62%

350155556

19.75%

15.95%

35.70%

494670500

19.90%

16.54%

36.44%

1988 1993 1994 1995 1996PIB

Cuadro 3Cuadro 3Cuadro 3Cuadro 3Cuadro 3

Participaciones en el Participaciones en el Participaciones en el Participaciones en el Participaciones en el PIBPIBPIBPIBPIB 1988-1996 1988-1996 1988-1996 1988-1996 1988-1996

(miles de pesos)(miles de pesos)(miles de pesos)(miles de pesos)(miles de pesos)

Dentro de las dos entidades menciona-

das, es posible ubicar los municipios y delega-

ciones que operan como los motores de la pro-

ducción local y que aquí consideraremos como

nuestra región de estudio.

Los municipios y delegaciones seleccio-

nadas, tanto por su complementariedad entre

ellas, su potencial de desarrollo y la posibili-

En síntesis, en únicamente esas dos en-

tidades federativas se tienen más de la tercera

parte del PIB nacional y casi la mitad del PIB

manufacturero, razón por la cual es una de las

regiones con mayor potencial del país; sin

embargo, dicho potencial ha sido averiado por

la política económica seguida en nuestro país

a partir de 1982 en que se aplican políticas de

tipo ortodoxo.

Fuente: Elaboración propia con datos de INEGI.

Nacional

D.F.

México

Región

4.07

1.37

2.20

1.74

-4.94

-9.17

-7.50

-8.43

10.94

11.89

13.04

12.41

 0.52

 0.18

-0.14

 0.03

1994 1995 1996 1988-1996

Cuadro 4Cuadro 4Cuadro 4Cuadro 4Cuadro 4

Tasa de crecimiento del Tasa de crecimiento del Tasa de crecimiento del Tasa de crecimiento del Tasa de crecimiento del PIBPIBPIBPIBPIB

manufacturero regionalmanufacturero regionalmanufacturero regionalmanufacturero regionalmanufacturero regional

(miles de pesos de 1993)(miles de pesos de 1993)(miles de pesos de 1993)(miles de pesos de 1993)(miles de pesos de 1993)
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afectado sustancialmente la capacidad de ge-

neración de empleo e inversión en nuevas

empresas en las entidades que son el motor

del crecimiento industrial del país. Para verifi-

car lo que ha sucedido con la ocupación, utili-

zaremos ahora datos de una fuente diferente a

la que hemos venido utilizando pero que de

alguna forma nos aproxima al comportamien-

to que viene teniendo el empleo formal en el

país, nos referimos a los datos de asegurados

del Instituto mexicano del Seguro Social (IMSS).

De acuerdo a los datos del IMSS acerca

de establecimientos manufactureros y población

ocupada entre 1988 (año en que se profundiza

la apertura unilateral del país) y 1998, se redu-

ce drásticamente el empleo tanto en el D.F.

como en el Estado de México. En conjunto la

región contaba en 1988 con el 30.3% de los

establecimientos manufactureros del país y con

35% de la población ocupada, mientras que en

1998 esos mismos porcentajes son del 25% y

del 24.8%, respectivamente. (Véase cuadro 6)

Los resultados son aun más dramáticos

si se considera el comparativo con el año de

1994 en que se formaliza la entrada del país

al Tratado de Libre Comercio de América del

Norte y el estallido de la crisis devaluatoria

de finales de ese año. La región perdió 3,354

establecimientos industriales y 65,694 empleos

entre 1994 y 1996. (Véase cuadro 7).

Para tener una visión de conjunto de las

tendencias en el número de empresas creadas

en el período y el número de plazas laborales

ofrecidas, es conveniente graficar los datos de

las entidades federativas que estamos anali-

zando, las gráficas 1 y 2 dan cuenta de la ten-

dencia de estos indicadores entre 1988 y 1998.
Fuente: Elaboración propia con datos de INEGI.

Nacional

Azcapotzalco

Atizapán de

Zaragoza

Cuautitlán

Naucalpan

Tlalnepantla

Aportación

Región de

Influencia

68,893,579

4,681,961

112,640

273,170

2,050,134

3,109,281

10,227,187

185,421,171

9,477,663

454,485

590,318

6,125,346

6,511,614

23,159,425

100

6.8

0.2

0.4

3.0

4.5

15

100

5.1

0.2

0.3

3.3

3.5

12

1988 1993 1988 1993

Cuadro 5Cuadro 5Cuadro 5Cuadro 5Cuadro 5

Aportación al Valor Agregado de la RegiónAportación al Valor Agregado de la RegiónAportación al Valor Agregado de la RegiónAportación al Valor Agregado de la RegiónAportación al Valor Agregado de la Región

de Estudio 1988-1993de Estudio 1988-1993de Estudio 1988-1993de Estudio 1988-1993de Estudio 1988-1993

(miles de pesos)(miles de pesos)(miles de pesos)(miles de pesos)(miles de pesos)

Est: establecimiento.

P.O.: población ocupada.

Fuente: IMSS.

1988 1998 1988 1998Entidad

Cuadro 6Cuadro 6Cuadro 6Cuadro 6Cuadro 6

Establecimientos y población ocupada manufacturera 1988 y 1998Establecimientos y población ocupada manufacturera 1988 y 1998Establecimientos y población ocupada manufacturera 1988 y 1998Establecimientos y población ocupada manufacturera 1988 y 1998Establecimientos y población ocupada manufacturera 1988 y 1998

Federativa

Distrito Federal

México

Total Nacional

EST.

21448

8654

99239

P.O.

577359

434688

2893197

EST.

19244

12203

126091

P.O

508610

506582

4095689

EST.

15.3

9.7

100

EST.

21.6

8.7

100

P.O

20.0

15.0

100

P.O

12.4

12.4

100

% %i%i%
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22000

20000

18000

88

MEXEST            DFEST
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En la gráfica 1, se presentan los datos

de 1988 a 1998 del número de establecimien-

tos industriales en la región, tanto para el Esta-

do de México como para el D.F. Se observa

una tendencia decreciente a partir de princi-

Fuente: elaboración propia.
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pios de los noventa, tendencia que ha sido par-

ticularmente severa para esta última entidad

ya que en el periodo la tasa de crecimiento de

establecimientos industriales fue del 1% anual

promedio. En ambos casos, los años  noventa

han significado el estancamiento y retroceso

en la capacidad de generación de nuevas

empresas en el sector formal de la economía.

Si atendemos ahora al personal ocupa-

do, los datos muestran una tendencia negativa

más fuerte que la del número de establecimien-

tos, lo que refleja indirectamente el hecho de

que la creación de nuevas empresas en la re-

gión es cada vez menos absorbente de em-

pleo y que se debe al hecho de que las nuevas

empresas localizadas en la región son más pe-

queñas.

cuanto a empleos formales generados, la grá-

fica 2 muestra cómo en el periodo se perdie-

ron más de 67 mil empleos en la entidad,

situación que prácticamente ha llevado a que

el empleo formal converja en las dos entida-

des federativas.

Para poder constatar cuál es el monto

de empleo generado por el número de estable-

cimientos localizados en la región, se proce-

dió a estimar un modelo econométrico donde:

Personal Ocupado =  B
0
+B

1
Establecimientos+u

t

u
t
 es un error aleatorio y t va de 1988 a 1998.

Para el Distrito Federal sí se encontró

una relación significativa entre el número de

empresas y la cantidad de empleos generados.

En el cuadro 8 los resultados permiten afirmar

que por cada nueva empresa instalada en esa

entidad se generan en promedio 33 nuevos em-

pleos.

700000

650000

600000

550000

500000

450000

400000

350000
88

DFEMP            MEXEMP

89 90 91 92 93 94 95 96 97 98

Est: establecimiento.

P.O.: población ocupada.

Fuente: IMSS.

1994 1996 1994 1996Entidad

Cuadro 7Cuadro 7Cuadro 7Cuadro 7Cuadro 7

Establecimientos y población ocupada manufacturera 1994 y 1996Establecimientos y población ocupada manufacturera 1994 y 1996Establecimientos y población ocupada manufacturera 1994 y 1996Establecimientos y población ocupada manufacturera 1994 y 1996Establecimientos y población ocupada manufacturera 1994 y 1996

Federativa

Distrito Federal

México

Total Nacional

EST.

21308

12125

121643

P.O.

536360

434202

3220497

EST.

19047

11032

117154

P.O

470794

434076

3434615

EST.

16.3

9.4

100

EST.

17.5

10.0

100

P.O

16.7

13.5

100

P.O

13.7

12.6

100

%%

Para la capital de la República, aun

cuando se muestra cierta mejoría a partir de

1995, las cosas no han marchado muy bien en

Fuente: elaboración propia.

DFEMP = Personal ocupado en el D.F.

DFEST = Establecimientos en el D.F.

Cuadro 8Cuadro 8Cuadro 8Cuadro 8Cuadro 8

Impacto del número de establecimientosImpacto del número de establecimientosImpacto del número de establecimientosImpacto del número de establecimientosImpacto del número de establecimientos

en el empleo para el D.F.en el empleo para el D.F.en el empleo para el D.F.en el empleo para el D.F.en el empleo para el D.F.

Variable Dependiente: DFEMP

Muestra: 1988 1998

Observaciones Incluidas: 11

Variable

DFEST

C

R-squared

Adjusted

R-squared

Durbin-

Watson stat

Cusum

Cusum Q

Coeficiente

33.43152

-159644.6

0.862034

0.846704

1.409627

No

No

Std. Error

4.458191

95779.45

White          F=  0.451971

LM (2)        F= 0.904291

Jarque-Bera 0.914514

Ramsey(4)  F=0.267868

      F-statistic

      Prob(F-statistic)

t-Statistic

7.498898

1.666794

   Prob.

0.0000

0.1299

0.651674

0.447375

0.633018

0.886975

56.23347

0.000037
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En el caso del Estado de México, la in-

formación de empleo y establecimientos no

muestra ningún grado de asociación; el coefi-

ciente de correlación entre las dos variables

es de apenas 0.36. Este resultado podría apun-

talar la idea sostenida en otros estudios de que

en el Estado de México han proliferado las

microempresas que no son capaces de com-

pensar con su demanda los cierres y despidos

en medianas y grandes empresas.
6

Los efectos de la reducción en el núme-

ro de empresas y empleos en la región provo-

caron la ruptura de los eslabonamientos pro-

ductivos de la economía local, situación que

ha dado lugar a un desarrollo heterogéneo en

la industria donde existen empresas competi-

tivas con elevada capacidad exportadora y

empresas con mercados locales y baja

competitividad con el exterior.  En la sección

siguiente, analizaremos como estas tendencias

generales se manifestaron localmente en los

municipios y la delegación política incorpora-

da a la muestra.

Empleo en la regiónEmpleo en la regiónEmpleo en la regiónEmpleo en la regiónEmpleo en la región

Para analizar el comportamiento del empleo

en la región de estudio, recurrimos a las esta-

dísticas censales, lo cual nos permite realizar

comparaciones quinquenales y realizamos una

agregación compatible con el sistema de cuen-

tas nacionales. Las dos variables que utiliza-

remos son el número de establecimientos ma-

nufactureros y el personal ocupado.

En el cuadro 9 aparecen los datos refe-

rentes al número de establecimientos manu-

factureros existentes en la región entre 1988 y

1993. De conjunto la región reporta un saldo

positivo con la apertura de 1,848 empresas, lo

cual le significó una dinámica positiva en la

creación de nuevas empresas del orden del

3.67% anual promedio.

El crecimiento del parque industrial se

concentra en uno de los municipios que ma-

yor desarrollo industrial había mostrado en el

estado de México; nos referimos a Naucalpan

que contabiliza más de mil nuevas empresas

en el período.

6
 Jaime Sobrino “Desempeño industrial del estado

de México en la década de los ochenta” p.354 en: Ro-

berto Blacnarte (coordinador), Estado de México, pers-

pectivas para la década de los 90, El Colegio

Mexiquense, 1994.

Sin embargo, al confrontar el esfuerzo de crea-

ción de empresas con el de generación de

empleo las cosas ya no son muy buenas para

la región, en el cuadro 10 los datos acerca del

personal ocupado muestran que en el período

hubo una perdida neta de casi treinta mil pues-

Fuente: Elaboración propia con datos de INEGI.

Atizapán

Cuautitlán

Naucalpan

Tlalnepantla

Cuautitlán Izcalli

Tutltitlan

Azcapotzalco

Total

306

76

1533

1418

166

259

1932

5690

591

153

2582

1366

501

413

1984

7590

285

77

1049

-52

335

154

52

1900

8.58

9.14

6.73

-0.5

14.8

6.01

0.33

3.67

Cuadro 9Cuadro 9Cuadro 9Cuadro 9Cuadro 9

Establecimientos manufactureros enEstablecimientos manufactureros enEstablecimientos manufactureros enEstablecimientos manufactureros enEstablecimientos manufactureros en

la regiónla regiónla regiónla regiónla región

1985 1993 Diferencia

85/93

Tasa

%
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tos de trabajo, lo que representa una tasa pro-

medio anual del –1.2%. Si atendemos a la

composición regional del empleo resulta que

municipios característicos del proceso

industrializador en el estado de México como

Naucalpan, Tlalnepantla y Tultitlán perdieron

la impresionante cantidad de 25,441 empleos.

Para la delegación Azcapotzalco la perdida

de empleo fue del orden de 21,504 empleos.

Estamos entonces en una situación en donde

el número de empresas crece pero no así su

capacidad de ofertar empleos, es decir no exis-

te asociación en el esfuerzo por establecer

empresas y la generación de empleo, en este

sentido el caso de Naucalpan y Azcapotzalco

es muy grave: se establecieron 1,049 nuevas

empresas y se perdieron 8,026 puestos de tra-

bajo en la primer entidad, mientras que para

la segunda se establecieron 52 empresas y se

perdieron casi 22 mil empleos.

Fuente: Elaboración propia con datos de INEGI.

Atizapán

Cuautitlán

Naucalpan

Tlalnepantla

Cuautitlán Izcalli

Tutltitlan

Azcapotzalco

Total

10576

4569

81129

90596

18464

19544

101852

326730

10643

7589

73103

79421

32994

13304

80348

297402

67

3020

-8026

-11175

14530

-6240

-21504

-29328

0.08

6.55

-1.3

-1.6

7.53

-4.7

-2.9

-1.2

Cuadro 10Cuadro 10Cuadro 10Cuadro 10Cuadro 10

Personal ocupado en la manufacturaPersonal ocupado en la manufacturaPersonal ocupado en la manufacturaPersonal ocupado en la manufacturaPersonal ocupado en la manufactura

de la regiónde la regiónde la regiónde la regiónde la región

1985 1993 Diferencia

85/93

Tasa

%

Fuente: Elaboración propia con datos de INEGI.

DIV 1

DIV 2

DIV 3

DIV 4

DIV 5

DIV 6

DIV 7

DIV 8

DIV 9

1644

511

467

299

667

170

166

1706

60

2020

543

504

726

646

162

494

1693

1343

376

32

37

427

-21

-8

328

-13

1283

Cuadro 11Cuadro 11Cuadro 11Cuadro 11Cuadro 11

Establecimientos manufactureros porEstablecimientos manufactureros porEstablecimientos manufactureros porEstablecimientos manufactureros porEstablecimientos manufactureros por

división en la regióndivisión en la regióndivisión en la regióndivisión en la regióndivisión en la región

1985 1993 Diferencia

85/93

cuadro 11, estas  tres divisiones manufacture-

ras generaron 8,765 nuevos empleos en el pe-

riodo.

Fuente: Elaboración propia con datos de INEGI.

Div 1

Div 2

Div 3

Div 4

Div 5

Div 6

Div 7

Div 8

Div 9

42998

43197

8808

16236

58972

14405

17762

119399

4953

41073

42434

8407

21397

62291

13078

8068

95416

5238

-1925

-763

-401

5161

3319

-1327

-9694

-23983

285

Cuadro 12Cuadro 12Cuadro 12Cuadro 12Cuadro 12

Personal ocupado por divisiónPersonal ocupado por divisiónPersonal ocupado por divisiónPersonal ocupado por divisiónPersonal ocupado por división

manufacturera en la regiónmanufacturera en la regiónmanufacturera en la regiónmanufacturera en la regiónmanufacturera en la región

1985 1993 Diferencia
Ahora es conveniente analizar cuáles

han sido los sectores industriales motores de

la creación de empresas y  nuevos empleos en

la región. En el cuadro 11 se presentan los da-

tos de establecimientos manufactureros por

división industrial en donde destacan  la in-

dustria alimenticia (División 1),  metal básica

(División 7),  la industria papelera (División 4)

y otras industrias manufactureras (División 9)

que en conjunto crearon más del 90% de em-

presas nuevas en el periodo.

Las divisiones manufactureras  genera-

doras de nuevos empleos son, en orden de im-

portancia, la industria papelera (División 4),

la química (División 5) y otras industrias ma-

nufactureras (División 9). De acuerdo con el

Por otra parte, las principales divisiones

industriales responsables de la pérdida de em-

pleos en la región son la metálica, maquinaria

y equipo (División 8) y  la metal básica (Divi-

sión 7). En conjunto, estas divisiones reportan

la pérdida de 33,677 empleos.  Estos grupos

perdedores de empleo fueron en la primer mi-

tad de los ochenta el motor de la industria re-

gional en el estado de México; sin embargo,

al estar muy vinculados al mercado interno, han

visto reducir sustancialmente su demanda.

Los datos de empleo sectorial nos per-

miten afirmar que los sectores industriales que

conforman la base exportadora de la región

han sido creadores de empleo, mientras que

los sectores que ofertan primordialmente al mer-

cado interno han sido perdedores de empleo.
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En el balance general, los sectores creadores de

empleo no han sido capaces de compensar las

pérdidas que registra la industria vinculada más

estrechamente con los mercados domésticos.

ConclusionesConclusionesConclusionesConclusionesConclusiones

La ascendente precarización del trabajo en la

economía mexicana ha sido la vía privilegia-

da que se ha utilizado para mejorar la posi-

ción competitiva del país desde la entrada en

vigor del patrón de acumulación secundario

exportador a principios de los años ochenta.

La manifestación más clara de esta situación

es la perpetuación y acentuación de los

desequilibrios en el mercado laboral del país,

que se caracterizan por la disminución del peso

relativo de la industria manufacturera en la ge-

neración de empleo y el ascenso relativo del

sector informal terciario

y la industria maquila-

dora de exportación,

sectores en los cuales

las condiciones labora-

les, las percepciones sa-

lariales y el trabajo no

remunerado alcanzan

niveles críticos.

Estos desequili-

brios son aún más gra-

ves y perceptibles cuan-

do se analizan sus efec-

tos regionales y secto-

riales. Tomando como

ejemplo al Distrito Fe-

deral y  el Estado de Mé-

xico, que son dos de los

principales pilares de la

economía del país, se

constata que su capaci-

dad productiva se ha

estancado y, por consi-

guiente, ha disminuido

de manera alarmante la

generación regional de

empleo en los últimos

años.

Al considerar una

muestra de localidades

con una clara vocación industrial en esas dos

entidades federativas, se logra constatar que

entre 1985 y 1993 la industria manufacturera

local ha presentado pérdidas netas en la crea-

ción de empleo y además se ha deteriorado

gravemente su capacidad competitiva con re-

lación a otras regiones del país.

Atender el problema del empleo en las

regiones del país, exige el establecimiento de

una política industrial que, de manera efecti-

va, se proponga reconstituir los motores del cre-

cimiento económico en las entidades

federativas y que aproveche la creciente ca-

pacidad ociosa que ha dejado tras de sí la po-

lítica económica actual  para revitalizar las

cadenas productivas locales que han sido ro-

tas por la apertura comercial. Debe incremen-

tarse la oferta laboral en los sectores formales

del país y mejorar las condiciones de trabajo y

salarios con que operan.
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IIIIInquietante tiempo de coyuntura lleno de

presagios. Momento privilegiado que

cancela un largo periodo de dominación. Pa-

réntesis histórico plagado de desafíos y pro-

mesas. El poder de un presidencialismo abso-

luto parece diluirse en el nuevo tiempo. El rí-

gido control de un partido de Estado desapa-

rece del mapa político. Hoy partimos de cero.

Nuestras herencias doctrinarias se esfumaron.

La monólitica e impenetrable pirámide del

poder, que desde 1988 venía fracturándose,

parece ser cosa del pasado. La clase política –

aquella que realmente ejerce el poder– se trans-

formó, y sólo permanece, como un mal recuer-

do, una cultura política que lenta, muy lenta-

mente altera los elementos que durante más

de 70 años la han significado.

Hace tres sexenios se inició, con Mi-

guel de la Madrid, la transformación del régi-

e rupturas, reacomodos y desafíos.

La coyuntura del 2 de julio del 2000

Miguel Ángel Romero M.
*

El 2 de julio del 2000, el muerto dejó de gozar de cabal salud. Al

viejo sistema político mexicano le fallaron las fuerzas, lo sepultaron

millones de votos enviados desde la derecha del país. Desapareció –

¿para siempre?– una vieja forma de hacer política, un probado estilo

de ejercer la dominación. Nació un nuevo régimen, soportando desde

su alumbramiento la pesada carga que le heredó su pasado nacio-

nalista. Despuntó una frágil democracia amenazada por viejos vi-

cios que no enterró la voluntad popular. Las perversiones del des-

tartalado poder hoy enmudecido, su desenfreno, su vileza, su abuso,

su inmoralidad, su hipocresía, no se fueron a la tumba. Rondan,

desafiantes, todos los espacios de la vida política nacional.

*
 Profesor investigador, Departamento de Sociología,

UAM-A.

men nacionalista revolucionario. Una coyun-

tura, el 1 de septiembre de 1982, fue el primer

aviso de un proceso que habría de culminar,

el 2 de julio de este año, con la desaparición

del viejo sistema político mexicano. Paradóji-

camente, con una medida nacionalista radi-

cal, la nacionalización bancaria, México se

inserta en el mundo globalizado. Comienza

un largo tiempo de incertidumbre, un proceso

no exento de violencia y plagado de contra-

dicciones que, paulatinamente, irá desmante-

lando las instituciones que dieron vida y forta-

leza al distintivo presidencialismo mexicano.

Dos fueron los grandes desafíos de este largo

periodo de tránsito: el cambio estructural y la

instauración de un régimen democrático; de-

safíos que, a través de coyunturas y periodos

varios, han ido definiendo el nuevo perfil del

país. Es cierto: ni el cambio estructural ha cul-

minado, ni la democracia alcanzada es garan-

tía de solución a los grandes problemas nacio-

nales, pero terminó el viejo régimen autorita-

rio y hoy enfrentamos nuevos desafíos que, en

su solución, irán construyendo un nuevo país:
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¿más o menos autoritario? ¿más o menos po-

bre? ¿más o menos justo? ¿más o menos libre?

No sabemos, habremos de estar atentos a los

diversos rumbos que tomará el poder y la so-

ciedad.

A lo largo de 18 años, anduvimos des-

cubriendo –a veces inventando– coyunturas y

construyendo periodos que nunca concluían

con la terminación del régimen autoritario. El

viejo orden, cada vez más golpeado, resistía

los embates. Se vistió, en lo económico, de

neoliberal, y en lo político de democrático,

pero persistía el presidencialismo y, como lapa,

se le pegó el partido de Estado. La vieja cultu-

ra política nacional, clientelar y corrupta, con-

tinuaba siendo práctica cotidiana.

Así, partiendo de 1982, seguimos insti-

tuciones, actores sociales y personajes desta-

cados, entreviendo cómo se daba el cambio

estructural y cómo se construía la democra-

cia. Observamos cómo, desde 1986, el PRI

comenzaba a fracturarse; cómo en diciembre

de 1987 el experimento neoliberal fracasaba

y cómo en 1988 imaginamos la coyuntura que

terminaría con el viejo régimen y su partido.

Los hechos nos obligaron a poner los pies en

la realidad: el aparato del poder impuso sus

condiciones, el presumible triunfo de Cárde-

nas careció de la fuerza social suficiente para

hacerse valer y, en unos cuantos meses, el nue-

vo gobierno salinista se legitimó. De nuevo el

intento neoliberal de modernizar la economía

sin cambiar sustancialmente el aparato de po-

der, concentrado como nunca en el aparato

de Estado. Para las elecciones federales de

1991, el PRI había recuperado sus perdidos es-

pacios políticos. Con esta renovada fuerza, en

1992 Carlos Salinas bautizó el proceso inicia-

do desde 1983 como liberal social, modificó

la Constitución en beneficio del proyecto eco-

nómico globalizador, terminó con el proceso

de desmantelamiento del aparato sindical con

la misma intención y, para 1993, firmó el Tra-

tado de Libre Comercio con Estados Unidos y

Canada. Pero el cambio estructural seguía pen-

diente, lo mismo que la tan anunciada transi-

ción democrática.

Para el 1 de enero de 1994, de nueva

cuenta especulamos sobre la posibilidad de una

coyuntura que prometía ponerle fin al régimen

autoritario disfrazado de modernidad econó-

mica. La insurgencia guerrillera en Chiapas,

la lucha al interior del PRI, que derivó en vio-

lencia política, y el proceso democratizador

impulsado desde diversos espacios de la so-

ciedad civil, justificaban esta reflexión y, a

pesar de que las elecciones presidenciales fue-

ron ganadas por el partido de Estado, la crisis

económica de diciembre volvió a poner en

entredicho al golpeado sistema político mexi-

cano. Entre emergencias guerrilleras, soterra-

das luchas por el poder político, presiones so-

ciales diversas, preocupaciones democráticas

y descontroles financieros, el presidente Zedillo

inicia su mandato en un inquietante vacío po-

lítico. Desconcertante proceso, incierto y

riesgoso, que culminaría el 2 de julio del 2000.

El parchado sistema político mexicano no pudo

con la democracia electoral. Todo indica que

ésta si es la coyuntura que señala el fin del

viejo régimen autoritario. Partimos de cero ¿sin

pasado? Al menos sin herencias doctrinarias y

con una nueva estructura de poder –quién sabe

que tan democrática– y con una nueva clase

política para consolidar un no tan nuevo pro-

yecto de país. Permanecen los nocivos elemen-

tos de la cultura política mexicana que, sin

duda, jugarán en contra de cualquier nuevo

proyecto. Tardará todavía un buen tiempo para

que la corrupción deje de ser una práctica

cotidiana, un estilo de vida y no sabemos cuán-

to más para desterrar las prácticas clientelares,

los cacicazgos de todo tipo, los caudillos, el

autoritarismo, la prepotencia... Quién sabe

cuánto más para ser democráticos más allá de

un voto depositado en una urna. Pero que el

cadáver murió, no cabe duda. La coyuntura

abrió un nuevo periodo con desafíos precisos.

Cerca de la medianoche del 2 de julio,

el Presidente de la República envió, a través

de los medios de comunicación, un mensaje a

los mexicanos. Anunció sin titubeos que en la

votación para elegir a quien le sucedería en el

cargo había un claro ganador y que el triunfo

de Vicente Fox era claro, contundente, inob-

jetable. Con ese acto de poder, adelantándose

al cómputo final y cancelando las posibilida-

des de un operativo nocturno por parte de su

propio partido, Zedillo enterró setenta años de

historia y puso el punto final a la larga marcha

de nuestro sistema político en busca de un

nuevo punto de equilibrio. Se abrió la posibi-

lidad de transitar de un presidencialismo ab-

soluto y un partido casi único a otro régimen
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en donde imperen el sufragio efectivo y se

equilibren los poderes.

La coyuntura y sus desafíosLa coyuntura y sus desafíosLa coyuntura y sus desafíosLa coyuntura y sus desafíosLa coyuntura y sus desafíos

Las elecciones federales del 2 de julio resol-

vieron una vieja disputa que dividía a los inte-

lectuales: ¿La transición termina necesariamente

con la alternancia en el poder o viceversa?

¿puede haber transición sin alternancia? El

triunfo del PAN resuelve la incógnita y aclara

el panorama. Permite observar con claridad

que, efectivamente, acaba de morir un régi-

men que duró poco más de setenta años y que

tenía sustento en dos pilares: el presidencialis-

mo y el partido de Estado.
1

Los cambios iniciados en 1988 (o debe-

ríamos decir 1968, o quizá 1983) fueron irre-

versibles y marcaron inexorablemente la de-

rrota del PRI. La súbita aparición de la coyun-

tura,
2
 como siempre, mostró con precisión el

alcance de las transformaciones. Pero lo que

no es propio del “sentido común” es analizar

el tipo de cambios que pudieran presentarse

en los próximos años y los retos y desafíos que

tienen por delante los principales actores del

proceso. Veamos.

Iniciamos el análisis

con la figura central que con-

formaba el “viejo régimen”: el

Presidencialismo. ¿Qué ocu-

rrirá con el gobierno que en-

cabeza Vicente Fox? ¿podrá

ser tan presidencialista como

los anteriores gobiernos

priístas? La respuesta es con-

tundente y directa: No, nunca

será igual que el presidencia-

lismo que ejercieron los

priístas por la sencilla razón

de que durante el periodo

comprendido entre 1968-

2000 se realizaron un conjunto de acciones

para acotar y desmantelar ese poder presi-

dencial.

Esto es aún más claro si comparamos la

situación actual (con Zedillo aún en el poder)

y lo que los clásicos señalaban como causas

del predominio del Presidente en México. Por

mencionar sólo algunos ejemplos, podemos ver

que el Poder Judicial ha ganado real autono-

mía con respecto al Ejecutivo
3
 y que parte im-

portante de las decisiones referentes a la polí-

tica económica son responsabilidad del Ban-

co de México. Se han descentralizado un con-

junto de recursos importantes que ahora ad-

ministran las entidades y dejó de participar en

el proceso electoral. La lista es larga pero no

es el momento de realizar una enumeración

taxativa. Como conclusión habrá que decir que

estos cambios parecen irreversibles.

A pesar de los avances, el poder que el

Presidente tiene en el país es aún muy grande.

Nuestra Constitución es presidencialista: con-

centra en la figura del Primer Mandatario mu-

chas decisiones y es por ello que una de las

primeras tareas (desafíos) que enfrenta el nue-

vo gobierno es realizar los cambios necesa-

rios para acotar al poder ejecutivo y equili-

brarlos con el Judicial y el Legislativo. Esta ta-

1
 Nos referimos a textos como el de Daniel Cosío

Villegas, “Sistema Político Mexicano” y el que escribió Jor-

ge Carpizo: “El Presidencialismo Mexicano”.
2
 No porque se pensara que no fuera posible sino por

las dudas que teníamos de que efectivamente pudiera pre-

sentarse. La cultura priísta significaba, entre muchas otras

cosas, la idea de que era imposible que el PRI entregara el

poder.

3
 De hecho, uno de los principales tropiezos de Fox ha

sido el querer impulsar cambios constitucionales en el Po-

der Judicial, sin tomar en cuenta la opinión de los integran-

tes de dicho poder. También en su afán de resarcir esa si-

tuación se ha venido metiendo en problemas mayores pues

las propuestas de modificación constitucional se las entre-

gó directamente y el Poder Legislativo protestó en forma

airada.
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rea ya fue enunciada por el equipo de transi-

ción y, en particular, por Porfirio Muñoz Ledo,

quien encabeza los estudios de la Reforma del

Estado. Que lo reconozcan como una tarea

pendiente no garantiza que efectivamente lo-

gren concretar la reforma; habrá que recordar

que en el presente sexenio se instaló una mesa

de discusión, se avanzó en el temario, se acor-

dó una agenda y al final quedó como uno de

los pendientes del gobierno zedillista.

En la escena política se observa otro ele-

mento importante que inhibe la existencia de

un fuerte presidencialismo. Nos referimos a la

correlación de fuerzas existente en las Cáma-

ras de Diputados y Senadores en donde ningu-

no de los partidos políticos mantiene la mayo-

ría absoluta. Con estos resultados se confirma

la tendencia marcada desde las elecciones le-

gislativas de 1997 que iban claramente hacia

un esquema de pesos y balanzas en el reparto

del poder. En esta situación es difícil imaginar

que Vicente Fox pueda gobernar con la impu-

nidad que lo hicieron otros presidentes. Sin

embargo, también existen factores que alimen-

tan la posibilidad de tener un presidencialis-

mo de nuevo cuño. La primera de ellas es la

personalidad propia de Vicente Fox, un hom-

bre acostumbrado a ejercer el poder y con-

centrarlo en forma personal, arrebatado en

varias de sus decisiones, vanidoso pagado de

sí mismo.
4
 A lo largo de su campaña (sobre

todo el martes negro) dio muestras de autori-

tarismo y poca disponibilidad a negociar, lle-

gar a acuerdos y, sobre todo, ceder.
5

Estos rasgos personales pueden tener un

apoyo importante en dos factores: la gran legi-

timidad con la que arriba y el tipo de elector

que lo apoya. El primer caso, le ha permitido

a Fox pedir un tiempo de gracia (dos años):

una especie de tregua política en la cual pue-

da iniciar los cambios que tanto pregonó du-

rante su campaña, pero quizá esta tregua quiera

extenderla hacia la forma personal en que pien-

sa gobernar y en el fondo solicite un cheque

en blanco para que la población tolere sus

excesos. En el segundo, el elector que apoyó a

Fox es joven, con alto nivel de escolaridad,

urbano y perteneciente a la clase media, pero

también se caracteriza por carecer de cultura

política, no conocer la historia de las luchas

populares en nuestro país (y parece que nin-

gún otro tipo de historia), así como de cual-

quier preocupación social y, sobre todo, pien-

sa que México requiere de un líder fuerte

(carismático, entrón, con agallas, moderno, con

ideas realistas). Este sector puede ser el bas-

tión de apoyo más importante para Fox en caso

de que pretenda convertirse en un Ejecutivo

que concentre el poder y gobierne con mano

dura.
6

Otros elementos que «trabajan» a favor

de la instauración de un primer mandatario con

fuerte concentración de poder los encontra-

mos en tres esferas: una, la situación de crisis

en que viven las oposiciones PRI y PRD y el lar-

go tiempo que seguramente les va a llevar re-

solverla internamente, con grandes posibilida-

des de que se fragmenten en el camino. Lo

que seguramente se traduciría en pérdida de

espacios políticos y fortalecimiento del foxismo

o el panismo, pero que también significaría la

ausencia de contrapesos a una eventual forma

presidencialista de gobernar. Otra, el ámbito

internacional en donde Fox se ha convertido

en todo un personaje mundial que provoca

admiración, elemento que le permitirá reali-

zar acciones (autoritarias si lo cree necesario)

que seguramente contarán con el respaldo de

la comunidad internacional. Por último, se

encuentra el hecho de que después del resul-

tado electoral, Vicente Fox se presenta como

el único líder nacional sin competencia al fren-

te: Cárdenas quedó muy atrás, Labastida des-

apareció y no existe ningún otro personaje que

pueda, mínimamente, hacerle frente a este

carismático panista.

Mientras se descorre el velo de las in-

cógnitas de largo plazo, Fox toma decisiones

4
 El doctor Lamoglia realizó un estudio de la personali-

dad de Fox (y de los otros candidatos también) y destacó

sus rasgos de ególatra, individualista y con cierto autorita-

rismo.
5
 En un reciente artículo de Jesús Silva Herzog Márquez,

publicado el 17 de julio en el diario Reforma, se resalta la

paradoja electoral del 2 de julio, porque para avanzar en

la democracia se escogió al más antidemocrático de los

candidatos, al más intolerante, al reactivo a las críticas, al

menos respetuoso de las instituciones, entre otras cuestio-

nes que resalta el autor.
6
 La caracterización del sector que apoyó a Fox se pue-

de encontrar en el número 149 del semanario Milenio, ahí

mismo el lector encontrará una explicación de por qué sos-

tienen algunos analistas que la generación del 68 se ente-

rró con el triunfo del candidato panista.
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en forma inmediata y se comporta como un

verdadero ejecutivo de empresa. Algunas de

las primeras acciones lo han revelado como

un personaje que rompe de tajo con la cultura

priísta en varias vertientes. En este sentido,

cobran relevancia los anuncios de Vicente Fox

sobre la forma en que piensa ocupar el tiempo

que tiene entre la celebración de las eleccio-

nes y su toma de protesta. En particular desta-

can los anuncios sobre la integración de su

gabinete, porque comienza a lanzar señales

muy claras de que el sexenio que está por co-

menzar puede ser el que entierre el modo

unipersonal de gobernar que funcionó duran-

te casi siete décadas en México.

La primera de estas señales es el anun-

cio foxista de que la conformación de su equi-

po de gobierno no será unipartidista, sino plu-

ral y de transición tanto en lo político como

en lo regional. Un gobierno plural sólo es po-

sible si se concibe un programa incluyente en

el cual se encuentren o se sientan representa-

dos todos los actores participantes. Este nece-

sariamente es también un elemento de control

o acotamiento sobre cualquier pretensión de

instaurar un poder presidencialista, debido a

que no gobernará una sola fuerza política.

La segunda es la promesa de que los más

de dos millones de trabajadores al servicio del

Estado tienen asegurado su trabajo y que úni-

camente presentarán su renuncia los secreta-

rios, algunos subsecretarios y quienes hayan

cometido actos de corrupción. En caso de que

se cumpla con esta promesa de campaña (y

pos campaña) se estaría planteando el inicio

de un servicio civil de carrera de facto, lo cual

también significaría un freno a la pretensión

de gobernar con impunidad.

La tercera señal es el compromiso de

tener completo el gabinete presidencial a más

tardar en septiembre, lo que pone fin a la tra-

dicional especulación pública sobre quiénes

serían los beneficiados y a las encarnizas gue-

rras silenciosas entre los burócratas de alto ni-

vel en busca de alcanzar un buen “hueso”. Es-

tos mecanismos palaciegos provocaban des-

gaste de los funcionarios aun antes de empe-

zar a trabajar, además de que hacían ineficiente

y poco transparente el proceso de entrega-re-

cepción de la administración federal. Con es-

tas acciones, Fox rompe con tradiciones priístas

y en poco tiempo impone una nueva cultura

de hacer política en nuestro país donde lo pú-

blico se hace realmente público, es decir: a la

luz de los medios de comunicación.

Finalmente, la cuarta señal es que la

integración temprana del gabinete foxista tie-

ne un sentido práctico, que busca poner fin a

la histórica autocomplacencia del primer man-

datario que dejaba correr al menos un año antes

de comenzar “en serio” su gobierno. El

foxismo, por el contrario, quiere aprovechar

que al parecer no habrá crisis económica de

fin de sexenio para acelerar sus tareas. Y su

meta inicial es tener elaborados tres documen-

tos: el programa de 100 días, el Plan Nacional

de Desarrollo 2000-2006 y la visión de largo

plazo (Plan de 25 años). Al mismo tiempo, ini-

ció los trabajos para elaborar el presupuesto

federal del próximo año y presentarlo a la Cá-

mara de Diputados lo antes posible.

Por lo pronto ya dio a conocer el equi-

po que trabajará en la entrega-recepción del

gobierno zedillista. Los analistas y los sectores

de poder en el país aprobaron la conforma-

ción del mismo y vieron en ello buenas seña-

les para el futuro. Con lo dicho hasta el mo-

mento destacan varios aspectos: en lo econó-

mico habrá sin duda alguna, total continuidad

con el programa vigente; se vislumbra la pro-

fundización en varios de sus aspectos, uno de

ellos es la política de privatizaciones o la cada

vez mayor participación del sector privado en

la economía. También se observa un viraje

radical en la manera en que se abordará la

política económica. El mensaje es claro: no

vienen a jugar, quieren ser serios y realistas,

por ello inmediatamente se ajustó el compro-

miso de crecimiento económico, de 7% que

fue la promesa de campaña, a un 5% como

máximo.

En lo político, el equipo de campaña

también se encuentra integrado por persona-

jes que garantizan una buena conducción de

estos asuntos. En lo referente a la política in-

terna, la presencia de Porfirio Muñoz Ledo es

garantía de experiencia y conocimiento en la

materia. Seguramente el ex priísta y ex

perredista, pondrán todo su empeño para lo-

grar concretar la Reforma de Estado en una

Nueva Constitución en donde se funde una

Nueva República.
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En el ámbito internacional el equipo de

transición lo componen dos hombres prove-

nientes de la izquierda pero mal vistos por la

misma, debido a la libertad con que se mue-

ven y a la forma en que ejercen la crítica ha-

cia la cultura que prevalece en este sector: Jorge

Castañeda y Adolfo Aguilar Zinser son garan-

tía de un buen trabajo en la política exterior,

renglón de enorme relevancia para Fox debido

sobre todo a que se ha convertido en un perso-

naje mundial y buscará, seguramente, consoli-

dar los beneficios de esta cuestión. Independien-

temente de las adecuaciones que le hará a la

política exterior de nuestro país, por lo pronto

ya anunciaron la realización de la primera gira

al extranjero del presidente electo, que se de-

sarrollará en EU y el sur de América.

Existen sin embargo dos renglones en

donde se presenta con claridad el rumbo que

tomará el próximo gobierno panista. Nos refe-

rimos a la política social y al aspecto cultural.

En el primer aspecto, los personajes encarga-

dos son verdaderamente menores y sobre todo

no han podido expresar alguna idea que indi-

que la concepción prevaleciente en el nuevo

grupo gobernante. Sin embargo, habrá que re-

conocer que Vicente Fox planteó con cierta

amplitud una serie de propuestas a lo largo de

su campaña, sin que hasta el momento las haya

ratificado o rectificado él o su equipo de tran-

sición. En el aspecto cultural, existe una au-

sencia brutal. Nada, absolutamente nada se ha

dicho sobre el tema.
7

A manera de síntesis de los desafíos que

le esperan a este primerísimo actor, se puede

concluir que el presidencialismo, como lo co-

nocimos durante los gobiernos priístas, está

exterminado. Su destrucción duró muchos años

y la alternancia no hizo más que corroborar

ese hecho. Puede haber un presidencialismo

de nuevo tipo. Fox cuenta con elementos para

concentrar poder y ejercerlo sin miramientos;

cuenta, además, con apoyos para ello (la Cons-

titución misma). Sin embargo, existen elemen-

tos objetivos que pudieran impedir cualquier

pretensión que vaya en esta dirección. Uno de

ellos es la correlación de fuerzas existente en

el Congreso; el otro las modificaciones reali-

zadas en los últimos años, la existencia de una

sociedad vigilante y actuante y, sobre todo, el

compromiso de realizar una reforma del Esta-

do que en forma definitiva logre un equilibrio

de poderes y acote aquél discrecional de que

aún goza la Presidencia de la República.

La nueva correlación de fuerzasLa nueva correlación de fuerzasLa nueva correlación de fuerzasLa nueva correlación de fuerzasLa nueva correlación de fuerzas
(o, como siempre, primero los datos)(o, como siempre, primero los datos)(o, como siempre, primero los datos)(o, como siempre, primero los datos)(o, como siempre, primero los datos)

El domingo 9, una semana después de las vo-

taciones, el IFE dio a conocer los resultados

finales del conteo de votos. Los datos revela-

ron una nueva composición de las cámaras de

Diputados y Senadores, siendo el PRI la prime-

ra en ambas, pero sin alcanzar mayoría abso-

luta en ninguna de ellas. (Véase Cuadro 1)

A esta nueva distribución del poder le-

gislativo se suma la de los gobiernos locales,

quedando así un mapa político bastante equi-

librado, que puede dar origen a un auténtico

orden de contrapesos: el PAN tendrá la Presi-

dencia del país, 6 gubernaturas (Baja

California, Guanajuato, Nayarit, Nuevo León,

Querétaro, Morelos y quedando pendiente si

repite en Jalisco) y la mayoría de las ciudades

capitales. El PRI, por su parte, tendrá las dos

bancadas mayores en el Congreso y la mayo-

ría de los gobernadores, mientras el PRD será

la tercera fuerza en el poder legislativo (que

7
 A menos que el anuncio de realizar una revolución

espiritual sea la propuesta que Fox esté pensando impul-

sar. Éste es quizá el aspecto en donde mayores flaquezas

tiene Fox. De hecho Enrique Krauze tuvo que salir a su

defensa y asegurar que México tuvo varios presidentes con

doctorados en el extranjero y dotados de una bagaje cultu-

ral y, sin embargo, fueron los que llevaron a nuestro país a

una situación de crisis y pobreza.

Cuadro 1Cuadro 1Cuadro 1Cuadro 1Cuadro 1

Distribución de los asientos en el CongresoDistribución de los asientos en el CongresoDistribución de los asientos en el CongresoDistribución de los asientos en el CongresoDistribución de los asientos en el Congreso

para la siguiente legislaturapara la siguiente legislaturapara la siguiente legislaturapara la siguiente legislaturapara la siguiente legislatura

PRI

PAN

PRD

PT

PVEM

PSN

CD

PAS

Total

209

208

52

8

15

3

3

2

500

41.8

41.6

10.4

1.6

3.0

0.6

0.6

0.4

100

60

46

15

1

5

0

1

0

128

46.9

35.9

11.7

0.8

3.9

0

0.8

0

100

Número Porcentaje Número Porcentaje

Fuente: Programa de resultados preliminares del IFE.
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será muy importante para destrabar votacio-

nes cerradas entre el PAN y el PRI) y conservará

el gobierno de la capital del país y otras 3

gubernaturas (Baja California Sur, Zacatecas y

Tlaxcala).

En términos de los votos de la contien-

da presidencial, las tendencias globales favo-

recieron muy claramente el PAN, alcanzando

nada menos que 15 millones de votos y sien-

do la primera fuerza en 21 de los 32 estados,

desbancando al PRI, que obtuvo 13 millones (4

millones menos que en 1994) y que sólo ganó

en 10 estados, mientras que la votación para

el PRD fue mucho menor, apenas 5.8 millones,

siendo primera fuerza únicamente en

Michoacán, la cuna de Cuauhtémoc Cárdenas.

Los datos a nivel regional repiten en lo

general las tendencias nacionales, excepto en

la tercera circunscripción electoral, la del sur

del país, que incluye a la mayoría de los esta-

dos políticamente más atrasados y con mayo-

res niveles de pobreza: Campeche, Chiapas,

Oaxaca Quintana Roo, Tabasco, Veracruz y

Yucatán, todos gobernados por priístas, en su

mayoría caciques regionales que ejercen un

férreo control sobre sus clientelas políticas y

tienen más posibilidad de comprar el voto. Esta

fue la única circunscripción donde Fox no

obtuvo más sufragios que el candidato tricolor.

Otro aspecto importante del mapa de

la votación es que aun cuando a nivel nacio-

nal el PRD se quedó muy rezagado al obtener

sólo el 16% de los votos, su realidad regional

se comportó un tanto distinta: en las primeras

dos circunscripciones (Norte y centro-occiden-

te) su presencia fue mínima y no alcanzó ni el

10% de los sufragios, pero en las otras tres cir-

cunscripciones, que incluyen sus bastiones tra-

dicionales (Michoacán, el DF y algunas enti-

dades del sur del país) se mantuvo cerca de su

techo histórico, que permanece entre el 19 y

el 25%.

En esta nueva distribución del poder, dos

de los tres partidos principales tienen ante sí

Cuadro 2Cuadro 2Cuadro 2Cuadro 2Cuadro 2

Votación para presidente de la República por circunscripción electoralVotación para presidente de la República por circunscripción electoralVotación para presidente de la República por circunscripción electoralVotación para presidente de la República por circunscripción electoralVotación para presidente de la República por circunscripción electoral

Millones de votos por candidatoMillones de votos por candidatoMillones de votos por candidatoMillones de votos por candidatoMillones de votos por candidato

Circunscripción Vicente

Fox

Francisco

Labastida

Cuauhtémoc

Cárdenas

Manuel

Camacho

Porfirio

Muñoz

Gilberto

Rincón

Cand. no

reg.

Nulos

Primera

Segunda

Tercera

Cuarta

Quinta

Total

3.69

3.28

2.25

3.23

2.65

15.10

2.82

2.68

2.55

2.33

2.28

12.65

0.65

0.60

1.27

1.63

1.68

5.84

0.04

0.03

0.03

0.05

0.05

0.20

0.03

0.03

0.03

0.03

0.03

0.15

0.10

0.09

0.05

0.19

0.13

0.56

0.01

0.01

0.01

0.01

0.01

0.07

0.15

0.14

0.18

0.16

0.14

0.79

Fuente: Programa de resultados preliminares del IFE.

Fuente: Programa de Resultados Preliminares del IFE, con el 96% de las actas electorales computadas.

Cuadro 3Cuadro 3Cuadro 3Cuadro 3Cuadro 3

Porcentaje de votos por candidatoPorcentaje de votos por candidatoPorcentaje de votos por candidatoPorcentaje de votos por candidatoPorcentaje de votos por candidato

Circunscripción Vicente

Fox

Francisco

Labastida

Cuauhtémoc

Cárdenas

Manuel

Camacho

Porfirio

Muñoz

Gilberto

Rincón

Cand. no

reg.

Nulos

Primera

Segunda

Tercera

Cuarta

Quinta

Total

49.29%

47.77%

35.28%

42.27%

37.94%

42.70%

37.61%

38.99%

39.99%

30.48%

32.63%

35.78%

8.74%

8.78%

19.92%

21.32%

24.11%

16.52%

0.49%

0.43%

0.46%

0.70%

0.69%

0.56%

0.34%

0.41%

0.39%

0.44%

0.49%

0.42%

1.28%

1.31%

0.85%

2.51%

1.89%

1.59%

0.20%

0.21%

0.23%

0.12%

0.20%

0.19%

2.04%

2.09%

2.88%

2.15%

2.05%

2.23%
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una situación inédita: el PRI por primera vez

pierde la presidencia y es oposición a nivel

nacional, mientras que el PAN por primera vez

en su historia tendrá un Presidente de la Repú-

blica. El PRD, en cambio, repite su tercer lugar

de 1994, posición de la que parecía empezar

a salir gracias a los buenos números que con-

siguió en las elecciones legislativas interme-

dias y para jefe de gobierno del DF de 1997.

El partido del Sol Azteca cayó de bruces ante

la ola foxista, pero no deja de ser uno de los

principales factores de poder a nivel nacional.

Cada uno de los tres institutos políticos

tendrá que revisar sus formas de hacer política

si quieren permanecer vigentes en el nuevo

período que comienza. Y de las definiciones

que surjan en sus filas a lo largo de las sema-

nas previas a la toma de posesión de Fox de-

penderá su futuro. Por lo pronto, apenas a unos

cuantos días de las votaciones, las reacciones

de sus principales líderes y cuadros fueron muy

relevantes y ya anticipan un ciclo de aguas

políticas muy agitadas. Veamos.

El El El El El PRIPRIPRIPRIPRI: caracterización de su crisis: caracterización de su crisis: caracterización de su crisis: caracterización de su crisis: caracterización de su crisis

La crisis del PRI afloró apenas se dieron a co-

nocer los resultados electorales en los cuales

había perdido su candidato a la presidencia

¿En qué consiste esta crisis? ¿Cuáles son los

elementos que la componen? Son preguntas

que es necesario plantearse y reflexionar alre-

dedor de las mismas. Un primer asomo a la

crisis priísta muestra cuando menos cinco ele-

mentos de conformación: la lucha de faccio-

nes por el poder; las urgencias electorales, de

alianzas y de liderazgos en las cámaras; el perfil

de sus electores; la visión internacional y el

enorme capital político que aún concentra.

Empecemos por el menos abordado por

lo medios de comunicación y analistas en ge-

neral: el enorme capital político. El PRI cuenta

con 13.5 millones de votos para la presiden-

cia de la República; es la primera minoría en

las dos cámaras; tiene 20 gobernadores, cien-

tos de presidencias municipales, cientos de re-

gidurias, inversiones y propiedades millona-

rias; cientos de cuadros políticos de primer

nivel. En fin, es un partido político “apeteci-

ble”. Aun en la derrota presidencial sus dife-

rentes activos son enormes, por ello es la lu-

cha tan encarnizada. Este es el elemento para-

dójico: su gran poder inhibe su reestructura-

ción o, cuando menos, la dificulta.

La crisis también se expresa en el ámbi-

to internacional, en donde existe alegría evi-

dente por la derrota del partido más viejo en

el poder a escala mundial. Su caída se ha visto

como un triunfo de la democracia y la figura

de Ernesto Zedillo adquirió una enorme im-

portancia y total reconocimiento. En ese con-

texto, las primeras reacciones del PRI fueron

vistas como los últimos coletazos de los

dinosaurios aún existentes en ese instituto po-

lítico. Hasta el momento, las energías de los

priístas se han concentrado en resolver sus lu-

chas internas y no han prestado atención a lo

que ocurre en el ámbito externo y que le está

costando un alto desprestigio.

F
O

T
O

: 
R

A
U

L
 R

A
M

IR
E
Z

 M
A

R
T

IN
E
Z



El
 Cotidiano 103 7 1

El tercer elemento habla de un aspecto

estructural: el PRI dejó de ser, hace muchos

años, un partido que represente a los sectores

más avanzados del país, los educados, las cla-

ses medias, los de altos ingresos, y se ha con-

vertido en un organismo cuyo auditorio tiene

un perfil básicamente rural, urbano pobre, no

educado, mayores de 40 años y con asiento

geográfico en el sureste del país. Para aspirar

al poder tiene necesariamente que cambiar su

oferta política e intentar representar a las nue-

vas mayorías de este país. Este trabajo requie-

re tiempo y espacio propicio para su madura-

ción. Lo que si se observa en este momento es

que las fracciones que disputan el poder al in-

terior del PRI se identifican con el actual perfil

de electores y no existe corriente visible que

pudiera presentar alternativas de inclusión de

los auditorios que lo han abandonado.

A lo que realmente se ha abocado el PRI

es a resolver sus diferencias en dos aspectos:

la lucha de facciones y las urgencias electora-

les. En el primer aspecto, el peligro real era

que la lucha interna del PRI contaminara la ter-

sura de la transición que están teniendo Ernes-

to Zedillo y Vicente Fox y se convirtiera en un

aspecto desestabilizador y posible generador

de incertidumbres que afectaran el paso firme

que muestra la economía mexicana. Por ello

la dupla Labastida-Zedillo hicieron mancuer-

na para mantener el control del aparato parti-

dista y darle un cauce de gobernabilidad cuan-

do menos hasta el primero de diciembre. Sin

embargo, los métodos utilizados y las fuerzas

que ostentan el poder, permiten prever que en

los próximos meses asistiremos a una serie de

enfrentamientos que seguramente se recrude-

cerán después de que Ernesto Zedillo entre-

gue la banda presidencial a Fox. Sin la figura

presidencial, la lucha será abierta y sin cuar-

tel. Se espera larga, cruenta y con ajustes de

cuenta severos. Existen señales de ello: el com-

portamiento que la nueva bancada priísta esta

teniendo en el caso del desafuero del ex re-

gente Espinosa Villarreal y la socialización de

la información de los créditos del Fobaproa,

este último caso puede ser el elemento que

conlleve a una enfrentamiento entre el sector

financiero-bancario y la clase política, en es-

pecial el sector que pertenece al PRI y al PRD.

Los otros actores: Los otros actores: Los otros actores: Los otros actores: Los otros actores: PRDPRDPRDPRDPRD, , , , , PANPANPANPANPAN,,,,,
Iglesia, Ejército y medios deIglesia, Ejército y medios deIglesia, Ejército y medios deIglesia, Ejército y medios deIglesia, Ejército y medios de
comunicacióncomunicacióncomunicacióncomunicacióncomunicación

Por cuestiones de espacio, los desafíos de los

otros actores que forman parte esencial del

sistema político mexicano serán abordados en

el próximo análisis de coyuntura. Por lo pronto

adelantamos sólo algunos rasgos de la situa-

ción actual que guardan los partidos políti-

cos. En el caso del PAN, el mayor desafío es la

congruencia con los postulados que como

oposición mantuvo durante largos años y no

convertirse en un partido que aproveche en

beneficio propio y en forma ilegitima la lle-

gada al poder de un presidente emanado de

sus filas, Comportarse con dignidad y no ser

un partido que únicamente promueve y aprue-

ba las propuestas legislativas provenientes del

Ejecutivo. Mantener una distancia razonable

de los recursos federales y no aprovechar en

beneficio propio los programas gubernamen-

tales para condicionar el voto. Desde el po-

der, tener la suficiente humildad para encon-

trar propuestas de convergencia con otras fuer-

zas políticas. En el mismo sentido, uno de sus

principales retos será correrse hacia el centro

y encontrar alternativas de gobierno

incluyentes.

El PRD tiene enormes desafíos. Se en-

cuentra en la peor crisis político-electoral de

su corta existencia. El recuento es desgarra-

dor. Sin embargo, sigue siendo el partido que

puede encausar mejor a la oposición. Para ello

necesita reconocer que la oferta política que

presentó al electorado no es la más adecuada.

Urge una revisión. El perfil del elector es simi-

lar al del PRI. Perdió a sectores básicos: jóve-

nes, intelectuales, educados y campesinos. No

existe en el norte del país (el más moderno y

dinámico). Deberá resolver la relación que

establecerá con su caudillo, Cárdenas, y el

papel que este jugará en los nuevos tiempos

políticos. Las reglas entre las corrientes, su

política de alianzas (sobre todo con Fox), el

papel que van a jugar los órganos de dirección

y tendrán, como PRI, que darse un tiempo para

definir una gobernabilidad con mayor estabi-

lidad.
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¿Por qué suelen los ciudadanos desconfiar de lo que sostienen los

expertos en general, pero especialmente de los que laboran en el go-

bierno? ¿Es que, acaso, aciertan poco y fallan mucho? ¿O es que sus

indicadores son inverosímiles? Hay un tipo de experto en salud cuya

perspectiva científica busca desentrañar los patrones del vivir y en-

fermar de las poblaciones. Ese experto es el epidemiólogo. ¿Cómo

formula su preguntar científico? ¿cómo descodifica y ordena “su rea-

lidad”? ¿qué tan cuidadoso y honesto es su ejercicio? ¿a quién le

rinde cuentas? Las siguientes páginas ensayan algunas respuestas

a esas preguntas, aunque algo puede anticiparse: la batería de in-

formación con que cuenta como experto gubernamental pudiera ten-

tarlo a “cargar los dados” cuando evalúa las políticas en curso y

cuando propone políticas nuevas.

uando nos hablan de salud

¿podemos confiar en los expertos?

Carolina Martínez Salgado*

Gustavo Leal F.*

Es frecuente, en nuestros días, que el ciu-

dadano común vea con incredulidad las

cifras que se le presentan a través de los me-

dios masivos de comunicación: lo que sugie-

ren no siempre coincide con su experiencia

cotidiana.
1
 Los funcionarios públicos que emi-

ten las declaraciones parecen, sin embargo,

convencidos de la veracidad de esas medicio-

nes basadas en el conocimiento experto. Con-

sideran que sus interpretaciones son las correc-

tas y que, en todo caso, la dificultad de la gen-

te (e incluso de sus representantes en los insti-

tutos políticos) para descifrar adecuadamente

la información obedece a su falta de capacita-

ción especializada, o bien a que son víctimas

de campañas maledicentes que denuncian pro-

blemas donde no los hay.
2

Sin embargo, aun entre los expertos po-

demos encontrar grandes variaciones en la in-

terpretación y el uso que se le da a los indica-

dores: los que se refieren al empleo, ingresos y

precios al consumidor, los de pobreza en to-

* Profesores e investigadores, Departamento de Aten-

ción a la Salud, UAM-X.
1
 Manjone,G.D., Evidence, Argument and Persuasion

in the Policy Process, New Haven, Conn., Yale University

Press, 1989.

2
 Recordemos, por ejemplo, el “mito genial” de la po-

breza del entonces secretario Aspe. O la peculiar convic-

ción en la que se sustenta la retórica del actual Progresa

(demos a los pobres estímulos para enviar a sus hijos a la

escuela, complementos alimenticios y los más elementa-

les servicios de salud, y automáticamente encontrarán el

camino para librarse de la miseria que los agobia). O la

pretensión de que construir centros de salud de primer ni-

vel (con los más elementales recursos para la atención

médica), organizar ISES (Instituciones de Seguros Especiali-

zados en Servicios de Salud), equipar a los  modernos hos-

pitales privados con la más costosa tecnología (como si su

acceso no estuviera mediado por el nivel de ingreso) son

indicadores de un incremento del acceso a la salud.
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das sus variaciones, los que miden niveles

nutricionales o, en el caso del que aquí nos

ocuparemos, los de salud.
3

¿Cómo orientarnos en medio de esta

confusión? Las siguientes reflexiones y eviden-

cias proponen algunos puntos de referencia

para comprender el papel de los expertos que

trabajan en el ámbito específico de los proble-

mas de salud que afectan a la población mexi-

cana en nuestros días.

La lectura experta de los problemas deLa lectura experta de los problemas deLa lectura experta de los problemas deLa lectura experta de los problemas deLa lectura experta de los problemas de
saludsaludsaludsaludsalud

Dejemos tranquilos, al menos por esta vez, a

los clínicos en el desempeño de su delicada y

trascendente labor al lado de los pacientes, para

someter a análisis el desempeño de los intér-

pretes de los problemas de salud de la pobla-

ción: los epidemiólogos. Su preocupación cen-

tral es la elucidación de los niveles y tipos de

daños a la salud y de los riesgos que los oca-

sionan, desde una perspectiva eminentemen-

te científica.

El perfil de daños a la salud está consti-

tuido no sólo por los daños extremos expresa-

dos en la muerte (la mortalidad), sino también

por las enfermedades (la morbilidad), muchas

de las cuales no necesariamente tienen como

desenlace final la muerte, pero sí causan sufrimien-

to y, muchas veces, deterioro de las condicio-

nes vitales de las personas (discapacidades). El

perfil epidemiológico incluye, además del perfil

de daños, el estudio de las constelaciones

causales  de las que éste se deriva.

El perfil de daños traza una especie de

frontera: por un lado, el mundo de la enferme-

dad, la discapacidad y la muerte; por otro, el

de la salud. Esta definición “negativa” de sa-

lud (ausencia de enfermedad y de muerte) es,

sin duda, mucho más humilde y pragmática

que la ambiciosa propuesta original de la OMS,
4

pero nos ofrece al menos un parámetro ase-

quible para evaluar los avances o retrocesos

de la política sectorial.

Este aparentemente modesto parámetro,

el perfil de daños a la salud, no es nada fácil

de medir. Las enfermedades son eventos difí-

ciles de asir.
5
 Las experiencias de búsqueda in-

tencionada a través de encuestas por muestreo

evidencian las dificultades que ofrece su pre-

cisa identificación
6
 (además de que el análisis

de la información así obtenida se mantiene cir-

cunscrita a un reducido grupo de expertos). Las

discapacidades no han sido aún motivo de

3
 Compárense, por ejemplo, la diversidad de perspec-

tivas que se aprecian en documentos como los siguientes

(entre muchísimos más): Brundtland, G., Speech on burden

of disease concept. Ginebra, 15 de diciembre de 1998 [4

páginas, citado el 26 de febrero de 1999], disponible en:

h t tp : / /www.who .o rg / in f -dg / speeches /eng l i sh /

hug_15121998.html; CONAPO, “La salud en México”, en

La situación demográfica de México, México, Consejo Na-

cional de Población, 1998, págs. 27 a 35; Cárdenas, R.,

«La disminución de la mortalidad y las causas de muerte»,

Demos. Carta demográfica sobre México 1998, IISUNAM/

FPNU/INEGI, México, 1998; “Salud, morbilidad y mortali-

dad”, en Hernández, H. y Menkes, C. (Coord)., 1998. La

población de México al final del siglo XX, México, CRIM

UNAM / Sociedad Mexicana de Demografía, págs. 279 a

390; López-Ríos, O., “Efecto de los servicios de salud y de

factores socioeconómicos en las diferencias espaciales de

la mortalidad mexicana”, Salud Pública de México 1997,

39 (1):16-24; Martínez C. “Causas de muerte”, en Demos.

Carta demográfica sobre México, IISUNAM/FPNU/INEGI, Méxi-

co, 1990.

4
  “…La salud es el estado de completo bienestar físico,

mental y social, y no solamente la ausencia de afecciones

o enfermedades...” (WHO, “Constitution of the World Health

Organization”, en World Health Organiztion: Basic

Documents, 26a. edición, Ginebra: World Health

Organiztion, 1976, pág. 1)
5
 Se requiere, por principio, que el sujeto que las pade-

ce lo perciba y, luego, que acuda con un experto -el clíni-

co- para descifrar los signos de la enfermedad, dar un nom-

bre al padecimiento, identificar el diagnóstico (Córdova,

A., Leal, G. y Martínez, C., “El diagnóstico médico en el

estudio de la mortalidad por causa”, en Jiménez, R. (comp.),

Investigación multidisciplinaria de la mortalidad y

morbilidad en niños menores de  cinco años, México, CRIM

UNAM, 1989). Pero para que el evento llegue a ser motivo

de la lectura del epidemiólogo hace falta todavía un paso

más: que aparezca en algún registro susceptible de caer

bajo su mirada. Muchos de estos registros son, por natura-

leza, sesgados (por ejemplo, los registros de causas de con-

sulta y egresos hospitalarios de las instituciones de salud),

y en nuestro país, de cobertura parcial (el Boletín

Epidemiológico y algunos otros registros de enfermedades

específicas), por lo cual su lectura requiere de una inter-

pretación cuidadosa, informada y responsable por parte

del experto.
6
 Córdova, A., Leal, G. y Martínez, C., “Riesgos y da-

ños a la salud en México a fines de los ochenta: la versión

de la Encuesta Nacional de Salud”, Reporte de investiga-

ción 59, División de Ciencias Biológicas y de la Salud,

UAM-X, 1990; Martínez S., C., “Aspectos metodológicos

para el estudio de la  morbilidad por encuesta en comuni-

dades pobres  urbanas”, en M. Schteingart (coord.). Pobre-
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suficiente atención, y es hasta fechas bastante

recientes que se observan algunos intentos por

lograr un registro más abarcativo y sistemático

de ellas. Las defunciones son eventos cuya

contundencia los hace de más fácil identifica-

ción; sobre ellas se genera información en for-

ma continua a la cual se le da una más amplia

difusión. Esto explica que, hasta el momento,

la piedra angular para acercarse al perfil de

daños continúe siendo la mortalidad.

Por lo demás, tanto los indicadores de

mortalidad por causa como los de morbilidad

requieren de una doble descodificación por

parte de los expertos. Hay que descifrar no sólo

el código estadístico con el que se construyen

sino, antes que éste, el código médico con el

cual se identifican, interpretan y

matizan esas manifestaciones de-

nominadas enfermedades.
7
 Esta

doble codificación incrementa la

complejidad del análisis, a la vez

que abre un amplio margen a las

decisiones del experto en la cons-

trucción de los indicadores.
8

Pero queda todavía otro res-

quicio que demanda del epidemió-

logo un ejercicio interpretativo

cuidadoso y honesto.  Puesto que

la ocurrencia de la enfermedad es

un fenómeno complejo y no exis-

te un origen único ni totalmente

evidente para cada uno de los pa-

decimientos (mortales o no) que

constituyen el perfil de daños, las

posibilidades de atribuir la mejo-

ría, el estancamiento o el empeo-

ramiento de las tendencias de la

mortalidad y de la morbilidad a

alguno de los múltiples elementos

implicados en su ocurrencia se en-

cuentran extraordinariamente

abiertas. Las tentaciones para “car-

gar los dados” en el momento de

la evaluación de la política son tan

grandes como amplio es el mar-

gen para las atribuciones causales

que pueden llegar a hacerse. No

es raro encontrar a los científicos

enredados en los hilos de las “razones” de los

políticos.
9

Los expertos en la lectura del perfil

epidemiológico encaran, así, dos tipos de difi-

cultades: por un lado, las propiamente cientí-

ficas relacionadas con el entendimiento de los

problemas de salud de la población; por otro,

las que surgen cuando su conocimiento ha de

participar en la orientación de la política pú-

blica.

za, condiciones de vida y salud en la Ciudad de México,

México: El  Colegio de México, 1997.

7
 Punto en el cual el conocimiento clínico es tan

imprescindible como lo es en el trabajo al lado del en-

fermo.
8
 Un sencillo ejemplo: la decisión del tipo de agrega-

ción  a utilizar para la presentación de los datos, tanto en

lo que se refiere a la clasificación de las enfermedades como

a los agrupamientos poblacionales.
9
 En la evaluación de algunos programas dirigidos a

combatir componentes aislados de algunas constelacio-

nes causales, hay expertos que se comportan como si pu-

FOTO: JORGE CLARO LEON
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¿Puede ser neutral el conocimiento¿Puede ser neutral el conocimiento¿Puede ser neutral el conocimiento¿Puede ser neutral el conocimiento¿Puede ser neutral el conocimiento
científico?científico?científico?científico?científico?

Entre los múltiples recursos de los cuales se

valen los humanos para tratar de encontrar un

sentido al mundo y orientar a partir de ello su

acción, el estilo de pensamiento que caracte-

riza al conocimiento científico ha sido, sin

duda, de gran ayuda. Gracias a éste ha sido

posible proponer modelos para hacer más

comprensibles las relaciones entre los elemen-

tos del  vasto y multidimensional universo en

el que transcurre su vida.

En el estudio de las enfermedades, la

epidemiología moderna reconoce la comple-

jidad de las relaciones causa-efecto y plantea

la idea de constelaciones causales (nunca cau-

sas únicas) para tratar de explicarse la ocurren-

cia de los padecimientos.
10

 En consecuencia,

procura elaborar indicadores que permitan

sopesar cada uno de los elementos que com-

ponen cada constelación en los diversos con-

textos.

Sin embargo, aun en las condiciones de

mayor calidad en el ejercicio del quehacer

científico, no queda más que aceptar las limi-

taciones inherentes al sistema de pensamiento

del que deriva la construcción de indicadores.

La distancia entre éstos y la realidad que se

intenta representar es, en último grado,

irreductible, dada la enorme complejidad de

la realidad que el pensamiento científico no

puede sino reducir a algunos de sus elementos

y hacer abstracción de su continua fluidez.
11

Las aproximaciones epidemiológicas de

naturaleza cuantitativa, por ejemplo, tienden

a generalizar los hallazgos descuidando el aná-

lisis del contexto al que pertenecen,
12

 a sim-

plificar los fenómenos en estudio para tomar

de ellos sólo alguna expresión mensurable que

no necesariamente los refleja,
13

 y en este últi-

mo caso, no es nada raro observar deslices

desde el ámbito conceptual hacia el metodo-

lógico para  tratar como “inexistente” a todo

aquello que no puede ser medido y renunciar

al análisis de las complejidades de las relacio-

nes.
14

 Al simplificar y reducir los eventos que

se pretende medir, “condensarlos” en indica-

dores sofisticados y hacer abstracción del ám-

bito en el que tienen lugar, con frecuencia se

oscurece, más de lo que se ilumina, la com-

prensión de los procesos de los cuales forman

parte.
15

Esta forma de construir los indicadores

favorece, además, la ilusión de objetividad y

precisión, a la vez que aleja al ciudadano co-

mún (o a cualquiera que no tenga el sofistica-

do conocimiento del experto que lo constru-

yó) de toda posibilidad crítica, al oscurecer su

comprensión del auténtico significado de la

cifra.
16

 Pero a esto volveremos más adelante.

Desde luego, no se trata de renunciar a

esta valiosa herramienta del pensamiento hu-

mano. Pero hay que subrayar la importancia

de su manejo atento y responsable, porque los

sistemas teóricos  y analíticos construidos a

partir de esta modalidad de pensamiento tie-

diera pensarse que el componente combatido fuera la úni-

ca causa por abatir para “triunfar” sobre el padecimiento,

contradiciendo así las concepciones científicas sobre la

compleja causalidad de la enfermedad.
10

 Rothman, K., Epidemiología moderna, México, Díaz

de Santos, 1987.
11

  Morin, E., “La inteligencia ciega”, en: Introducción

al pensamiento complejo, Gedisa, Barcelona, 1997; Nicol,

E. Ideas de vario linaje, UNAM, México, 1990; Bergson, H,

La evolución creadora, Planeta y De Agostini, S.A., Espa-

ña, 1994.
12

 Zemelman, H., “Crítica epistemológica de los indi-

cadores”, Jornadas 114, El Colegio de México, México,

1989; Martínez S. C. y Leal F. G., “Problemas metodológi-

cos en la investigación médica y algunas de sus

implicaciones éticas”, Perinatología y reproducción huma-

na 1999, 13 (1):10-23.
13

 Como diría Morin, a decidir que sólo lo simplificable

merece ser denominado científico  (Morin, E., La méthode

I. La nature de la nature, Seuil, París, 1977).
14

 Martínez S. C. y Leal F. G., “Problemas metodológi-

cos en la investigación médica y algunas de sus

implicaciones éticas”, Perinatología y reproducción huma-

na 1999, 13 (1):10-23.
15

 Muchos de los trabajos publicados en una de las

revistas especializadas en este campos,  Salud Pública de

México, corresponde al tipo de aproximaciones que ali-

menta lo que Zemelman (“Crítica epistemológica...”, op.

cit.) describe como “diagnósticos normativos”, y muy po-

cos a los que este autor caracteriza como “diagnóstico

como campo de posibilidades.”
16

 Una clara ilustración de ello es el indicador “años

de vida saludable” ( Avisa) de Funsalud (Martínez C y Leal

G, “Comentarios a la sesión ‘Consecuencias para el sector

salud’”, en Hill K, Morelos J y Wong R (Coords.), Las con-

secuencias de las transiciones demográfica y

epidemiológica en América Latina, El Colegio de México,

México, 1999, págs 85-94.
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nen, cuando menos, dos flancos peligrosos:

uno, la tendencia a sustituir la realidad por el

modelo, con su expresión en la adopción de

posiciones rígidas y dogmáticas que impiden

ulteriores avances, correcciones y enriqueci-

mientos.
17

 El otro,  la facilidad con la cual es-

tos sistemas teóricos y analíticos llegan a

convertirse en armas de considerable potencia

para  subordinar a determinados intereses a las

numerosas experiencias y acciones que tienen

lugar en un conjunto social, al privilegiar la ge-

neración de cierto tipo de conocimiento.
18

El resurgimiento relativamente reciente

de la discusión sobre las dos grandes “fami-

lias” de procedimientos de investigación, los

cuantitativos y los cualitativos, ha tenido la vir-

tud de traer al terreno de las ciencias de la sa-

lud el debate sobre la distancia que existe en-

tre la realidad y los indicadores, las

implicaciones del camino que se sigue para

cada aproximación (“el método”)  y la ineludi-

ble condición de intérprete de la que no pue-

de escapar el científico.
19

El investigador, como todo humano, es

un “lector” de su realidad en busca de sentido:

es un intérprete.
20

 Y quizá todo intérprete bien

intencionado crea que su voz habla por los

intereses más legítimos. Pero por lo común es

su muy peculiar visión la que lo hace hablar,

lo cual no tendría por qué ser un problema,

siempre y cuando así fuera  asumido.
21

 El ca-

rácter del quehacer científico –o al menos la

calidad del mismo– hace imprescindible el re-

conocimiento de los verdaderos alcances de

los procedimientos y de la  parcialidad de su

visión, lo que conlleva la obligación de una

permanente apertura a otras posibilidades

interpretativas.

La lectura experta del perfilLa lectura experta del perfilLa lectura experta del perfilLa lectura experta del perfilLa lectura experta del perfil
epidemiológicoepidemiológicoepidemiológicoepidemiológicoepidemiológico

Es cierto que durante la segunda mitad del  si-

glo XX los niveles de mortalidad (y en especial

los de la mortalidad infantil) mantuvieron una

tendencia decreciente, y que la proporción de

defunciones causadas por las enfermedades

infecciosas de presencia ancestral disminuyó

frente al reciente incremento de padecimien-

tos como las enfermedades cardiovasculares,

la diabetes mellitus y las neoplasias.
22

A fines de los ochenta hubo en México

un grupo de expertos que se apresuró a eti-

quetar este panorama como “la transición

epidemiológica”, para lo cual tomó en présta-

mo una interpretación que estuvo en boga ha-

cia los años setenta y la remodeló hasta lograr

calzar en ella  el perfil mexicano.
23

 Se cons-

truyó, así, esa suerte de espejismo frente al cual

parece diseñarse hoy día la política de salud.
24

17
 Además de que, al pretender hacer pasar al

dogmatismo como rigor científico, constituyen la base para

la descalificación de personas e ideas que se oponen a las

escuelas de pensamiento hegemónico, pugnas fundadas

en razones mucho menos legítimas que el interés en el

conocimiento (un ejemplo en el suplemento de la Gaceta

Económica dedicada al tema de la reforma de la seguridad

social en México: “La reforma a la seguridad social en

México”, Suplemento, Gaceta de Economía 2 (4), ITAM,

México, primavera de 1997).
18

 PEF, Plan Nacional de Desarrollo. México: Poder Eje-

cutivo Federal, mayo de 1995.
19

 Por más que en disciplinas como la epidemiología

esta reflexión sólo tenga lugar en las “periferias”, ya que

los “centros” continúan preocupados fundamentalmente

por los desarrollos cuantitativos.
20

 En principio, como bien hacía notar Schwandt: “...

interpretar no es solamente una opción metodológica abier-

ta al científico (...), sino la condición misma de la investi-

gación humana” (Schwandt, T, “Constructivist, intepretivist

approaches to human inquiry”, en Denzin N. y Lincoln Y

(comp.), Handbook of qualitative research, Thousand Oaks,

Ca: Sage Publications,  1994, pág.119).
21

 En el caso de los abordajes de naturaleza cualitativa,

es evidente que lo que se ofrece son hipótesis

interpretativas. Pero eso mismo ocurre en los abordajes de

tipo cuantitativo (aun si suele perderse de vista, a causa de

la ilusión de objetividad que da el número).
22

 Martínez C, Leal G., “Población y salud en México.

Perspectivas de fin de siglo”, Reporte de investigación 84,

División de Ciencias Biológicas y de la Salud, Universidad

Autónoma Metropolitana, México, 2000.
23

 Omran, A.1971, “The epidemiologic transition. A

theory of the epidemiology of populatin change”, Milbank

Memorial Fund Quarterly Vol. XLIX (4):509-538; Frenk, J.,

Bobadilla, J., Sepúlveda, J., López, M., 1989, “Health

transition in middle-income countries: new challenges for

health care”, Health policy and planning 4(1):29-39. Con-

viene, para situar en su debida perspectiva esta preten-

sión, revisar las críticas al modelo de la transición demo-

gráfica, sobre el cual está fraguada la versión

epidemiológica (Livi Bacci, M., “Notas sobre la transición

demográfica en Europa y América Latina”, en La transi-

ción demográfica en América Latina y el Caribe, Volumen

I, INEGI, IISUNAM, PROLAP, Aguascalientes, México, 1994,

págs. 13-28).
24

 De la Fuente, JR y Sepúlveda, J. (Comps.), Diez pro-

blemas relevantes de salud pública en México, INSP, Aca-
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Cuando el ojo experto

logra liberarse del espejismo,

lo que observa es que la ten-

dencia decreciente de la mor-

talidad ha empezado a estan-

carse y el perfil de daños
25

plantea nuevos y difíciles re-

tos: a) un incremento de en-

fermedades crónicas cuya

historia natural cursa en con-

diciones de pobreza y, muy

frecuentemente, al margen de

la atención médica;
26

 b)

pervivencia de padecimientos

infecciosos en una era de re-

sistencia bacteriana y  nue-

vos, pero demasiado costo-

sos, antibióticos;
27

 c) nuevas

constelaciones causales que (sin haber desapa-

recido aún las antiguas) ocasionan actualmen-

te las lesiones por accidentes y violencias. Todo

ello en una población de más de 100 millones

de personas, con proporciones crecientes de

adultos y adultos mayores, cuya existencia

transcurre bajo las más diversas clases de cir-

cunstancias riesgosas  y con una concentra-

ción de los daños a la salud en los sectores de

menor poder adquisitivo en un momento en el

que se parece haber decidido permitir que la

atención médica quede mediada por la capa-

cidad de compra.

Es evidente que sólo con una muy há-

bil, eficiente e imaginativa utilización de los

recursos disponibles, y una cuidadosamente

equilibrada articulación de las estrategias pre-

ventivas y  curativas por parte de la política

pública de salud, podría vislumbrarse alguna

esperanza de llegar a hacer frente a este com-

plejo panorama epidemiológico.

Sin embargo, casi al borde del abismo,

los expertos involucrados en la conducción de

la política sectorial continúan construyendo e

interpretando los indicadores a satisfacción de

los políticos ávidos por atribuirse “los méritos”

de todo cambio favorable.
28

 Si la disminución

en la frecuencia de alguna enfermedad se da

en estrecha relación con circunstancias ajenas

a la operación del sector salud, no faltará el

intérprete capaz de anotarlo a la cuenta de este

último.
29

 Cuando una tendencia va en sentido

inverso a lo deseable, se esgrimen los argumen-

tos expertos necesarios para magnificar las di-

ficultades que ofrece su mejoría y evadir la res-

ponsabilidad de hacer frente al problema con

suficiencia.
 30

 Ante las dificultades que el sec-

tor salud encuentra para la oportuna y eficaz

demia Mexicana de Ciencias, Fondo de Cultura Económi-

ca, México, 1999.
25

 Que, como todo en el mundo, se encuentra siempre

cambiando (en  perpetua “transición”).
26

 Para obligar al traje de “la transición epidemiológica”

a dar la medida ¿se llegará al extremo de denominar a esto

“enfermedades postransicionales en la pretransición”?
27

 ¿“Enfermedades pretransicionales en la postransi-

ción”?

28
 Al igual que se hacía en el pasado, por ejemplo, con

el indudable impacto sobre la mortalidad infantil de dos

programas sanitarios de alto rendimiento y relativamente

bajo costo instrumentados de manera especialmente siste-

mática en la gestión del Dr. Kumate al frente del sector

salud: el de vacunación y el de rehidratación oral (los cua-

les, pese a sus bondades, no pasaron por el mejoramiento

de las condiciones de vida de los niños ni de sus padres).
29

 Por ejemplo, dejando fuera del análisis los indicado-

res referentes a esas otras circunstancias (Cárdenas, R., «La

disminución de la mortalidad y las causas de muerte»,

Demos. Carta demográfica sobre México 1998, IISUNAM/

FPNU/INEGI, México, 1998).
30

 Aún si se trata de una visión extrasectorial, no dejan

de ser interesantes declaraciones como la siguiente: “En

México ‘hemos fallado socialmente’; continúa la tenden-

cia hacia la desigualdad, y por lo tanto a la distribución

inequitativa de los recursos y de las oportunidades (...). En

el afán de ganarle la lucha a la alta mortalidad, produji-

mos lo que ahora es ‘nuestro dolor de cabeza’. Mientras

más tiempo vive la gente y tiene una mejor salud, se acre-

cientan las complicaciones para brindarles todos los

satisfactores.” (R. Rubalcava, directora general de estudios

de población del CONAPO, en nota de Angeles Cruz para

La  Jornada, 6 de diciembre de 98).

FOTO: MARCO ANTONIO CORTES
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cobertura de la población mexicana, en espe-

cial la de los grupos de mayor riesgo, no es

raro que se tome por refugio el argumento de-

mográfico: con una población de esa magni-

tud es imposible proveer todos los servicios

sanitarios necesarios, sobre todo si se trata de

atención médica de calidad clínica para hacer

frente a la patología que constituye el perfil de

daños. Esto desemboca, evidentemente, en un

redoblamiento del llamado a reducir las tasas

de crecimiento poblacional, como si eso pu-

diera solucionarlo todo.
31

Por fortuna también hay voces expertas

que ofrecen elaboraciones responsables, como

aquella que (desde la demografía) apunta ha-

cia las implicaciones de la rápida mutación en

la estructura de edad  ocasionada por el im-

pacto de las políticas de población adoptadas

frente a la alarma que causó la explosión de-

mográfica durante los últimos 30 años:
32

 las

repercusiones sobre el monto de la población

económicamente activa y la estructura de em-

pleo, el reto que implicará la manutención del

creciente número de ancianos sin acceso a

pensiones y con costosas necesidades de aten-

ción médica, los nuevos desafíos que traerá la

disminución del crecimiento natural de la po-

blación que se espera hacia el 2049. Los “fo-

cos rojos” que ello enciende en muchos de los

ámbitos de la vida de la sociedad muestran la

urgencia de buscar caminos para evitar que

estas tendencias conduzcan a situaciones ex-

tremas.
33

Más allá del espejismo de “la transición

epidemiológica”, al sector salud le aguarda la

tarea de atender a una población de una mag-

nitud bastante considerable, que probablemen-

te empiece a reducirse dentro de algunas dé-

cadas pero que, por lo pronto, tiende a una

estructura de edad de la cual hay que esperar

un perfil de daños que demandará una provi-

sión de servicios de atención a la salud mayor

y más compleja, a no ser que pretenda dejár-

sela inerme frente a éste.

La respuesta experta puede ir, entonces,

hacia el refinamiento de los argumentos de-

fensivos (por ejemplo, añadir al problema de

la cantidad: “somos demasiados”, el de la es-

tructura: “hay demasiados adultos mayores”
34

),

o hacia el re-posicionamiento del lado del in-

terés público para  aportar lecturas responsa-

bles y accesibles al ciudadano común, y al

político; evidencias que lo obliguen a evalua-

ciones no amañada del impacto de sus pro-

gramas.

¿Qué nos muestran los indicadores?¿Qué nos muestran los indicadores?¿Qué nos muestran los indicadores?¿Qué nos muestran los indicadores?¿Qué nos muestran los indicadores?

El ciudadano común valora favorablemente

todo incremento en su probabilidad de con-

servar la salud y llevar una vida de la mayor

calidad posible, independientemente de que

eso sea resultado de la política de salud o de

varias políticas sectoriales combinadas entre

sí. Por lo común, se interesa en conocer (siem-

pre que se le comunique de manera apropia-

da
35

) todo aquello que pueda repercutir en be-

neficio de su salud y la de su familia. Este

conocimiento tiene gran trascendencia para el

cuidado de la salud. Pero eso no significa que

pueda esperarse una incorporación inmediata

o automática de las recomendaciones exper-

tas a la vida de la gente que las escucha. Para

ello median, todavía, otras dos importantes

esferas a  partir de las cuales cada sujeto

31
 Sobre los fuertes enlaces que establecen las políticas

de salud y de población en su compromiso por continuar

avanzando en la disminución de la fecundidad, puede

revisarse: Martínez C. y Leal G, “Demografía y

epidemiología. Importancia estratégico-política de los in-

dicadores”, en un número previo de El Cotidiano.
32

 Véanse, por ejemplo, las reflexiones de Juan Manuel

Herrero en la nota de Ángeles Cruz para La Jornada, abril

11 de 1999.
33

 Lo que corrige la desbordada esperanza en la dismi-

nución de la fecundidad que parecería alentar a los exper-

tos involucrados en la elaboración de la política de salud.

34
 Por eso cabe la pregunta de si trabajos como el de

Borges, A. y Gómez, H. (“Uso de los servicios de salud por

la población de 60 años y más en México”, Salud Pública

de México  1998, 40(1):13-23) son un intento de búsque-

da anticipatoria de razones para acotar en forma extrema-

damente restringida las responsabilidades del sector salud

frente a las necesidades de estos grupos. Pero, al menos

hasta donde llega esa elaboración, no hay todavía ningún

argumento convincente que justificara la evasión.
35

 Sobre las posibilidades para realizar en forma ade-

cuada esta labor de diseminación de la información cien-

tífica por parte del experto, puede revisarse Bennett, P,

Communicating About Risks to Public Health: Pointers to

Good Practice, Reino Unid, Department of Health, 1999.

[25 págs. Citado el 9 de abril de 1999] Disponible en: URL:

http://www.doh.gov.uk/pointers.htm.
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reelabora todo mensa-

je: la  psicosocial y la

cultural (para no men-

cionar la evidente

precondición de la

existencia de medios

materiales que posibi-

liten el cuidado).

Ahora bien,

cuando la persona en-

frenta un episodio de

enfermedad, tanto más

si éste es grave, se sen-

tirá impelida (por la

fuerza que nace del

dolor y del temor a la

muerte) a buscar aten-

ción médica oportuna

y eficaz, y esperará en-

contrarla. Las probabi-

lidades de que eso

ocurra dependerán no

sólo de su condición

social, económica y

cultural, sino también, y fundamentalmente, de

cómo se haya resuelto, desde la política de sa-

lud, la provisión de esa oferta. Ningún otro

sector de la administración pública puede su-

plirla en esto.

¿Cuál es el compromiso de la política

de salud con estas aspiraciones de la gente?

Tomemos sus indicadores como indicador.

Nuestro examen de la forma en que éstos se

construyen y utilizan para la orientación de su

desempeño deja ver lo siguiente:

1) El diseño e instrumentación de esta polí-

tica sectorial no siempre se corresponde

con lo que muestra la información sobre

mortalidad,  morbilidad, discapacidad y

lo que se conoce sobre  los componentes

de las constelaciones causales que las ori-

ginan.
36

2) No se observa una emisión adecuada,

comprensible y razonablemente justifica-

da hacia la opinión pública  sobre los cri-

terios utilizados para

priorizar lo que se

atiende a través de la

política sectorial por

sobre lo que se omi-

te.
37

3) Existen casos de

generación de informa-

ción  que parecerían

obedecer a criterios di-

ferentes de los que de-

rivarían de diseños y

lecturas menos

“prejuiciadas” de los

indicadores, lo cual a

su vez sugiere la posi-

bilidad de que se en-

cuentre dirigida a favo-

recer cierto tipo de de-

cisiones.
38

4) Se fomenta  un

manejo cada vez me-

nos obvio y más sofis-

ticado de los indicadores, y en la cons-

trucción de algunos de ellos pueden iden-

tificarse riesgos de manipulación difíci-

les de detectar tras la apariencia de pre-

cisión y objetividad.
39

En cambio, se echan de menos los indi-

cadores para evaluar el impacto efectivo de las

36
 Lo que de ellos puede vislumbrarse a través de la

información que proporcionan las diversas encuestas que

se levantan periódicamente en el país.

37
 PEF, Programa de Reforma del Sector Salud 1995-

2000, febrero de 1996, México, Poder Ejecutivo Federal,

1996; SSA, Prioridades en Prevención y Control de Enfer-

medades, México, Subsecretaría de Prevención y Control

de Enfermedades, Secretaría de Salud, 1997.
38

 Tapia R, Cravioto, P., De la Rosa, B., Galván F., García

de la Torre G. y Kuri, M., “Cigarette smoking: knowledge

and attitudes among Mexican physicians”, Salud Pública

de México 1997, 39(6):507-512; o Borges A., Gómez, H.,

Uso de los servicios de salud por la población de 60 años y

más en México, Salud Pública de México 1998, 40:13-23.
39

 Por ejemplo, los ya comentados Avisa de Funsalud

(Funsalud, Economía y salud. Propuestas para e avance

del sistema de salud en México, Informe final, Fundación

Mexicana para la Salud, México, 1994), tan distantes de

los indicadores con los que trabajaban a principios de los

cuarenta los antiguos salubristas, probablemente más ru-

dimentarios y simples, pero “transparentes” y de evidente

compromiso con el cuidado de la salud de la población

(Hernández M., A., “Dieciocho años de trabajos sanitarios

en México. Mis opiniones personales”. Discurso pronun-

ciado en 1941. Salud Pública de México 1994, 36(4): 449-

457).

FOTO: MARCO ANTONIO CORTES
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políticas preventivas sobre las

constelaciones causales rela-

cionadas con el perfil de da-

ños, y sobre la eficacia de la

atención médica prestada a

los episodios de enfermedad.

Los indicadores administrati-

vos son especialmente inúti-

les para averiguarlo.

Las opciones del expertoLas opciones del expertoLas opciones del expertoLas opciones del expertoLas opciones del experto

Hemos sostenido que una de

las características del conoci-

miento científico (y de los in-

dicadores con los cuales tra-

baja) es que expresa sus ha-

llazgos a través de un lengua-

je especializado sumamente

“cifrado”, muy distante del

que utiliza el ciudadano co-

mún para referirse a su expe-

riencia cotidiana. Como el

significado de lo expuesto

queda oculto por la oscuridad

de ese lenguaje, el “lego”

(cualquier persona no exper-

ta en ese campo específico: el

ciudadano común) depende

del experto para efectuar las

“traducciones” correspon-

dientes. Esta decodificación

requiere científicos merece-

dores de la confianza de los

ciudadanos. Evidentemente, esto coloca al

experto ante la necesidad de una toma de po-

sición que depende de una decisión comple-

tamente personal. Pero cualquiera que sea su

opción, sólo podrá tomarla cabalmente si lo-

gra identificar los intereses a los que sirve con

el ejercicio de su ciencia.
40

Cuando esta figura a la que denomina-

mos “experto” decide comprometerse con el

interés público, asume responsabilidades adi-

cionales a las que le impone su quehacer como

científico: la de analizar cómo se privilegian

40
 Martínez S., C. y Leal F. G., «Problemas metodológi-

cos en la investigación médica y algunas de sus

implicaciones éticas», Perinatología y reproducción hu-

mana 1999, 13 (1):10-23
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41
 Lindblom, Ch., “La investigación social para la ela-

boración de políticas: quién la necesita y para qué”, Ges-

tión y Política Pública, vol. III, núm.2, segundo semestre

de 1994, pp. 254-255 y 276-277.

ciertos aspectos de la realidad y se ignoran

otros;
41

 la de retroalimentar con la mayor

“transparencia” posible a la opinión pública

sin ocultarle que, pese al indudable valor de la

investigación científica, esta no necesariamente

es “objetiva y neutral”; la de ofrecer explica-

ciones al alcance del ciudadano común sobre

las interrelaciones entre las evidencias por ella

generadas y las propuestas de la política pú-

blica y la de propiciar, con todo ello, que las

personas puedan tener una participación co-

lectiva y realizar sus “elecciones” individuales

de manera auténticamente informada.
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P adecimiento y enfermedad en

la policía: un estudio de caso

Nelson Arteaga Botello
*

Los policías son un sector social marginado –como muchos otros en

México– del sistema económico formal, de la educación e incluso de

los mínimos derechos laborales de salud. Si a esto sumamos las

condiciones propias de su trabajo, que están permeadas por la vio-

lencia, es de esperar que esta condición de “desviado-enfermo”, en

la cual vive actualmente el policía, genere una serie de problemas, de

los que apenas podemos vislumbrar sólo los más evidentes. En un

futuro no podrá sorprendernos el hecho de que las políticas de pre-

vención –como hasta ahora ha sucedido en varios lugares del país–

no den los resultados esperados.

EEEEEl presente trabajo pretende ser un primer

análisis de los padecimientos biológicos

y psicológicos de los miembros de una policía

de un municipio de la Zona Metropolitana del

Valle de México. El trabajo se realizó en una

corporación policial municipal preventiva, por

lo que los resultados sólo abarcan a este sec-

tor de la policía y deja fuera al área de tránsi-

to. La investigación utilizó la técnica de inves-

tigación participante, por lo que recoge infor-

mación desde el proceso de admisión a la aca-

demia, los cursos aplicados en ella y la vida

en la calle –en una zona con características

de marginalidad y pobreza–.

IntroducciónIntroducciónIntroducciónIntroducciónIntroducción

Uno de los problemas centrales en la organi-

zación policial es la falta de una visión global

*
Profesor de la Facultad de Ciencias Políticas y Admi-

nistración Pública, Universidad Autónoma del Estado de

México.

e integradora que permita ubicar el conjunto

de mecanismos que se encuentran afectando

su funcionamiento adecuado. Si bien es del

dominio público que la policía responde de

manera deficiente a las tareas que le han sido

encargadas –en particular la preservación de

la seguridad y tranquilidad públicas–, es tam-

bién cierto que las propuestas de solución que

se han implementado en varios gobiernos es-

tatales y municipales a lo largo y ancho del

país no han llenado las expectativas ciudada-

nas de seguridad pública. Esto se debe a la

forma en como se ha abordado el problema:

se conceptualiza la organización policial des-

de una perspectiva más bien administrativa –

con un énfasis en la organización– y se sosla-

ya aquello que conforma las organizaciones

policiales, los policías.

En otro lado se ha puesto énfasis en ello,
1

1
 Arteaga B. Nelson, López R. Adrián, Policía y Corrup-

ción: el caso de un municipio en México. Plaza y Valdés,

Facultad de planeación urbana del Estado de México, Méxi-

co, 1998.
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señalando que para entender por qué la poli-

cía funciona como lo hace, es necesario vol-

tear hacia los individuos que componen los

cuerpos policiacos, ver cómo se relacionan,

sus aspiraciones como individuos y como gru-

po. Esto ha sido olvidado permanentemente

por las autoridades, quienes consideran que el

servidor público como el policía es un indivi-

duo sin intereses propios, preocupaciones y

carencias. En este sentido, consideramos que

para entender por qué alguien actúa como lo

hace es necesario enfocar la observación a los

individuos, las situaciones que enfrentan y han

enfrentado, y las relaciones que establecen

entre sí; es decir, observar a los individuos en

acción con su entorno y consigo mismos, al

mismo tiempo que articular cada una de estas

interrelaciones con estructuras institucionales

mayores (burocracia, academia, etcétera), para

construir, de esta manera, una investigación

basada en acontecimientos interpersonales

observados.
2

De los aspectos relevantes de la investi-

gación realizada, se puede ver la constitución

de una patología socio–biológica determina-

da por las condiciones sociales e individuales

en las cuales los policías realizan su actividad

y que está condicionada por su contexto so-

cial pasado y presente. La antropología médi-

ca puede, en este sentido, ofrecer alternativas

al campo de los problemas de salud/enferme-

dad en la organización policial, ya que el per-

fil epidemiológico de los miembros de la poli-

cía parece que se encuentra incidiendo en la

forma en como la policía actúa, lo que reper-

cute directamente en los servicios de seguri-

dad que se presta a la ciudadanía. Si se atien-

den de manera efectiva estos aspectos, se po-

drán complementar las políticas administrati-

vas y de organización que en algunos lados se

han implementado, teniendo efectos más po-

sitivos que los que ahora se han obtenido.

Planteamiento del problemaPlanteamiento del problemaPlanteamiento del problemaPlanteamiento del problemaPlanteamiento del problema

Para entender las relaciones de salud/enferme-

dad que padecen los policías, es necesario vin-

cularlo con las condiciones sociales,

económicas así como las experiencias colec-

tivas en las cuales se encuentran insertos.
3
 Es

conveniente, en este sentido, entender la vida

social como una totalidad interconectada de

procesos. La vida de policía genera en parti-

cular enfermedades relacionadas con las con-

diciones de la propia actividad. Los problemas

de estrés, nutrición, o psicológicos como

paranoias y delirios de persecución –que en-

cuentran solución parcial en el consumo excesi-

vo de alcohol, así como farmacodependiencia

inducida por la necesidad de mantenerse des-

piertos para cumplir las jornadas de 24 por 24

horas–, muestran a un grupo vulnerable que

refleja en su ocupación estos y otros proble-

mas, y que impactan en la forma en como se

dota de seguridad a los ciudadanos.

Efectivamente, los problemas antes se-

ñalados influyen en la manera en como se

aplica la ley y como se relacionan con la so-

ciedad, en especial con los grupos margina-

dos –de los cuales provienen la mayoría de los

policías– de quienes abusan. La práctica poli-

cial parece determinada en buena medida por

las condiciones de salud de los agentes. Los

problemas psicológicos inherentes a su labor

parecen mediar su comportamiento inadecua-

do frente a la ciudadanía; es en cierta forma

guardián y al mismo tiempo transgresor del

orden. Esto resulta lógico y de esperarse –que

no justificable– porque no es posible asignar a

un grupo vulnerable física y mentalmente el

cuidado de amplios sectores de la población.

En la policía, como se verá más adelante, su-

cede esto, por lo que consideramos pertinente

pensar en construir una epidemiología de la

policía, con el fin de poder comprender y po-

der influir en el mejoramiento de las condi-

ciones sociales de seguridad.
4

Los puntos brevemente señalados aquí,

si son entendidos, permitirán percibir muchas

de las causas que propician la disfuncionalidad

de la organización policial –dejando de perci-

bir a éstos como cosas aisladas o como pro-

2
 Foote Whyte, William, La sociedad de las esquinas,

Diana, México, 1971.

3
 Singer, Merrill, “Reinventing medical anthropology:

toward a critical realignment”, en Society, Science, Medi-

cine, vol. 33 núm. 8, Inglaterra, 1990, pp. 909-923.
4
 Aquí es importante señalar que no se puede esperar

que protegiendo y cuidando a los policías inmediatamente

y de manera mecánica, cambien las condiciones de segu-

ridad. El trabajo que se desarrolla aquí apunta hacia un

espacio soslayado del análisis de la seguridad pública que

es conveniente revisar como parte de un todo.
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blemas de ciertos individuos–
5
 y permitirán

entrever soluciones enfocadas a la atención de

los policías como grupo social, como indivi-

duos en interrelación, sustituyendo las tradi-

cionales formas de atención a estos problemas

basadas en la acción reactiva y punitiva,
6
 por

una preventiva y de cuidado.
7
 Para ello es ne-

cesario analizar el contexto social que circun-

da al policía fuera de la corporación –su histo-

ria previa y presente– y dentro de ella, así como

las relaciones que establece con los grupos

sociales con los que interactúa como servidor

público. Esto implica un giro importante que

trata de alejarse del modelo médico –hegemó-

nico– que excluye o limita la incorporación

de los factores socioculturales en la explica-

ción de la etiología de las enfermedades y sus

soluciones, visualizando la enfermedad desde

una perspectiva que se caracteriza por su

biologisismo, asocialidad e individualismo.
8

En este sentido, el presente trabajo se

abocará a continuación a desarrollar los espa-

cios condicionantes de la salud física y mental

del policía, porque se considera que sólo a

partir del conocimiento y valoración de los

síndromes y padecimientos de un grupo social

es posible abatir los daños inherentes a ellos.
9

En primer lugar se analizará su historia en el

contexto social previo a la policía; en segun-

do las condiciones que se generan al interior

de la corporación y, en tercero en su actividad

en las calles. A partir de aquí parece que es

posible detectar los factores estructurales

patógenos en el ámbito social y delinear un

primer bosquejo de lo que podría ser una pa-

tología social o una epidemiología de la poli-

cía.
10

Contexto social previoContexto social previoContexto social previoContexto social previoContexto social previo

Es importante describir el contexto social de

los policías, porque se considera que la prin-

cipal causa estructural de sus padecimientos

–como el consumo de alcohol, drogas e inclu-

so su exacerbado uso de la violencia sobre cier-

tos grupos sociales– tienen referente en proce-

sos económicos y culturales que anteceden su

ingreso en la corporación y que se verán refor-

zados en la mayoría de las veces cuando se

incorporen en la policía.
11

La gran mayoría de los policías han te-

nido una historia individual situada en la ile-

galidad, la violencia, el resentimiento, el con-

sumo de drogas, y la mayoría posee niveles

educativos que no siempre llegan más allá de

la primaria o secundaria. La mayoría tuvo y

tiene familias marcadas por la desintegración

y la violencia, separación de los padres y en

algunos casos con hermanos en la cárcel. Hay

quienes han formado su propia familia, pero

han sido muy inestables en su relación, un

número importante son generadores de violen-

cia familiar golpeando frecuentemente a sus

hijos y esposa. En general, casi todos los poli-

cías viven en las casas de sus padres o com-

partiendo un espacio con sus hermanos o her-

manas; la convivencia en familias extensas es

muy común y la ayuda para realizar activida-

5
 El problema de la corrupción policiaca adolece aún

de esta visión, al considerar que la extorsión y “la mordi-

da”, se debe al mal comportamiento de ciertos individuos

y no a un problema de relaciones sociales estructurales

como muestra Martínez de Murguía; Torrente; y López.
6
 Los problemas de alcoholismo y drogadicción son

castigados con la expulsión en las corporaciones policiales,

sin embargo los individuos buscan la forma en como poder

evadir esto, incluso en las pruebas anti-doping, la venta de

orina sin residuos de droga es algo común, así como la

corrupción de quienes realizan las pruebas.
7
 Tradicionalmente las estrategias de atención se

circunscriben a los efectos de curación y no de preven-

ción, (Menéndez, 1985), Lo cual resulta desastroso para el

caso de las corporaciones policiales.
8
 Menéndez, Eduardo “Modelo hegemónico, modelo

alternativo subordinado, modelo de autoatención. Carac-

teres estructurales”, en: Roberto Campos (Compilador) La

antropología médica en México. Antologías Universitarias.

UAM-Instituto Mora, México, 1992.
9
 González Ch., Lilián, Hersch M. Paul, “Aportes para

la construcción del perfil epidemiológico sociocultural de

una comunidad rural”, en: Salud Pública, México, 1993.

10
 Una epidemiología en este sentido, trataría –siguien-

do a Menéndez (1990)– de colocar a los sujetos dentro de

la estructura social, económica-política y cultural en la cual

contraen los padecimientos, las enfermedades, los acciden-

tes; todo con el objetivo de prevenir la incidencia de las

patologías que generan dichas estructuras.
11

 Giddens parte del supuesto de que las prácticas indi-

viduales refuerzan las estructuras y viceversa, las estructu-

ras existen solo si se actualizan con las acciones de los

individuos que las componen, y si éstas imponen a su vez

ciertas condicionantes de acción a los individuos. Los pro-

blemas de agresividad, alcoholismo y drogadicción en la

policía solo se reproducen por la acción dual individuo-

estructura.



El
 Cotidiano 103 8 5

des ilícitas por algunos de los miembros es

solapada e incluso fomentada o auxiliada. Casi

nadie en la casa tiene niveles educativos su-

periores a la secundaria –incluso casi siempre

los padres de los policías son analfabetas– en

particular las mujeres, a las cuales se procura

integrar a las actividades de la casa o insertar-

las en el mercado laboral como servidoras

domésticas.

Los policías sometidos a estudio son

generalmente inmigrantes que han llegado a

la Zona Metropolitana del Valle de México de

otros estados de la República, y que buscan

nuevas expectativas de vida o tienen proble-

mas legales que los obligan a huir de su hábitat

social de origen, casi ninguno viene de me-

dios predominantemente rurales, sino de los

suburbios de las ciudades medias del interior

del país. En la gran ciudad se insertan en traba-

jos dentro de la economía informal y

seminformal. Algunos de ellos, sin embargo,

saben algún tipo de oficio –carpintero, herrero,

reparador de radios o televisores, chofer, etcé-

tera–, lo que les permite cierto ingreso, traba-

jando como empleados en algún taller, depen-

diendo de un patrón. Otros, vinculados a las

redes de distribución de droga o compraventa

de artículos robados, ven en la policía una for-

ma de expandir sus redes de distribución y co-

mercio. Existen también personas que han sido

policías durante buena parte de su vida y han

pasado de una corporación policiaca a otra,

despedidos por su actitud violenta, corrupta o

vinculada al consumo y tráfico de drogas.

El ingreso a la policía está mediado por

relaciones previas de parentesco o amistad. Los

policías han sido convencidos de ingresar a la

corporación porque regularmente tienen un

familiar –primo, tío, sobrino, etcétera– o un

amigo que en activo en la policía le transmite la

idea de que se puede obtener dinero fácil –de la

extorsión o de otra manera ilegal– independien-

temente del sueldo seguro que garantiza la ins-

titución –regularmente muy bajo.

Sin embargo, pese a que el policía es

convencido por algún familiar o pariente para

ingresar a la corporación, su decisión está en

función de una particular biografía que, cuan-

do llega a la academia, comprueba que es muy

similar a la de sus compañeros. Efectivamen-

te: en el trato cotidiano los policías intercam-

bian sus historias de vida, las cuales resultan

muy similares. Se produce un intercambio de

biografías que, similares unas a las otras, per-

mite la identificación social. Identificación que

está basada en vivencias marcadas por la vio-

lencia, el consumo de drogas, etcétera, y en la
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búsqueda de una forma fácil, suponen ellos,

de obtener dinero. La observación que cada

uno de los policías hace de los otros, de una

historia personal, se vuelve colectiva, a con-

dición de repetirse más o menos en cada uno

de ellos. En este sentido, el consumo de dro-

gas –en particular marihuana y anfetaminas–

y de alcohol, es previo al ingreso a la policía,

sin embargo, se acentúa al ingresar a ella, su-

mándose en algunos casos la ingestión de co-

caína o inhalación tanol para resistir las jorna-

das de 24 horas.

El problema del uso del alcohol y otras

drogas está en el hecho de que no sólo produ-

cen efectos en el primer círculo del enfermo –la

familia–, sino el de su grupo laboral –en este

caso la policía– además de que afecta de ma-

nera directa el ejercicio y la aplicación de ley,

así como el mantenimiento de la seguridad

pública de amplios sectores de la población.

Incluso aquí se podrían encontrar algunas pis-

tas para la construcción de una epidemiología

de la tortura.
12

 La tortura es aplicada por la

policía donde se realizó el estudio de manera

muy selectiva, y se lleva a cabo para conse-

guir dinero de infractores pequeños de zonas

marginadas –regularmente se realiza en las

patrullas–, aplicándoles dolor físico o psicoló-

gico con el objetivo de obtener dinero u obje-

tos a cambio de no ser remitidos a las autori-

dades correspondientes para ser sancionados

por la falta cometida.
13

Condiciones de trabajoCondiciones de trabajoCondiciones de trabajoCondiciones de trabajoCondiciones de trabajo

El territorio donde se realizó la investigación

está constituido por dos áreas: una residencial,

que abarca 20% del territorio de la zona; y

otra, compuesta por colonias populares, don-

de viven chavos banda, niños de la calle, te-

porochos, prostitutas y prostitutos. Las calles

están sin luz eléctrica, mal pavimentadas y con

baches; basureros clandestinos, cantinas, ba-

res y pulquerías, marcan el escenario de la

convivencia social. En los cerros que rodean

la zona de patrullaje se encuentran ciudades

perdidas, construidas con casas de cartón.

Los policías desarrollan su actividad en

este territorio en jornadas de 24 por 24 horas;

se alimentan en los puestos de tamales y atole

en el desayuno, una o dos tortas al medio día,

que acompañan con dos o tres refrescos; en la

noche los tacos son imprescindibles –regular-

mente de carne de puerco y durante la noche,

para no dormir, inhalan tanol, consumen co-

caína o fuman marihuana, aunque algunos

otros prefieren consumir las llamadas “pastas”

–que se consiguen en el mercado negro– o al-

cohol en cantidades pequeñas pero durante

toda la noche. Hacia la media noche nueva-

mente comen tacos y refrescos, hasta que lle-

ga el día y antes de dormir desayunan tamales

con atole, mientras que otros prefieren desa-

yunar unos chilaquiles en su casa. Durante los

días de descanso, la alimentación no se

diversifica demasiado, se sustituyen tamales

por huevos en ciertos casos.
14

 Como se puede

observar, la alimentación de los policías está

básicamente sustentada en harinas, calorías,

grasas y azúcares, con baja cantidad de pro-

teínas.

El hacer una breve descripción de los

hábitos alimenticios de los policías resulta de

importancia por el hecho de que la gran ma-

yoría de las enfermedades que padecen son

de tipo gastrointestinal como infecciones –por

consumo de comida en la vía pública–, gastri-

tis y úlceras –debido al tipo irritante de ali-

mentación. Las enfermedades respiratorias son

también frecuentes, debido a los cambios de

clima a los que son expuestos, el trabajo en

intemperie y el contacto permanente con el

polvo y las partículas suspendidas producto de

la contaminación de la gran ciudad.
15

A estos problemas hay que sumar los

que se relacionan con los psicológicos vincu-

lados, unos, a problemas familiares –en gene-

ral ligados a su historia de vida– y otros rela-

cionados directamente con el trabajo. Lo que

más resalta es el alto grado de irritabilidad de

12
 La propuesta para la construcción de una epidemiología

de la tortura puede verse en: Menéndez, op. cit.
13

 Arteaga B. Nelson, López R. Adrián, op. cit., 1998.

14
 No se tuvo la oportunidad de hacer un estudio sobre

las colorías y proteínas que se ingieren por parte del co-

mún de los policías, pero a grandes rasgos se puede perci-

bir que la alimentación es de un bajo perfil nutricional.
15

 Un reciente estudio realizado por el periódico Refor-

ma, concuerda con estos datos. Las enfermedades que más

padecen los policías del Distrito Federal están relaciona-

das con problemas gastrointestinales y de las vías respira-

torias. En este estudio se detecto que 7 mil 550 policías, de
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los policías, que se manifiesta en cierta acti-

tud violenta en las relaciones con sus compa-

ñeros –que se incrementa en su trato con los

presuntos delincuentes– y con problemas

como paranoias y neurosis de ansiedad pro-

vocadas por la tensión, la incertidumbre en

la seguridad personal y el peligro al que es-

tán expuestos.
16

 Muchas de estas patologías

son atendidas por los propios policías con el

consumo de cigarrillos, alcohol y drogas –

marihuana, cocaína y fármacos;
17

 lo que por

otra parte genera ciertos grados y tipos de de-

pendencias.

Aquí es importante mencionar el hecho

de que –independientemente de que muchos

de ellos han consumido algún tipo de drogas

antes de ser policías– el primer grupo de

antención para resolver los problemas de an-

siedad, nerviosismo o sueño durante las jorna-

das nocturnas, son los propios compañeros

policías con más tiempo en la corporación;

ellos son quienes van indicando las “terapéu-

ticas” a seguir a los novatos.
18

Sin embargo, las condiciones deplora-

bles en las que se encuentran los policías ge-

nera no sólo las enfermedades, sino en algu-

nos casos imposibilita el desarrollo de meca-

nismos de defensa y curación que se pueden

producir gracias a los acontecimientos

estresantes cotidianos, que en el contexto de

vida de los policías son poco propicios para

que su estado psicológico pueda influir favo-

rablemente en el curso de enfermedades rela-

cionadas con el sistema inmunitario.
19, 20

103 mil existentes en el DF, asisten mensualmente a recibir

atención médica.
16

 El trabajo llevado acabo por el Reforma confirma tam-

bién estos padecimientos dentro de la corporación policial

preventiva del Distrito Federal.
17

 Muchas de las drogas son pastillas que, por ser ven-

didas de manera suelta o en bolsas, no se pudo detectar

qué eran, incluso muchos policías no saben qué tipo de

medicamentos son los que consumen y que adquieren en

el mercado negro, las identifican sin embargo, regularmente,

por su color.

18
 Para una revisión de los conceptos de atención y

autoatención en el grupo familiar y social ver: Menéndez,

1992. En otro lugar se ha analizado las formas en como los

policías veteranos enseñan a realizar el trabajo policial a

los novatos (Arteaga y López).
19

 Bayes, R., “Psiconeuroinmunología”, en Monografías

de psiquiatría. núm. 3, mayo-junio, Españ, 1991.
20

 La relación entre sistema inmunológico y el sistema

psíquico puede revisarse –junto con la literatura publicada

al respecto– en: Kaplan, 1991.
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Efectos socialesEfectos socialesEfectos socialesEfectos socialesEfectos sociales

Las consecuencias de una mala alimentación

y de una serie de trastornos psicológicos que

son atendidos por ellos mismos a través del

consumo de ciertas drogas, repercuten direc-

tamente en la forma en como los policías rea-

lizan su trabajo. Su vinculación con la ciuda-

danía no es muy intensa y en algunas ocasio-

nes se caracteriza por una constante fricción.

La neurosis se convierte en un obstáculo para

establecer una adecuada relación con la ciu-

dadanía. En la noche esto se acentúa. Los

alcoholizados en la calle, transeúntes noctur-

nos –obreros o trabajadores que salen de su

trabajo–, prostitutas y prostitutos o simplemente

personas que buscan diversión en los bares y

cantinas de la zona.
21

 La mayoría de ellos, al

ser extorsionados, son objeto de tortura psico-

lógica o física por parte de los policías quie-

nes, alcoholizados o bajo el influjo de alguna

droga y/o la neurosis de ansiedad, llegan a re-

crudecer su acción.

Por otra parte, la mala nutrición y el

consumo de alcohol y drogas hacen que su

condición física se encuentre mermada, pro-

duciendo que la capacidad de respuesta a las

demandas de auxilio o asistencia se retrasen

—cuando se llegan a prestar. Las relaciones

entre los propios policías no resulta de lo más

adecuada, aunque las redes de complicidad

no se vean afectadas por este hecho.

De aquí resulta un panorama que es

necesario valorar y atender de manera inme-

diata, con el objetivo de coordinar acciones

desde diferentes perspectivas, con el fin esta-

blecer políticas de atención en las corporacio-

nes policiacas para prevenir problemas que

regularmente se analizan desde un punto de

vista administrativo y organizacional.

Comentarios finalesComentarios finalesComentarios finalesComentarios finalesComentarios finales

En México los sistemas de salud no contem-

plan como fuente de información directa a

las comunidades;
22

 en el caso de las corpo-

raciones policiales sucede lo mismo, no exis-

te un sistema de información de salud que

permita detectar los problemas de salud la-

boral, con el fin de establecer acciones pre-

ventivas.

En particular sería conveniente impul-

sar programas donde los propios policías par-

ticipen y hablen sobre padecimientos, dolo-

res, aflicciones y en general su relación con el

trabajo, para poder orientar algunas solucio-

nes a sus padecimientos, ya que muchos de

ellos rebasan las capacidades de acción del

sistema médico-hegemónico.
23

 La importan-

cia de la participación de los implicados en el

reconocimiento de ciertas patologías inheren-

tes a su profesión, así como la ubicación de

problemas en un contexto sociocultural más

general, puede abrir amplias posibilidades de

atención y prevención, lo que repercutirá, sin

duda alguna, en una mejor vida para ellos y

un desempeño más digno y eficiente de su pro-

fesión.

Hay que mencionar la importancia de

realizar un trabajo profundo en este sentido.

Los policías son un sector social marginado

–como muchos otros en México– del sistema

económico formal, de la educación e incluso

de los mínimos derechos laborales de salud.

Si a esto sumamos las condiciones propias de

su trabajo, que están permeadas por la vio-

lencia, es de esperar que esta condición de

“desviado-enfermo” en la cual vive actual-

mente el policía, genere una serie de proble-

mas, de los cuales apenas podemos vislumbrar

sólo los más evidentes. En un futuro no po-

dría sorprendernos el hecho de que las políti-

cas de prevención –como hasta ahora ha

sucedido en varios lugares del país– no den

los resultados esperados.

21
 Las relaciones sexuales que tienen los policías con

prostitutos y prostitutas como forma de extorsión para de-

jarlos trabajar o en el caso de las violaciones, se llevan a

cabo sin protección en un 90%, por lo que las enfermeda-

des venéreas son comunes. Aunque no se han detectado

oficialmente casos de VIH. Es cierto que los policías son un

grupo altamente vulnerable.

22
 González Ch., Hersch M., op. cit., 1993.

23
 Con respecto a la crisis del modelo médico-hegemó-

nico por ejemplo, frente al alcoholismo ver: Menéndez,

1992.
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La depuración de los cuerpos policiales

no es por sí misma una solución, como se

mencionó más arriba. Plantear una solución

desde esta perspectiva sólo puede representar,

cuando mucho, no asumir las responsabilida-

des de un problema que trasciende las fron-

teras punitivas de las corporaciones

policiales. Asumir el hecho de que la mayo-

ría de los policías padecen problemas de

salud física y mental implica también adqui-

rir el compromiso de la atención y, sobre

todo, de la prevención. En un corto y me-

diano plazo parece claro que no será posi-

ble que las policías municipales y estatales

recluten a su personal y miembros de otros

sectores sociales que no sean los grupos más

vulnerables de las recurrentes crisis econó-

micas y en permanente proceso de exclu-

sión. En este sentido es impostergable el plan-

tear acciones tendientes a construir lo que

podría ser un sistema local de salud sui

generis
24

 tendiente a reunir un conjunto de

recursos de salud que permita el desarrollo

24
 Para una perspectiva teórica del concepto de siste-

ma local de salud ver: de Roux, et. al, 1992.

de la salud de una población definida en este

caso, no por un área geográfica, sino por el

común denominador de actividades que rea-

lizan los policías.

De tomarse esta perspectiva, las con-

diciones de salud de aquellos que tiene bajo

su encargo la seguridad, puede repercutir en

el mejoramiento de su actividad. Sin duda

también eso dependerá de que en paralelo

se lleven acabo otro tipo de acciones indis-

pensable para poner en pie el sistema de se-

guridad pública del país.
25

 Una visión am-

plia del problema requiere el manejo de un

sin número de variables que permitan obte-

ner un diagnóstico de conjunto y superar lo

que hasta ahora se ha hecho en materia de

seguridad pública: entenderlo como una

cuestión de recursos, armamento e incremen-

to de las penas.

25
 El problema de la seguridad pública debe entenderse

como un proceso de interrelación entre varios sistemas,

entre los que pueden destacarse: el de justicia, seguridad

social, el de la administración de la ciudad, la educación,

entre otros.
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Las dramáticas manifestaciones de la crisis ambiental han tenido

lugar de modo coincidente con las convulsiones sociales y económi-

cas de la crisis y las reformas neoliberales. Ello ha obligado al Esta-

do  a actuar rápidamente para evitar el contagio de una crisis con

otra. Por ello, cuando el Estado asumió la necesidad de generar una

política ambiental eficaz, la sacó del campo de la salud y la ubicó en

el campo estratégico de la política social refuncionalizada, es decir,

en el centro vital de  sus funciones presidencialistas y reformistas

en el proceso de las reformas neoliberales.

olítica ambiental en el sexenio 1994-

2000 (antecedentes y globalización

del mercado ambiental mexicano)

Jordy Micheli*

La globalización del mercado ambien-

tal
1
plantea un problema a los países como

México, que podría ser caracterizado como un

problema “tradicional” de la desigualdad in-

ternacional. Se trata de tener que adaptar cons-

tantemente las construcciones institucionales

al orden internacional prevaleciente, un orden

que se conforma por las presiones e intereses

del núcleo de países, gobiernos y empresas más

desarrollados. En México, la gestión ambien-

tal de los últimos años ha significado un cam-

bio drástico al pasar de criterios de comando y

control y un acervo de capacidades de regula-

ción bastante pobre (leyes inadecuadas, esca-

so poder real de las dependencias, mínimos

conocimientos científicos pobre, etc.), a una

política abierta a las tendencias de negocios

propias del mercado ambiental de los años

noventa. Lo ocurrido en este campo ha consti-

tuido, quizá, el ejemplo más claro de adapta-

ción de instituciones mexicanas a la globali-

zación durante los noventa.

La política ambiental en los añosLa política ambiental en los añosLa política ambiental en los añosLa política ambiental en los añosLa política ambiental en los años
ochenta: de la confusión al inicio deochenta: de la confusión al inicio deochenta: de la confusión al inicio deochenta: de la confusión al inicio deochenta: de la confusión al inicio de
una política con instrumentosuna política con instrumentosuna política con instrumentosuna política con instrumentosuna política con instrumentos

Durante la década de los ochenta, la atención

del gobierno a la crisis ambiental fue creciente

y diversa desde el punto de vista de las medi-

das que se llevan a cabo. La clave explicativa

de la intervención estatal, consistió en la in-

corporación del tema ambiental a la agenda

política como consecuencia de un conjunto

de procesos coincidentes:

1) Un ciclo de catástrofes tanto natura-

les como generadas por la actividad producti-

va, que dejaron en claro la ausencia de una

capacidad institucional de atención a estos fe-

nómenos y a sus profundas consecuencias so-

ciales. 2) La emergencia del modelo neoliberal

en la estrategia de desarrollo económico y so-

* Profesor Investigador, Departamento de Economía,

UAM-A.
1
 Véase Micheli, Jordy “Fin de siglo:construcción del

mercado ambiental global”, en Comercio Exterior, abril de

2000.
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cial del país, lo cual implicó una rápida pérdi-

da de capacidad de intervención del Estado

en los mecanismos de cohesión y legitimación

social que eran tradicionales del sistema polí-

tico mexicano ( empleo, salario), 3) El afianza-

miento de tendencias internacionales de crea-

ción de un mercado ambiental.

Así, el Estado fue el actor fundamental

al percibirse que la crisis ambiental generaba

un espacio de creciente tensión en el esque-

ma tradicional de las relaciones entre el poder

político y la sociedad y, por tanto, se puede

decir que, en los años ochenta, la tendencia

definitoria en la formación de un mercado

ambiental fue la politización de la crisis am-

biental, expresada en una habilidad particular

de los agentes e individuos para hacer valer el

poder del Estado en las iniciativas tanto forma-

les como las de índole práctica. Se afianzó así

una concepción de comando y control en la

política ambiental y se crearon instrumentos

básicos tales como leyes, normas técnicas, ca-

pacidad de medición. El resultado fue la defi-

nición de un conjunto de acciones que signifi-

caban un compromiso y una pérdida de neu-

tralidad del Estado frente a la crisis ambiental

y los agentes causantes y afectados.

La fase de reformas institucionales y el

creciente  empleo del poder del Estado se ma-

nifestaron siguiendo una trayectoria: incremen-

tar la capacidad de técnica de medir e identifi-

car los contaminantes para poder definir, en

consecuencia, las acciones del Estado  en un

orden jerárquico, y, finalmente, actuar activa-

mente en el nuevo orden internacional. La ca-

pacidad de determinación y medición de los

diversos contaminantes era clave  para poder

ejercer una política basada en normas, y aun-

que existía previamente un quehacer científi-

co al respecto, éste no podía traducirse en una

política. La jerarquización implicó dedicar los

recursos  prioritariamente sobre los problemas

atmosféricos de la Zona Metropolitana de la

Ciudad de México (ZMCM) –y en segundo tér-

mino sobre los de las zonas metropolitanas de

Guadalajara y Monterrey– y sobre las empre-

sas mayores y con mayor capacidad de conta-

minación, tales como Pemex.  La participación

en la nueva institucionalidad ambiental glo-

bal, significó un alineamiento con las tenden-

cias encabezadas por los gobiernos de la triada,

buscando claramente crear condiciones para

acceder a recursos internacionales y mecanis-

mos de cooperación.

En la década de los setenta, y hasta

1984, los principales instrumentos con que

contaba el Estado fueron,  en el plano legal,  la

Ley Federal para Prevenir y Controlar la Con-

taminación  Ambiental (1971) y, en el plano

de la gestión,  un órgano de la administración

que fue cambiando de nombre y de ubicación

institucional: en un inicio fue la Subsecretaría

de Mejoramiento del Ambiente (1972-1976),

la cual estaba inserta en el campo de la salud

pública (Secretaría de Salubridad y Asistencia).

Posteriormente, la Dirección de Ecología

(1977-1982), en el área de la infraestructura y

obras pública y, finalmente, la Subsecretaría

de Ecología (a partir de 1983) en la Secretaría

de Desarrollo Urbano y Ecología (Sedue).

El Plan Nacional de Desarrollo 1983-

1988 (correspondiente al sexenio de Miguel

de la Madrid), incluyó por primera vez el tema

ecológico como factor explícito en el desarro-

llo social  y económico del país, y se plantea-

ron estrategias para el uso adecuado de los re-

cursos naturales, para la promoción de tecno-

logías eficientes, así como una estrategia para

evitar el crecimiento urbano en las zonas con-

centradas del DF, Guadalajara y Monterrey,

mediante el impulso  a 59 ciudades de tamaño

medio.

En 1983 se reformó el Artículo 25 de la

Constitución para señalar que las actividades

económicas que hicieran uso de los recursos

naturales debían de cuidar su conservación.

En 1983 se firmó el Convenio para la Protec-

ción y Mejoramiento del Ambiente en la Zona

Fronteriza, entre los gobiernos de México y

Estados Unidos.

En 1984, la ley federal fue transformada

en su artículo primero para abrir paso a una

nueva concepción: el Estado debería  generar

normas para defender el medio ambiente, fun-

ción que estaba ausente en la ley previa.
2

2 
El artículo 1 de la Ley Federal de Protección al Am-

biente antes de 1984 señalaba: “(...) Las disposiciones de

esta ley tienen por objeto la protección, mejoramiento,

conservación, restauración de medio ambiente”. La modi-

ficación de 1984 dice: “(...) Las disposiciones de esta ley

tienen por objeto establecer las normas     para la conserva-

ción, protección, preservación, mejoramiento y restaura-
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En 1987 se elevó a rango constitucional

la obligación de preservar y restaurar el equili-

brio ecológico y se  facultó al Congreso para

expedir leyes que establecieran las obligacio-

nes conjuntas de las autoridades federales, es-

tatales y municipales en materia del medio

ambiente y su cuidado. Se reformaron,  para

tal fin, los Artículos 27 y 73 de la Constitución.

En cuanto al Artículo 27, se adicionó un párra-

fo que señala la obligación de la Nación de

dictar las medidas necesarias para ayudar a

mantener el equilibrio ecológico. En el Artícu-

lo 73 se faculta al Congreso a expedir leyes de

orden ambiental y, en particular, a la Asam-

blea de Representantes del Distrito federal,

creada en la reforma constitucional de ese año,

a legislar en materia ambiental.
3

Se abrió así una importante etapa en el

desarrollo de la política ambiental mexicana

al definir los diferentes ámbitos de  responsa-

bilidad pública en la resolución de los proble-

mas relativos al medio ambiente. Esta reforma

constitucional permitió crear una nueva ley y

en 1988 se publicó la Ley General de Equili-

brio Ecológico y la Protección al Ambiente, la

cual, a pesar de sus diversas adaptaciones,  ha

sido el instrumento fundamental de la ope-

ración de la política

ambiental hasta nues-

tros días (aunque la

ley fue modificada en

1996).

Sus aspectos

básicos fueron esta-

blecer disposiciones

para la protección de

las áreas naturales,

prevención y control

de la contaminación

de la atmósfera, del

suelo y del agua y el

control de materiales

y residuos peligrosos,

la clasificación de las

fuentes de contami-

nación y las sanciones para quienes violaran la

ley. Junto con esta ley federal, se promulgaron

31 leyes locales en los estados y 5 reglamentos

( sobre los temas de: evaluación de impacto

ambiental, residuos peligrosos, transporte terres-

tre de los mismos, contaminación atmosférica y

contaminación por vehículos en la ZMCM).

En 1992 se crearon dos organismos

desconcentrados de la Sedesol: el Instituto Na-

cional de Ecología (INE) y la Procuraduría Fe-

deral de Protección al Ambiente (Profepa). La

primera, encargada de generar normas y defi-

nir políticas; la segunda, responsable de vigi-

lar y fiscalizar el cumplimiento de las normas

y leyes.

Todos estos cambios reflejan una etapa

de reformas institucionales mediante las cuales

el Estado mexicano  fue generando las capaci-

dades  de gestión necesarias para operar una

política ambiental. De hecho, la principal debi-

lidad que arrastraba la política ambiental era la

ausencia de reglas “objetivas” para la actuación,

en el marco de una opinión pública que recla-

maba crecientemente acciones para detener el

deterioro ambiental. En consecuencia, privaba

la confusión acerca de las responsabilidades y

los mecanismos de acción estatales y sociales.

Por lo anterior,  podemos decir que el

periodo de los ochenta se caracteriza  por el

tránsito de la confusión a la construcción de

normas; del ámbito de las respuestas por los

daños a la salud, al campo activo de la políti-

ción del medio ambiente”. Citado por: Legorreta, Jorge, y

Flores, Ma. de los Angeles, “La contaminación y sus con-

troles. Más allá de la cúpula negra”, en Nexos, 01, 03,

1986. ( subrayado mío)
3
 Cfr. Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-

canos, México, Editorial Trillas, 1992.
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ca social y de la acción del poder presiden-

cial. Para ello, en la segunda mitad de los

ochenta, el tema fue trasladado hacia el cam-

po de las políticas de vivienda y urbanismo.

Este campo se convertiría, después, en un eje

de la política general del Estado en la medida

en que el crecimiento económico y el bienes-

tar entraban de modo franco a una fase de re-

troceso histórico y aparecían las concepciones

neoliberales. La política de vivienda se con-

vertiría en parte fundamental de la política so-

cial, y tendría a su cargo una estrategia de

contención de fricciones políticas, compensa-

ción social y creación de redes clientelares bus-

cando restaurar el poder presidencial

tradicional del sistema política mexicano.

Es importante señalar ello porque, si bien

es cierto que al ser ubicada en el contexto de

una nueva secretaría (Sedue), la Subsecretaría

de Ecología no ganó recursos de modo signifi-

cativo para su accionar; obtuvo, en cambio, el

beneficio de una cercanía política al poder pre-

sidencial, lo  que le permitió iniciar la estrate-

gia basada en normatividad y por tanto en con-

trol y coacción.

Este cambio –institucional y político–

nos permite decir que el inicio de la política

ambiental está ubicado en este momento, es

decir, a mediados de los años 80. A partir de

1988, como veremos, la nueva legislación abri-

ría el camino a la construcción de normas y,

por tanto, se crearían las bases para la forma-

ción del mercado ambiental.

El factor internacional, precisamente, fue

el detonador de una nueva etapa en la forma-

ción del mercado ambiental, en los primeros

años de la década de los noventa. En efecto, en

la etapa final de la negociación del TLC, en la

cual intervino un nuevo gobierno en los EU (el

de Clinton),  éste se hizo eco de las críticas de

los grupos ambientalistas de su país a las posi-

bles implicaciones dañinas al medio ambiente,

y se generaron nuevas presiones sobre la parte

mexicana para obtener compromisos específi-

cos en materia ambiental ( es  conocida la  frase

de Gephardt, el representante negociador del

gobierno estadounidense,  acerca de la  necesi-

dad de “dotar de dientes al tratado”).

Esta consigna se materializó en la crea-

ción de un nuevo programa fronterizo ambi-

cioso, aunque no es menos importante la pre-

sencia de México en el mundo de los nego-

cios ambientales, como hemos visto, campo

prioritario de la globalización.

Esta es la etapa en la cual adquieren

protagonismo las demandas sociales en torno

al medio ambiente en México, lo cual es

retomado por la nueva estrategia estatal: en el

Plan Nacional de Desarrollo 1989-1994, el

medio ambiente fue ya un tema considerado

como prioritario. El plan operativo al respecto

fue el Plan Nacional para la Protección del

Medio Ambiente 1990-1994.

Segunda fase de la políticaSegunda fase de la políticaSegunda fase de la políticaSegunda fase de la políticaSegunda fase de la política
ambiental: el inicio de una estrategiaambiental: el inicio de una estrategiaambiental: el inicio de una estrategiaambiental: el inicio de una estrategiaambiental: el inicio de una estrategia
flexible y de mercado en el sexenio deflexible y de mercado en el sexenio deflexible y de mercado en el sexenio deflexible y de mercado en el sexenio deflexible y de mercado en el sexenio de
ZedilloZedilloZedilloZedilloZedillo

El sexenio presente ha generado nuevas medi-

das que tienden a corregir la rigidez y el trata-

miento “de choque” que tuvo la política en su

fase inicial. En el horizonte de la política en su

segunda fase, aparece  de modo claro una

coherencia con la temática internacional: la

certificación y el mercado ambiental. Gana

también fuerza la búsqueda de un nuevo es-

pacio de concertación con el sector empre-

sarial, fundamentalmente mediante la induc-

ción de acciones voluntarias por parte de las

empresas.

Con la creación de la Secretaria del

Medio Ambiente, Recursos Naturales y Pesca,

Semarnap, por primera vez existe en la admi-

nistración pública un organismo que reúne la

gestión de los recursos naturales  renovables

con la del medio ambiente. Esta secretaría es

el resultado de fusionar la Secretaría de Pesca,

las funciones ambientales que Sedesol tenía

desconcentradas en el INE y la Profepa, y las

funciones relativas a la administración fores-

tal, de flora y fauna silvestres y del agua, mis-

mas que tenía la Secretaría de Agricultura y

Recursos  Hidráulicos y su órgano desconcen-

trado, la Comisión Nacional  del Agua (CNA).
4

4
 La CNA vigila que el uso del agua se adecúe a los

términos de las concesiones y que las descargas de aguas

residuales cumplan con las normas de calidad. Es el único
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Además, se sumaron a esta dependencia otros

órganos de menor importancia.

Esta reforma adquiere también una di-

mensión financiera, puesto que el nuevo orga-

nismo representa una parte creciente del pre-

supuesto público: pasa de 0.95 % en el año

1994 a 2.22% en 1997. Cabe decir que a lo

largo de los años 80, el presupuesto destinado

a Sedue y posteriormente a Sedesol –secreta-

rías en las cuales estaba depositada, entre otras,

la política ambiental– se  había mantenido con

un promedio de 0.24 % ( entre 1983 y 1991),

y de 0.40 % (en 1992-1993). Esta tendencia

podría hacer suponer una  creciente importan-

cia política que se le ha ido otorgando a la

gestión del medio ambiente. Sin embargo, esta

modificación es  el resultado básicamente de

la aportación que realiza a este presupuesto

uno solo de los elementos que componen a la

nueva secretaría. En efecto, la estructura inter-

na del presupuesto que maneja la Semarnap

muestra una gran concentración en  la Comi-

sión Nacional del Agua, y una debilidad pre-

supuestaria del resto, particularmente en los

órganos encargados de la política ambiental.

Para 1998,  el presupuesto  asignado a la

Semarnap se dividió en  75.7 % para la Comi-

sión Nacional del Agua; 18.7 % para la propia

secretaría,  2.3 % para la Profepa; 1.8% para

el INE; 0.8% para Instituto Mexicano de Tecno-

logía del Agua y 0.7% para el Instituto Nacio-

nal de la Pesca.
5

La Semarnap identifica su misión a par-

tir de tres estrategias:  contener las tendencias

del deterioro ambiental, fomentar la produc-

ción limpia y sustentable y contribuir al desa-

rrollo social.
6
 Al presentar su programa de tra-

bajo, la titular de la Semarnap, Julia Carabias,

mostró el manejo de una nueva concepción

de la política ambiental claramente relaciona-

da con las tendencias del mercado ambiental

global: “Es importante continuar las tareas en

pos de la producción limpia en el sector in-

dustrial; el cuidado ambiental no está reñido

con la competitividad. Seguiremos fortalecien-

do la regulación ambiental que brinde certi-

dumbre a largo plazo a la inversión, abra nue-

vos cauces de desarrollo tecnológico y fomen-

te nuevos mercados, se continuará también con

el programa de auditorías ambientales”.
7

Los fundamentos de la nueva estrategia

están contenidos en el Programa de Medio

Ambiente 1995-2000, el cual incorpora con-

ceptos novedosos: plantea la necesidad de re-

conocer la importancia del sistema industrial

como pieza clave de las transformaciones re-

gionales y ambientales, reconoce las rigideces

e insuficiencias en el campo de las regulacio-

nes e instituciones del medio ambiente y pro-

pone como marco indispensable del quehacer

ambiental mexicano a la globalización de los

intereses ambientales. Entre los instrumentos

de una política ambiental industrial, identifica

a la expedición de normas como uno de los

pilares de la política ecológica, la autoregula-

ción (con dos vertientes importantes: normas

voluntarias y certificación de productos) y las

auditorías ambientales.

Con respecto a las normas, el Programa

señala: “La normatividad mexicana ha tenido

un desarrollo relativo bastante amplio entre

1988 y 1955, al grado de que hoy se han ex-

pedido 81 NOM, para descargas de aguas resi-

duales, manejo de residuos peligrosos y

municipales, vehículos automotores y fuentes

órgano del gobierno federal responsable de otorgar, modi-

ficar o suspender las concesions para el uso de las aguas

nacionales y los permisos para descargar aguas residuales

a cuerpos receptores de propiedad nacional, así como de

efectuar su inscripción en el Registro Público de Derechos

de Agua.
5
 Semarnap, Programa de Trabajo 1998, cuadro 27.

6 
1) Contención del deterioro ambiental y de los recur-

sos naturales: este es un proceso acumulativo que México

ha padecido durante muchas décadas y que se manifiesta,

entre otros aspectos, en la pérdida de biodiversidad, la

deforestación, la erosión de los suelos, el agotamiento o

degradación de los recursos renovables y la contamina-

ción del agua, el aire y los suelos.

2) Fomento de la producción sustentable. Tanto en

México como en muchos otros países, se ha comprobado

que que el crecimiento económico y el mantenimineto de

la eficiencia y la competitividad en el marco de la globali-

zación no sólo son compatibles con el cuidado del am-

biente, sino que cada vez más lo exigen como requisito.

3) La contribución, desde la gestión de los recursos

naturales, al mejoramiento del bienestar social y a la miti-

gación de la pobreza, sobre todo en el medio rural. El com-

bate contra la pobreza, que en el grado de indigencia po-

dría estar afectando a cerca de la cuarta parte de la pobla-

ción del país, es el mayor desafío a que se enfrenta la na-

ción”. Carabias, Julia, y Tudela, Fernando, “Perspectivas

de mediano plazo para la política ambiental”, en  Comer-

cio Exterior, abril de 1999. p. 332
7 
Según señaló Julia Carabias, Secretaria de la  Semarnap,

al presentar su programa en 1996, Teorema, junio de 1997.
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industriales, así como para recursos naturales.

Las NOM son un instrumento muy poderoso,

no sólo por su capacidad de controlar los pro-

cesos productivos, sino particularmente por su

capacidad de inducir cambios de conducta e

internalizar costos ambientales, lo que las con-

vierte en un mecanismo que promueve cam-

bios tecnológicos y genera un mercado

ambiental importante”.
8

Referente a la voluntariedad: “Es impor-

tante fomentar el desarrollo de esquemas vo-

luntarios que procuren el mejoramiento am-

biental a través de la minimización de residuos

e insumos y de cambios en procesos hacia tec-

nologías más limpias, la promoción de activi-

dades de autorregulación constituye un instru-

mento de política ambiental de gran importan-

cia, en la medida en que tienen implícito un

compromiso que rebasa las obligaciones for-

males de quienes se incorporan en estos es-

quemas”.
9

Y en cuanto a las auditorías: “Las audi-

torías ambientales consisten en la revisión ex-

haustiva de las instalaciones, procesos,

almacenamientos, transporte, seguridad y ries-

go, entre otros aspectos, que permitan definir

planes de acción, con plazos determinados, so-

bre las obras, reparaciones, correcciones, ad-

quisiciones y acciones necesarias emanadas

del dictamen de la auditoría –estén o no

normadas– para finalmente ser firmadas entre

la autoridad y el empresario y garantizar su

cumplimiento mediante fianza”.
10

A lo anterior, agrega la promoción

de un paquete de instrumentos econó-

micos. “En lugar de imponer obstáculos

en la senda del desarrollo industrial, la

nueva política ambiental para la indus-

tria debe ofrecer oportunidades a las

empresas para innovar de manera perma-

nente en su tecnologías y procesos en

favor de la protección ambiental”.
11

 En

este aspecto, a partir de 1996 han apare-

cido lo que podemos denominar la pri-

mera generación de instrumentos fiscales

de política ambiental: 1) Deducción del

100 % de los impuestos al adquirir equi-

po destinado a controlar y prevenir la

contaminación ambiental; 2) Deprecia-

ción rápida de inversiones en activo fijo

cuando se realicen en ciudades distintas

a las zonas urbanas más grandes del país.;

3) Una política de impuestos especial

para mantener un precio menor del gas

natural frente a la gasolina, con el fin de

promover la reconversión energética del

transporte; 4) Deducción de impuestos a

las aportaciones realizadas para asocia-

ciones conservacionistas que operen en

zonas protegidas.

En la perspectiva de la construc-

ción del mercado ambiental, estos plan-

8
 Semanarp, Programa de Medio Ambiente 1995-2000,

México, 1995,  p.82.

9
 Op. cit. p. 83

10
 Op. cit., p. 83. El mecanismo de la auditoría se com-

pone de tres pasos: un dictamen realizado por el ejecutor

de la auditoría, un plan de acción concretado con la em-

presa auditada, el cual contiene plazos, responasbilidades

y costos, así como el seguimiento y, por último, un conve-

nio con garantías entre la empresa y la Procuraduría.
11 

Op. cit. ,p. 121.

FOTO: JORGE CLARO / ICONOS
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teamientos  aparecen como el piso sobre el

cual se producirá un arreglo institucional que

vincule política fiscal con el principio del de-

sarrollo sustentable, relación clave en la conti-

nuidad del mercado ambiental. Es decir, los

nuevos horizontes de la política ambiental in-

dustrial representan una mezcla de regulación

con acciones funcionales con la reconversión

ambiental de la empresa. A tono con esta nue-

va interpretación del medio ambiente como

factor integrante del desarrollo económico, el

Programa incluye el objetivo de desarrollar el

mercado ambiental, mediante una regulación

que estructure , por el lado de la demanda, un

nuevo sector generador de inversiones y de

empleos en la economía mexicana, del cual

se espera una tasa de crecimiento cercana al

20 % anual . En 15 años ( de 1995 a 2010), el

circuito de negocios del mercado ambiental

mexicano pasaría de representar el 0.6 % del

PIB, al 1.8 %. Ello significaría una inversión

acumulada de 29 mil millones de dólares

(mdd), con un promedio anual de 1,945 mdd.
12

Estas previsiones se acompañaron de una de-

claración sobre el papel de los negocios como

garantes de la sustentabilidad: “las expectati-

vas de sustentabilidad presuponen un vigoro-

sos mercado ambiental, el cual se refuerza con

el proceso de apertura comercial y globaliza-

ción, para determinar nuevos incentivos y fa-

vorecer el surgimiento de grandes

oportunidades de inversión en sectores emer-

gentes”.
13

Tras la creación de la Semarnap y la de-

finición de los objetivos de ésta, la nueva con-

cepción de política ambiental, acorde con las

tendencias de la globalización,  fue trasladada

a una nueva ley: en 1996, la Ley General del

Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambien-

te, fue reformada, dando paso a una nueva

definición del desarrollo sustentable en los tér-

minos siguientes: “El proceso evaluable me-

diante criterios e indicadores de carácter

ambiental, económico y social , que tiende a

mejorar la calidad de vida y la productividad

de las personas, que se funda en medidas apro-

piadas de preservación del equilibrio

ecológico, protección del ambiente y aprove-

chamiento de recursos naturales, de manera

que no se comprometa la satisfacción de las

necesidades de las generaciones futuras”.
14

 En

1998 se llevó a cabo una reforma constitucio-

nal mediante la cual se reconoce que “toda

persona tiene derecho a un medio adecuado

para su desarrollo y bienestar”
15

y que “corres-

ponde al Estado la rectoría del desarrollo na-

cional para garantizar que éste sea integral y

sustentable”.
16

Con estas modificaciones lega-

les, culmina un ciclo iniciado en los años 80,

en los cuales el medio ambiente ha ido convir-

tiéndose de campo de atención del Estado, a

un derecho social que el Estado debe sostener,

junto con el salario, la alimentación, la salud,

la educación.

La política ambiental ha mostrado una

capacidad de adaptación a las críticas del sec-

tor empresarial así como a las propias autocrí-

ticas. En este sentido, se puede decir que existe

ya un cuadro bastante diferente al que se dio a

finales de la década de los años 80, caracteri-

zándose la situación actual por los siguientes

elementos:

• Promoción de la voluntariedad para el

ejercicio de acciones de modernización

ambiental en las empresas.

• Programación de las actividades de nor-

malización para construir un marco de

certeza  para éstas.

• Creación de un nuevo instrumento de

prevención y control adaptado a la ló-

gica de la producción más limpia y la

autoevaluación.

12
 Se ha estimado que el tamaño del sector ambiental

de la economía alcanzó, en 1994, casi 2 mil millones de

dólares, incluyendo sistemas de control de la contamina-

ción del agua, manejo de residuos sólidos y peligrosos,

eficiencia energética, control de emisiones en fuentes in-

dustriales, consultoría y saneamiento», Comisión Promotora

de Inversiones Ambientales, Areas de oportunidad en el

sector ambiental de la economía, México, 1997, p. 128 .

Este documento ha consistido en la única referencia que

el sector público ha realizado acerca de las dimensiones

estimadas de los negocios  ambientales en México.
13

 Ibid. <http://www.ine.gob.mx./programas/comision/

protec.html> 29/06/99.

14
 Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección

Ambiental, artículo tercero.
15

 Constitución General de la República, artículo cuar-

to, párrafo cinco adicionado.
16

 Ibid., artículo 20, párrafo primero reformado.
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Tendencias opuestas de la políticaTendencias opuestas de la políticaTendencias opuestas de la políticaTendencias opuestas de la políticaTendencias opuestas de la política
ambientalambientalambientalambientalambiental

A la política ambiental en un país como Méxi-

co la caracteriza una paradoja: la puesta en

marcha de tal política se lleva a cabo en el

contexto de una tendencia neoliberal que im-

plica de modo claro la separación del Estado

de actividades de regulación y promoción de

actividades económicas.

Como hemos visto, la política del me-

dio ambiente generó una serie de instrumen-

tos que fueron  extendiéndose desde los pri-

meros años de la década de los ochentas  y a

lo largo de esa década evolucionaron hasta

convertirse en instrumentos de intervención

pública y no simples declaraciones de buenas

intenciones. Esta transformación corresponde

a la etapa en que el Estado cambiaba su orien-

tación hacia un esquema neoliberal. Por tan-

to, la transformación hacia una política “eje-

cutable” se ha dado en medio de una escasez

de recursos de intervención: humanos, técni-

cos y finanacieros. Esta característica es mos-

trada en los análisis al respecto, e igualmente

lo podemos constatar en diversos indicadores

(presencia en el PIB, gastos en ID ambiental,

apoyos de una política fiscal, etc.). La imagen

que se forma en esta etapa es la de un gobier-

no actuante como principal actor en un mer-

cado ambiental incipiente.

A mediados de los años 90, se consoli-

da una nueva concepción que hacer interve-

nir al sector privado como actor central en la

estrategia ambiental, y es el propio Estado el

que genera esta apertura.  Ello ocurre en con-

sonancia con las tendencias internacionales y

brinda potencialmente una puerta de construc-

ción de un mercado ambiental más  complejo y

facilitador de negocios ambientales.  Así, la se-

gunda mitad de los 90 puede ser vista como

una etapa en que operan ya los mecanismos

del mercado ambiental que han sido construi-

dos previamente, si bien los actores actúan aún

de manera exploratoria, en medio de líneas con-

tradictorias. Las políticas estatales se muestran

de manera incipiente y los intereses empresa-

riales empiezan una fase de mayor presencia.

La inmadurez de este mercado es clara-

mente visible en la evolución de los dos orga-

nismos que llevan a cabo la política ambien-

tal: el INE y la  Profepa, que fueron creadas

cuando la instancia superior de la política am-

biental era una subsecretaría. Al INE correspon-

dería realizar los análisis de orden ecológico

–un campo en el cual no se tenía una débil

experiencia académica en México– que per-

mitirían generar las iniciativas de normatividad

y transformación de las conductas de los agen-

tes contaminadores. A la Profepa se le adscri-

bió la tarea de vigilar y hacer cumplir la

normatividad ambiental.

Esta Procuraduría nace en 1992 con uno

de los grandes desastres: la explosión de Gua-

dalajara que fue provocada por los derrames

en la red subterránea de combustibles de

Pemex.
17

 Este accidente estuvo precedido por

otros en 1991: un incendio en una planta de

productos plaguicidas en la ciudad de Córdo-

ba, Veracruz; el derrame de gas cloro en una

zona de la ciudad de México; la alarma por la

incorporación de acrilato de butilo a la red de

alcantarillado, también en la ciudad de Méxi-

co. En realidad, en los últimos años, diversos

incidentes de fugas de sustancias tóxicas en

plantas químicas y petroquímicas, así como en

los sistemas de distribución, denotaban una cri-

sis generalizada de los mecanismo  de preven-

ción y seguridad en algunos sectores industria-

les.
18

 En este caso, el papel que juega Pemex

como causante de diversos accidentes de gran

17 
Esta explosión –22 de abril de 1992– provocó la muer-

te de 210 personas y lesionó a 1500,destruyó  más de 5

Km. del colector subterráneo, dañó más de mil inmuebles.

La causa fue el derrame de 228 mil litros de gasolina de

una tubería de Pemex que se inflitraron en el colector de

aguas utilizadas. Palacios, Surya, “Guadalajara 92: El 22

de abril en cifras», en Este País, 01/06/1993.  Fue una de

las catástrofes que definieron una amplia crítica social a la

prácticas antiambientales de Pemex, pero también causó

importantes reacomodos  en los órganos de gobierno del

estado y en su clase política. Cfr. Arredondo, Pablo, “A un

año de la explosión, Guadalajara”, en Cuadernos de Nexos,

mayo de 1993.
18

 En 1996, ocurrieron una serie de explosiones en el

complejo petroquímico de Cactus, el centro generador de

una tercera parte del gas producido en México. Cactus está

en el municipio de Reforma, en Chiapas. Murieron por lo

menos 6 trabajadores  y nuevamente Pemex fue protago-

nista de un accidente industrial a gran escala que provocó

intranquilidad social así como reacciones políticas, las unas

desde el PRD, solicitando un mayor gasto de inversión para

la empresa paraestatal; la otra, desde el PAN, planteando la

necesidad de privatizarla. Cfr. La Jornada , 27 y 28 de julio

de 1996.
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magnitud, se traduce inmediatamente en un

factor de conflicto político y lo técnico pasa a

un plano secundario.

La naturaleza de la misión de

Profepa le otorga una fuerte y

clara  identidad política, en

contraposición a la del

INE, que se muestra

más identificado

con la esfera cien-

tífica y técnica.

Dada la necesi-

dad de mostrar

rápidamente la

seriedad de las

intenciones gu-

bernamentales

en torno a san-

cionar las con-

ductas antiam-

bientales, la Pro-

fepa  fue privilegia-

da con los mayores

recursos materiales

iniciales.
19

Los  directores del INE

han provenido de la vida universita-

ria, el sector público y el movimeinto

ecologista; mientras que los de la Profepa, y

por supuesto los de las instancias superiores –

Sedue, Sedesol– pertenecían al espacio de la

clase política tradicional. Sin embargo, en el

sexenio de Zedillo ocurrió un cambio en esta

trayectoria: una nueva reorganización institu-

cional dio por origen a una secretaría toda ella

destinada a la política ambiental, bajo el prin-

cipio del desarrollo sustentable, es decir, como

parte integrante de la política de desarrollo y

no simplemente como política reactiva a

la crisis ambiental. En esta re-

orientación, la dirección de

la secretaría fue asigna-

da a Julia Carabias,

proveniente del cam-

po universitario.

En este contexto,

el INE generó rá-

pidamente posi-

ciones que lo

acercaron a las

tendencias in-

ternacionales

de la competi-

tividad empre-

sarial y la auto-

rregulación. Ello

hizo que se modi-

ficara la relación de

fuerzas entre Profepa e

INE, y llevó a la creación

de dos concepciones acer-

ca de la política ambiental en

el seno del gobierno.

En efecto, una de las características de

la evolución del mercado ambiental ha con-

sistido en la aparición de los criterios empre-

sariales de reconversión ambiental. Las políti-

cas de comando y control corresponden a una

modernización inducida desde el Estado, ba-

sada en un enfoque de regulación compulsiva.

En México, ambas tendencias se encuentran

en  contradicción en el seno mismo de las ins-

tancias encargadas de la política ambiental. El

INE ha sido promotor de la primera, mientras

que la Profepa, encargada del mecanismo de

auditorías ambientales, representa la opción de

regulación estatal.

Un proceso surgido del mercado am-

biental global –la aparición de las normas ISO

14000 y en general la normatividad generada

por las empresas para las propias empresas–

hizo clara la divergencia conceptual entre

ambos organismos, puesto que la nueva

normatividad voluntaria y privada se contra-

pone con la orientación reguladora de coman-

19
 Entrevista con Sergio Reyes Luján, quien señala que

esta medida inicial atrajo sospechas de favoritismo hacia

el entonces procurador –Santiago Oñate Laborde– perso-

naje de primera línea en la clase política y, por ende, po-

tencialmente  candidato a competir por la presidencia del

país. Esta “anécdota” muestra el peso político –simbólico–

con que nació la Procuraduría, destinada a revertir una

pobre imagen del ejercicio público en torno al medio am-

biente. Personajes muy cercanos al poder presidencial,

como Manuel Camacho o Colosio estuvieron al frente de

la Secretaría –que con diversos nombres– se encargaron

de la política social y que abarcaba a la subsecretaría del

medio ambiente. Este nacimiento tan ligado a la estrategia

de ejercicio del poder presidencial y a la imagen del mis-

mo, hablan de la relevancia política que tuvo durante dos

sexenios , el de Miguel de la Madrid y el de Carlos Salinas

de Gortari, la política ambiental. Si bien ello no se ha co-

rrespondido con la dotación de recursos para el ejercicio

de la política ambiental.

FOTO: YURI VALENCILLO



El
 Cotidiano 103 99

do y control que representa Profepa. En los he-

chos, INE aparece como promotor de una mo-

dernización basada en el mercado y los

negocios ambientales, y en cambio Profepa se

muestra restringiéndolos.

En 1995, la posición del INE dio un im-

portante paso al firmarse el Programa de Pro-

tección Ambiental y Competitividad Industrial.

La ratificación de este Programa, en 1997,

apuntó a la creación de una instancia de co-

municación y negociación permanente entre

empresas y gobierno para hacer coincidentes

la protección ambiental y el desarrollo indus-

trial, yendo más allá del cumplimiento de las

leyes y “para relegar aun segundo plano la tra-

dicional política de corregir males por temor a

la coerción gubernamental, generando esque-

ma de entendimiento con una visión

preveniva”.
20

En 1997, la posición de Profepa, con-

traria a considerar como válida, como norma

para considerar el comportamiento ambiental

de las empresas, a la norma 14000, fue avalada

en el seno de la Comisión para la Coooperación

Ambiental  (CCA), creada en el marco del Acuer-

do de Cooperación Ambiental de América del

Norte. En efecto, el CCA emitió  la Resolución

97-05 acerca de los sistemas de manejo am-

biental: “Los gobiernos deben conservar el pa-

pel primario en el establecimiento de

estándares  ambientales y en la verificación y

fomento del cumplimiento de las leyes y re-

glamentos ambientales (..). Los esfuerzos vo-

luntarios privados, tales como la adopción de

los Sistemas de Manejo Ambiental (SMA) basa-

dos en el estándar de certificación 14001 de la

Organización Internacional de Estandarización

(ISO 14000) también pueden promover el me-

joramiento del cumplimiento ambiental así

como el manejo y el desempeño ambiental-

mente racionales, el ISO 14001 no es, sin em-

bargo, un estándar de desempeño (...) y su

adopción (...) de ninguna manera impedirá que

los gobiernos lleven a cabo las acciones para

el cumplimiento de la legislación cuando se

considere convenientes”.
21

El Instituto Nacional de Ecología

La estrategia del INE puede caracterizarse como

la de abrir un amplio frente de negociación

con empresarios y otras instancias del gobier-

no para encontrar los espacios por los cuales

puedan discurrir acciones ambientales de las

empresas, bajo el principio de autorregulación

de las mismas.

La razón de esta estrategia radica en que

el marco tradicional de comando y control cons-

tituye un espacio restringido y estático (un con-

junto de normas cuyo cumplimiento es vigila-

do por las autoridades). Este marco no toma en

cuenta el dinamismo general  del fenómeno de

la contaminación y la promoción de una estra-

tegia por parte de las empresas (financiamien-

to, modernización ambiental, competitividad).

En el contexto de las políticas públicas, repre-

senta una innovación al colocar a las autori-

dades como asociados en un esfuerzo común.

El INE ha negociado así casos en los cua-

les las empresas cumplen con una parte y al

gobierno corresponde proporcionar un estímu-

lo. Algunas empresas optan por introducir flo-

tillas con vehículos eléctricos o con converti-

dor catalítico; otros, por ejercer programas de

desarrollo ecológico al final de su cadena de

valor. En la medida de su aportación a la re-

ducción del deterioro ambiental, a algunas de

las empresas se les exime de detener la pro-

ducción en contingencias ambientales.

Este sistema abre la posibilidad, aún no

concretada, de los bonos ambientales: cuan-

do una empresa, que esté cumpliendo con de-

terminada norma, no pueda técnicamente

abatir más su emisión, podrá generar acciones

de apoyo a la estrategia ambiental en otros ac-

tores, por ejemplo instalarle el equipo anticon-

20
 Teorema, “Bonos ambientales. Compensar emisio-

nes, nueva alternativa industrial”, 01/03/1998.
21

 Comisión para la Cooperación Ambiental, “Resolu-

ción de Consejo No. 97-05”, en Semarnap, Posiciónde los

países de Norteamérica sobre la ISO 14001 y otros siste-

mas de adminsitración ambiental, Septiembre de 1998,

documento.

En el mismo documento, la Profepa agrega un cometario

categórico  en torno a la Resolución mencionada: “Aún

cuando la norma 14001 puede ser de gran importancia para

el sector industrial, ya que permite a las empresas realizar

transacciones comerciales con Europa, no es suficiente para

acreditar el cumplimiento de la legislación ambiental en

México. Esto significa que, el contar con la certificación ISO

14000, no provee una garantía en materia ecológica que

pueda impedir una acto de autoridad”.
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taminante a otra empresa, o bien financiando

la preservación de áreas protegidas.

El INE, por otra parte, ha impulsado la

política de verificación voluntaria y de certifi-

cación según el modelo de ISO 14000; es de-

cir, es una política basada en la decisión y la

voluntad de la empresa de emprender un con-

junto amplio de acciones en su administración

ambiental. La diferencia sobre la conducta  de

la empresa es sustantiva, ya que en este caso

la empresa ya ha emprendido acciones por las

cuales solicita la certificación y está sometida

a un escrutinio constante de modo que se cum-

pla el principio de mejora continua. La forma

política en que el INE ha impulsado esta políti-

ca han sido los acuerdos con grupos de em-

presas de una misma actividad, y por un me-

canismo de alcance regional.

Procuraduría Federal de Protección
al Medio Ambiente

La Profepa, que nació en 1992,  constituye un

instrumento esencial en la aplicación de la

política ambiental, puesto que ejecuta la parte

de vigilancia y castigo frente a las desviacio-

nes o incumplimientos de la legislación y la

normatividad ambiental. Institucionalmente, es

un órgano desconcentrado de Semarnap, con

la misión de  estimular y vigilar el cumplimiento

de las leyes, normas, reglamentos y programas

ambientales. Sus actividades sustantivas son la

promoción y el seguimiento de las auditorías

ambientales, la inspección y vigilancia del

cumplimiento de la normatividad para las fuen-

tes de contaminación industrial de jurisdicción

federal y al manejo de los recursos naturales,

excepto el agua, que corresponde a la Comi-

sión nacional del Agua. También  atiende las

emergencias ambientales y el cuidado de es-

pecies naturales protegidas.

Sus acciones en el ámbito industrial tie-

nen dos vertientes. Una la auditoría ambien-

tal; otra, la verificación normativa. La primera

es un programa que se basa en la voluntarie-

dad de las empresas que, por sus procesos de

producción así como por el sector de activi-

dad en que se encuentran, representan riesgos

al medio ambiente. Inicialmente, este progra-

ma se orientaba hacia la gran empresa, pero, a

partir de 1996, su campo de acción se ha am-

pliado hacia empresas de menor tamaño. Ha

cubierto a Pemex, Comisión Federal de Elec-

tricidad, Ferrocariles Nacionales de México

entre las del sector público, y a las plantas de

alimentos, cemento, fundición, química,

farmaceútica, electrónica y  automotriz, del

sector privado.

Mediante las auditorías, la Procuraduría

verifica el grado de cumplimiento de las diver-

sas normas en el conjunto de las operaciones

de la empresa.
22

 La empresa toma la iniciativa

de revisar todos sus  procesos productivos para

conocer las condiciones de contaminación y

riesgo con que opera.

La Profepa puede imponer , como con-

secuencia de su verificación física, multas e

inclusive el cierre temporal; pero, sobre todo,

genera en las empresas una obligación de rea-

lizar las modificaciones (que suelen ser del tipo

end of pipe), en un plazo determinado. Du-

rante ese plazo, la empresa vive una etapa “de

protección” ambiental.

Los resultados de operaciones de 1992

a 1998, reflejan que  se realizaron en total 1051

auditorías ambientales. De ellas, correspondie-

ron 217 ( 20.6%) a industria petroquímica , 167

(15.6%) a química  y105 (10.)%) a automotriz

y  autopartes. Esta selección se refleja también

en la composición geográfica: el Estado de

México, con 108 auditorías (10.7%) encabeza

la lista, le siguen Veracruz  con 87 (8.3%) y

Chihuahua con 78 ( 7.4%). El D.F. , Nuevo León

y Jalisco, solamente representan alrededor de

4.0 % cada uno.

Las primeras 80 plantas que concluye-

ron a totalidad su plan de acción, lo hicieron

22
 Una característica de las auditorías ambientales en

México es su carácter integral, cubriendo aspectos rela-

cionados con: prevención y control de la contaminación

ambiental, riesgo e higiene industrial, así como medidas

de seguridad en el establecimiento industrial. Se realizan

una serie de muestreos, análisis y pruebas no destructivas

en instalaciones de almacenaje, ductos y en los sistemas

de prevención y atención de incendios y accidentes in-

dustriales. Para cada deficiencia encontrada se dictan me-

didas preventivas que son monitoreadas por la Profepa una

vez que se ha firmado el plan de acción con la empresa

que ha sido auditada.
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en 1997, de modo que se les otorgó el Certifi-

cado Industria Limpia.

La verificación normativa se ejerce me-

diante visitas de inspección que dan lugar a

sanciones administrativas o a que se dicten

medidas técnicas para la corrección de pro-

blemas detectados. De 1992 a 1996 realizó

poco más de 58 mil visitas –es decir, mil visi-

tas por mes en promedio–. Inspeccionó a 35

mil de las 48 mil fuentes de contaminación de

jurisdicción federal. Las infracciones han ido

en descenso: en 1992, se generaron infraccio-

nes para el 19 % de los establecimientos visi-

tados; en 1996 sólo fue de 1.8%. El número de

establecimientos en que se detectaron irregu-

laridades graves bajó de 19 a 1% y  el de esta-

blecimientos en que no se detectaron irregula-

ridades subió de 15 a 25 %. En total, aplicó la

clausura a poco más de 2 500 fuentes que in-

currieron en violaciones graves –la mayor par-

te fue reabierta tras corregir las faltas.
23

Los datos que arroja la Profepa mues-

tran una tendencia clara hacia la creación de

una lógica de voluntariedad y proactividad de

las empresa, y que en cambio el número de

empresas gravemente infractoras va en descen-

23
 Informe del Procurador Federal de Protección al

Ambiente, Antonio Azuela, en Teorema, junio, 1997, p.
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43. Cabe hacer notar que los mismos datos son los que

recoge el documento de Semarnap.

Las estadísticas muestran indicios interesantes: en 1992,

año de inicio de la Profepa, se llevaron a cabo 4800 visi-

tas, y al año siguiente, esta cantidad se multiplicó por 3, al

llegar a 14 917 visitas (en los años subsiguientes, el núme-

ro de visitas no sería ya menor a las 12,700). Una pregunta

es cómo se logró, de un año a otro, multiplicar por tres

estas acciones, pero a la par, si observamos que en 1992 el

19.2 % de las visitas generaron “infracciones graves” (es

decir 921 casos), y que en 1993, el porcentaje de infrac-

ciones graves bajó a 8.8%, es decir, a la mitad (represen-

tando ello 1312 casos), la pregunta que viene en seguida

es acerca del significado real de esta política. La evolu-

ción a la baja de las infracciones graves ha significado que

en 1996, sólo existieran 236 casos. Una hipótesis es que

la Profepa ha generado una acción orientada hacia los ob-

jetivos adecuados rápidamente (los sectores o empresas

más contaminates), y que con un esfuerzo mínimo (en 1992,

con solo 4800 visitas, es decir, el 8.2 % del total de visitas

en 1992-96), detectó al 30 % de las infracciones. Visto de

otro modo, con el 92 % de las visitas se detectó  al 70 %

de las infracciones. Esto encaja en la explicación de SRL. Y

tal vez deben ir en otra parte.
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so. Ello señala una importante característica de

conformación del mercado ambiental mexica-

no. Sin embargo, la Procuraduría ha sido una

de las instancias más criticadas por las organi-

zaciones empresariales.

ConclusionesConclusionesConclusionesConclusionesConclusiones

La política ambiental ha sido generada en pleno

proceso de reformas neoliberales: la transición

de los años 80, la modernización de fines de los

80 y durante toda la década de los 90. Por ello,

la  política ambiental surge y se desarrolla en un

momento clave de la evolución del Estado y su

relación con la economía y la sociedad.

Las dramáticas manifestaciones de la

crisis ambiental han tenido  lugar de modo

coincidente con las convulsiones sociales y eco-

nómicas de la crisis y las reformas neoliberales.

Ello ha obligado al Esta-

do  a actuar rápidamen-

te para evitar el conta-

gio de una crisis con

otra. Por ello, cuando el

Estado asumió la nece-

sidad de generar una po-

lítica ambiental eficaz,

la sacó del campo de la

salud y la ubicó en el

campo estratégico de la

política social refuncio-

nalizada; es decir, en el

centro vital de sus fun-

ciones presidencialistas

y reformistas en el pro-

ceso de las reformas

neoliberales.

Posteriormente

(en el sexenio actual),

le dio un papel autóno-

mo, con identidad técnica, y se ha legitimado

como un  nuevo campo de intervención gu-

bernamental, favoreciendo así el papel

intervencionista regulador y negociador del

Estado. Diríase que la política ambiental le

ha permitido al Estado crecer en nuevas di-

mensiones mientras decrece en otras:

1. Es funcional con el principio que guió al

Estado en esta transición de cambio de

modelo económico: la política ambien-

tal está vinculada al poder presidencial

en la medida que su capacidad coerciti-

va y portadora de un mensaje nuevo.

También representa un campo en el cual

se puede expresar la capacidad de inno-

vaciones institucionales, es decir, la ca-

pacidad de reformas.

2. También es funcional en el ámbito de la

reforma económica misma: lleva a un ma-

yor protagonismo de los instrumentos de

mercado en la definción de actividades

económicas, sin perder la capacidad de

gestión general que tiene el Estado.

3. Permite una integración con las tenden-

cias de la economía internacional, un

protagonismo en el mercado global, tan-

to en términos políticos como econó-

micos.

4. Es un campo propició para las empresas

grandes, sin embargo, la política carece

de los mismos elementos que han impe-

dido una dinamización general de la

economía y la industrialización: no hay

política de fomento industrial, se care-

cen de instrumentos  fiscales y la gene-

ralización al tejido industrial es difícil, por

la ausencia de una estrategia de

extensionismo.

FOTO: MARCO ANTONIO CORTES
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cambio de la educación superior en

México durante la década de los

noventa
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versidad, UNAM.

En este artículo se describen y comentan las principales orientacio-

nes de política pública en el campo de la educación superior en Méxi-

co durante la década de los noventa. Se resaltan las principales

estrategias e instrumentos planteados para la transformación de

las prácticas académicas y la organización y gestión de las institu-

ciones. En particular, se examina  el espacio de articulación y con-

fluencia de políticas representado por la  intersección entre la SEP,

la ANUIES y los subsistemas de enseñanza superior. A su vez se

contrastan las continuidades y rupturas que en este campo se ob-

servan entre las administraciones de Carlos Salinas y Ernesto Zedillo;

y se compararon los propósitos iniciales de gobierno y los objetivos

y metas alcanzados.

IntroducciónIntroducciónIntroducciónIntroducciónIntroducción

D
urante los años noventa, la educación su

perior en México registró transformacio-

nes en los ámbitos de su organización, dimen-

siones, distribuciones y desempeños. En 1990

la matrícula total de educación superior era

de 1,245,532 estudiantes, incluyendo las mo-

dalidades de enseñanza universitaria, tecno-

lógica, normal y los posgrados. En 1999 el re-

gistro alcanzó la cifra de 1,803,790, crecimien-

to que representa una expansión total de 45%

del cuerpo estudiantil. En el mismo lapso, la

cantidad de profesores universitarios pasó de

129,092 a 192,406, equivalente a un creci-

miento de 49% en diez años, y el número de

instituciones del sistema creció de 760 a 1,250,

es decir aumentó casi 65%.

Cabe hacer notar que la expansión se

aceleró en la segunda mitad de la década, co-

rrespondiente a la administración del presidente

Ernesto Zedillo. Mientras que en el sexenio de

Carlos Salinas la tasa anual de crecimiento de

la educación superior fue de sólo 2.5% anual

promedio, siguiendo la pauta vigente desde

1982, en los años de 1995 a 1999 el mismo

indicador registró un valor de 5.2% anual. Au-

nado al crecimiento, y considerando sólo las

dimensiones del sistema al principio y final de

la década, algunas tendencias discernibles son

las siguientes:

a) Crecimiento relativo de la cobertura de

la demanda potencial.

b) Crecimiento del sector tecnológico uni-

versitario.

c) Inhibición del crecimiento del sistema

de universidades públicas, no tecnoló-

gicas.
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d) Mayor presencia del sector privado en la

oferta educativa superior.

e) Reforzamiento del proceso de descentra-

lización de la oferta.

f) Compensación del rezago histórico en las

entidades federativas más atrasadas.

g) Mayor concentración de la demanda es-

colar en las áreas y carreras profesiona-

les asociadas a los servicios.

h) Crecimiento del nivel de posgrado.

i) Equilibrio de la proporción de hombres y

mujeres en las licenciaturas universita-

rias.

j) Estabilización de la oferta y demanda co-

rrespondiente al subsistema de educación

normal.

Junto con estos cambios, que correspon-

den a dinámicas sociales y políticas, la déca-

da de los noventa escenificó el planteamiento

y aplicación de un nuevo repertorio de instru-

mentos concebidos, originalmente, como líneas

de acción para lograr el mejoramiento cualita-

tivo de la educación superior. En el discurso que

encuadra la política sectorial en los últimos dos

sexenios, se enfatizan aspectos tales como: fi-

nanciamiento diversificado, evaluación y acre-

ditación, rendición de cuentas, fortalecimiento

de infraestructuras, aseguramiento de la cali-

dad y vinculación. Estas líneas de acción (que

cruzan los dos sexenios) se complementan con

otros objetivos, formulados por la administra-

ción zedillista: crecimiento de la cobertura del

sistema educativo superior y reforzamiento del

perfil académico de la planta docente.

Puede afirmarse que las tendencias de

cambio que desarrolló el sistema en la década

son, en parte, resultado de estrategias e instru-

mentos operados durante las adminstraciones

de Salinas (1988-1994) y Zedillo (1994-2000),

pero también producto de la gestación de nue-

vos arreglos y transacciones entre las instan-

cias de la administración pública y los distintos

subsistemas de enseñanza superior. De no

menor importancia resultan las transformacio-

nes impulsadas desde las propias instituciones

en ámbitos tales como el régimen jurídico sus-

tantivo, la organización académica y las es-

tructuras y contenidos educativos. Cabe aña-

dir a ello las transformaciones derivadas de la

actuación de los agentes involucrados en la

educación superior privada (empresarios y gru-

pos eclesiásticos, principalmente) y, por últi-

mo, los cambios originados en las

orientaciones, preferencias y comportamien-

tos de la demanda. Visto así, la dinámica de

cambios se origina en la intersección de múl-

tiples lógicas políticas y sociales, cuya con-

vergencia es contingente y no exenta de

tensiones y conflictos.

Al subrayar el carácter multidimensional

y multideterminado del cambio, se hace notar

que las tendencias de transformación de la edu-

cación superior pueden interpretarse desde tres

principales vertientes, no necesariamente

excluyentes: a) como una mera adaptación del

sistema (instituciones, grupos e individuos) a

las señales emitidas a través de políticas y pla-

nes de gobierno, b) como el producto de una

continua negociación, acuerdo y ajuste que

transcurre en los niveles de planeación y toma

de decisiones y que abarca el plano de las re-

laciones entre el Estado, las instituciones y los

actores, y c) como un efecto no previsto del

encuentro de distintas lógicas sociales, algu-

nas de ellas dominadas por el mercado, otras

por objetivos de planeación gubernamental, y

otras más por las pautas (tradicionales o emer-

gentes) que desarrollan las instituciones para

el alcance de sus objetivos particulares y en

vista de su misión o perfil identitario.

Además, la heterogeneidad de los cuer-

pos institucionales presentes en el sistema na-

cional de educación superior, aun en el siste-

ma público, es tal que obligaría a una repre-

sentación relativista y particularista de las re-

laciones entre el Estado y las instituciones. Por

ejemplo, las posibilidades de negociación y

transacción de lineamientos de política públi-

ca son en principio diferentes para el grupo de

instituciones que dependen directamente de la

SEP que para las universidades autónomas. Los

márgenes de maniobra son también desiguales

entre las universidades del país y dependen, en

medida creciente, de sus relaciones con las ins-

tancias de poder local además de sus relacio-

nes con el ámbito federal; variable es también

la capacidad de cambio de las instituciones en

función de su correlación interna de fuerzas,



El
 Cotidiano 103 105

producto en cada caso de las relaciones políti-

cas entre autoridades y comunidades.
1

Todo esto no impide, sin embargo, dis-

cernir los principales enfoques y lineamientos

de política pública predominantes en los últi-

mos sexenios. Entre otras posibles formas de

interpretación,
2

 partimos de la distinción en-

tre políticas de modelación sistémica y políti-

cas de cambio organizacional ya que, nos pa-

rece, estos dos grupos de políticas concentran

y reflejan las principales tendencias de cam-

bio durante la década. Entendemos por políti-

cas de modelación sistémica el grupo de ini-

ciativas, estímulos, proyectos y decisiones que

se traducen en dinámicas de crecimiento y

redistribución de componentes del sistema. Por

ejemplo, crecimiento de la oferta, descentra-

lización, diversificación de tipos y funciones

institucionales, participación del sector priva-

do, crecimiento del posgrado, entre otros pro-

cesos. Por instrumentos de cambio organi-

zacional entendemos las políticas inductivas

de formas de planeación, evaluación, rendición

de cuentas y reformas de régimen jurídico u

organizacional. Veamos a continuación el em-

plazamiento de tales políticas en los sexenios

que abarca el periodo objeto de estudio.

La política de educación superior en elLa política de educación superior en elLa política de educación superior en elLa política de educación superior en elLa política de educación superior en el
sexenio de Salinassexenio de Salinassexenio de Salinassexenio de Salinassexenio de Salinas

Desde su campaña presidencial, Carlos Sali-

nas de Gortari subrayó la necesidad de impul-

sar la calidad de la educación superior como

fundamento de su transformación,
3

 postulado

también contenido en el Plan Nacional de De-

sarrollo (PND) para el período 1989-1994.
4

 En

1989 se publica el Programa de Moderniza-

ción Educativa (PME) del régimen donde se afir-

man los principios generales que orientarán la

gestión en el sexenio:

a) Revitalización del sistema de planeación

indicativa (o de concertación) derivado

de la intersección SEP-ANUIES. Se afirma

que el Programa Integral para el Desa-

rrollo de la Educación Superior (aproba-

do por la ANUIES en 1986) forma parte de

la estrategia general.

b) Se establecen como líneas programáticas

las de evaluación, aplicación de los re-

cursos disponibles y proceso de reforma

institucional.

c) Se indica que el crecimiento y distribu-

ción de la oferta se orientará por tres prin-

cipios: mejor uso de la capacidad insta-

lada, gradualismo en el crecimiento de

las instituciones que no han alcanzado

su tamaño óptimo y apertura de nuevas

opciones principalmente en el sistema de

educación abierta. Además, el crecimien-

to se adminstrará a través del esquema

de desconcentración y regionalización

derivado del PND.

d) Se plantea la necesidad de una política

para que los estudiantes de escasos re-

cursos acceden a la educación superior.

En el plano de las acciones concretas,

el PME sugiere: la extensión de la oferta edu-

cativa en las modalidades escolarizada y abier-

ta; la conciliación de las preferencias de los

estudiantes con la oferta de carreras priorita-

rias para el desarrollo; el equilibrio territorial

de la matrícula; la simplificación del catálo-

go de carreras para evitar especializaciones

excesivas; el establecimiento de una pauta na-

 
1 

Cfr. Adrián Acosta Silva, “Políticas y cambios

institucionales en la educación superior en México 1973-

1998. ¿Sociogénesis de un nuevo “animal” universita-

rio?”, en: Adrián Acosta Silva (coordinador), Historias

Paralelas. Un cuarto de siglo de las universidades públi-

cas en México, 1973-1998, México, Universidad Autó-

noma de Ciudad Juárez, 1999, págs. 45-77.2 Véase, por

ejemplo, Gonzalo Varela Petito, “La política de educa-

ción superior en la década de los 90: Grandes esperan-

zas e ilusiones perdidas”, en: Alejandro Mungaray y

Giovanna Valenti (coordinadores), Políticas públicas y

educación superior”, México, ANUIES, 1996.
2
 Véase, por ejemplo, Gonzalo Varela Petito, “La

política de educación superior en la década de los 90:

Grandes esperanzas e ilusiones perdidas”, en: Alejan-

dro Mungaray y giovanna Valenti (coordinadores), Polí-

ticas públicas y educación superior, México, ANUIES,

1996.

3
 Véase Mario Melgar Adalid, Educación Superior:

propuesta de modernización, México, FCE, 1994, págs.

161-164.
4
 Carlos Salinas de Gortari, Plan Nacional de Desa-

rrollo 1989-1994, México, Presidencia de la República,

1989.
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cional de criterios de excelencia académica;

el impulso del proceso de evaluación superior

para determinar niveles de rendimiento, pro-

ductividad, eficiencia y calidad. De hecho,

los planteamientos del PMe recogen las reco-

mendaciones de la ANUIES contenidas en “De-

claraciones y aportaciones para la moderniza-

ción de la educación superior” (aprobadas por

la asamblea general a principios de 1989), do-

cumento con que la Asociación respondió a la

encomienda del Ejecutivo Federal de sistema-

tizar una propuesta de consenso para ser

incorporla en el programa de gobierno.

Entre 1989 y 1991 la definición de la

ruta política de la educación superior transcu-

rre en un escenario de franca convergencia

entre la SEP y la ANUIES y con el concurso de

otras instancias de la administración pública

central. Como primer paso, en 1989 se reactiva

la Comisión Nacional para la Planeación de

la Educación Superior (Conpes) y se instalan

una serie de comisiones nacionales integradas

por funcionarios del gobierno federal (SEP,

Conacyt, SPP) y por rectores o directores del

sistema de educación superior: comisiones na-

cionales de evaluación de la educación supe-

rior, fomento de la educación superior abierta,

vinculación de la investigación con los secto-

res social y productivo, evaluación y mejora-

miento del posgrado, evaluación y promoción

de la calidad de la

investigación, y par-

ticipación en el Pro-

grama Nacional de

Solidaridad, cada

una de ellas presidi-

da por el titular de la

SEP. Aunque estas co-

misiones sesionaron

durante 1990 y 1991,

en la práctica la úni-

ca comisión que pro-

dujo resultados apli-

cables fue la de eva-

luación (Conaeva).

En 1990 la

Asociación aprueba

la “Estrategia de la

ANUIES para el mejoramiento del sistema de

educación superior”, estrategia articulada en

torno a siete programas (superación académi-

ca, mejoramiento de la investigación,

posgrado, educación continua, extensión cul-

tural, administración, y apoyo al bachillera-

to). Posteriormente, en 1991, la Conpes publicó

el documento “Prioridades y Compromisos para

la Educación Superior en México 1991-1994”

en el cual se definen diez “líneas de acción

prioritarias para el mejoramiento de la cali-

dad de la educación superior en México”, desde

luego concordantes con el PME: actualización

curricular y mejoramiento de la calidad en la

formación de profesionales; formación de pro-

fesores; formación de investigadores; revisión

y readecuación de la oferta educativa; defini-

ción de una identidad institucional en materia

de investigación y posgrado; actualización de

la infraestructura académica; reordenación de

la administración y la normatividad; sistema

institucional de información; diversificación de

las fuentes de financiamiento; impulso a la par-

ticipación de los sectores social y productivo

en las áreas de la educación superior.
5

 En el

mismo documento de la Conpes se definen las

“líneas prioritarias de carácter interinstitucio-

nal”: formación de personal académico, infra-

estructura académica y red nacional de

bibliotecas, diversificación de políticas sala-

riales (deshomologación), mejoramiento de los

procedimientos para otorgar los subsidios y para

otras gestiones ante dependencias del gobier-

no federal, y programas interinstitucionales de

investigación.

5
 En 1994 la ANUIES publicó el estudio “Avances de

la universidad pública en México” en el cual se informa

sobre el avance de las instituciones en torno a los acuer-

dos de la Conpes.

FOTO: RAUL RAMIREZ MARTINEZ
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Progresivamente, y a través de un com-

plejo proceso de “concertación”, término cla-

ve en la jerga salinista, se van perfilando las

líneas de acción política efectivas de la ges-

tión: modificación del esquema inercial de fi-

nanciamiento, deshomologación del salario

académico e inducción de la cultura

evaluativa. El énfasis otorgado a la evaluación

se traduce en una serie de iniciativas y medi-

das que, sin lugar a dudas, cambiarían las prác-

ticas canónicas de la academia tanto como

las formas de operación y administración tra-

dicionales.

Desde la Conaeva se estableció una pro-

puesta de evaluación institucional múltiple,

adoptada también por la ANUIES en julio de

1990, consistente en tres modalidades: a) la

autoevaluación, b) la evaluación interinsti-

tucional encomendada a los Comités Interinsti-

tucionales de Evaluación de la Educación Su-

perior (CIEES), y c) la evaluación del sistema y

subsistemas de educación superior (a cargo de

las subsecretarías de la SEP y la ANUIES). Si

bien las tres modalidades alcanzaron expre-

sión concreta en el sexenio, únicamente la eva-

luación de programas (encomendada a los co-

mités de pares) derivó en una estructura esta-

ble. Sin embargo, la cultura de la evaluación

alcanzó a impregnar las formas de gestión aca-

démica en las instituciones, sobre todo a tra-

vés de una variedad de programas de estímulo

a la productividad académica que se difun-

dieron en las universidades del país desde los

primeros años de la década. De la misma ma-

nera, el régimen de Salinas ratificó el Sistema

Nacional de Investigadores (SNI), manejado por

el Consejo Nacional de Investigación Cientí-

fica y Tecnológica (Conacyt), que constituye

otro mecanismo de evaluación y promoción

selectiva de la planta de investigación y do-

cencia universitaria.

Una instancia complementaria a los pro-

cesos de evaluación acordados en 1990 se

deriva de la creación, en 1993, del Centro Na-

cional de Evaluación de la Educación Supe-

rior, Ceneval, acordada en la XXV Reunión Or-

dinaria de la Asamblea General de la ANUIES.

El Ceneval tomaría la forma de una Asocia-

ción Civil encargada del diseño y administra-

ción de exámenes de ingreso a la educación

media superior, superior y de posgrado, así

como sobre la calidad de los egresados. En la

misma reunión las instituciones aprobaron la

aplicación de dos procedimientos con fines de

acreditación de estudios: el examen nacional

indicativo previo a la licenciatura y el exa-

men general de calidad profesional.

En la coyuntura 1990-1991, la SEP da

inicio a la política de distribución de finan-

ciamientos complementarios mediante el Fon-

do para la Modernización Educativa (Fomes).

A través de éste, la SEP se propuso orientar los

programas y acciones de las instituciones de

enseñanza superior en torno a los objetivos pos-

tulados por el PME. En 1994 comienza a operar

el Programa de Superación del Personal Aca-

démico, conocido como Supera (diseñado por

la ANUIES en 1993), mediante el cual la SEP

distribuye a las universidades del país becas

para la promoción del nivel académico de la

planta docente.
6

 Por medio de Fomes y Supe-

ra se inicia la reconversión del método tradi-

cional de financiamiento a las instituciones de

educación superior públicas, consistente en la

asignación de presupuestos con base en indi-

cadores de matrícula y a través de procedi-

mientos de negociación entre la SEP y cada

una de las instituciones.

La estrategia de redistribución y

reordenación del financiamiento educativo

contó con otro instrumento de política públi-

ca: el Convenio Único de Desarrollo –a través

del cual los ejecutivos federal y estatales es-

tablecen bases de coordinación para el ejerci-

cio presupuestario–, instrumento derivado de

la estrategia de federalización postulada por

el régimen. Mediante esta instancia, las insti-

tuciones de educación superior del país co-

mienzan a diversificar las fuentes del subsidio

logrando combinaciones más o menos venta-

josas según el sistema de alianzas y relacio-

nes políticas con los poderes federal y local

que se articula en cada caso.

6
 Entre 1994 y 1996 Supera otorgó un total de 1,593

becas para la realización de estudios de posgrado a

profesores de carrera adscritos a las instituciones afilia-

das a la ANUIES. A partir de 1998 Supera, se enfocó al

otorgamiento de becas de posgrado al personal acadé-

mico de los institutos tecnológicos dependientes de la

SEP, a las universidades públicas sectorizadas en la Se-

cretaria de Agricultura y Ganadería, a las afines y a las

instituciones particulares afiliadas a la SEP.
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Además de las estrategias ya indicadas,

que se derivan principalmente del eje de polí-

tica SEP-ANUIES, la administración de Salinas

impulsó cambios importantes en el subsistema

de educación superior tecnológica. En 1991

se inicia el proyecto de Universidades Tecno-

lógicas con la creación de las unidades

Nezahualcóyotl, Tula-Tepeji y Aguscalientes,

y en 1993 se emprende la reforma académica

de los institutos tecnológicos.

Consecuente con los objetivos plantea-

dos en el PME, el régimen de Salinas no omitió

la reforma de diversos ordenamientos jurídi-

cos. En este terreno destacan la reforma al ar-

tículo 3ro. constitucional (marzo de 1993) y la

nueva Ley General de Educación (julio de

1993). No obstante, quedó reforma la Ley para

la Coordinación de la Educación Superior. En

cuanto a la modificación constitucional, se adi-

cionó un nuevo texto como fracción V del ar-

tículo 3ro. que incorpora la obligación del Es-

tado de “promover todos los tipos y modalida-

des educativos necesarios para el desarrollo

del país” (incluso la eduación superior). Esta

reforma extrae del texto constitucional prece-

dente la expresión según la cual “el Estado

imparte educación superior”. Mediante esta re-

forma se buscó abrir el candado legal que obli-

garía al Estado a financiar por completo la edu-

cación superior pública. En la misma reforma

se establece la obligación del Estado de “apo-

yar la investigación científica y tecnológica”

y de “alentar el fortalecimiento y difusión de

la cultura nacional.” Por otra parte, en la Ley

General de Educación de 1993, se introduce

una sección regulatoria de la evaluación del

Sistema Nacional de Evaluación y que que-

dan comprendidas las universidades públicas

y el resto de las instituciones de enseñanza

superior.

En el balance de los logros y limitacio-

nes de la política de educación superior del

gobierno de Salinas, sobresale la eficacia de-

mostrada en la inducción de criterios y valo-

res para orientar las acciónes de las institucio-

nes universitarias; criterios como calidad,

competitividad y productividad. Esta eficacia

está determinada por la capacidad de desarro-

llar y operar espacios múltiples de negocia-

ción y convergencia, aunque también se basó

en el diseño y operación de instrumentos más

agresivos (sobre todo financieros) para asimi-

lar los programas institucionales a los propósi-

tos del gobierno. Algunos objetivos importan-

tes del programa gubernamental no se consi-

guieron o fueron abandonados en el curso del

sexenio. Entre otros: el programa de apoyo a

los estudiantes de escasos recursos, la amplia-

ción de los sistemas de enseñanza abierta, la

reorientación de la demanda educativa y la

redefinición de la oferta de carreras.

Algunos analistas apuntan como rasgo

típico del gobierno del presidente Salinas la

tendencia a modificar el curso de las estrate-

gias concertadas mediante intervenciones

sesgadas que siguen intereses políticos de co-

yuntura. Este estilo de gobierno, que combina

rasgos nuevos y añejos,
7

 es probablemente la

característica descollante en el proceso de im-

plantación de las políticas del régimen y atra-

viesa todo el periodo. Quizás por ello al final

del sexenio hay síntomas evidentes del agota-

miento del discurso de la modernización.

Finalmente, una de las mayores defi-

ciencias del programa educativo salinista (en

realidad un vicio de origen) radica en la sub-

estimación de la demanda universitaria, sub-

estimación que derivó en la absurda conten-

ción de la oferta de nuevas plazas escolares

justo en las zonas de mayor solicitud: las áreas

metropolitanas del país. Muy pronto, las pre-

siones de la demanda obligarán a revisar el

esquema.

La política de educación superior en elLa política de educación superior en elLa política de educación superior en elLa política de educación superior en elLa política de educación superior en el
sexenio de Zedillosexenio de Zedillosexenio de Zedillosexenio de Zedillosexenio de Zedillo

En enero de 1995, poco después de los fatídicos

“errores de diciembre” que signaron el inicio

del nuevo régimen, el presidente Zedillo dio a

conocer su Programa de Desarrollo Educativo

(PDE) 1995-2000 Acorde con la terminología

en boga, en el documento se enfatizan como

retos educativos del sexenio los de “equidad,

calidad y pertinencia” de la educación. El ca-

pítulo correspondiente a la educación superior

se inicia con el reconocimiento de la necesi-

dad de atender a la demanda creciente y, a

través de ello, ampliar la cobertura social del

7
 Cfr. Acosta, op. cit., pág. 70.
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sistema. Se postula la meta de alcanzar en el

año 2000 la cifra de 1.8 millones de estudian-

tes, lo que representaría un crecimiento cer-

cano al 30% o bien la creación de casi 100

mil nuevas plazas al año.

El PDE propone, entre otros objetivos, lo-

grar una vinculación estrecha con el mercado

profesional y las perspectivas de empleo, con-

seguir que los estados participen en forma

corresponsable tanto en el financiamiento

como en la orientación de la oferta educativa,

tomando en cuenta las necesidades del entor-

no regional y local, así como mejorar la pre-

paración del personal académico. Al igual que

el PME de Salinas, se argumenta en favor de la

calidad académica, la que se apoyará en el

mejoramiento de planes y programas de estu-

dio así como en la provisión de equipos ade-

cuados, en especial laboratorios, bibliotecas,

centros de cómputo y talleres. En cuanto a la

función de investigación, el PDE subraya su

papel de insumo para el mejoramiento de la

docencia y también su carácter de recurso para

la innovación tecnológica, por ello se buscará

que, en todo caso, los proyectos de investiga-

ción encuentren una apli-

cación práctica.

En el programa se

establece también el

compromiso de desarro-

llar programas para me-

jorar los ingresos de

maestros e investigadores

en función de su rendi-

miento profesional y de

duplicar el número de pro-

fesores con posgrado para

el año 2000. Además de

estas propuestas, el PDE

hace explícita la conti-

nuidad y profun-dización

de la política de evalua-

ción establecida en el ré-

gimen antecedente. Por

otra parte, se propone

mejorar la coordinación

entre instituciones, orga-

nismos y subsistemas y,

por último, se señala la

intención de promover consejos sociales de vin-

culación o mecanismos equivalentes para

incoporar el punto de vista de diversas agrupa-

ciones e instancias sociales y productivas a

los programas de orientación profesional y a

las adecuaciones o modificaciones de los pla-

nes y programas de estudio.

Algunas de las directrices y orientacio-

nes del PDE se derivan de una línea de conti-

nuidad de los trabajos de planeación de ANUIES,

en particular del Consejo de Universidades Pú-

blicas e Instituciones Afines (CUPIA). En el do-

cumento titulado “Avances de la universidad

pública en México”, publicado por la Asocia-

ción en 1994, se establecen los aspectos que,

desde la óptica de los rectores, permitirían la

continuidad de políticas entre los sexenios:

“redefinición de la misión general de la uni-

versidad mexicana y de la misión de cada ins-

titución universitria en particular; creación de

un sistema nacional de acreditación; institucio-

nalización de referencias mínimas de calidad

para el funcionamiento de las universidades;

establecimiento de nuevos fundamentos para

los procesos regulares de asignación presupes-

taria y para los de asignación de los fondos

extraordinarios para proyectos especiales; de-

finición del status quo de la carrera académi-

ca del personal docente

y de investigación”.
8

Por otra parte, a

raíz del ingreso de Méxi-

co a la Organización

para la Cooperación y el

Desarrollo Económico

(OCDE) en 1994, el go-

bierno mexicano contra-

tó con la organización

un diagnóstico sobre las

condiciones prevale-

cientes en la educación

media superior y superior

del país. El estudio res-

pectivo, publicado en

1996 bajo el título Exa-

men de la política edu-

cativa de México, inclu-

ye un apartado de diag-

nóstico y otro de reco-

mendaciones operativas.

En la parte de diagnósti-

8
 Véase “Avances de la universidad pública en Méxi-

co” en: Revista de la Educación Superior, núm. 89, ene-

ro-marzo de 1994.

FOTO: MARIA JOSE MENDEZ
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co se destaca el carácter heterogéneo, com-

plejo, frágil, poco articulado y rígido del con-

glomerado de instituciones de educación me-

dia superior y superior. Es decir, un sistema que

se divide en varios subsistemas, pero que no

está integrado entre sí y tampoco permite la

movilidad horizontal de los estudiantes con di-

ferentes formas de coordinación con las auto-

ridades educativas y con distintos regímenes

jurídicos; con un crecimiento importante del

sector privado y la alta concentración de la

matrícula en las ciencias sociales y adminis-

trativas e indica que “el peso de las formacio-

nes científicas y técnicas es modesto para el

nivel actual de desarrollo económico de Méxi-

co.” En el capítulo de recomendaciones, los

expertos de OCDE plantean cinco campos crí-

ticos en que “las reformas son manifiestamen-

te necesarias”. A saber: flexibilidad, pertinen-

cia, calidad, personal académico y recursos

financieros. Para cada uno de estos rubros hay

recomendaciones que van desde objetivos ge-

néricos hasta propuestas muy específicas. A

través de la Subsecretaría de Educación Supe-

rior e Investigación Científica (SESIC) de la SEP,

el informe OCDE fue difundido en las universi-

dades públicas con la solicitud de dar segui-

miento e informar de las acciones que aten-

dieran a las recomendaciones del grupo de ex-

pertos.

De este modo, en los primeros años del

sexenio de Zedillo fue configurándose un rela-

tivamente nuevo escenario para la definición

y negociación de las orientaciones de política

educativa superior. Además de los actores tra-

dicionales (SEP y ANUIES) tomarían un lugar des-

tacado las Comisiones Estatales para la

Planeación de la Educación Superior (Coepes),

reactivadas por la SEP en 1997, y la organiza-

ción que agrupa a las universidades privadas

del país, la Federación de Instituciones

Mexicanas Particulares de Educación Superior,

(FIMPES).

Una diferencia marcada entre las ad-

ministraciones de Salinas y Zedillo en este

campo radica en que, pese a la continuidad

de estrategias tales como la evaluación y la

diferenciación del financiamiento, durante el

régimen de Zedillo se procuró un menor grado

de intervención sobre aspectos tales como la

reforma académica, el cambio normativo y la

reorganización de las instituciones. Por el con-

trario, las instancias de la SEP se concentraron

en el desarrollo de algunos proyectos específi-

cos (principalmente el programa de Universi-

dades Tecnológicas, la reforma del sistema de

normales y la ampliación del sistema de Insti-

tutos Tecnológicos, que se conformó como sis-

tema federal a partir de 1997), en la operación

de los fondos de recursos complementarios y

en el diseño de programas de reforma admi-

nistrativa, como el Programa para la Normali-

zación de la Información Administrativa, ini-

ciado en 1997.

Por otra parte, es importante señalar que

la administración pública del régimen de

Zedillo debió enfrentar, en sus primeros años,

los efectos de la crisis económica sucitada por

la devaluación del peso en 1994. El presupuesto

federal para la educación superior no logró re-

cuperarse sino hasta 1999-2000, de tal manera

que el alcance de los objetivos y metas esta-

blecidos en el programa gubernamental se vio

acotado por una serie de restricciones y limi-

taciones financieras, en forma tal que, desde

el inicio de la administración, se establecie-

ron las prioridades que modelarían el sentido

del cambio en las siguientes direcciones: re-

forzamiento del programa de becas de supera-

ción del personal académico de las institucio-

nes de enseñanza superior (principalmente las

del interior del país); reforzamiento del

subsistema tecnológico superior; consolidación

de los sistemas de evaluación y financiamien-

to diferenciado del conjunto de universidades

públicas y, finalmente, apertura (liberalización)

a la inversión privada en el campo de la edu-

cación universitaria. El primero de estos pro-

gramas implicó la creación, en 1996, del Pro-

grama de Mejoramiento del Profesorado

(Promep). Este programa establece como con-

dición de elegibilidad la realización de

autoevaluaciones y de programas instituciona-

les de desarrollo, a partir de los cuales las en-

tidades participantes definen necesidades es-

pecíficas para el desarrollo de su planta aca-

démica, que son atendidas mediante la provi-

sión de becas para que los profesores obten-

gan posgrados en programas académicos de

excelencia. El Promep sustituyó en las univer-

sidades públicas al anterior Supera. Además,

se estableció, en 1998, el Programa de Estí-

mulos al Desempeño del Personal Docente de

Carrera o Programa de Carrera Docente que

aporta fondos de complemento salarial en aque-



El
 Cotidiano 103 111

9
 Secretaría de Educación Pública. Acuerdo 279

(Diario Oficial de la Federación, 10 de julio de 2000).

Información de La Jornada, 24 de julio de 2000, pág. 48.

llas instituciones que carecen de sus

propios programas de estímulo al des-

empeño docente. Por otra parte, el pro-

grama Fomes continuó vigente y se

consolidó como el instrumento prin-

cipal de redistribución financiera de

la SEP.

A lo largo del sexenio, el sec-

tor privado de la educación superior

mostró un gran dinamismo en térmi-

nos cuantitativos y cualitativos. Al ini-

cio del 2000, la proporción de estu-

diantes en escuelas particulares supe-

raba la proporción de 30% del total y

la proporción de establecimientos su-

perior a la de establecimientos públi-

cos. Junto con esta dinámica

expansiva, algunas instituciones par-

ticulares consolidadas (como la Uni-

versidad Iberoamericana, el Instituto

Tecnológico de Estudios Superiores de

Monterrey y la Universidad La Salle)

establecieron esquemas de distribu-

ción regional de su oferta profesional,

así como procesos de renovación

curricular. Por otra parte, se consoli-

dó un segmento de establecimientos

de enseñanza profesional orientados

a la atención del segmento de la de-

manda excluído de las oportunidades

acceso a la educación superior pública. Las

instituciones privadas apoyaron el alcance de

las metas de crecimiento y cobertura propues-

tas por el régimen al inicio de la gestión. Asi-

mismo alviaron la presión de la creciente de-

manda y desde luego la presión sobre los re-

cursos limitados con que operó la administra-

ción pública. A cambio, se vieron beneficia-

das por una política de desregulación que cul-

minó en el Acuerdo 279, expedido por la SEP

el pasado 10 de julio, a través del cual se re-

ducen y simplifican los trámites para la obten-

ción del Registro de Validación Oficial de Es-

tudios (RVOE) y, al contrario de lo que ocurre

en el sector público, prácticamente se elimi-

nan las instancias de supervisión y evaluación

de la SEP sobre los establecimientos, progra-

mas y plantel académico.
9

Al carecer de indicadores que permitan

ponderar objetivamente el impacto de las po-

líticas públicas en aspectos tales como la ca-

lidad y la pertinencia de la educación supe-

rior, sería arriesgado terminar la presentación

con juicios conclusivos sobre la efectividad de

las estrategias y los instrumentos operados en

el sexenio. Como en el caso de la administra-

ción salinista, este sexenio exhibe un claros-

curo de metas alcanzadas (por ejemplo las de

crecimiento y cobertura y la meta de duplicar

los profesores con posgrado) y propuestas no

cumplidas, entre las que cabe recordar: la in-

tegración de vínculos entre los diferentes

subsistemas de la educación superior, la vin-

culación de la oferta con el mercado profesio-

nal, y el establecimiento de los consejos so-

ciales de vinculación. No por casualidad es-

tos propósitos (no cumplidos) demandan la ar-

ticulación de vínculos no corporativos entre el

Estado, las instituciones y la sociedad. Acaso

sea éste el reto principal para un nuevo diseño

de política de educación superior.
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La CNTE ha cubierto un amplio periodo histórico en sucesivas olea-

das de lucha convirtiéndose, en varias etapas de sus veinte años de

vida, en la principal referencia de la lucha social en México. Las cau-

sas que le dieron vida no sólo siguen vigentes, sino que en el marco

de las políticas neoliberales se han hecho cada vez más patentes y

ominosas. Ello evidencia la presumible permanencia de la insurgencia

magisterial si, como se advierte, con el próximo gobierno de Fox se

sigue desarrollando la misma política hacia los trabajadores y hacia

el sector educativo. La existencia de la insurgencia magisterial, sin

embargo, no es garantía de mejoramiento de las condiciones de in-

greso y de trabajo para el gremio ni de cambios progresistas en la

materia de trabajo del mismo, la cual concierne a toda la sociedad.

Para avanzar en esa dirección, tendrán que operarse cambios

sustantivos en las estrategias, tácticas y relaciones políticas de

los grupos magisteriales que tienen la hegemonía al interior de la

CNTE.

a CNTE. El fin de una época

Rogelio Sosa*

* Dirigente de la CNTE.

Los vertiginosos cambios sociales opera-

dos en México y en el mundo en los últi-

mos veinte años, han transformado de manera

muy significativa, entre otros sujetos, a las or-

ganizaciones sociales independientes que

nacieron, en nuestro país, como expresión or-

gánica de la respuesta de amplios segmentos de

la sociedad golpeados por los efectos de la crisis

económica y las políticas con las que el Estado y

los grupos hegemónicos reaccionaron ante ella.

Las organizaciones sectoriales de ma-

sas que surgieron en aquel entonces como

“coordinadoras” de amplios movimientos in-

surgentes, evolucionaron rápidamente hacia

procesos de desintegración o de una drástica

reducción de su dimensión y papel político.

La Coordinadora Sindical Nacional (Cosina) fue

la primera en sucumbir ante las contradiccio-

nes internas entre los grupos de izquierda que

actuaban en las zonas fabriles del centro del

país y que eran su soporte ideológico, político

y operativo. En ello influyó también de mane-

ra importante la dura represión orquestada por

la trilogía Estado-charros-patrones. La acción

punitiva de éstos se dejó sentir, sobre todo,

como reacción a las amplias jornadas de lu-

cha articuladas por la Asamblea Nacional

Obrero-Campesino-Popular (verdadera coordi-

nadora de coordinadoras) en el año 1983 y

particularmente por la demostración de la fuer-

za insurgente desplegada en las huelgas de

junio de ese año, en las cuales tuvieron parti-

cipación incluso sectores obreros de los sindi-
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catos charros. El riesgo de un desbordamiento

social de amplia magnitud fue real y en esa

proporción fue la reacción de un régimen que

había pasado por la profunda experiencia del

movimiento estudiantil y social de 1968. De

hecho, la inmensa mayoría de los dirigentes

de las coordinadoras de los ochenta eran vete-

ranos del movimiento estudiantil.

La Coordinadora Nacional Plan de Ayala

(CNPA), aunque subsiste hasta la fecha, experi-

mentó diversas fracturas a través de estas dos

décadas y carece de la fuerza y capacidad de

acción y convocatoria de su primer periodo.

Igual saldo ofrece la Coordinadora Nacional

del Movimiento Urbano-Popular (Conamup),

matriz de la mayor parte de los movimientos

de colonos y sectores urbanos que se han or-

ganizado al margen de ella en este periodo a

lo largo y ancho del país, y que se muestran,

sin embargo, incapaces de recuperar la uni-

dad de acción que favoreció esa Coordinado-

ra en sus primeros años.

En relación con la Coordinadora Nacio-

nal de los Trabajadores de la Educación (CNTE),

encontramos en ella un proceso inédito en la

historia del país, porque su actuación se ha

prolongado con una fuerza y significación po-

lítica no desarrolladas por ninguna otra orga-

nización social. Su incidencia en el mayor sin-

dicato de América Latina, la magnitud de sus

movilizaciones, su capacidad de presión y

negociación en ciertas coyunturas y para con-

vocar y aglutinar a otras fuerzas insurgentes,

la convirtieron en una referencia importante

de la resistencia social durante la década de

los ochenta en la que se inauguraron y desa-

rrollaron las políticas neoliberales del régimen.

De hecho, después de  la dura repre-

sión del gobierno y de los empresarios apoya-

dos por el charrismo, sobrevino un período de

desarticulación del movimiento insurgente. La

CNTE fue en ese período (1984-1988), junto con

un fuerte aunque disgregado movimiento ur-

bano, principal referente de la resistencia so-

cial. En esta etapa destaca el surgimiento de

diversas organizaciones de colonos y damnifi-

cados por los sismos de 1985; las huelgas del

Consejo Estudiantil Universitario (CEU) y del

Sindicato Mexicano de Electricistas, (SME) así

como aislados movimientos obreros (La Favo-

rita, Pascual) y campesinos del sur-sureste. La

mayoría de estas experiencias lograron sus ob-

jetivos de resistencia y en muchos de esos ca-

sos la CNTE cumplió un papel importante de

apoyo político y logístico, lo mismo como ins-

tancia nacional, que a través de sus contin-

gentes, especialmente las secciones XXII de

Oaxaca y la VII de Chiapas.

La coyuntura electoral de julio de 1988

expresó la inconformidad acumulada después

de un sexenio de políticas regresivas para las

mayorías. La derrota, no reconocida, del par-

tido oficial mediante un amplio frente oposi-

tor permeado por la izquierda, fue también pro-

ducto de largos años de lucha social con inci-

dencia importante del magisterio democráti-

co. Este, a su vez, fue influenciado en gran

medida por la insurgencia electoral de 1988.

A partir de esa coyuntura, la participación en

las elecciones se convirtió en un punto central

del debate político entre las corrientes partici-

pantes en la Coordinadora. Crecientes segmen-

tos del magisterio se fueron comprometiendo

con la participación político-electoral, especial-

mente en las filas del Partido de la Revolución

Democrática (PRD).

En una visión de largo plazo, es posible

identificar a la CNTE como a uno de los hilos
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conductores mas fuertes de conexión del Mo-

vimiento Estudiantil de 1968 con la lucha so-

cial de los ochenta. Debido a ello, el régi-

men, en los primeros años de la Coordinado-

ra, con anuencia de la dirección oficialista

del SNTE (en manos de Vanguardia Revolu-

cionaria) aplicó la represión contra el movi-

miento y el asesinato contra dirigentes y acti-

vistas, como sucedió principalmente en los

casos del Valle de México, Hidalgo, Oaxaca

y Chiapas.

Sin embargo, como se ha apuntado, el

movimiento se sostuvo especialmente con la

lucha prácticamente ininterrumpida de Oaxaca

y, en menor grado, de Chiapas, hasta llegar a

la movilización magisterial de 1989, la cual

dejó un precedente histórico, no sólo por su

magnitud (más de 500,000 trabajadores de la

mayoría de las secciones del SNTE) sino tam-

bién por sus logros. Se rompió el tope del 10%

impuesto por Salinas al aumento salarial, para

alcanzar el 25%; se logró la conquista de los

comités ejecutivos seccionales de Oaxaca,

Chiapas y la estratégica Sección IX del Distri-

to Federal, así como significativos avances en

Guerrero, Michoacán y otros estados.

Sin embargo, después de los triunfos de

1989, Elba Esther Gordillo, quien relevó a Car-

los Jonguitud Barrios y desmanteló a su co-

rriente Vanguardia Revolucionaria, promovió

la táctica de incorporar como cabeza del Co-

mité Ejecutivo Nacional del SNTE, a cuadros

formados en la Coordinadora, con el fin de

asimilar este movimiento al control oficial. No

logró su objetivo, la concertación no se reali-

zó con los contingentes en lucha (éstos fueron

y son refractarios a tal política) sino con per-

sonas o pequeños grupos desplazados de la

conducción de la Coordinadora.

La estrategia de fondo que aplicó el go-

bierno de Salinas ante los fuertes obstáculos

que representaba la Coordinadora para la apli-

cación del modelo neoliberal en el terreno la-

boral y ante la intrínseca fuerza potencial del

SNTE, fue su desmembramiento mediante la

descentralización educativa, establecida en el

Acuerdo Nacional para la Modernización Edu-

cativa (ANMEB) de mayo de 1992. Ello fue po-

sible dada la victoria electoral del partido ofi-

cial en 1991 y la notable recuperación políti-

ca del propio Salinas. También en ese marco,

reformó el Artículo 3º constitucional y expidió

la Ley General de Educación en 1993.

¿Por qué después de la exitosa movili-

zación magisterial de 1989 no fue posible que

la CNTE fuera capaz de frenar o revertir la con-

traofensiva salinista de los años siguientes?

Se debería considerar que la gran olea-

da del movimiento magisterial de la primave-

ra de 1989 no fue preparada u organizada

anticipadamente. Tuvo, por el contrario, un alto

grado de espontaneidad. Si bien la convocato-

ria surgió de la discusión y acuerdo de la Asam-

blea Nacional Representativa, máxima

instancia de acuerdos de la Coordinadora, ello

fue un detonante que desencadenó la incor-

poración de cientos de miles de trabajadores y

trabajadoras de la educación a partir de la acu-

mulación durante varios lustros de inconfor-

midad laboral producida por la agresiva

política salarial del régimen. Evidentemente,

el papel colaboracionista de la dirección sin-

dical nacional con la aplicación de tal políti-

ca, lo puso en el centro de la confrontación:

de ahí la relevancia que tuvo la demanda de

democracia sindical en esa coyuntura.

La naturaleza espontanea y la extensión

de la movilización de la primavera de 1989

expresó nítidamente el comportamiento de la

Coordinadora desde su nacimiento. Es decir,

demostró sus alcances y límites políticos. Se

trata de un ente no articulado orgánicamente

que se constituye como frente coyuntural a

partir de acuerdos de lucha generados por los

contingentes que le dan vida. Entonces, es en

éstos donde se encuentran tales alcances y lí-

mites. Conocedor de esto, el gobierno de Sali-

nas consumó el proyecto descentralizador bus-

cando imponer una lógica de expresión y so-

lución local de los problemas magisteriales

para derivar de ahí, la disolución progresiva

de la fuerza disidente y de sus articulaciones

nacionales.

La estrategia dio resultados positivos al

gobierno porque el fuerte desgaste de los con-

tingentes más destacados de la CNTE (en el pe-

riodo 1991-1994, Oaxaca, Guerrero y

Michoacán) en medio del reflujo general, im-

pidió que la Coordinadora lograra neutralizar

o siquiera condicionar las regresivas reformas

y acciones educativas de Salinas. El período
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señalado se caracterizó también por el exa-

cerbamiento de las contradicciones entre las

corrientes y grupos al interior de la Coordina-

dora. En Michoacán y en Guerrero, por ejem-

plo, se dividió el magisterio formándose gru-

pos dentro del movimiento democrático que

reclamaban la representación seccional.

Durante el gobierno de Zedillo, y como

consecuencia de la grave crisis económica que

se desarrolló durante 1995, el magisterio em-

prendió nuevas luchas. Oaxaca, Guerrero y

Michoacán se mantuvieron a la cabeza de las

acciones nacionales que se han sostenido

anualmente hasta la fecha.

La característica de este período fue el

despliegue de la lucha de contingentes no in-

corporados a la CNTE, como fueron los casos

de Tamaulipas, Veracruz, Tabasco y Yucatán.

Este factor –la falta de crecimiento de la Coor-

dinadora en el resto del país y el renovado

conflicto interno– indica los límites históricos

del proyecto. Se puede decir que quienes lo

sostienen son, por un lado, importantes con-

tingentes magisteriales como el de Oaxaca,

Chiapas, Guerrero, Michoacán y otros de me-

nor magnitud con una cultura democrática y

de lucha sedimentada en los veinte años de

existencia de la CNTE (el último de los mencio-

nados, a partir de 1989) por el otro lado, ani-

man y justifican con creces la lucha magisterial

las agresivas políticas gubernamentales que

han expropiado el salario real del magisterio

y, además, han dado plena cobertura a los di-

rigentes charros del SNTE.

Los últimos años de lucha de la Coordi-

nadora, han mostrado el agotamiento del mo-

delo de lucha basado en oleadas de

movilización, cuyo objetivo principal estaba

centrado en la lucha por el aumento salarial y

la democracia sindical. Sin embargo, al no

lograr la necesaria acumulación de fuerza para

conquistar aumentos salariales mayores a los

pactados entre el Gobierno y los charros del

Comité Ejecutivo Nacional del SNTE y ni si-

quiera la realización con negociaciones ver-

daderamente nacionales, como en otros

tiempos, sino culminar las jornadas de lucha

en negociaciones diferenciadas por estados, la

CNTE pierde gran parte de su capacidad de con-

vocatoria y el aglutinamiento de la inconfor-

midad del magisterio nacional.

La demanda fundamental por la demo-

cracia sindical ha perdido gran terreno tam-

bién debido a que el charrismo ha logrado asi-

milar la existencia de las secciones y demás

contingentes democráticos en la lógica de con-

certar y neutralizar a la oposición, tal como lo

practica el régimen en el ámbito más general.

Pero, además, el charrismo ha aprendido a

mediatizar la acción crítica de los individuos

y grupos que lo cuestionan al interior de las

secciones bajo su control. Un factor coadyu-

vante en este proceso ha sido, sin duda, la

mayor legitimidad que ha alcanzado el

charrismo en diversas secciones en las que

operan grupos de activistas y dirigentes de la

disidencia incorporada al Comité Ejecutivo

Nacional como son los casos de Fracciones

Democráticas del SNTE y Nuevo Sindicalismo.

Con dichas corrientes, existe un alto grado de

tolerancia y acuerdo por parte del charrismo

para construir una imagen de pluralidad y de-

mocracia que conjure la crítica y el accionar

de los grupos disidentes radicales y/o afines a

la Coordinadora.

Salvo el reciente caso de Tabasco, don-

de se presentó nuevamente un proceso de con-

frontación de la base magisterial con la direc-

ción seccional controlada por el charrismo (en

el marco de la lucha por el aumento salarial),

la tónica de los últimos años ha sido de un

amplio control y mediatización del mismo so-

bre los brotes de inconformidad en contingen-

tes no incorporados a la CNTE. Por ejemplo, el

régimen se empleó a fondo para aislar la in-

conformidad magisterial aun otorgando con-

cesiones económicas mayores a las ofrecidas

a contingentes de la CNTE. Ese afán guberna-

mental, en vísperas de las elecciones del 2 de

julio de este año y la falta de sincronización

del movimiento respecto a los contingentes de la

CNTE, derivó en un desenlace similar a los mo-

vimientos estatales que se desplegaron al mar-

gen de la Coordinadora en años anteriores.

Para comprender los límites que ha al-

canzado el proyecto de la CNTE, es necesario

tomar en cuenta el fuerte desgaste operado en

su desarrollo interno a raíz de una propensión

de los grupos dirigentes a la confrontación

ideológica, al estilo de los años setenta. Es co-

nocida la secuela de contradicciones internas

que ha afectado a la Coordinadora desde su

fundación. La priorización de la confrontación
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ideológica y el dominio de la desconfianza po-

lítica intergrupal limitaron la búsqueda de

acuerdos estratégicos que le permitieran a la

CNTE rebasar el carácter de frente circunstan-

cial para constituirse en una corriente suficien-

temente definida en términos programáticos y

orgánicos para disputarle al charrismo la di-

rección nacional del SNTE. En lugar de ello,

prevalecieron, hasta el presente y en una gran

medida, la intolerancia, el sectarismo, el me-

sianismo, la improvisación y los intentos de

algunos grupos por liquidarla en favor de pro-

yectos unilateral y cupularmente diseñados.

Sólo el empuje reiterado de las bases trabaja-

doras ha forzado a los grupos de dirección a

tolerarse mutuamente, aunque sea de manera

transitoria, en el marco del ascenso de la mo-

vilización.

Un factor que alimentó siempre la con-

frontación y desconfianza entre los grupos de

mayor incidencia en la CNTE, fue la persistente

campaña de cooptación, exitosa en ocasiones,

desplegada por el charrismo. La relación con

éste y con el régimen en general fue de carác-

ter reactivo, más que de una confrontación de

proyectos y propuestas frente a la base traba-

jadora.

Una materia fundamental que ha que-

dado pendiente para la CNTE y que le ha signi-

ficado un alto costo político, es el fuerte rezago

en la construcción de un proyecto alternativo

de educación. Desde su nacimiento, diversos

contingentes y grupos de la Coordinadora im-

pulsaron la realización de diversos foros y

eventos de educación alternativa, sin embar-

go, fue hasta 1991 cuando se realizó el I Con-

greso Nacional de Educación Alternativa que

le permitió definir a la CNTE los lineamientos

de tal proyecto. No obstante los esfuerzos des-

plegados por activistas y grupos de dirección

de diversos contingentes, la iniciativa quedó

en el papel y ni siquiera la mayoría de los

participantes de base conocieron y discutie-

ron tales propuestas; menos lo hicieron otros

actores involucrados, como los padres de

familia.

El costo político que el rezago en este

campo pagó la CNTE se puede estimar si se con-

sidera que la materia de trabajo del magisterio

es un importante puente natural que lo une a

nivel político y social con la población. El te-

rreno laboral y sindical no es suficiente moti-

vo para concitar la participación y el apoyo

consistente de la población y especialmente

de los padres de familia hacia las luchas

magisteriales. El gobierno de Salinas enfrentó

esta situación llenando el amplio vacío deja-

do por el magisterio democrático, incluyendo

en la Ley General de Educación promulgada en

1993 los llamados consejos de participación so-

cial, mediante los cuales se asigna un papel di-

ferenciado y eventualmente conflictivo a los sec-

tores organizados de la sociedad y, entre ellos, a

los padres de familia frente a los maestros, en la

célula básica de la relación escuela comuni-

dad, que debiera ser el espacio vital y funda-

mental de la alianza magisterial y popular.

No han sido suficientes los innumera-

bles eventos de discusión realizados por la CNTE

respecto a la construcción de un proyecto edu-

cativo democrático, porque al no existir un

movimiento pedagógico continuo de reflexión

y acción para el cambio a nivel de las escue-

las, los eventos se convierten en actos rituales

de crítica al sistema educativo vigente, pero

sin incidir en las mayorías, quienes son las gran-

des ausentes. Por ello, no es extraño encontrar

a segmentos del magisterio democrático que

viven la contradicción de ser, en las calles,

heraldos del cambio social y de la lucha por la

democracia, en sus aulas, practicantes de una

docencia tradicional, acrítica y verticalista.

Tampoco es extraño que muchos maestros de-

mocráticos no sólo mantengan cierta distan-

cia con los padres de familia de sus alumnos,

sino que no muestren mucho interés en com-

partir con ellos la tarea educativa.

Los padres de familia son cada vez más

espectadores que actores que compartan los

ideales y las luchas magisteriales, no obstante

que las demandas de aumento salarial, demo-

cracia sindical y una nueva educación están

directamente ligadas a sus intereses inmedia-

tos y de largo plazo.

La jornada de lucha del 2000La jornada de lucha del 2000La jornada de lucha del 2000La jornada de lucha del 2000La jornada de lucha del 2000

La jornada nacional de lucha de la CNTE de

este año, fue una reedición más del modelo

de lucha anotado más arriba. En ella, se ex-

presaron las contradicciones, las carencias y
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el desgaste ya señalados. En esta ocasión, la

coyuntura electoral fue un factor importante

que definió el desarrollo y el desenlace de los

acontecimientos.

En general, la preparación de los con-

tingentes fue deficiente. Salvo el caso de

Oaxaca, cuya sección se ha caracterizado por

la realización de sistemáticas consultas a ni-

vel de las delegaciones sindicales para decidir

en las bases trabajadoras tanto las demandas a

levantar como las estrategias de lucha y el plan

de acción a seguir, en la mayoría de los con-

tingentes esto no se realizó. En otros lo fre-

cuente, como en esta ocasión, es que los gru-

pos de dirección deciden después de un análi-

sis político de la coyuntura si se debe impul-

sar o no determinado pliego de demandas y

cierto plan de acción que puede incluir un paro

indefinido de labores. En lo general, este mé-

todo deja en la pasividad a miles de trabaja-

dores que se ven presionados por esquemas

ya resueltos de lucha. Los resultados han esta-

do a la vista de todos y se expresa en una

sustancialmente menor participación del ma-

gisterio convocado.

Las experiencias de las jornadas nacio-

nales de lucha de la CNTE con las deficiencias

ya señaladas, se reeditaron en este año con

fuertes desventajas adicionales. Igual que en

el caso de la UNAM, el régimen de Zedillo bus-

có afanosamente enfrentar al movimiento

magisterial con el gobierno perredista de la

Ciudad de México. El gobierno federal utilizó

abiertamente la lucha de los maestros para

demostrar la incapacidad política del gobier-

no local con el argumento de que las solucio-

nes a los distintos contingentes se encontra-

ban en sus respectivas entidades. Esto, eviden-

temente, pretendía ignorar que el financia-

miento de la educación y por tanto, el salario

del magisterio se resuelve centralmente y los

gobiernos estatales dependen de la decisión

federal, lo que es aún definitivo sobre todo en

los estados en los que principalmente operan

las fuerzas de la CNTE y que carecen práctica-

mente de ingresos propios significativos para

el sector educativo. Naturalmente, los gobier-

nos estatales aludidos hicieron el papel de com-

parsas del gobierno de Zedillo y mantuvieron

artificialmente el conflicto magisterial hasta la

víspera de las elecciones federales perjudican-

do a millones de educandos.

La división interna de la CNTE facilitó

las maniobras del gobierno federal y del Co-

mité Ejecutivo Nacional del SNTE, el cual, en

razón de la correlación de fuerzas desfavora-

ble del magisterio en lucha, jugó un papel

divisionista buscando el desgaste de éste. En

la lógica de avanzar unilateralmente en la co-

yuntura, la negociación por contingentes fue

aceptada nuevamente por éstos y la CNTE per-

dió una vez más su capacidad de centralizar

la interlocución del magisterio en lucha.

En los últimos días de la jornada las

negociaciones pasaron al nivel estatal. En esa

dinámica, la diferente correlación local de fuer-

zas y la respectiva capacidad de negociación

de las dirigencias, así como los diversos gra-

dos de apoyo activo y vigilante de la base tra-

bajadora, arrojaron resultados altamente dife-

renciados de un estado a otro. De todos los

contingentes, el de Oaxaca logró los avances

más significativos, ya que se cubrieron los in-

crementos salariales pactados nacionalmente,

a trabajadores de diversos niveles y modalida-

des; cuestión que fue negada en casos como

el de Michoacán. Los trabajadores oaxaqueños

avanzaron significativamente en la conquista

de prestaciones y beneficios gremiales y so-
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ciales, lo que permite la continuidad del mo-

vimiento estatal en condiciones favorables y

de alta moral.

El contingente michoacano, por el con-

trario, fue el más castigado: no logró que se

aplicara a  los trabajadores de apoyo y de otros

niveles educativos el aumento salarial pacta-

do nacionalmente. Se incorporaron en la mi-

nuta de acuerdos, compromisos gubernamen-

tales para el equipamiento de escuelas y otras

acciones que corresponden realmente a parti-

das regulares del presupuesto anual de la Se-

cretaría de Educación en el Estado. Se recibió,

además, un revés importante al firmar su

dirigencia el cierre de todas las normales que

habían sido creadas en 1996 bajo la presión

popular y la cobertura de la propia Sección

XVIII para recibir a un número creciente de re-

chazados de las normales tradicionales oficia-

les. El régimen del Gobernador Víctor Manuel

Tinoco Rubí, nulificó así una de las acciones

de mayor congruencia del magisterio demo-

crático frente a su compromiso con los intere-

ses populares que enfrentaba directamente la

política neoliberal en el campo de la forma-

ción de maestros.

Es conocido que, en los últimos tres

sexenios, ha disminuido la matrícula en las es-

cuelas normales a casi la mitad y que los maes-

tros normalistas están siendo sustituidos con

jóvenes improvisados del Conafe y bachille-

res en la tarea educativa, a bajo costo. Ellos

educan sin formación profesional de por me-

dio, sin una relación laboral con el Estado y

sin derechos sindicales.

A modo de conclusiónA modo de conclusiónA modo de conclusiónA modo de conclusiónA modo de conclusión

La CNTE ha cubierto un amplio periodo históri-

co en sucesivas oleadas de lucha convirtién-

dose, en varias etapas de sus veinte años de

vida, en la principal referencia de la lucha so-

cial en México. Las causas que le dieron vida

no sólo siguen vigentes, sino que en el marco

de las políticas neoliberales se han hecho cada

vez más patentes y ominosas. Ello evidencia

la presumible permanencia de la insurgencia

magisterial si, como se advierte, con el próxi-

mo gobierno de Fox se sigue desarrollando la

misma política hacia los trabajadores y hacia

el sector educativo. La existencia de la insur-

gencia magisterial, sin embargo, no es garan-

tía de mejoramiento de las condiciones de

ingreso y de trabajo para el gremio ni de cam-

bios progresistas en la materia de trabajo del

mismo, la cual concierne a toda la sociedad.

Para avanzar en esa dirección, tendrán que

operarse cambios sustantivos en las estrategias,

tácticas y relaciones políticas de los grupos

magisteriales que tienen la hegemonía al inte-

rior de la CNTE.

La Coordinadora ha arribado a sus vein-

te años de lucha en una situación de eviden-

te desgaste. Ello coincide con el vuelco

político que ha experimentado el país a par-

tir del 2 de julio. Se puede advertir que para

la CNTE ha llegado también el fin de una épo-

ca: aún cuando se advierte la continuidad y

la profundización del modelo económico para

los próximos años, ello no resuelve la proble-

mática que limita drásticamente a la Coordi-

nadora.

Por otra parte, es evidente que el

charrismo sindical prohijado por el PRI duran-

te décadas, con la debacle de éste experimen-

tará una prueba que lo hará desaparecer como

puntal corporativo del Estado y, en el mejor de

los casos, será refuncionalizado bajo las nue-

vas condiciones de la lucha por el poder.  La

capacidad de Elba Esther Gordillo como líder

del grupo hegemónico del SNTE y a la vez par-

ticipante en uno de los principales grupos

priístas, de ninguna manera tiene asegurado

el control político del que disfrutó anteriormen-

te. La crisis del PRI y su evolución determina-

rán en gran medida su suerte histórica y el

destino de los grupos que operan en el SNTE.

La CNTE, por su parte, tiene entonces que

experimentar una profunda recomposición y

un serio replanteamiento de su papel y de su

funcionamiento a fin de recuperar su capaci-

dad de convocatoria y liderazgo ante el ma-

gisterio nacional y construir las condiciones

necesarias para enfrentar con éxito sus tareas

y avanzar en la conquista de sus demandas

históricas aún insatisfechas: la recuperación

salarial, la conquista de la auténtica democra-

cia sindical y la construcción y puesta en mar-

cha de un proyecto de educación democráti-

co y popular que se encuentra hoy más ame-

nazada que nunca.
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